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Introducción

En julio de 2019 el Congreso de la República de Colombia introdujo la posibilidad 
de una segunda vuelta electoral para la elección de la alcaldía de Bogotá a partir de 
2023. El nuevo sistema estipula que, si la candidatura más votada no obtiene la ma-
yoría absoluta de votos o el 40 % con una diferencia de 10 puntos sobre la segunda 
persona más votada, se daría una segunda vuelta tres semanas después de la primera. 
Esto lo asemeja al sistema electoral para la presidencia en Bolivia o Ecuador. 

La realización de las segundas vueltas en las elecciones presidenciales en América 
Latina, una de las principales tendencias en la región durante el periodo democrático 
actual (Zovatto y Orozco Henríquez 2008), ha sido ampliamente estudiada en la lite-
ratura comparada. Sin embargo, los cambios implementados tras esa reforma y otras 
reglas electorales en los niveles subnacionales de los sistemas políticos han recibido 
escasa atención. Por tanto, se conoce relativamente poco sobre la manera en la que 
funcionan los sistemas electorales subnacionales, cuáles son las razones de sus refor-
mas y qué consecuencias tienen para la competencia política, para la representación 
o para la gobernabilidad democrática. 

El reciente “giro subnacional” en la política comparada (Giraudy, Moncada y Snyder 
2019) y el creciente interés por la política subnacional en las últimas dos décadas no han 
mejorado esta situación. La nueva mirada permitió ir superando los sesgos naciona-
lizantes de la política que caracterizaron tradicionalmente el estudio de los partidos 
políticos, los sistemas electorales, la representación política y otros fenómenos políti-
cos (Dosek y Freidenberg 2013; Freidenberg y Suárez-Cao 2014; Giraudy, Moncada 
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y Snyder 2019). En América Latina, si bien el interés por las elecciones y por 
la representación política subnacional ha sido un área más prominente (Dosek 
y Varetto 2023), el estudio de las reglas electorales y sus cambios aún requiere 
mayor atención. 

Este vacío en la literatura avala la necesidad de entender mejor las reglas de juego 
a través de las cuales se eligen las autoridades políticas, desde una mirada subnacional 
y multinivel. Tras las reformas de descentralización (y recentralización) en la región, 
la política se ha vuelto cada vez más multinivel y los cargos políticos subnacionales 
más visibles y con mayor impacto sobre el nivel nacional. Las recientes reformas 
electorales en las provincias y en los municipios han cambiado no solo los incentivos 
institucionales con los que cuentan los hombres y las mujeres que se dedican a la 
política, sino también las dinámicas de la representación política subnacional. Los 
ejemplos abundan. 

En los últimos cinco años tres países prohibieron la reelección indefinida en las 
alcaldías: Chile, Costa Rica y Ecuador (Dosek 2019). La introducción de cuotas y 
de la paridad de género modificó significativamente la participación y la presencia 
de las mujeres en los Gobiernos subnacionales (Batlle, Miranda y Suárez-Cao 2021; 
Freidenberg et al. 2018). Las candidaturas alternativas a los partidos políticos, como 
las independientes o las organizaciones políticas subnacionales, permitieron que en 
muchos países se abriera el juego político subnacional, lo cual, a su vez, implica ma-
yores desafíos para las élites políticas (Dosek y Alva 2023). Estas nuevas realidades 
requieren otros “lentes analíticos” que superen el estudio de los sistemas políticos 
desde una mirada nacional. 

Estas reformas modificaron diversos aspectos relacionados con el tipo de parti-
dos políticos que pueden participar (Perú, Ecuador, Costa Rica), la representación 
política de las mujeres (México, Bolivia, Argentina, Costa Rica, Ecuador, Perú), los 
límites a la reelección (Chile, Perú, Costa Rica, Ecuador), la violencia política de 
género (México, Perú, Bolivia), la composición de los cuerpos legislativos subna-
cionales (El Salvador, Perú) o la introducción de nuevos cargos de elección popular 
(Chile, Uruguay, Perú). Por tanto, el “activismo reformista electoral” en América 
Latina (Freidenberg y Dosek 2016a) es recurrente, tiene consecuencias multinive-
les y a nivel subnacional, y requiere nuevos análisis para entender cómo funcionan 
actualmente las reglas electorales subnacionales.

Los estudios empíricos de los sistemas electorales subnacionales son escasos, y 
más aún los de perspectiva comparada.1 De hecho, el trabajo de Molina (2007) sigue 
siendo el más completo, pues compara los principales componentes de los sistemas 
electorales a nivel subnacional en los 18 países de América Latina. En la misma 
línea, Cardarello (2011a) estudió los elementos básicos de los sistemas electorales lo-
cales (tanto ejecutivos como legislativos) de todos los países latinoamericanos. Otras 
1 Para una mirada más detallada acerca de los Gobiernos locales se sugiere consultar Nickson (1995, 2018).
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investigaciones pusieron énfasis en diversos elementos de los sistemas electorales: 
Suárez-Cao (2016) examinó los sistemas electorales de las gubernaturas, mientras 
que Dosek (2019) revisó las reglas de reelección local en la región y sus cambios re-
cientes. En términos generales, Freidenberg y Suárez-Cao (2014) analizaron la con-
gruencia de los sistemas de partidos latinoamericanos, incluyendo una descripción 
detallada de los sistemas electorales locales en 12 países de la región. 

En los países federales como Argentina y México (hasta 2014), varios estudios han 
aprovechado la variación de los sistemas electorales o algunos de sus componentes (el 
llamado “federalismo electoral”) para compararlos entre las entidades federativas. Por 
tanto, se analizaron los efectos de los sistemas electorales estatales sobre la representa-
ción política en México (Gilas et al. 2017; Caminotti y Freidenberg 2016) o entre las 
provincias, la capacidad del federalismo electoral para transformar las reglas subna-
cionales y sus efectos sobre diferentes dimensiones del sistema político en Argentina 
(Calvo et al. 2008; Fernández 2016). También se encuentran investigaciones acerca 
de los criterios de los distritos perdedores, su relación con los sistemas electorales 
mixtos y sus efectos sobre la representación de las mujeres en las 32 entidades federa-
tivas mexicanas (Gilas y Cristhianson 2018). 

Las reglas de la reelección también recibieron bastante atención por parte de la 
literatura comparativa (Almaraz 2010; Cardarello 2011b; Liendo 2014; Lucardi y Al-
maraz 2017). Lo mismo sucedió con otros elementos entre los que destacan calenda-
rios electorales, cuotas y paridad o diversos aspectos relacionados con la conversión de 
votos en cargos (Calvo y Micozzi 2005; Casas Cárdenas y Ávila Sánchez 2012; Lucardi 
y Micozzi 2021; Berman 2021) y sus efectos sobre las carreras políticas o en la repre-
sentación política (de las mujeres). Sin embargo, estas investigaciones comparativas 
entre países, al igual que las comparaciones subnacionales al interior de las respectivas 
naciones, son menos comunes y, por tanto, la mayoría se enfocan en estudios de caso. 

En ese sentido, los estudios abarcan básicamente las tres dimensiones propuestas 
por este dossier, las cuales ayudan a ordenar la agenda de investigación sobre los siste-
mas electorales subnacionales en América Latina. Estos temas tienen que ver con las 
características actuales de los sistemas electorales, con los procesos de reformas y con 
las consecuencias que tiene el funcionamiento de los sistemas electorales subnacio-
nales para la competencia político-electoral. Los primeros, de corte más descriptivo, 
ofrecen análisis integrales tanto de los diseños de los sistemas y sus principales com-
ponentes como de los regímenes electorales en términos más generales, abarcando 
reglas que tradicionalmente no se analizan pero que pueden generar importantes im-
pactos sobre la competencia y la representación política como las cuotas, la paridad 
de género o los procesos de selección de candidaturas (Freidenberg y Dosek 2016b). 

Los segundos examinan los recientes procesos de reformas electorales a nivel sub-
nacional o las reformas nacionales que han tenido impacto sobre las reglas subna-
cionales, centrándose en los orígenes y en las razones de las mismas. En ese sentido, 
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se enfocan en los diagnósticos, en los actores que promueven estos procesos y en los 
razonamientos detrás de los mismos. Asimismo, estos estudios pueden evidenciar 
las interacciones entre los niveles de competencia, por ejemplo, la influencia de la 
exigencia de armonización normativa desde lo federal a lo subnacional o los efectos 
de difusión de procesos de innovación democrática en los sistemas electorales desde 
lo estatal o lo provincial a lo federal.

Finalmente, los terceros abordan las consecuencias de los diseños electorales sub-
nacionales sobre otros aspectos de la competencia y la participación electoral. Aquí se 
encuentra el nivel de la oferta en términos de organizaciones partidarias, los niveles 
de participación o de representación política. Entre los ejemplos que lo ilustran te-
nemos la presencia de las mujeres y minorías en la política electoral o las trayectorias 
y carreras políticas de las autoridades electas. Estos trabajos permiten explorar de 
manera específica la variación territorial de los efectos de los sistemas electorales sub-
nacionales y sus reformas. 

Los artículos incluidos en este dossier abordan, desde diferentes perspectivas, al-
gunos de los tres aspectos mencionados anteriormente y buscan extender la agenda 
de investigación existente. Las investigaciones abarcan países (federales y unitarios) 
tan diferentes como Argentina, Brasil, Uruguay, Perú o Bolivia. Emplean diseños de 
investigación comparados entre naciones (Argentina y Brasil) o dentro de los propios 
países (municipios en Uruguay y diversas unidades subnacionales en Perú), estudios 
de casos (de la provincia de Buenos Aires en Argentina o el departamento de La Paz 
en Bolivia) y evalúan los efectos de los sistemas electorales sobre temas tan diversos 
como la selección de candidaturas y dinámicas partidarias, el abstencionismo, el voto 
migrante o la representación de minorías.

En ese sentido, los artículos contribuyen al conocimiento sobre cómo funcionan los 
sistemas electorales subnacionales, sus reformas y sus efectos desde una diversidad de 
metodologías, en términos teóricos y sustantivos. En las siguientes líneas se presentan 
los principales argumentos y hallazgos de los cinco artículos que componen el dossier. 

En el primer artículo, “No tan distintos: reformas y tensiones multinivel en la 
selección de candidaturas subnacionales en Argentina y Brasil”, Jayane dos Santos 
Maia y Jimena Pesquero-Bordón comparan las dinámicas electorales y las reformas 
políticas en Argentina y Brasil en relación con la selección de candidaturas para car-
gos electivos subnacionales. Destacan el impacto multinivel de las reformas políticas 
nacionales sobre los procesos de selección de candidaturas subnacionales y los dife-
rentes resultados que un mismo tipo de reformas tuvo en dos contextos diferentes: 
mientras en Argentina fomentaron la incongruencia entre niveles institucionales, en 
Brasil contribuyeron a la convergencia partidaria entre ellos.

En “Pueblo chico, alcalde grande. Abstencionismo en las elecciones municipales 
de Uruguay, 2010-2020”, Daniel Buquet, Antonio Cardarello y Nicolás Schmidt 
abordan la participación electoral y los niveles de abstencionismo de la ciudadanía en 
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la elección de Gobiernos locales en Uruguay durante varias elecciones municipales. 
Los autores resaltan que si bien la elección de Gobiernos locales busca acercar la ciu-
dadanía a la política, la evidencia empírica muestra que la participación en las elec-
ciones locales suele ser menor que en los comicios nacionales. Los resultados de este 
estudio evidencian que la participación electoral es más alta en municipios de menor 
tamaño y que en muchos de estos territorios los niveles de participación son más altos 
en comicios municipales que en los departamentales, invirtiendo los postulados de la 
teoría de “elecciones de segundo orden”.

El tercer artículo, “Paridad y alternancia en las elecciones subnacionales: desafíos 
ante la participación política de las mujeres en Perú”, de Juan Manuel Ponte, presenta 
un análisis detallado de las reformas electorales de paridad y alternancia aplicadas 
en las elecciones regionales y municipales de 2022 en Perú. Utilizando el enfoque 
interseccional, su autor muestra que las reformas institucionales favorecen no solo la 
presencia de las mujeres sino también de jóvenes y de personas de pueblos originarios 
al aumentar particularmente su participación en los cargos legislativos subnacionales. 
Asimismo, se expone que las principales barreras para una mayor igualdad siguen sien-
do el acceso igualitario al financiamiento político y la cobertura sesgada y desigual que 
los medios de comunicación brindan a las candidaturas. 

El cuarto artículo, “Voto inmigrante en la provincia de Buenos Aires: la política 
subnacional de empadronamiento bajo la lupa”, de Ana Paula Penchaszadeh y Julieta 
Nicolao, se enfoca en el empadronamiento automático de migrantes en la provincia 
de Buenos Aires, un fenómeno que se enmarca en los debates más actuales sobre el 
derecho a la migración de la ciudadanía y en el ejercicio de los derechos políticos. 
Para el estudio se utilizan una variedad de fuentes entre las que se incluyen estadís-
ticas, documentos primarios y secundarios, y entrevistas a informantes clave para 
mostrar que, si bien el empadronamiento automático de migrantes es un avance 
importante, su implementación resulta más compleja dado que requiere de una ac-
tiva coordinación del Estado, acciones que, a su vez, dependen en gran medida de la 
voluntad política y de sinergias institucionales ad hoc.

En el último artículo “De la reforma electoral plurinacional a la democracia inter-
cultural en Bolivia: el caso del pueblo mosetén”, Augusto Díaz-Villanueva estudia el 
ensamblaje institucional introducido por la reforma electoral plurinacional en Boli-
via, específicamente en lo que respecta al reconocimiento de los derechos indígenas. 
Utilizando el caso de estudio la Organización del Pueblo Indígena Mosetén y su 
participación en la Asamblea Legislativa Departamental de La Paz, muestra cómo la 
reforma promueve la democracia intercultural. Por tanto, la reforma ayuda a promo-
ver la coexistencia de diferentes sistemas políticos y valores, incluyendo la democracia 
representativa liberal y las prácticas democráticas comunitarias de las naciones indí-
genas como las del pueblo mosetén. Presenta, así, los desafíos y las oportunidades en 
la búsqueda de una democracia intercultural y plurinacional en Bolivia. 
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El dossier destaca por la diversidad de agendas, por el pluralismo metodológico y 
por la riqueza de los hallazgos generados por quienes investigan la política subnacio-
nal, una mirada que resulta sumamente necesaria para contar con una comprensión 
exhaustiva del funcionamiento de los sistemas políticos. Aun cuando se puede pensar 
que la política funciona de manera homogénea en todos los distritos o en todos los 
territorios, estudios rigurosos como los presentados en este número de Íconos desafían 
esas presunciones. Estos textos ponen en evidencia la necesidad de mirar más allá 
de estos supuestos teóricos y examinar empíricamente las variaciones territoriales, 
las interacciones entre niveles institucionales sobre los diversos efectos que puedan 
tener las reformas electorales a nivel nacional sobre la representación partidaria y los 
sistemas políticos en general.
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Resumen 
Argentina y Brasil ilustran cómo distintos diseños electorales impactan en la selección de candidaturas para cargos electivos 
subnacionales. En Argentina, la autonomía de las provincias para establecer sus propias normas electorales se extiende a la 
selección de candidaturas, pues es opcional la adhesión a la ley nacional. En Brasil, si bien la legislación electoral es común 
para todos los estados, las reglas al elegir candidaturas, ya sea a nivel nacional o subnacional, son establecidas por cada partido. 
En este artículo se analiza cómo las reformas políticas llevadas a cabo en ambas naciones han tenido efectos sobre la selección 
de candidaturas subnacionales. Utilizando el abordaje top-down para el análisis multinivel, argumentamos que las reformas 
políticas en estos dos países han planteado tensiones multinivel con impactos en sus sistemas electorales y partidarios que 
afectaron el grado de pluralidad y la transparencia de la oferta electoral. En Argentina, el proceso fallido de homogeneización 
vertical de la selección de candidaturas a través de las primarias, abiertas, simultáneas y obligatorias (PASO) ha impactado en las 
reformas electorales subnacionales y en las prácticas de los actores políticos provinciales. En el caso brasileño, la jurisprudencia 
y las reformas nacionales surgen para fomentar la coordinación entre los partidos en ambos niveles de gobierno. Los dos casos 
muestran una tendencia a las nominaciones de candidaturas cerradas y verticalistas. 

Descriptores: abordaje top-down; Argentina; Brasil; reformas electorales; selección de candidaturas; tensión multinivel. 

Abstract                      
Argentina and Brazil illustrate how distinctive electoral designs impact candidate selection for subnational elective offices. 
In Argentina, the provinces’ autonomy to establish their own electoral rules extends to the selection of candidates. Their 
adherence to the national law is optional. In Brazil, although all states share the same electoral legislation, the rules for 
choosing candidates are established by each political party, whether at the national or subnational level. This study analyzes 
how the political reforms carried out in both countries in recent years have affected the selection of subnational candidates. 
By applying a top-down approach for a multilevel analysis, we argue that political reforms driven from the national level in 
both countries have posed multilevel tensions that have had various effects on these electoral and party systems, impacting 
the degree of plurality and the transparency of the elections. In Argentina, the failed process of vertical homogenization of 
candidate selection through open, simultaneous, and obligatory primaries (PASO) has impacted subnational electoral reforms 
and practices among provincial political actors. In the Brazilian case, national jurisprudence and reforms have emerged to 
foster coordination between parties at both levels of government. Both cases show a tendency towards nominations of closed 
and vertical candidacies as a result of multilevel tensions. 

Keywords: top-down approach; Argentina; Brazil; electoral reforms; candidate selection; multilevel tension.
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1. Introducción

Uno de los mecanismos clave de los sistemas electorales es la modalidad de selección 
de candidaturas a cargos electivos. En países democráticos el proceso de selección de 
candidaturas está regulado por leyes nacionales, subnacionales o mediante las cartas or-
gánicas de los partidos políticos habilitados para competir en las diversas arenas. En los 
países federales pueden existir diferencias en los procesos de selección de candidaturas 
para cargos nacionales y subnacionales. Si bien este proceso de selección para competir 
en las elecciones generales varía según el sistema electoral, es un hecho que los partidos 
desempeñan un papel central en la definición de la oferta electoral. En este sentido, 
la selección de candidaturas se ve afectada no solo por factores sistémicos derivados 
del plexo normativo, sino también por aspectos relacionados con la dinámica de los 
partidos en las distintas arenas de competencia: los clivajes ideológicos y territoriales 
que vehiculizan, la socialización partidaria y demás factores contextuales e individuales 
que atañen tanto a la voluntad de ser candidato como a los intereses y negociaciones 
involucradas en la construcción de candidaturas (Power y Mochel 2008).

Considerando que los rasgos institucionales modelan el comportamiento de los 
agentes políticos y de las estructuras partidistas, este artículo se basa en la siguiente 
pregunta de investigación: ¿cuáles son los efectos de los diseños y de las reformas electo-
rales más o menos congruentes sobre los procesos de selección de candidaturas a nivel 
subnacional en países federales? Por “más congruentes” entendemos diseños electorales 
y, por tanto, reformas que abarcan todo el territorio (a nivel nacional y subnacional); 
por “diseños y reformas menos congruentes” entendemos los sistemas en los que las 
reglas electorales pueden no aplicarse a las unidades subnacionales, dada la autonomía 
para delinear sus instituciones. 

Nuestro objetivo es describir y analizar cómo las reformas políticas llevadas a cabo 
en Argentina y Brasil durante los últimos años han derivado en diseños electorales 
más o menos congruentes, y han tenido efectos sobre la selección de candidaturas a 
nivel subnacional. Se han seleccionado estos casos pues ilustran las distintas configu-
raciones que los sistemas electorales pueden dar a la selección de candidaturas. 

En Argentina la selección de candidaturas está controlada por la legislación nacio-
nal cuando se trata de cargos nacionales. Además, la autonomía de las provincias para 
establecer sus propias normas electorales se extiende a la selección de candidaturas 
–gobernador y vicegobernador en fórmula y legisladores provinciales–, y es opcional 
la adhesión a la ley nacional. En Brasil, corresponde a cada partido político definir en 
sus estatutos las reglas bajo las cuales se seleccionan las candidaturas a nivel nacional 
o subnacional, de modo que la legislación federal solo indica los criterios básicos de 
elegibilidad. 

Se ha optado por un estudio comparado ya que estos son importantes en la medida 
en que abordan de manera sistemática y visibilizan las particularidades producidas por 
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los diferentes sistemas electorales. En el caso argentino, si bien la selección de candida-
turas se rige por los códigos electorales distritales (código nacional, provinciales y de la 
Ciudad Autónoma de Buenos Aires [CABA]), los liderazgos partidarios, a nivel nacio-
nal o subnacional, también tienen un rol protagónico tanto en la selección de candida-
turas como en los procesos reformistas. La reforma electoral nacional de 2009 inició, de 
“arriba hacia abajo”, la homogeneización de la modalidad de selección de candidaturas, 
que resultó en la adhesión de varias provincias a la normativa para celebrar primarias 
abiertas, simultáneas y obligatorias (PASO) en sus respectivos distritos. 

Con el cierre del ciclo político kirchnerista (2003-2015, periodo en el que se desa-
rrollaron las presidencias de Néstor Kirchner y Cristina Fernández de Kirchner), varias 
provincias retrocedieron en la incorporación de las PASO. Sostenemos que ese proce-
so fallido a nivel subnacional resultó en prácticas que desincentivaron la competencia 
intrapartidaria e intracoalicional, así como la coordinación estratégica de los actores 
partidistas para generar alianzas y candidaturas con criterios políticos consistentes, lo 
que naturalizó la opacidad de la oferta electoral.

En el caso brasileño, dado que corresponde a cada partido elaborar las reglas, la le-
gislación electoral no interfiere en los estatutos partidarios, lo que torna la selección de 
candidaturas en todos los niveles un proceso poco transparente y monopolizado por los 
liderazgos de los partidos. Tomando en cuenta lo anterior, planteamos que la legislación 
nacional incide en la selección de candidaturas en el nivel subnacional en la medida en 
que las reformas nacionales imponen restricciones o abren posibilidades para la forma-
ción de alianzas, coaliciones o federaciones, lo que fomenta la coordinación entre los 
partidos en los niveles nacional y subnacional.

A continuación, presentamos brevemente el estado del arte de la relación entre re-
formas electorales y la selección de candidaturas subnacionales, seguido de la metodo-
logía del estudio. Luego exponemos los casos de Argentina y Brasil y los comparamos, 
indagando en las consecuencias de las recientes reformas electorales sobre la selección 
de candidaturas subnacionales. Finalmente, concluimos con aportes al debate, aún in-
cipiente, sobre las tensiones multinivel creadas por los cambios institucionales. 

2. Estado del arte

Al momento de abordar los sistemas electorales subnacionales en América Latina hay 
que considerar que existe un ritmo reformista alto en los países de la región (Buquet 
2007). En la mayoría de las naciones se modifican las reglas de juego de manera reite-
rada, lo que tiende a poner en cuestión la estabilidad de los sistemas políticos y condi-
ciona el comportamiento de los actores que participan en ellos (Freidenberg y Došek 
2016). El campo político-institucional en la región se gesta y adquiere su dinámica 
a partir de la interacción entre la dimensión electoral y los actores políticos, estatales 
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y sociales que colaboran o entran en conflicto para posicionarse en el campo. Esta 
dinámica, entre otras formas, se expresa en las disputas por el diseño institucional.

Las reglas electorales que componen el diseño institucional de un país son normas 
y procedimientos plasmados en las constituciones, en los códigos electorales y de 
partidos políticos que modelan el comportamiento de los actores y, en contraparti-
da, son modelados por ellos (Taagepera 2009). El conocimiento de estas en cuanto 
consenso público en torno a su aplicación permite identificar escenarios, incentivos 
y limitaciones a partir de los cuales los actores políticos individuales y colectivos 
toman decisiones. También deben considerarse aquellos mecanismos que no están 
prohibidos de modo explícito por la normativa vigente de cada distrito y que, sin 
embargo, cuentan con jurisprudencia debido a fallos de la justicia electoral, tanto a 
nivel nacional como provincial, que habilitan su uso. Asimismo, las reglas informales 
propias de la política modelan las prácticas de los actores políticos e interactúan con 
las formales (Freidenberg y Došek 2016).

Los enfoques respecto a cómo las reglas electorales afectan la dinámica partidaria 
aún carecen de estudios sistemáticos, ya sea por la ausencia de datos o por falta de cla-
ridad sobre el funcionamiento de los sistemas electorales en los distintos países. Este 
cuadro se agrava cuando se trata de comprender cómo las reglas electorales impac-
tan en las dinámicas inter e intrapartidistas a nivel subnacional, donde la variación 
territorial y la falta de transparencia sobre el funcionamiento de las reglas del juego 
superan el nivel nacional. En este artículo investigamos el impacto de las reformas 
electorales en el proceso de selección de candidaturas subnacionales. Aunque las re-
formas electorales no se centren específicamente en este proceso –como es el caso de 
Brasil– demostraremos cómo estos cambios institucionales son sustanciales a la hora 
de crear escenarios que incentiven o no prácticas tendientes a la construcción plural 
y transparente de la oferta partidaria.

Las reformas electorales son procesos competitivos donde los actores partidarios 
buscan reorganizar e influenciar la dinámica de la competencia política (Avritzer y 
Anastasia 2007). Las reformas se pueden clasificar en dos tipos según su alcance: las 
que se considera que generan cambios mayores y las que producen cambios meno-
res o técnicos (Freidenberg y Uribe Mendoza 2019). Estas últimas también pueden 
transformar sustancialmente los incentivos con los que cuentan los actores políticos, 
las condiciones de competencia y el modo en el que se vehiculiza la representación 
política (Freidenberg y Došek 2016).

Los procesos de reforma cristalizan las preferencias de los actores partidistas y de 
los que impulsan las reformas, que, en líneas generales, son los oficialismos. Aun-
que los orígenes de las reformas pueden ser estimulados por las élites políticas ante 
la defensa de intereses o durante crisis de legitimidad; por movilizaciones ciudada-
nas o partidistas; por nuevos actores políticos ante un nuevo balance de poder; por 
decisores de los órganos electorales; o ante la influencia de actores internacionales 
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(Freidenberg y Uribe Mendoza 2019). En el caso de los oficialismos, al pretender 
sumar adhesiones, generar consensos y dotar de legitimidad a las reformas, suelen dar 
concesiones a aliados o bloques legislativos minoritarios. La selección de tópicos de 
reforma que son prioridad de un partido político suelen ser evaluaciones realizadas 
por su dirigencia partidaria. Como señala Buquet (2007), la coalición reformista 
suele estar conformada por la élite política que ocupa cargos de gobierno por haber 
ganado elecciones con el sistema electoral vigente. Por lo que es menester explicar 
cuáles son las condiciones sociopolíticas y las motivaciones de los actores para realizar 
reformas y determinar el tenor de estas (Buquet 2007; Bowler 2006). 

La selección de candidaturas es un tema recurrente en las reformas electorales 
dado que su regulación afecta directamente la oferta partidaria en las elecciones. 
Aunque Argentina y Brasil tengan procesos diferentes de selección de candidaturas, 
la coordinación estratégica de los liderazgos partidarios en estos procesos marca la 
dinámica de ambos. En su obra seminal, Duverger (1970) ya había señalado que la 
selección de candidaturas en las democracias representativas depende de la manera 
en que se lleva a cabo el proceso de negociación dentro de los partidos hasta la ratifi-
cación de las candidaturas.

Cuando se considera el rol desempeñado por los partidos políticos en la selección 
de candidaturas, este proceso puede ser menos o más inclusivo: menos inclusivo 
cuando depende únicamente de la dirección del partido, por lo que se trata de un 
proceso más centralizado; y más inclusivo cuando consiste en un proceso más des-
centralizado en el que están involucrados otros actores partidistas (Álvares 2008). 
Un proceso de selección de candidaturas más centralizado implica que los liderazgos 
partidarios monopolizan el proceso, orientando las nominaciones en las distintas 
arenas de competencia y dejando menor margen para el despliegue de mecanismos de 
democracia interna. Así, “el peso del partido en el proceso de selección de candidatos 
varía con el sistema electoral y con la estructura del partido” (Guarnieri 2004, 35 [la 
traducción del portugués es nuestra]). 

En Argentina, los reformadores dan cuenta de los impactos de las PASO sobre el 
sistema político vinculados al ordenamiento de la oferta partidaria, al aumento de 
racionalidad de la competencia electoral y a la atenuación de tendencias a la desna-
cionalización sistémica (Abal Medina y Tullio 2023; Tullio y Travieso 2015). Frente a 
esta evaluación en este artículo argumentamos que, al observar este proceso reformis-
ta desde la perspectiva subnacional, vemos un aumento en la segmentación entre ni-
veles en la autonomía política subnacional y, por tanto, de las élites partidistas locales. 
En Brasil, aunque las reformas políticas federales orientan sus esfuerzos a nacionalizar 
la oferta partidista a través del proceso de verticalización de las coaliciones (Carvalho 
2006), las élites políticas subnacionales aún se resisten a los cambios dentro de los 
partidos para hacer sus propios arreglos electorales.
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3. Metodología

Con base en la sistematización de las estrategias de investigación subnacional elabo-
radas por Giraudy, Moncada y Snyder (2019, 25) y la reflexión de Maia y Martins 
(2022, 13) en torno a las formas de inclusión del nivel subnacional en la ciencia 
política, adoptamos el abordaje top-down para el análisis comparado multinivel entre 
Argentina y Brasil. Además de conocer los efectos de las reformas electorales sobre la 
selección de candidaturas subnacionales, esta decisión teórico-metodológica permite 
identificar diversas dinámicas sociopolíticas y su tensión multiescalar. Por una parte, 
visibiliza los efectos de los procesos nacionales en la articulación agencia-instituciones 
a nivel subnacional de forma vertical. Por otra, arroja luz sobre cómo la dinámica 
de la coordinación agencia-sistemas de partidos subnacionales tiene efectos sobre 
procesos que ocurren en la misma escala y, a su vez, sobre otras escalas que también 
modelan estos vínculos.

Esta estrategia de investigación está relacionada con las intersecciones resultantes 
de las relaciones causales entre los actores, las instituciones y los procesos de los di-
ferentes niveles de análisis (Giraudy, Moncada y Snyder 2019, 7). Para comparar los 
casos de Argentina y Brasil recurrimos a la investigación bibliográfica sobre los prin-
cipales cambios ocurridos desde principios del siglo XXI en el marco institucional de 
ambos países, así como a la lectura y sistematización de los códigos y leyes electorales, 
jurisprudencia y estatutos de los partidos políticos. 

Al ser Argentina y Brasil países con arreglos institucionales federalizados existen 
diversas interacciones entre las arenas de competencia nacional y subnacionales y los 
sistemas electorales. Ambas naciones atravesaron procesos de descentralización que 
implican desafíos de alta complejidad en el diseño institucional y en la coordinación 
entre los actores y los procesos multinivel. A partir de los años 2000 se sucedieron 
las principales reformas políticas en ambos países: en Argentina para minimizar los 
efectos negativos sobre la representación política provocados por la crisis de 2001-
2002, la reforma que introdujo las PASO se promulgó en 2009; en Brasil, el intento 
de verticalizar las coaliciones y luego los arreglos políticos entre niveles empezó en 
2002 y de cierto modo sigue hasta la tercera década del siglo XXI con la propuesta de 
las federaciones partidistas. 

El diseño de la investigación en la que se basa este texto contribuye a explicar la 
dinámica de las unidades de forma horizontal y vertical y su influencia sobre la con-
gruencia de las reformas electorales, así como sus efectos sobre los procesos de selección 
de candidaturas subnacionales en Argentina y Brasil. Ello permite visibilizar la capa-
cidad de incidencia de los marcos regulatorios electorales a nivel nacional sobre las 
estrategias partidarias a nivel subnacional y la constitutiva tensión multinivel de la 
coordinación de los procesos y de la agencia en la escala subnacional.
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4. Reformas político-electorales en Argentina luego 
de la crisis de 2001. El derrotero de las PASO 

En Argentina, los mecanismos de selección de candidaturas a cargos electivos ejecu-
tivos (presidente, gobernadores e intendentes) y legislativos (diputados y senadores 
nacionales, legisladores provinciales y concejales municipales) tienen tres modalida-
des: arreglo de cúpulas, elección mediante asamblea o elecciones primarias cerradas 
o abiertas. Hay que considerar que con frecuencia las nominaciones vía asamblea 
partidaria resultan una mera formalidad en la cual se realizan postulaciones en una 
lista única sin competencia, y se ratifica lo ya establecido por la dirigencia o por el 
líder partidario (De Luca, Jones y Tula 2002). 

A grandes rasgos, las constituciones provinciales siguen la misma línea de diseño 
institucional que la de la nación, pero se presentan algunas diferencias. La reforma 
de la Constitución en 1994 introdujo algunas modificaciones como la reducción del 
mandato presidencial a cuatro años y la reelección o sucesión recíproca, que conduje-
ron a reformas provinciales. Ello configuró un complejo diseño político-institucional 
de los sistemas electoral y partidario compuesto por la Constitución nacional y por 
las constituciones provinciales que se articulan con los códigos electorales y en los de 
los partidos políticos, tanto de nivel nacional como en los 24 distritos subnacionales. 

En la actualidad, la mayoría de las constituciones provinciales (16) habilitan un 
nuevo mandato consecutivo y la sucesión recíproca entre gobernador y vicegober-
nador, al igual que lo estipulado constitucionalmente para la fórmula presidencial 
(Constitución de la Nación Argentina 1994, 15). En el caso de la CABA se elige a un 
jefe de Gobierno junto con un vicejefe de forma análoga. Tres provincias establecen la 
reelección indefinida del gobernador (Catamarca, Formosa y Santa Cruz), dos no la 
autorizan, ya que debe existir al menos un intervalo entre mandatos (Santa Fe y Men-
doza), una admite dos reelecciones consecutivas (Salta) y otra permite una reelección y, 
además, habilita al vicegobernador a ir por dos mandatos más si se postula al cargo de 
gobernador (Tucumán) (Pesquero-Bordón 2019). 

El caso argentino tiene como marco la crisis de representación atravesada por el 
país en los años 2001 y 2002, que tuvo efectos sobre la agencia de las élites políticas. 
El proceso afectó la función representativa de los partidos políticos y de quienes ocu-
pan cargos de representación, impactó su relación con la sociedad y la capacidad de 
articular intereses y demandas (Mustapic 2002). 

En las provincias se procesó la crisis mediante reformas políticas con las que se 
modificaron los mecanismos de selección de candidaturas, entre otros. Específicamen-
te, ocho cambiaron la selección de candidaturas en sus respectivos códigos electorales 
durante el periodo 2003-2009. Entre Ríos (2005) estableció un régimen de elecciones 
internas obligatorias para los partidos políticos si existe competencia; Santa Fe (2004), 
un sistema de PASO; La Pampa (2003), el sistema de internas abiertas, obligatorias y 
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simultáneas (IAOS); Misiones (2004) fijó que era necesario dirimir las candidaturas 
provinciales conforme lo instituido por las cartas orgánicas partidarias; Córdoba (2004) 
estableció unas PASO que nunca fueron aplicadas, por lo que solventa sus internas con 
base en las cartas orgánicas; Jujuy (2005) también implementó las PASO, pero fueron 
derogadas en 2007 y nunca aplicadas por lo que se rige por las cartas orgánicas; en 
Neuquén (2007) se aplican las primarias de acuerdo con las cartas orgánicas; aunque 
Tucumán (2005) dispuso las PASO, las derogó al poco tiempo, por tal razón se rige 
por cartas orgánicas. Otras seis provincias establecieron sus sistemas de selección de 
candidaturas previo al periodo estudiado y se encuentran aún vigentes (Formosa, Santa 
Cruz, Corrientes, La Rioja, Santiago del Estero y Tierra del Fuego).

En Argentina, la selección de candidaturas a nivel subnacional está atravesada 
por la decisión provincial de adherirse o no a las PASO promovidas por el Ejecutivo 
nacional. La Ley de Democratización, de la Representación Política, la Transparencia 
y la Equidad Electoral (Ley 26.571/2009) reglamenta la formación de las alianzas 
transitorias y la presentación de candidaturas a fin de que la oferta electoral sea más 
ordenada y transparente, y que se regule de manera equitativa y democrática el desen-
volvimiento del sistema de representación. En tal sentido, el mecanismo central para 
ello son las PASO. En estas se indica qué agrupaciones políticas están habilitadas para 
presentarse en las elecciones generales nacionales (aquellas que obtengan al menos el 
1,5 % de los votos válidos emitidos en la primera vuelta); además define la confor-
mación de la lista de cada espacio de forma simultánea mediante internas obligatorias 
y abiertas a la ciudadanía. Asimismo, actores políticos promovieron proyectos de 
adhesión en las legislaturas provinciales para incorporarlas a los plexos normativos 
electorales. Esta reforma se alinea con una estrategia de aplicación “de arriba hacia 
abajo”, pues primero se aplicó para la selección de candidaturas nacionales y luego se 
propiciaron leyes provinciales de adhesión. 

Como señalamos, hubo antecedentes provinciales de aplicación de las PASO, 
pero el proceso promovido por el kirchnerismo desde 2009 generó adhesiones a nivel 
subnacional en forma de ola reformista. La incorporación de las PASO se conjuga 
con la estrategia de desdoblamiento electoral de las elecciones subnacionales1 respec-
to de las nacionales en la mayoría de los 24 distritos (CICAD 2023), lo cual derivó en 
un extendido ciclo electoral con múltiples fases (Buquet y Gallo 2022). Este proceso 
agudizó la incongruencia sistémica y aumentó la autonomía político-electoral de las 
dinámicas provinciales en relación con la nacional. 

En 2015 se celebró el primer ciclo electoral en el que algunas provincias im-
plementaron esta modalidad de selección de candidaturas abiertas. Tal mecanismo 
se aplicó en las elecciones subsiguientes (2017, 2019, 2021 y 2023). Sin embargo, 

1 Las gobernaciones tienen la potestad constitucional de definir los cronogramas electorales y, por tanto, las fechas de las elecciones 
provinciales; pueden realizarlas de forma concurrente o desdobladas respecto de las nacionales, salvo en los casos de Chaco, Mendoza, 
Río Negro y Tierra del Fuego pues en sus legislaciones se prohíbe la concurrencia.
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algunas provincias no se adhirieron a ellas, otras se adhirieron y nunca las aplicaron 
(es decir, promulgaron la ley y eventualmente suspendieron su aplicación o la dero-
garon) y otras las aplicaron e incorporaron a su corpus normativo electoral. Cabe 
destacar que Buenos Aires, la provincia con mayor densidad poblacional del país 
–concentra el 37 % del electorado (Observatorio Político Electoral 2021)–, creó el 
sistema de elecciones primarias, abiertas, obligatorias y simultáneas (EPAOS) y apli-
có este mecanismo desde 2011 en paralelo a las elecciones nacionales.

El panorama de 2022 muestra que varias provincias han modificado sus leyes elec-
torales con vista al ciclo electoral de 2023; entre otras modificaciones técnicas se ha 
eliminado esta modalidad de selección de candidaturas. Algunas provincias han vuelto 
a la selección cerrada y circunscripta a la vida política partidaria (Chubut), otras han 
optado por el doble voto simultáneo y acumulativo conocido como “Ley de Lemas” 
(San Juan y San Luis) y otras se han sumado a la lista de provincias que suspendieron su 
aplicación (Salta). En total quedaron solo siete distritos regidos por las PASO (tabla 1).

De Vita y Grobas (2023) describen las principales características de los mecanis-
mos de selección de candidaturas vigentes en el ámbito subnacional e identifican 
tres grupos de distritos: a) los que incorporaron y aún mantienen las PASO en su 
normativa electoral, como lo establecen sus respectivas leyes provinciales en línea con 
la ley nacional; b) los que implementan sistemas diferentes, entre los que se destacan 
variantes del doble voto simultáneo y acumulativo; y c) los que reservan a los partidos 
políticos y las alianzas electorales la designación de candidaturas, tanto provinciales 
como municipales. En la tabla 1 resumimos la evolución de los cambios incorporados 
por las provincias en la selección de candidaturas y el proceso de retroceso de las PASO.

5. Selección de candidaturas y reformas electorales sobre 
coaliciones y federaciones de partidos en Brasil desde los 2000

Desde la aprobación de la Ley 9.096/1995, los partidos políticos en Brasil tienen 
autonomía para definir su estructura interna, su organización y su funcionamiento, y 
deben incluir en sus estatutos las condiciones y la forma de selección de candidaturas 

Tabla 1. Selección de candidaturas en las provincias argentinas (2022)

 Reformas a los mecanismos de selección de candidaturas subnacionales

Mecanismos de selección 
de candidaturas previos 
y vigentes (1983-2000)

Reformas a la selección 
de candidaturas previo a 
las PASO (2003-2009) 

Adhesión a las PASO 
vigentes

Suspensión de la apli-
cación de las PASO o 
derogación

Distritos

Formosa, Santa Cruz, 
Corrientes, La Rioja, 
Santiago del Estero y 
Tierra del Fuego

Entre Ríos, Santa Fe, La 
Pampa, Misiones, Cór-
doba, Jujuy, Neuquén y 
Tucumán

Ciudad Autónoma de 
Buenos Aires, Buenos 
Aires, Catamarca, 
Chaco, Entre Ríos, 
Mendoza y Santa Fe

Río Negro, Chubut, 
San Juan, San Luis y 
Salta

Elaborada por las autoras con base en los códigos electorales distritales.
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a cargos electivos (Ley 9.096/1995, art. 15). La Ley Electoral 9.504/1997 reafirma 
que el proceso de selección de candidaturas es regulado por los estatutos de los parti-
dos, así como por las normas para la formación de coaliciones. Sin embargo, esta ley 
define dos requisitos que se aplican a las candidaturas de todos los partidos políticos: 
el candidato debe estar afiliado al partido por lo menos seis meses antes de la elección 
y estar domiciliado en el distrito electoral durante el mismo periodo. Además, otro 
requisito es que solo los miembros elegidos en una convención partidaria pueden 
postularse para cargos electivos. Así, la legislación prohíbe la posibilidad de registrar 
una candidatura separada (candidatura avulsa), es decir, que no sea registrada por un 
partido político.

Las convenciones oficiales solo ratifican las selecciones realizadas previamente (Nico-
lau 2006, 695). En general, los estatutos de los partidos no son claros sobre el proceso 
de selección de candidaturas a cargos mayoritarios, particularmente cuando no hay más 
de una precandidatura dentro del partido, pero existen diferencias importantes. En los 
casos del Partido de los Trabajadores (PT), del Partido de la Social Democracia Brasileña 
(PSDB) y del Movimiento Democrático Brasileño (MDB) existe la posibilidad de realizar 
previas electorales con la participación de afiliados para elegir al candidato del partido si 
hay más de una precandidatura, mientras que no se menciona esta posibilidad en los es-
tatutos del Progresistas (PP) y União Brasil. Sin embargo, como señala Guarnieri, “dado 
que las reglas son estipuladas por resoluciones partidarias y pueden variar con el tiempo, 
no podemos llegar a conclusiones definitivas sobre el sistema utilizado en la selección de 
candidatos” (Guarnieri 2004, 66 [la traducción del portugués es nuestra]).

En general, el proceso de selección de candidaturas tiende a ser excluyente, con las 
cúpulas de los partidos controlando el proceso en detrimento de la participación de 
instancias locales del partido (Guarnieri 2004; Power y Mochel 2008). El monopolio 
ejercido por los líderes partidarios sobre la selección de candidaturas a la gobernación 
revela prácticas elitistas y antidemocráticas que varían dentro de los partidos brasile-
ños. Además, suele haber un entendimiento tácito de que las directivas de las instan-
cias superiores de los partidos deben ser seguidas por sus ramas subnacionales, lo que 
incluye a los líderes locales, particularmente cuando se trata de negociar candidaturas 
a cambio de alianzas políticas (Guarnieri 2004). 

El enfrentamiento entre los líderes estaduales del MDB en Rio Grande do Sul y 
el directorio nacional del partido en la selección del candidato a gobernador en las 
elecciones de 2022, es un ejemplo de la verticalización en la selección de candidaturas 
dentro de los partidos. La indicación del directorio nacional emedebista fue que el 
partido en Rio Grande do Sul apoyara la candidatura de Eduardo Leite por el PSDB, 
lo que enfrentó los intereses de los líderes del MDB en el estado, los cuales insistían 
en tener una candidatura propia.

Estaba en juego algo más grande que los desacuerdos locales intrapartidarios: el 
PSDB ya había decidido en convención nacional apoyar a la candidata del MDB, 
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Simone Tebet, a la presidencia de la República. Así, en el juego político de toma y 
daca, se esperaba que el MDB renunciara a su propia candidatura al gobierno de 
Rio Grande do Sul y reprodujese la alianza nacional PSDB-MDB en el estado. El 
resultado de la convención estadual del partido para deliberar sobre la candidatura fue 
ajustado, pero acabó siendo favorable a la posición del directorio nacional, que contó con 
la ayuda de alcaldes y diputados federales y estaduales emedebistas en la convención. 

Las alianzas entre partidos durante el periodo electoral en Brasil han sido objeto 
de varias modificaciones, lo que ha dado lugar a un extendido debate público. Te-
niendo en cuenta que las elecciones para cargos estaduales son reguladas según la 
legislación federal, dos cambios en los últimos veinte años, que se ocuparan entre 
otras cosas de la formación de coaliciones y federaciones de partidos, ha repercu-
tido en la selección de candidaturas para todos los niveles dentro de los partidos y 
en su organización al respecto. 

El primer cambio, que no fue resultado de una reforma política sino de la com-
prensión del Tribunal Superior Electoral (TSE), procede de la Resolución 21.002/2002 
respecto a las normas para la formación de coaliciones. Hasta entonces no había una 
definición clara de lo que significaba la expresión “mesma circunscripción” en la Ley 
9.504/1997 para designar el alcance territorial de coaliciones, y era evidente que los 
arreglos políticos realizados a nivel estadual para los puestos electivos estaduales eran 
distintos a los aprobados para la competición por la presidencia de la República (Mar-
chetti y Cortez 2009). En 2002, el TSE, interpretando que la “circunscripción” estaba 
vinculada a la esfera nacional y que, por tanto, los partidos debían servir a intereses 
nacionales y no regionales, se decidió por la verticalización de las coaliciones. En este 
sentido, se prohibió a los partidos formar coaliciones en los estados con partidos que 
se presentaban como adversarios en las elecciones presidenciales. Así, los partidos que 
formaban la coalición ABC en los estados no podían incluir a ningún partido de la 
coalición XWZ que se presentara a las elecciones presidenciales; por el contrario, un 
partido sin candidatura presidencial estaba libre para aliarse con cualquier otro en los 
estados (Nicolau 2006).

Aunque rodeada de debates y controversias, la verticalización de las coaliciones 
fue válida para las elecciones de 2002 y 2006. En ese contexto, los partidos se vie-
ron obligados a restringir sus estrategias político-electorales no solo respecto a las 
alianzas electorales sino también a las candidaturas, que aumentaron significativa-
mente en los estados durante este periodo, señalando la preferencia de los partidos 
por mantener la lógica independiente de los acuerdos subnacionales (Marchetti y 
Cortez 2009; Carvalho 2006). Desde 2017 la legislación permite a los partidos 
formar coaliciones solo para postularse a elecciones mayoritarias. La vinculación 
obligatoria entre coaliciones a nivel nacional y subnacional solo es válida actual-
mente para los gobiernos estaduales y para el Senado, es decir, la coalición para la 
gobernación no puede tener partidos diferentes de la alianza para la senaduría.  
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El segundo cambio que se produjo en la legislación electoral y que repercutió en la se-
lección de candidaturas a todos los niveles fue resultado de la reforma política aprobada 
por el Congreso Nacional en 2021. Entre otras cosas, la reforma creó la llamada federa-
ción de partidos (Ley 14.208/2021) que consiste en la posibilidad de reunión duradera 
de dos o más partidos que actuarán por un mínimo de cuatro años como si fueran un 
solo partido, para concurrir a elecciones mayoritarias y proporcionales. Así, una vez que 
los partidos adoptan este modelo de unión, actos como convenciones, registro de can-
didaturas, propaganda electoral y campaña solo pueden ser realizados por la federación. 

Se crearon tres federaciones para concurrir a las elecciones de 2022: la Federación 
Brasil de la Esperanza (formada por el PT, el Partido Comunista de Brasil [PcdoB] y 
el Partido Verde [PV]); la Federación PSDB-Cidadania (integrada por el Partido de 
la Social Democracia Brasileña [PSDB] y el Cidadania); y la Federación PSOL-Rede 
(compuesta por el Partido Socialismo y Libertad y la Red Sostenibilidad). Todas las 
federaciones tienen su propio estatuto en el que definen, entre otras cosas, las normas 
para la selección de candidaturas. La lectura de estos estatutos revela el carácter cen-
tralista del proceso respecto al rol de los liderazgos y a los órganos nacionales de los 
partidos (tabla 2) incluso cuando están unidos en federaciones, lo cual corresponde 
con la tendencia en el seno de las organizaciones partidarias. En general, se observa 
que los partidos tienen su autonomía preservada dentro de las federaciones en cuanto 
a la selección de candidaturas. Sin embargo, los líderes de cada partido en la dirección 
de las federaciones tienen la última palabra en la toma de decisiones.

Tabla 2. Selección de candidaturas mayoritarias en 
las federaciones partidarias en Brasil (2022)

Federaciones Seleccionador 1 Seleccionador 2 Seleccionador 3 Seleccionador 4

Federación 
Brasil de la 
Esperanza (PT/
PCdoB/PV)

Los partidos nominan 
candidaturas

El comité estadual 
provisional, compuesto 
por los presidentes de los 
partidos a nivel estadual, 
elabora una propuesta de 
lista basada en la indica-
ción de los partidos

La comisión ejecutiva 
nacional, integrada por 
miembros indicados por las 
direcciones nacionales de 
los partidos, decide sobre 
la propuesta presentada

La convención elec-
toral conjunta ratifica 
obligatoriamente la de-
cisión de la comisión 
ejecutiva nacional

Federación 
PSDB-Cida-
dania

Las candidaturas son 
elegidas por cada 
partido. La federación 
propone la celebración 
de previas como 
mecanismo preferible 
para esta selección

La convención electoral 
estadual formada por 
miembros de los órganos 
colegiados estaduales, se-
lecciona las candidaturas 
entre las propuestas de 
los partidos 

El colegiado nacional de 
la federación aprueba la 
selección hecha a nivel 
estadual

Federación 
PSOL-Rede

Cada partido designa 
al menos un tercio de 
los puestos en cada 
lista mayoritaria, pu-
diendo acordarse esta 
nominación entre los 
partidos miembros 

Las direcciones estadua-
les formadas por repre-
sentantes elegidos por 
los órganos de dirección 
de cada partido definen 
la composición de las 
listas de la federación

Elaborada por las autoras con base en los estatutos de las federaciones partidarias. 
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6. Efectos de las reformas electorales “de arriba hacia abajo”: 
candidaturas subnacionales en Argentina y Brasil

Los diseños electorales de Argentina y Brasil son diferentes, incluso con respecto a la 
selección de candidaturas (Iacovino 2023). El diseño electoral en Argentina resulta 
incongruente, considerando que las provincias tienen autonomía para diseñar sus 
propias leyes electorales. El país cuenta con legislación que determina elecciones pri-
marias abiertas para la selección de candidaturas nacionales, pero las provincias son 
libres de elegir el mecanismo de selección de candidaturas provinciales. En Brasil, por 
el contrario, la regulación electoral federal rige las elecciones estaduales. Sin embargo, 
la selección de candidaturas en todos los niveles es responsabilidad de los partidos 
políticos. En consecuencia, mientras que en Brasil las autoridades nacionales pueden 
aprobar reformas que se apliquen automáticamente a las realidades de cada estado, en 
Argentina las provincias son soberanas para elegir y reformar sus sistemas electorales. 

En la tabla 3 se ilustra un ejercicio de tipología de las reformas electorales, consideran-
do las distinciones entre ambos países en cuanto al grado de autonomía de las unidades 
federativas y la existencia de una regulación federal para la selección de candidaturas. 

Desde los años 2000 las élites políticas de ambos países han realizado reformas en-
caminadas a lograr una mayor congruencia electoral, lo que afectó el proceso de 
selección de candidaturas en todos los niveles de gobierno. Comparativamente, los 
efectos multinivel de estos procesos se diferencian en el grado de congruencia, pero se 
asemejan respecto al bajo grado de transparencia y democracia dentro de los partidos, 

Tabla 3. Tipología de reformas electorales en torno 
a la selección de candidaturas en Argentina y Brasil

Dimensiones para las reformas 
en la selección de candidaturas

Autonomía de las unidades federales 
para reformar reglas electorales

Alta Baja

Regulación legal para la 
selección de candidaturas 
dentro de los partidos

Sí

Tendencia a las reformas 
descentralizadas e
incongruentes que depen-
den de la voluntad de los 
agentes políticos y de las 
relaciones interguberna-
mentales
(Argentina)

No

 Tendencia a las reformas 
centralizadas
congruentes con una fuerte 
agencia del Congreso Nacio-
nal y del Tribunal Superior 
Electoral
(Brasil)

Elaborada por las autoras.
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lo que conduce a procesos centralizados y verticalistas de selección de candidaturas a 
nivel subnacional. 

En Argentina, el proceso fallido de homogenización distrital de la selección de can-
didaturas a través de las PASO tuvo efectos sobre las reformas electorales subnacionales 
y en las prácticas de los actores políticos provinciales. El retroceso de las PASO, junto 
con su inicial baja adhesión territorial y al uso efectivo por las agrupaciones políticas, 
no solo desincentivó la competencia, sino que abrió ventanas de oportunidad para que 
los gobernadores pongan en juego su capital político y pretendan perpetuarse en el po-
der. Lo que fomentó reformas electorales provinciales orientadas a otorgar preeminen-
cia a construcciones frentistas y a liderazgos territoriales. Esto estimuló la selección de 
candidaturas cupulares, sin previa consulta y sin sometimiento a escrutinio partidario, 
ejerciendo modalidades de nominación cerradas y verticalistas. 

Por ejemplo, los gobernadores de las provincias Santiago del Estero, La Rioja y Río 
Negro intentaron reelegirse una vez más (2013-2019), violando las respectivas cons-
tituciones provinciales. En todos los casos la respuesta institucional fue el rechazo de 
las candidaturas previo a la sustanciación de los comicios. Esto fue fruto del trabajo 
de coordinación al interior de las élites políticas que judicializaron las candidaturas 
alcanzando un fallo de la Corte Suprema de Justicia de la Nación. Los respectivos 
tribunales superiores de justicia provinciales habían avalado las candidaturas de los 
gobernadores en ejercicio, poniendo en evidencia la precariedad de la independencia 
de los poderes en el ámbito subnacional. 

Finalmente, algunos de los argumentos esgrimidos por los actores provinciales 
para rechazar las PASO eran que estas se han utilizado en tres elecciones presidencia-
les (2011, 2015 y 2019), de las cuales en dos todas las agrupaciones que oficializaron 
listas resolvieron presentar una única candidatura en la que no hubo competencia ni 
competitividad. Además, el espacio político promotor de la reforma (el kirchneris-
mo) presentó competencia formal entre dos candidatos a nivel nacional solo en las 
PASO de 2023. A esto se suma el factor de financiamiento de las elecciones y de la 
cantidad de veces que los electores deben asistir a los comicios. 

Al contrario de Argentina, en Brasil no existe regulación sobre la manera en la que 
los partidos deben seleccionar las candidaturas. Asimismo, el proceso de selección de 
candidaturas dentro de los partidos carece de claridad y de transparencia. Sin embar-
go, en un intento por fortalecer el carácter nacional de los partidos y por restringir el 
poder de las estructuras partidarias y de los liderazgos subnacionales en la definición 
de la dinámica electoral, en dos ocasiones desde principios de la década de los 2000 
reformas de “arriba hacia abajo” han provocado que los partidos tengan un mínimo 
de coordinación a la hora de presentarse a las elecciones, lo que repercutió en la se-
lección de candidaturas.

En las elecciones de 2002 y 2006, por imposición judicial, se estableció la simetría 
obligatoria de las coaliciones. Sin embargo, en lugar de la esperada nacionalización 
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se produjo una mayor regionalización de los partidos (Marchetti y Cortez 2009). 
La verticalización obligatoria de las alianzas forzó a los partidos a revisar sus estrate-
gias. Entre las opciones de unirse a una coalición presidencial y tener posibilidades 
limitadas de alianzas y la de mantenerse cerca de sus bases regionales al no sumarse a 
una coalición nacional, la mayoría de los partidos optó por la segunda opción. Así, 
hubo un aumento significativo en el número de candidaturas a nivel estadual, lo que 
dificultó la estabilización de los sistemas de partidos subnacionales. En cambio, la 
exigencia de simetría entre coaliciones funcionó como un mecanismo que aumentó 
la claridad para los electores con respecto a quiénes eran los candidatos y a cuáles 
partidos pertenecían, al definir una oferta estandarizada entre los niveles.

Además, la última reforma política en Brasil, al crear la figura de la federación 
partidaria, vincula a los partidos que forman este arreglo en una especie de vertica-
lización, prohibiendo a estos lanzar o apoyar candidaturas fuera de sus federaciones 
durante los cuatro años que estarán juntos.2 A diferencia de las coaliciones, prohi-
bidas para las elecciones proporcionales desde 2017, las federaciones tienen carácter 
permanente y nacional y permiten a los partidos miembros lanzar candidaturas para 
elecciones mayoritarias y proporcionales. Como se pretendía con la verticalización 
aplicada en 2002, se espera que la federación garantice una mayor afinidad progra-
mática e ideológica entre los partidos y que reduzca la fragmentación de los partidos 
(Kerbauy 2022). 

En resumen, las reformas electorales en torno a la selección de candidaturas y 
los consecuentes diseños electorales de Brasil y Argentina difieren en el grado de 
congruencia (bajo en Argentina y alto en Brasil). Sin embargo, observamos que los 
efectos multinivel de estas reformas sobre los procesos y las prácticas de los actores 
partidistas se asemejan en el alto grado de verticalización del proceso de selección de 
candidaturas subnacionales, y en que los liderazgos partidarios concentran la influen-
cia en el proceso. 

7. Conclusiones

Para explicar la selección de candidaturas subnacionales en Argentina y Brasil nos 
enfocamos en las reformas de las reglas electorales y en sus efectos en la dinámica 
partidaria, aplicando el método comparativo y el abordaje top-down en un análisis 
multinivel. En el caso argentino, la aplicación territorial de las PASO y las reformas 
en la selección de candidaturas de la fórmula ejecutiva subnacional han presentado 
un alto grado de variabilidad y, por tanto, de incongruencia, lo que afecta el grado 
de pluralidad y de transparencia de la oferta electoral. El fracaso de las PASO como 

2 Sin embargo, no se impide a los partidos federados formar coaliciones con otros partidos ajenos a sus federaciones para optar a cargos 
mayoritarios. 
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un proceso de “arriba hacia abajo” que homogeneizó la modalidad de selección de 
candidaturas abiertas a la ciudadanía, tuvo como efectos no deseados el desincentivo 
de la competencia intrapartidaria e intracoalicional en los distintos niveles y la coor-
dinación estratégica de los actores partidistas.

En Brasil, con los intentos de verticalizar las alianzas de partidos basándose en el 
principio de coherencia se pretendió nacionalizar todavía más los partidos, imponiendo 
desde arriba la vinculación de los apoyos electorales y las candidaturas entre los niveles 
nacional y subnacional. La verticalización de las coaliciones en 2002 afectó la autono-
mía de los partidos para la formación de alianzas y, en consecuencia, para la selección 
de candidaturas. Frente a las restricciones impuestas a las alianzas a nivel subnacional 
en el caso del apoyo formal a las candidaturas presidenciales, los partidos prefirieron 
mantener la lógica independiente de los arreglos subnacionales y, por ello, adoptaron 
estrategias informales de apoyo nacional. Las federaciones partidarias, por su parte, sur-
gieron en cuanto mecanismos de verticalización duradera con repercusiones tanto en el 
ámbito electoral como en el parlamentario. Sin embargo, el hecho de que su aplicación 
fue reciente, en las elecciones de 2022, aún no permite conocer sus efectos a largo plazo.

Cierto es que las reformas electorales implementadas en ambos países (en 2011 en 
Argentina y en 2002 y 2021 en Brasil) tienen por objetivo establecer una normativa 
congruente multinivel que regule la construcción de las alianzas y la presentación de 
candidaturas, de modo que la oferta electoral tienda a ser ordenada y transparente. 
No obstante, los procesos de reforma tuvieron performances desiguales. 

En síntesis, a pesar de que los diseños electorales de ambos países son diferentes, 
no resultan tan distintos en sus efectos sistémicos. Ambas naciones presentan tra-
yectorias diferentes en la aplicación de las reformas que impactan en la selección de 
candidaturas, pero similares procesos de coordinación entre los partidos y los actores 
partidistas, con una tensión multinivel que se traduce, en sentido general, en la no-
minación de candidaturas cerradas y verticalistas.
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Resumen 
En este artículo se establecen los factores que influyen en los distintos niveles de involucramiento de la ciudadanía en 
las elecciones municipales en Uruguay a partir de 2010. Diversos estudios muestran que la concurrencia a votar en las 
elecciones locales es inferior a las nacionales, pero que la participación aumenta a medida que disminuye el tamaño 
del municipio. Sin embargo, en Uruguay la concurrencia a votar es muy alta en todas las elecciones porque el voto 
es obligatorio. Por esa razón, utilizamos una forma original para medir el involucramiento de la ciudadanía en las 
elecciones subnacionales mediante la cuantificación del “voto en blanco parcial” o la abstención de nivel, que captura 
el porcentaje de quienes asisten a votar, pero se abstienen en alguno de los niveles (departamental o municipal). 
Verificamos que la relación inversa entre tamaño del municipio y participación electoral también se cumple aun 
cuando el voto obligatorio no la muestra en la concurrencia a votar, pues en muchas municipalidades pequeñas los 
votos por las autoridades locales superan los obtenidos por las departamentales, con lo cual se invierte la relación del 
modelo de elecciones de segundo nivel. Nuestros hallazgos permiten observar diferentes niveles de involucramiento 
de la ciudadanía, más allá de la mera concurrencia a votar, la única variable analizada hasta ahora por la comunidad 
académica.

Descriptores: abstencionismo; ciudadanía; elecciones; municipios; participación; Uruguay. 

Abstract                      
This article identifies the factors that have influenced varying levels of citizen involvement in municipal elections in 
Uruguay since 2010. Several studies show that turnout in local elections is lower than in national elections, whereas 
that participation increases as the size of the municipality decreases. However, in Uruguay turnout is very high in 
all elections because voting is compulsory. For that reason, we use a novel way to measure citizen involvement in 
subnational elections by quantifying the “partial blank vote” or level abstention, which captures the percentage of 
those who turn out to vote but abstain at one of the levels (departmental or municipal). We show that the inverse 
relationship between municipality size and electoral participation also holds, even when compulsory voting does not 
show it in turnout. In many small municipalities the votes for local authorities exceed those obtained by departmental 
authorities, thus inverting the relationship of the second level election model. Our findings allow us to observe varying 
levels of citizen involvement beyond the mere turnout to vote, which has been the only variable analyzed thus far by 
the academic community.

Keywords: abstentionism; citizenship; elections; municipalities; participation; Uruguay.
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1. Introducción

En el presente artículo se analiza el nivel de involucramiento de la ciudadanía con la 
elección de los gobiernos locales (municipios) que se establecieron en Uruguay a par-
tir de 2010. La democracia a nivel local es la que más se aproxima al sentido clásico 
del autogobierno, ya que por su escala permite a los ciudadanos tener una incidencia 
más directa en las decisiones políticas (Dahl y Tufte 1973). A su vez, la participación 
en las elecciones es uno de los componentes decisivos de la democracia representativa 
porque es la principal instancia en la que el pueblo se gobierna a sí mismo (Dahl 
1971; Lijphart 1997; Przeworski 2010). La elección de gobiernos locales busca acer-
car a la gente a la política, aunque paradójicamente diversos estudios muestran que 
la participación en las elecciones locales es muy inferior a las nacionales, ya sea en 
Europa (Gendzwill 2019) o en Estados Unidos (Warshaw 2019). Sin embargo, exis-
ten pocos estudios comparados sobre América Latina y los trabajos que abordan casos 
particulares también son escasos en la región. 

En Uruguay no hubo un tercer nivel de gobierno electivo –con la excepción de 
tres localidades– hasta 2010. Sin embargo, desde entonces el electorado ha sido con-
vocado en tres ocasiones (2010, 2015 y 2020) para elegir alcaldes y consejos muni-
cipales en un número creciente de municipios que se han ido estableciendo desde 
entonces. Como esta elección se realiza mediante voto obligatorio, la elevada parti-
cipación en todas las instancias ofrece pocos elementos para diferenciar el interés de 
la ciudadanía respecto de los distintos niveles de gobierno si buscamos determinar 
el involucramiento ciudadano a través de la asistencia a las urnas. Vale agregar que 
la asistencia a las elecciones en Uruguay siempre ha sido de las más altas de la región 
(Pérez-Liñán 2001) y del orbe (Fumagalli y Narciso 2012).

El voto obligatorio es poco común en el mundo, solo 29 países lo establecen, 
aunque alcanza a la cuarta parte de las democracias (Birch 2016). Sin embargo, la 
norma está presente en la mayor parte de América Latina, donde 10 de 18 países lo 
establecen en sus constituciones. Solo tres de esos 10 países no establecen sanciones 
para quienes no cumplan con ese deber y tan solo cinco países cuentan con un “voto 
obligatorio estricto” (Argentina, Bolivia, Brasil, Ecuador y Perú), considerando el ni-
vel y el alcance de las sanciones (Flórez Ruiz 2022). Y, aun así, Uruguay parece ser el 
país donde la norma genera el mayor cumplimiento, dada la mayor asistencia a votar 
que se observa, incluso respecto de países con sanciones más gravosas como Bolivia.

Pero esa alta participación esconde diferentes niveles de interés de la ciudadanía en 
la elección de las autoridades del segundo y tercer nivel de gobierno que interesa co-
nocer. Con esa finalidad, nuestro trabajo se enfoca en dos particularidades del sistema 
electoral uruguayo en el ámbito subnacional. En primer lugar, la simultaneidad de la 
elección de autoridades en el segundo nivel de gobierno (intendentes y juntas depar-
tamentales) y en el tercero (alcaldes y consejos municipales) y, en segundo término, el 
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voto con boletas diferentes para ambos ámbitos que se introducen en el mismo sobre 
y qué, cuando se vota por los dos niveles deben corresponder al mismo partido.1 De 
esta forma, la ausencia de una de las dos boletas implica un “voto en blanco parcial” 
que podemos asociar al menor interés que esa elección representa para el votante,2 
ya sea porque simplemente no le interesa votar al otro nivel o que decide no hacerlo 
porque querría votar por candidatos de otro partido. En consecuencia, para identifi-
car y explicar el nivel de involucramiento tomaremos como variable dependiente el 
voto en blanco parcial, que en este trabajo denominamos abstención de nivel en lugar 
de asistencia a votar.

Aunque no hay estudios que explican los bajos niveles de abstención en las elec-
ciones uruguayas, desde que se realizan las elecciones municipales se ha notado un 
alto porcentaje de voto en blanco para las autoridades locales (Cardarello y Magri 
2011). También se ha demostrado que ese comportamiento se distribuye de forma 
muy heterogénea a lo largo del territorio nacional (Buquet, Cardarello y Schmidt 
2018). Sin embargo, hasta el momento no se han estudiado de forma sistemática los 
factores que determinan ese comportamiento. Para cubrir esa laguna, en este artículo 
establecemos los factores que influyen en los distintos niveles de abstencionismo que 
se observan en las elecciones municipales uruguayas entre 2010 y 2020, a partir de 
los resultados de las elecciones subnacionales en cada municipio. Más específicamen-
te, detectamos las variables que explican los diferentes niveles de abstencionismo a 
partir de hipótesis elaboradas sobre la base de la literatura académica que estudia la 
asistencia a las urnas (turnout).

La investigación en la que se basa el presente artículo contribuye, por un lado, 
a incrementar el conocimiento sobre la participación electoral a nivel municipal en 
América Latina, cuestión que ocupa un espacio menor en la literatura. Por otro, 
permite verificar de forma original que se pueden observar diferentes niveles de invo-
lucramiento de la ciudadanía, más allá de la mera asistencia a votar que ha sido hasta 
ahora la única variable analizada por la academia.

El resto del artículo se desarrolla en cuatro apartados. En primer lugar, se describe el 
proceso de implementación del tercer nivel de gobierno y el sistema electoral que se uti-
liza en Uruguay. Luego se discute la literatura académica sobre participación electoral y 
se plantean las hipótesis de la investigación. En tercer término, se presentan los datos, 
los modelos estadísticos y su correspondiente análisis. Finalmente, el artículo cierra con 
unas breves conclusiones que repasan los hallazgos, establecen sus limitaciones, señalan 
su relevancia para la democracia e indican futuras líneas de profundización. 

1 El voto con boletas diferentes en distintas elecciones concurrentes es la norma, pero la obligación de votar al mismo partido en ambas 
elecciones es una particularidad única de Uruguay.

2 Se trata de una situación similar al voter roll-off en Estados Unidos. En ese país normalmente hay muchas elecciones simultáneas y 
todas las candidaturas aparecen en la misma boleta en orden de importancia. Se dice roll-off cuando los votantes solo votan por los 
cargos más importantes (presidente, legisladores nacionales) que aparecen al principio (top-of-the-ballot) y no completan la boleta.
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2. Gobierno municipal y reglas electorales

Uruguay tiene desde su origen dos niveles claramente diferenciados de gobierno, el 
nacional y el departamental. Durante la vigencia de la Constitución de 1830 no existía 
ningún nivel relevante de autonomía departamental. La autonomía departamental se 
origina en 1918 como consecuencia de la reforma constitucional aprobada ese año, a 
partir de la cual se crea un tercer nivel de gobierno. Luego, la Constitución de 1934 
funda las bases del sistema vigente en la actualidad para el gobierno de nivel subnacio-
nal, con la excepción de los municipios. En su artículo 236 establece que el “gobierno 
y la administración de los departamentos, con excepción de los servicios de policía, 
estarán a cargo de un intendente, una junta departamental y una o más juntas locales” 
(Constitución de la República Oriental del Uruguay 1934, 45). Al año siguiente de la 
reforma constitucional se aprueba la Ley Orgánica Municipal (Ley 9.515/1935) que 
entre otras cosas regula el tercer nivel de gobierno, estableciendo juntas locales hono-
rarias compuesta por cinco miembros que elegirán entre ellos a un “presidente, quien 
ejercerá la función ejecutiva en su jurisdicción” y “durarán en el ejercicio de sus fun-
ciones por igual término que la Junta Departamental” (Ley 9.515/1935, arts. 54-55).

La reforma constitucional de 1934 estableció también el sistema electoral para la 
elección de los gobiernos departamentales a imagen y semejanza del sistema electoral 
nacional. El intendente se elige “a mayoría simple de votantes, mediante el sistema de 
doble voto simultáneo” (Constitución de la República Oriental del Uruguay 1934, 45) 
y las juntas departamentales (de 11 miembros en Montevideo y nueve en el interior) se 
adjudican de forma proporcional entre los partidos, pero atribuyendo “a la lista cuyo 
candidato a intendente haya resultado triunfante, la totalidad de los cargos que corres-
ponden a su lema” (Constitución de la República Oriental del Uruguay 1934, 45). Este 
formato, con ligeras variantes, se mantiene en la actualidad. 

Finalmente, la reforma constitucional de 1967 fijó el número de miembros de las 
juntas departamentales en 31 para todo el país. Por otra parte, se extendió el mandato 
de los gobernantes de cuatro a cinco años en todos los niveles. La principal novedad que 
incorporó este texto en el plano de las elecciones subnacionales fue la prohibición del 
“voto cruzado”, exigiendo para validar el voto que ambas hojas pertenezcan al mismo 
lema. La última reforma constitucional, de 1996, separó en el tiempo las elecciones 
nacionales de las subnacionales, e instauró por primera vez la distinción entre la ma-
teria departamental y la municipal, estableciendo de forma explícita un tercer nivel de 
gobierno. Sin embargo, la puesta en práctica del nuevo formato de autoridades locales 
debió esperar hasta la aprobación de las leyes 18.567 en 2009 y 18.653 en 2010. 

Los municipios creados mediante la Ley 18.567/20093 se gobiernan a través 
de un concejo municipal o ayuntamiento, aunque la ley lo denomina municipio y 

3 Para un exhaustivo repaso del proceso ver Cardarello et al. (2010).



Pueblo chico, alcalde grande. Abstencionismo en las elecciones municipales de Uruguay, 2010-2020

ÍC
O

N
O

S 
78

 •
 2

02
4

Páginas  33-51ISSN: 1390-1249 • e-ISSN: 1390-8065

37

establece que “cada municipio tendrá una población de al menos dos mil habitan-
tes” (Ley 18.567/2009, 1). En el presente artículo utilizaremos la expresión “concejo 
municipal” para referirnos a la autoridad que gobierna el municipio, término que 
corresponde con el carácter de “concejales”4 de sus integrantes y que resulta adecuado 
por la generalización de su utilización. Los concejos municipales se componen de 
cinco miembros electos a través de un sistema de representación proporcional (Ley 
18.567/2009). A su vez, el primer titular de la lista más votada del lema más vota-
do es designado como alcalde, autoridad a la que le corresponde presidir el órgano 
(Ley 18.567/2009). 

En Uruguay todos los concejos municipales se componen de cinco miembros, inde-
pendientemente de la población o del número de electores del municipio. Esta norma 
es excepcional en el contexto regional, ya que todos los países de América Latina prevén 
un número variable de concejales en los órganos de gobierno local.5 El primer problema 
con esta magnitud es que la relación entre el número de representantes y el número de 
electores resulta entonces muy variable, ya que aproximadamente va de 1000 a más 
100 000,6 por lo que el nivel de representatividad y la capacidad de rendición de cuen-
tas no se desarrollan de la misma forma. Situación que marca una fuerte diferencia en 
la proximidad que puede existir entre los votantes y sus representantes.7 

La presentación de candidatos en las elecciones municipales está reservada a los 
partidos políticos que cumplan el requisito de participar en las elecciones internas de 
los partidos, que se realizan el año previo y que marcan el inicio del ciclo electoral 
nacional. Las candidaturas en cada municipio podrán ser presentadas por las auto-
ridades partidarias o por “las agrupaciones nacionales o departamentales que hayan 
obtenido de la autoridad partidaria la autorización para el uso del lema a todos sus 
efectos” (Circular 8544/2010, art. 9). No es posible entonces, formar una agrupación 
o movimiento electoral en el ámbito municipal que pueda presentar candidatos en 
las elecciones municipales por fuera de los partidos políticos nacionales. En térmi-
nos prácticos, quienes deseen participar en el gobierno municipal deberán hacerlo a 
través de un partido político de escala nacional, ya que los costos de crear un partido 
para un municipio son inaccesibles y para un solo departamento son significativa-
mente altos.8 Además de estos obstáculos formales, el bajo nivel de descentralización 
4 En el artículo 11 se establece que los “restantes miembros se denominarán concejales”, refiriéndose a los cuatro integrantes que no 

ocupan el cargo de alcalde (Ley 18.567/2009, 3).
5 Por ejemplo, en Chile se eligen entre seis y ocho concejales de acuerdo con la cantidad de electores de cada comuna, en Colombia entre 

siete y 21, en Ecuador entre cinco y 15. En Costa Rica se eligen entre cinco y 13 regidores y en Paraguay las juntas municipales tienen 
entre siete y 13 miembros.

6 A modo de ejemplo, la ciudad de Maldonado, capital del departamento homónimo, tiene 77 692 personas habilitadas para votar y 
elige cinco concejales, al igual que Ismael Cortinas en el departamento de Flores con tan solo 1080 personas habilitados para ejercer 
el derecho al voto.

7 En Europa la relación es de entre 100 y 2000 electores por representante, mientras que en América Latina va de 20 000 a 80 000 
(Nickson 2013).

8 Crear un partido para competir en un solo departamento, aunque resulta extremadamente difícil, no es imposible. El Partido de 
la Concertación fue establecido solo para competir en las elecciones departamentales y municipales de Montevideo en 2015. Pero 
su surgimiento dependió de la conjunción de la voluntad política de los dos partidos tradicionales a nivel nacional. El intento de 
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de un país unitario como Uruguay favorece la nacionalización del sistema de partidos 
(Harbers 2010).

A su vez, los partidos habilitados deben presentar listas donde incluyan hasta cin-
co candidatos a concejales titulares y hasta 15 suplentes. Es importante hacer notar 
que la candidatura para el cargo de alcalde no es específica o diferenciada de la de 
concejal. En principio, dado que el alcalde es el “primer titular de la lista más votada 
del lema más votado dentro de la respectiva circunscripción territorial (municipio) 
que resulte electo y proclamado” (Ley 18.567/2009, 15), todos los primeros titulares 
de listas son candidatos a alcalde, pero también a concejales y, de hecho, muchos de 
ellos son electos concejales, pero no alcaldes. 

Podría decirse que el cargo de alcalde no es electo como tal, sino que es asignado 
ex officio a uno de los concejales electos. Pero en términos prácticos y simbólicos, 
dada la preminencia de la figura del alcalde en el esquema de gobierno municipal,9 
es posible que la contienda electoral sea vista sobre todo como una competencia 
por el cargo de alcalde, tanto por los políticos como por la ciudadanía. Esto último 
tiene consecuencias prácticas, ya que muchos primeros titulares de las listas aspiran 
exclusivamente al cargo de alcalde, pero al resultar electos concejales se encuentran 
en una posición no deseada que, en muchos casos, abandonan. Adicionalmente, la 
lista de candidatos a concejales se presenta en una hoja de votación que debe distin-
guirse con un lema partidario, cuestión relevante por cuanto la mención al partido 
político genera una restricción en la votación que se realiza simultáneamente con la 
elección departamental, impidiendo que el votante escoja a partidos diferentes en 
ambas instancias.

Por último, para votar el elector solo puede elegir una lista previamente confeccio-
nada y no puede alterar el orden de los candidatos en esa lista, sistema que se deno-
mina de listas cerradas y bloqueadas. Sin embargo, el hecho de que un mismo partido 
pueda presentar diversas listas implica de cierta forma que existe un sistema de voto 
preferencial intrapartidario. El sistema es de triple voto simultáneo: el votante puede 
elegir un partido, dentro de él un sublema y, finalmente una de las listas que perte-
necen al sublema. Pero el sistema de votación es restrictivo, porque los electores solo 
pueden emitir un voto único a favor de una lista de candidatos cerrada y bloqueada, 
además de que, si pretenden votar en la elección departamental, deberán hacerlo por 
una lista del mismo partido.

Este último aspecto es crucial para el estudio de la participación electoral en el 
tercer nivel de gobierno en Uruguay. Como el sistema establece el voto obligatorio 
y su cumplimiento es generalizado, no observamos en ningún ámbito niveles rele-
vantes de abstención electoral, es decir, de no asistencia a votar. Pero, como en las 

repetir la experiencia en 2020 fracasó. Parece sumamente improbable que líderes políticos del ámbito departamental –menos aún 
del municipal– puedan incurrir en costos semejantes.

9 Además de las prerrogativas que le atribuye la legislación es el único cargo rentado en el Consejo Municipal.
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elecciones subnacionales se vota al mismo tiempo y con boletas diferentes para el 
gobierno departamental y para el municipal, con la restricción de que ambos votos 
deben estar dirigidos al mismo partido, lo que se puede observar es la presencia o no 
de ambas boletas en los votos. Si el votante desea pronunciarse por ambos niveles 
de gobierno deberá introducir boletas del mismo partido. Pero también puede votar 
por cualquiera de los dos niveles sin restricciones, absteniéndose de votar en el otro 
nivel. Así, encontramos que muchos votantes solo se pronuncian en la elección de-
partamental y se abstienen en la municipal o viceversa. La diferencia en la cantidad 
de votos para cada una de las autoridades subnacionales permite cuantificar distintos 
niveles de participación, a pesar de la obligatoriedad del voto y de su generalizado 
cumplimiento.

3. La participación electoral en el ámbito municipal

La mayor parte de los estudios sobre elecciones locales ha asumido que se trata de 
elecciones de segundo nivel (second order elections), expresión acuñada originalmente 
por Reif y Schmitt (1980) en un estudio de las elecciones al parlamento europeo, y 
luego generalizada también para las elecciones de nivel subnacional (Lijphart 1997). 
Son elecciones de segundo nivel en el sentido de que se trata de instancias de menor 
relevancia que las nacionales y que, por tanto, concitan menor interés en el electo-
rado. Ese menor interés es la razón que explica que normalmente concurra menos 
gente a votar en esa instancia en comparación con las elecciones nacionales.

Sin embargo, diversos estudios han mostrado que esa menor concurrencia no 
es generalizada y que la variación observada responde a diferentes factores explica-
tivos. Por un lado, los niveles de participación en elecciones locales pueden enten-
derse por el mismo tipo de variables que se utilizan para explicar la participación 
en las elecciones nacionales. Esas variables, a su vez, pueden dividirse en tres tipos 
diferentes: sociodemográficas, políticas e institucionales (Cancela y Geys 2016). En-
tre los factores sociodemográficos se destaca que la gente con mayores ingresos y de 
mayor nivel educativo concurre a votar con mayor frecuencia (Lijphart 1997).

Las variables políticas que más influyen en la concurrencia a votar son la competi-
tividad de las elecciones (Blais 2006) y el gasto en las campañas (Caldeira y Patterson 
1982), aunque ambos aspectos pueden estar conectados porque la competitividad no 
incentivaría directamente a los electores a concurrir, sino que haría que los políticos 
realizaran mayores esfuerzos para movilizar a los electores en esas circunstancias (Cox 
y Munger 1989). Finalmente, las variables institucionales son las que muestran 
efectos decisivos en la concurrencia a votar, en particular el voto obligatorio, pero 
también la facilidad de la inscripción en el registro cívico de electores y el sistema 
de adjudicación de cargos por representación proporcional. Todas estas variables 
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significativamente aumentan la participación (Geys 2006). Un estudio reciente 
sobre elecciones presidenciales en México incorpora una variable novedosa al ex-
poner que la participación electoral disminuye cuando aumenta la percepción de 
inseguridad (Somuano y Corcho 2021).

Por otra parte, los factores que más influyen específicamente en la participación 
en elecciones locales son el tamaño y la composición de la población, la simultanei-
dad con otras elecciones y el sistema electoral (Cancela y Geys 2016). En particular, 
cuando el voto es obligatorio variables como el menor tamaño de los distritos y la 
mayor competitividad, más que incrementar la asistencia a las urnas disminuyen el 
voto inválido, es decir, los votos en blanco y nulos (Barnes y Rangel 2018).

Como ya se mencionó, desde el punto de vista de la teoría de la elección racional 
se espera que los votantes participen más en las elecciones cuando hay más en juego, es 
decir, cuanto más importante es el cargo a elegir. Pero también deberían participar más 
cuando esperan que su voto pueda ser decisivo. Por lo tanto, en primer término, la par-
ticipación en elecciones locales aumentaría en aquellos lugares donde los funcionarios 
electos cuenten con mayores facultades para actuar en sus áreas de autoridad, mientras 
que disminuiría en aquellas donde se tiene escasa influencia en los resultados de las 
políticas. Hay más en juego en las elecciones si los cargos son más poderosos (Hajnal 
y Lewis 2003; Henderson y McEwen 2010). En segundo lugar, también deberíamos 
esperar un aumento de la participación cuando se perciba que la elección es competiti-
va, porque aumenta la probabilidad de que un voto sea decisivo. Y, de la misma forma, 
debería aumentar la participación cuanto menor sea el tamaño del electorado, porque 
esa disminución también aumenta la probabilidad de que un voto sea decisivo. 

Asimismo, los incentivos para votar en municipalidades pequeñas también aumen-
tan porque se reducen los costos de información, lo que conduciría a una mayor partici-
pación (McDonnell 2020). Por último, desde un punto de vista “tocquevilliano” (Kouba 
y Dosek 2022) se sostiene que la mayor concurrencia a votar en pequeñas localidades 
obedece en realidad al mayor capital social (Putnam 2000), que se expresa en vínculos 
sociales más fuertes y en relaciones más directas en esos contextos. Aunque en el estudio 
pionero de Fornos, Power y Garand (2004) no se encontraron variables socioeconómi-
cas que influyan en la asistencia a votar, Carreras y Bowler (2018) muestran, a partir de 
datos de LAPOP, que en América Latina existe una mayor propensión a votar en zonas 
rurales y en pequeñas ciudades en comparación con ciudades medianas y grandes.

Aunque recientes revisiones de la literatura (Cancela y Geys 2016; McDonnell 
2020) muestran que la mayoría de los estudios coinciden en que se incrementa la 
participación a medida que se reduce el tamaño del municipio, la información al 
respecto para América Latina es relativamente escasa. Un estudio de Remmer (2010) 
sobre Costa Rica, una investigación comparada sobre Bolivia y Brasil (Boulding y 
Brown 2015) y un trabajo reciente acerca de Brasil de Speck y Peixoto (2022), 
confirman esa hipótesis, aunque este último muestra que en Brasil la concurrencia 
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a votar en las elecciones estaduales y municipales supera a la de las nacionales. Para 
el caso mexicano, aunque no se incluye como variable el tamaño del municipio, 
Soto Zazueta y Cortez (2014) verifican que la participación se incrementa cuando 
aumenta el porcentaje de población rural del municipio. Por su parte, Sonnleitner 
(2007) plantea que la participación a nivel municipal aumenta con el desarrollo eco-
nómico, aunque existen excepciones que dan cuenta de la complejidad de la relación.

El único estudio comparado con amplia cobertura disponible para la región, 
muestra una relación negativa y significativa entre el tamaño del municipio y la parti-
cipación en 13 de los 15 países de América Latina seleccionados, incluyendo Uruguay 
(Kouba y Dosek 2022). Sin embargo, una investigación comparada publicada recien-
temente y que incluye casos de América Latina, muestra que la mayor participación 
en elecciones locales en países con municipalidades más pequeñas en promedio no es 
significativa estadísticamente (Kouba, Novák y Strnad 2021). En cualquier caso, no 
existen estudios que evalúen el involucramiento de los electores a nivel municipal a 
través del voto en blanco parcial en elecciones concurrentes de segundo y tercer nivel.

Las elecciones municipales en Uruguay se realizan simultáneamente y bajo las 
mismas reglas, por lo que no existe variación en el plano institucional. El estudio, por 
tanto, no permite observar el efecto de este tipo de variables, sin embargo, ofrece la 
oportunidad de verificar con mayor precisión el impacto de otras variables al mante-
ner fijas las institucionales. A partir de la información disponible estamos en condi-
ciones de poner a prueba dos variables sociodemográficas y una política. En el plano 
sociodemográfico utilizaremos un índice elaborado por el Gobierno que se basa en 
niveles de ingreso, de educación y de urbanización a nivel municipal y también en el 
tamaño de la población. En la variable política no podemos verificar el impacto del 
gasto en campañas, pero sí el nivel de competitividad de cada elección municipal a 
partir del margen de victoria. En consecuencia, formulamos las siguientes hipótesis:

1. A mayor nivel de desarrollo socioeconómico del municipio menor abstención en 
la elección municipal.

2. Cuanto menor el tamaño del electorado del municipio menor abstención en la 
elección municipal.

3. A mayor competitividad de la elección municipal, menor abstención en la elección 
municipal.10

La variable dependiente de la investigación es la diferencia observada en cada munici-
pio entre la votación por los cargos departamentales y por los municipales. El cálculo 
para la obtención de los valores de la variable dependiente consiste en la resta de los 

10 En términos formales la Corte Electoral denomina esta situación como voto en blanco parcial, que se diferencia del voto en blanco 
total. Esta denominación no hace referencia a los votantes que directamente no concurren a votar, a los que llamaremos los que se 
abstienen de ir a votar.
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votos válidos en la elección municipal y de los votos válidos en la elección departa-
mental en el municipio sobre el total de votos válidos de la elección departamental 
(que es la que tiene mayor jerarquía como nivel de gobierno). La originalidad de este 
trabajo reside en que no medimos la asistencia a votar, sino la abstención en el voto 
municipal entre quienes sí concurrieron a votar, de tal forma que nuestra medida no 
toma en cuenta a los que no acuden a las urnas para evitar el efecto del voto obligato-
rio. El nombre que le hemos dado a la variable dependiente en términos conceptuales 
es el de abstención de nivel, justamente para capturar a quienes concurren a votar (es 
decir, no se abstienen de participar en la elección) pero si se abstienen (eventualmen-
te) de votar en alguno de los niveles (departamental o municipal). 

En primer término, esperamos que esa diferencia sea positiva y significativa a 
partir del modelo de elecciones de segundo nivel. En este caso, el segundo nivel no 
refiere al nacional como el primero, sino al departamental. La elección municipal es 
de menor relevancia porque las atribuciones y los poderes de las intendencias son 
superlativamente superiores a las de los municipios. Por cierto, las elecciones departa-
mentales en Uruguay también son de segundo nivel respecto de las nacionales, lo que 
se puede constatar por el sistemático descenso en la asistencia a votar en esa instancia. 
Esa disminución es de entre 2 % y 4 % desde que las elecciones departamentales se 
realizan separadas de las nacionales (Acosta y Lara y Luján 2022), valor que es menor 
pero significativo, dado que en ambas instancias rige el mismo régimen de voto obli-
gatorio con iguales niveles de sanciones. 

De todas formas, cuando las elecciones departamentales eran simultáneas a las 
nacionales también se observaba un menor número de votos válidos para ese nivel 
(voto en blanco parcial o voter roll-off) que fue creciendo desde menos de 1 % hasta 
el 2 % en las tres elecciones realizadas luego de la dictadura. En ese caso, el sistema de 
votación era el mismo que se utiliza actualmente para las elecciones subnacionales: se 
votaba con dos hojas diferentes que debían introducirse en el mismo sobre siempre 
y cuando pertenecieran al mismo partido político. Por lo tanto, la posibilidad de no 
votar en alguno de los dos niveles ya estaba presente y era utilizada por el electorado, 
aunque en proporciones muy menores.

4. Datos y análisis

Para el presente artículo hemos construido una base de datos original a partir de da-
tos de elecciones municipales y departamentales de las últimas tres elecciones (2010, 
2015 y 2020). La base de datos inicial sobre la que se recabó la información tiene 
más de 650 000 observaciones. Esto se debe a que la desagregación de los datos es 
por hoja de votación de cada partido para cada “serie” electoral en todas las eleccio-
nes, que corresponde a una zona específica del territorio. La única manera de llegar 
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al resultado por partido en cada municipio y en cada elección (municipal y departa-
mental) es a partir de esta dimensionalidad. 

Los municipios en Uruguay constituyen una delimitación territorial que se con-
forma por un conjunto de series electorales. Esto permite, al contar con los datos de 
resultados electorales a nivel de serie electoral, construir “artificialmente” municipios 
e identificar resultados electorales para niveles superiores de Gobierno (departamen-
tal o nacional). Por esta razón resulta que es posible capturar a los votantes de la 
elección de nivel departamental en un municipio. 

Dado que el interés de este artículo radica en el abordaje de los niveles de abstención 
que suceden entre niveles (departamental vs. municipal), es necesario reestructurar 
los datos para que ambos sean comparables. Es decir, para poder comparar tanto la 
participación electoral como la votación propiamente dicha de un nivel a otro, es 
necesario construir los municipios (a partir de las series electorales) en el nivel depar-
tamental. Esta operación implica una reducción de la dimensionalidad de los datos 
ya que no todo el territorio se encuentra municipalizado, pero si todos los votantes 
están obligados a acudir a la elección departamental.

Puesto que una de las preguntas centrales del artículo es la importancia de la 
elección municipal en relación con la departamental, hemos construido un conjunto 
de variables que nos permiten acercarnos a este fenómeno. En tal sentido, se elaboró 
una variable que denominamos abstención de nivel que no es más que la relación 
de participación en la elección de cada uno de los niveles en los municipios. Como 
ya se dijo, la abstención es la diferencia entre la votación en la elección municipal y 
departamental sobre la votación departamental. También hemos construido la varia-
ble “tamaño del municipio”(figura 1), que puede ser implementada al menos de dos 
maneras. Una forma simple sería definir el tamaño del municipio como la cantidad 
de personas habilitadas a votar en la elección. 

Figura 1. Abstención y tamaño del municipio

Elaborada con base en Schmidt, Cardarello y Luján (2020).
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Otra manera, que es la que preferimos, es utilizar un criterio empírico para redu-
cir la perturbación del efecto participación en nuestro argumento y en el modelo. En 
este caso utilizamos el valor máximo del vector de votos válidos de las seis elecciones 
(tres departamentales y tres municipales). Es decir, que el “tamaño” del municipio 
no considera a quienes no concurrieron a votar ni tampoco a los que anulan el voto. 
Este criterio tiene la virtud de que no engloba la abstención de la elección como abs-
tención de nivel, ni lo agranda artificialmente.

En la figura 1 se muestran los gráficos de dispersión entre nuestra variable depen-
diente y la variable independiente principal, las que hemos denominado abstención 
de nivel y tamaño. De esta figura se desprenden varios elementos que nos interesan 
destacar particularmente. En primer lugar, se observa la relación positiva entre abs-
tención y tamaño, representada por el ajuste lineal de los datos. En segundo lugar, 
sobresalen por su tamaño y por los altos niveles de abstención los municipios en los 
que está dividida la capital del país, Montevideo (denominados con letras), y algunas 
ciudades grandes del interior (Maldonado, Ciudad de la Costa, etc.). Finalmente, y 
quizá lo más interesante, es que hay varios municipios en los tres ciclos electorales 
que tienen una abstención negativa, es decir, que hay más votos para las autoridades 
municipales que para las departamentales. Esto indica que en esos casos el votante 
tiene mayor interés por la competencia local que por la departamental. En definitiva, 
en la figura se muestra que a medida que crece el tamaño del municipio el interés 
por la competencia local pierde fuerza en relación con la competencia departamental. 

Ahora bien, a los efectos de verificar esta relación se presentan tres modelos en los 
que testeamos distintas especificaciones para evaluar el vínculo entre el interés por la 
competencia local medido como abstención de nivel (variable dependiente) y algunas 
variables que la literatura señala como relevantes para explicarla (tabla 1).

Los modelos incluyen las siguientes variables:

• Tamaño: es el máximo valor de votos válidos en cualquiera de las elecciones subna-
cionales celebradas entre 2010 y 2020. Como se aprecia en la tabla 1, la variación 
de esta variable es grande. Para los modelos utilizamos el logaritmo de ese valor. 

Tabla 1. Estadísticas descriptivas de las variables
 Mínimo Media Mediana Máximo Desvío 

Abstención -49,29 10,54 6,3 76,42 20,73
Tamaño (ln) 4,74 8,2 8,08 11,7 1,44
Priorización 
(ingreso, educación, urbanización)

0,02 0,46 0,47 1         0,13

Margen de victoria entre partidos 0,19 28,98 22,1 96,06 22,51
Margen de victoria intrapartidos 0,55 27,08 21,38 89,9 22,07

Elaborada con base en Schmidt, Cardarello y Luján (2020).

Nota: (In) Significa logaritmo natural o neperiano, es un símbolo estándar. En este caso indica que se utiliza el logaritmo del tamaño y no 
el tamaño directamente.
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Tanto la literatura como los datos que se observan en la figura 1 abonan en la 
dirección de un vínculo positivo. Esto quiere decir que a medida que el tama-
ño del municipio es más chico los votantes tienden a preferir participar en ese 
nivel por encima del segundo nivel. Dicho de otro modo, cuanto más grande 
es el municipio, mayor es la abstención de nivel. En este caso, la abstención es 
del nivel municipal ya que la competencia departamental genera mayor interés. 
Por tanto, en los modelos esperamos observar esta dirección de la relación entre 
estas dos variables.

• Priorización: esta variable es un índice de priorización socioterritorial elaborado 
por la Oficina de Planeamiento y Presupuesto (OPP) del Gobierno nacional y 
mide el nivel de desarrollo del municipio. Dado que no contamos con medidas 
socioeconómicas canónicas a nivel de municipios, este índice puede cubrir este va-
cío. El índice pretende “conocer las condiciones socioeconómicas de la población 
y la identificación de los territorios que se encuentran en una situación relativa 
más comprometida en términos de su desarrollo que permitan el diseño diferen-
cial de políticas” (OPP 2016, 10). El índice tiene dos dimensiones, socioeconó-
mica y territorial, y está compuesto por indicadores de ingresos, de educación y de 
urbanización. Por cómo se construye, el índice varía de cero a uno. Cuanto más 
cercano a cero se encuentra el índice indica una mayor necesidad de priorizar el 
territorio para aplicar políticas públicas. Por lo tanto, esperamos una relación sig-
nificativa positiva de esta variable con la abstención. Es decir, a medida que crece 
el valor del índice de priorización (territorio con menos necesidades), mayor es la 
abstención de nivel (municipal).

• Competitividad: esta variable hace referencia al margen de victoria y es la di-
ferencia en el porcentaje de votos entre el primer y segundo partido. Cuanto 
más chica es la distancia más competitiva es la elección. Por lo tanto, espe-
ramos que exista una relación significativa y positiva entre esta variable y la 
abstención de nivel.

• Interacción tamaño/competitividad: en este caso esperamos que el efecto de la 
interacción entre la competitividad y el tamaño tenga un coeficiente negativo 
porque ambas variables actúan por separado disminuyendo la abstención, pero 
no necesariamente confluyen, tal como muestran Kouba y Dosek (2022). Es de-
cir, que esperamos una disminución de la abstención a medida que se reduce 
el tamaño del municipio, aunque también se reduzca la competitividad, pero la 
competitividad puede reducir la abstención a medida que aumenta el tamaño del 
municipio porque para que el efecto conjunto de dos variables sea negativo es 
necesario que solo uno de los dos términos sea negativo.

• Competitividad interna: esta variable solo está disponible para el ciclo electoral 
de 2020, que es en el que tenemos para ambos niveles la desagregación por hojas 
de votación a nivel de serie electoral. Es posible que un municipio no presente 
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un escenario competitivo entre partidos o que el partido ganador obtenga una 
mayoría importante, pero que la competencia de la elección se canalice dentro del 
partido mayoritario y hegemónico. Entonces, margen interno es igual a margen, 
pero dentro del partido (las dos hojas de votación más votadas) que ganó la 
elección. Por lo tanto, esperamos también una relación positiva en este caso, a 
mayor margen mayor abstención.

Como se observa en la tabla 2, se presentan tres modelos. El primero es un OLS con 
datos agrupados, el segundo es un modelo de panel con efectos aleatorios y el tercero un 
OLS convencional para 2020 en el que agregamos la variable competitividad interna.

En términos generales, la variable “tamaño” es significativa y robusta a diferentes es-
pecificaciones y modelos, al mismo tiempo que el signo es el esperado. En segundo lugar, 
la variable priorización también tiene el signo esperado y es significativa en dos de los tres 
modelos, por lo que podemos afirmar que el nivel sociocultural favorece la participación 
a nivel municipal. En tercer lugar, la competitividad también es significativa y robusta 
en las tres especificaciones, lo que favorece la participación. 

Tabla 2. Modelos estadísticos empleados

 

 

Variable dependiente: abstención de nivel

OLS OLS Panel OLS

(1) (2) (3)

Tamaño (ln)
13,68*** 10,07*** 12,38*** 

(1,13) (1,32) (2,27) 

Priorización
14,62* 21,62** 18,36 

(7,93) (11,02) (14,74)

Competitividad
1,02*** 0,38* 1,04***

(0,24) (0,22) (0,37)

Tamaño (ln)*competitividad
-0,13*** -0,06** -0,13***

(0,03) (0,03) (0,05)

Competitividad interna
0,01

(0,07)

Constante
-110,34*** -82,39*** -106,31***

(8,46) (9,55) (18,24)

Observaciones 307 307 106

R2 0,57 0,37 0,43

R2 ajustado 0,57 0,36 0,41

Error estándar residual 13,85 (df = 302) 15,03 (df = 100)

Estadístico F 101,58*** (df = 4; 302) 175,88*** 15,30*** (df = 5; 100)

Elaboración propia.
*p<0,1 **p<0,05 ***p<0,01
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Por otra parte, la variable competitividad conjuntamente con tamaño, tiene el signo 
esperado y también es significativa, es decir, que no convergen en la explicación. La 
abstención disminuye en los municipios pequeños, aunque no haya competitividad, y la 
competitividad disminuye la abstención en los municipios grandes. Por último, vemos 
que la variable competitividad interna, en el modelo 3, no resulta significativa y que la 
magnitud es pequeña. 

5. Conclusiones

En el presente artículo se evidencian posibilidades originales de avanzar en el estudio 
de las elecciones locales, un campo que aún se mantiene “sorprendentemente frag-
mentado e incompleto” (Gendźwiłł y Steyvers 2021, 1), especialmente en América 
Latina. Concretamente, en el texto se verifica que la relación inversa entre el tamaño 
del municipio y la participación electoral, que ha establecido la literatura para diver-
sos casos y regiones, también se cumple aun cuando el voto obligatorio no permite 
mostrarlo claramente a través de la asistencia a las urnas. Aquí hemos utilizado una 
forma original de conocer el interés de la ciudadanía en las elecciones subnacionales a 
través de la cuantificación del “voto en blanco parcial” o abstención de nivel. 

En primer lugar, los resultados son consistentes con la literatura que estudia la 
asistencia a votar en elecciones locales, e ilustra un mayor nivel de votos válidos 
para las autoridades locales a medida que se reduce el tamaño del municipio, de 
forma independiente a la concurrencia a votar. En segundo lugar, mostramos la pre-
sencia de un fenómeno aún más peculiar: en muchas de las elecciones en municipali-
dades pequeñas la abstención de nivel es negativa, es decir, los votos por las autoridades 
locales superan los recibidos por las autoridades departamentales, con lo cual se invirte 
la relación del modelo de elecciones de segundo nivel. En estos casos la ciudadanía 
demuestra un mayor involucramiento con la elección de sus autoridades locales, 
absteniéndose de votar por la mucho más poderosa figura del intendente departa-
mental. Este hallazgo ofrece pistas relevantes para la discusión sobre la democracia 
a nivel local, ya que, bajo ciertas circunstancias, que incluyen ámbitos de pequeña 
escala, la gente se involucra más en la política. Dentro de estas condiciones, la cer-
canía entre electorado y representantes aparece como un factor fundamental para 
promover la participación, en línea con la visión de la democracia que sostiene que 
small is beautiful, un ámbito de proporciones humanas donde la ciudadanía apren-
de el arte de la política (Dahl 1967). 

En el artículo se demuestra que otras variables que tradicionalmente han sido 
vistas como impulsoras de la participación electoral también se verifican como fac-
tores que reducen la abstención de nivel, entre las que sobresalen la competitividad 
de la elección y el mayor desarrollo social. En particular, es relevante constatar que 
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la competitividad favorece el involucramiento ciudadano en la política junto con el 
tamaño, porque esto sugiere que la mayor participación que se verifica en el ámbito 
local no es necesariamente a costa de una pérdida de competitividad (Kouba y Dosek 
2022). Sin embargo, todavía resulta necesario profundizar en los factores que favore-
cen la participación política en los municipios pequeños y determinar el peso relativo 
del cálculo estratégico respecto del efecto del capital social.

Las conclusiones de este artículo están limitadas por la información utilizada. Si 
bien los resultados electorales a nivel municipal arrojan conclusiones muy sólidas por 
el gran volumen de los datos, no permiten observar otras variables que de seguro in-
fluyen en el comportamiento electoral, especialmente a nivel individual. En el futuro 
sería deseable contar con encuestas de amplia cobertura para verificar otras hipótesis 
sobre el abstencionismo a nivel local como la edad o el nivel de instrucción, por un 
lado, o la ubicación ideológica y el interés en la política, por otro. 

Adicionalmente, aunque las conclusiones son muy sólidas para el caso urugua-
yo, la contribución del artículo no permite su generalización dadas las particulares 
reglas electorales utilizadas. De todas formas, se debería avanzar en el estudio de la 
“abstención de nivel” en otros países donde se realicen elecciones de segundo y tercer 
nivel simultáneamente, con el objetivo de confirmar o refutar nuestros hallazgos. En 
una época en la que se observa un generalizado malestar ciudadano hacia la política, 
el estudio de la democracia local ofrece perspectivas prometedoras para analizar los 
ingredientes capaces de revertir el deterioro y recuperar el vínculo democrático entre 
gobernantes y gobernados.
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Resumen 
La reforma electoral de paridad y alternancia, aplicada por primera vez a nivel subnacional en las elecciones regionales y 
municipales de 2022 en Perú, no solo genera espacios de participación política para las mujeres sino también para otros 
grupos históricamente excluidos como jóvenes e indígenas. Sobre tal temática versa el presente artículo. Desde un enfoque 
interseccional, se analizan los niveles de inclusión de dichos grupos en las listas de candidaturas y de quienes resultan electas. 
Adicionalmente, se presentan las principales limitaciones que encuentran las candidatas durante la campaña electoral: 
financiamiento político y cobertura mediática. La metodología se sustenta en el análisis de bases de datos pertenecientes a 
entidades electorales, haciendo énfasis en las proporciones de mujeres, mujeres jóvenes y mujeres indígenas que se inscriben 
como candidatas, aquellas que acceden a la representación, así como en los obstáculos que enfrentan en la contienda. 
Mediante un enfoque comparado, se contrasta el antes y el después de los indicadores respecto al proceso electoral anterior 
para identificar los efectos de la normativa. Se concluye que efectivamente hay un cambio positivo en la inclusión de las 
mujeres considerando sus características interseccionales, puntualmente a nivel de las autoridades electas en los consejos 
regionales y municipales. Asimismo, se evidencia que las dificultades de participación son transversales a las candidaturas, 
aunque con mayores brechas para las mujeres.  

Descriptores: campañas electorales; elecciones subnacionales; interseccionalidad, mujeres; participación política; reformas 
electorales.

Abstract                      
The electoral reform of parity and alternation, applied in Peru for the first time at the subnational level in the regional and 
municipal elections of 2022, generates spaces for political participation for women and also for other historically excluded 
groups such as youth and Indigenous people. This article examines this issue. From an intersectional approach, the inclusion 
of these groups is analyzed in the lists of candidates and among those who are elected. In addition, the main obstacles 
encountered by female candidates during the electoral campaign are presented, including political financing and media 
coverage. The methodology is based on the analysis of databases belonging to electoral entities, with an emphasis placed 
on the proportions of women, young women, and Indigenous women who registered as candidates; those who accessed 
representation; and the obstacles they faced in their races. Using a comparative approach, the before and after indicators are 
contrasted with respect to the previous electoral process to identify the effects of the regulations. It is concluded that there 
is indeed a positive change in the inclusion of women – considering their intersectional characteristics, specifically at the 
level of elected authorities in regional and municipal councils. Likewise, it is evident that the difficulties of participation are 
transversal to the candidacies, although with greater gaps for women. 

Keywords: electoral campaigns; subnational elections; intersectionality; women; political participation; electoral reforms.
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1. Introducción

Las elecciones regionales y municipales 2022 (ERM 2022) en Perú representan una 
oportunidad para analizar los efectos de la paridad y la alternancia, por primera vez 
aplicados en la esfera subnacional del país. Si bien los estudios y reportes electora-
les evidencian una mayor participación de las mujeres en los cargos ejecutivos y de 
consejo (JNE 2022a), los análisis no se enfocan en los efectos que la paridad puede 
generar sobre los otros grupos poblacionales en situación de vulnerabilidad. 

Algunos estudios precisan que, en el universo de jóvenes e indígenas, las muje-
res son mayormente incluidas en comparación con los hombres. Sin embargo, esta 
situación responde a una válvula de escape debido a que la oportunidad de que una 
persona represente las tres cuotas electorales (concurrencia de cuotas) permitía el 
cumplimiento de la normativa incorporando menos jóvenes e indígenas en las listas. 
Además, estas candidaturas eran ubicadas frecuentemente en los últimos lugares, re-
duciendo su posibilidad de acceder al cargo al que postulan.

Con el cambio de la normativa electoral se esperan dos resultados en la participa-
ción política: un mayor porcentaje de candidaturas de mujeres jóvenes e indígenas en 
las listas; y el acceso a los cargos de consejo debido al mandato de posición alterna-
do. Aunque también se exploran los factores que limitan el ejercicio de la actividad 
política considerando el carácter interseccional de las candidaturas, el artículo tiene 
como objetivo conocer cuáles son los efectos de la paridad y de la alternancia sobre la 
participación política de jóvenes e indígenas en el marco de las ERM 2022.

Para desarrollar el argumento planteado el texto se divide en cinco secciones. En 
la primera se desarrollan los aspectos relacionados con las olas de reformas electorales 
que incentivan la igualdad en la participación de las mujeres, además, se identifican los 
antecedentes de estudios que reconocen la apertura de espacios a la oferta política de 
poblaciones subrepresentadas. En la segunda, se exponen los recursos o fuentes de datos 
utilizados para el análisis. En la tercera se presentan los resultados, para ello se divide 
la sección en dos partes: participación de mujeres, jóvenes e indígenas, y presentación 
de los desafíos y de las barreras que limitan el desarrollo de una competencia electoral 
en igualdad de condiciones para el acceso al cargo de elección popular. Por último, se 
resumen las líneas de discusión y se plantean las principales conclusiones y alcances de 
futuras investigaciones para el fortalecimiento de los estudios electorales. 

2. Paridad y alternancia: primera aplicación 
en procesos subnacionales de Perú

En los últimos años la participación política de las mujeres en América Latina ha 
estado enmarcada en la búsqueda por incentivar su inclusión en la toma decisiones y 
en las competencias electorales. Así, el proceso para cerrar las brechas de desigualdad 
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entre hombres y mujeres en la política se desarrolla en un escenario de cuatro mo-
mentos, en los cuales los sistemas electorales de los países latinoamericanos incluye-
ron reformas de acción afirmativa. 

Según Freidenberg (2022), la primera ola estableció porcentajes mínimos de mu-
jeres en las candidaturas que participaban por un cargo de elección popular y 12 
países de la región optaron por introducir estas exigencias. En la segunda ola, las 
propuestas de reforma se orientaron a consolidar las medidas planteadas previamente 
mediante el cambio sobre el lugar que ocupan en las listas o mandato de posición, 
sanciones por el incumplimiento, entre otros. Para la tercera ola, los países optaron 
por sumar medidas de paridad en diferentes modalidades, ya sea por un aumento 
progresivo en la proporción de candidaturas o por el establecimiento del 50 %. De 
esa manera, la cuarta ola apunta a establecer medidas para reforzar la paridad con 
otras acciones como el encabezamiento de listas en igualdad de género.

En esa línea, uno de los mecanismos más frecuentes para promover la partici-
pación fueron las cuotas electorales. Esta medida de acción afirmativa, mediante el 
establecimiento de un porcentaje mínimo, buscaba la inclusión de mujeres en la 
conformación de listas de candidaturas para los diferentes tipos de cargos de repre-
sentación en los ámbitos de Gobierno nacional, regional y local. 

En Perú, la aplicación de las cuotas electorales para mujeres encontró su aproba-
ción en 1997 cuando la ley dispuso que no menos del 25 % integren las listas de las 
organizaciones políticas en competencia, incrementándose al 30 % en el año 2000. La 
normativa efectivamente generó cambios previsibles como encontrar un mayor núme-
ro de candidatas, sin embargo, las variaciones no fueron uniformes en todos los tipos 
de cargo. Como la norma solo regula los cargos de consejo, se observó un aumento del 
número de mujeres en las consejerías regionales y en las regidurías provinciales y distri-
tales. En otras palabras, la ocupación de cargos ejecutivos –Gobierno regional, alcaldías 
provinciales y distritales– mantuvo principalmente la presencia de hombres. 

Por ejemplo, en cinco procesos subnacionales entre 2002 y 2018 solo fueron elec-
tas cuatro gobernadoras regionales frente a los 121 hombres que ocuparon el máximo 
cargo del ámbito regional. Asimismo, a nivel de elecciones congresales de represen-
tación nacional, la proporción de mujeres parlamentarias se ha mantenido en un 
promedio que ronda el 25 % entre 2001 y 2016. Los resultados demuestran su baja 
participación en los cargos de mayor impacto y que pueden ser determinantes para la 
inclusión de agendas en favor de ellas.

Considerando tal escenario, la Comisión de Alto Nivel para la Reforma Política1 
(CANRP) propuso la incorporación de la paridad y la alternancia en las listas de 
candidaturas, la cual se aprobó finalmente en julio de 2020 (Ley 31030/2020). La 
normativa modifica específicamente las leyes que regulan el sistema electoral en el 

1 Fue convocada por el Ejecutivo en diciembre de 2018 y estuvo integrada por expertos y expertas que elaboraron propuestas para el 
fortalecimiento de las instituciones, del sistema democrático y del Estado constitucional de derecho.
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ámbito nacional (Ley Orgánica de Elecciones), en el subnacional (Ley de Elecciones 
Regionales y Ley de Elecciones de Elecciones Municipales) y en el de las organiza-
ciones políticas (Ley de Organizaciones Políticas). De ese modo, los cambios en la 
normativa se aplicaron en los siguientes cargos:

a) cargos de elección popular de ámbito nacional: candidaturas a la presidencia y a 
las vicepresidencias de la República, al Congreso de la República y al Parlamento 
Andino;

b) cargos de elección popular de ámbito subnacional: incluyen las candidaturas a 
gobierno, vicegobierno, consejo regional y regidurías provinciales y distritales; y

c) cargos de dirección en el interior de las organizaciones políticas.

Por fines metodológicos, la explicación de la norma se enfoca en los cargos de elección 
popular y con mayor énfasis en el ámbito subnacional, que es el abordado en el presente 
artículo.

Para el ámbito nacional la paridad aplica sobre la fórmula presidencial, la cual debe 
estar compuesta por un postulante a la presidencia y por otros dos a la vicepresidencia, 
compitiendo en distrito electoral único (Ley 26859/1997). Dichos cargos deben consi-
derar al menos un hombre o una mujer e intercalarse. Para el Congreso de la República, 
Perú cuenta con 27 circunscripciones plurinominales (correspondiente a las 26 regio-
nes más los residentes en el extranjero) donde las listas de candidaturas que se presentan 
deben contemplar un 50 % de mujeres y ubicarse de forma alterna (Ley 26859/1997). 
De manera similar sucede con el Parlamento Andino,2 cuya lista de integrantes debe 
respetar la paridad y alternancia, además de competir en circunscripción única.

Para el ámbito subnacional es importante conocer la organización geográfica del 
país, pues Perú incluye tres niveles de Gobierno –regional, provincial y distrital–, los 
cuales escogen a autoridades ejecutivas (Gobierno regional, alcaldía provincial y alcaldía 
distrital) y autoridades de consejo (consejo regional, regiduría provincial y regiduría 
distrital) mediante elección popular. La paridad y la alternancia aplica para todos los 
cargos con excepción de las alcaldías. Ahora bien, cada una de las 26 regiones del país 
escogen a su fórmula de Gobierno regional (gobernador o gobernadora y vicegoberna-
dor o vicegobernadora) compuesta por un hombre y una mujer (Ley 27683/2002, art. 
12). Adicionalmente, los partidos políticos deben contemplar que, del total de listas 
presentadas en las regiones, la mitad debe estar encabezada por una mujer.

Los cargos ejecutivos de cada nivel están acompañados por un consejo. En el 
nivel regional cada provincia cuenta con al menos un representante para el consejo 
regional, quienes en conjunto integran una lista de candidaturas que debe considerar 
el criterio de paridad y alternancia (Ley 27683/2002, art. 12). A nivel provincial y 

2 Órgano comunitario, deliberante, de representación ciudadana y de control político del sistema andino de integración del que forman 
parte Chile, Colombia, Bolivia, Ecuador y Perú.
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distrital las listas de candidaturas se conforman directamente por un 50 % de mujeres 
o de hombres, ubicados intercaladamente (Ley 26864/1997, art. 10).

Un aspecto particular que se debe señalar recae sobre el tipo de organizaciones 
políticas que pueden postular en cada ámbito. Para los cargos nacionales, los partidos 
políticos tienen el monopolio sobre la presentación de candidaturas. Mientras que, 
en los cargos subnacionales, además de los partidos políticos se permite que los mo-
vimientos regionales también compitan, aunque solo pueden presentar listas a nivel 
de la región donde participan y, por supuesto, en las provincias y distritos que formen 
parte de dicha región.

Luego de brindar algunos esbozos del sistema electoral peruano, es oportuno 
señalar los impactos más generales y notorios de la paridad y alternancia. Tras la 
aprobación de la norma, las elecciones generales de 2021 fueron el primer proceso 
nacional donde se aplicó y el cambio inmediato generó que las candidatas congresales 
pasaran de representar el 40 % en 2020 al 50 % en 2021 dentro de las listas de sus 
organizaciones políticas (JNE 2020, 2021a). Ello se tradujo en que las mujeres elec-
tas alcanzaran una cifra histórica del 37,7 % (JNE 2021a).

En el ámbito subnacional las ERM 2022 representan el primer proceso electoral 
en el que se aplicó la reforma política. Si bien se reconoce que el impacto de la nor-
mativa es inmediato y significativo en cuanto a la cantidad de mujeres postulantes a 
determinados cargos donde aplica y se expresa en otros resultados como la ubicación 
de las candidaturas (JNE 2022a, 2022b, 2022c), también es conveniente reconocer 
lo que produce en las otras cuotas electorales que se utilizan en el país. De ese modo, 
la paridad y la alternancia podrían generar más espacios que visibilizarían y promo-
verían la participación política de jóvenes e indígenas.

3. Efectos de las reformas paritarias y 
la interseccionalidad de la oferta política

El reconocimiento de las reformas electorales con el objetivo de generar espacios 
de participación igualitarios entre hombres y mujeres forma parte de las acciones 
que han realizado diferentes países en América Latina. Sin embargo, ¿la inclusión de 
normativas electorales entre las que se encuentran la paridad y la alternancia solo ha 
beneficiado la participación política de mujeres? 

En primer lugar, resulta pertinente comprender que la participación política de 
mujeres está enmarcada también por las características que representan, entre ellas la 
interseccionalidad de pertenecer a otros grupos de poblaciones en situación de subre-
presentación como la juventud y la población indígena. De esa manera, es necesario 
reconocer que la participación de estas poblaciones jugó un papel importante en el 
reconocimiento de las medidas igualitarias para las mujeres. Por ejemplo, en Bolivia y 
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México la presencia de mujeres indígenas abriría una serie de iniciativas para promover 
el debate e incorporar la paridad en la legislación electoral de estos países (Molina 2022; 
Freidenberg y Gilas 2022).

Además de la paridad, en Perú se regulan otros mecanismos de acción afirmativa como 
las cuotas electorales para las poblaciones mencionadas, aunque estas solo se aplican en 
las elecciones regionales y municipales.3 No obstante, estas medidas establecidas por un 
sistema electoral que no incluía un mecanismo de posición volvían complicado el acceso 
de estos grupos a los cargos de representación popular. De esa manera, el ascenso de jóve-
nes e indígenas a estos cargos en ninguna de las elecciones realizadas entre 2002 y 2018 
se acercó mínimamente a los porcentajes estipulados por las cuotas, entre otras razones 
debido al lugar que ocuparon en las listas y a la concurrencia de cuotas donde una persona 
cumplía con los tres requisitos: mujer, joven e indígena (Jaramillo y Valenzuela 2019).

En segundo lugar, considerando el estado histórico de la población joven e indígena 
a nivel de representación política, es imperante plantear la posibilidad de que otras 
medidas como la paridad pueden generar un efecto positivo sobre la interseccionalidad 
de aquellas condiciones que limitan a las propias mujeres. Según León (2022, 287), 
acciones como la paridad pueden incentivar el acceso de “actores no tradicionales” al 
espacio político. De esa manera, la presencia de mujeres jóvenes y de mujeres indígenas 
también implica una dinámica propia de dificultades a enfrentar en diferentes ámbitos. 

Por un lado, las situaciones de discriminación que enfrentan las poblaciones in-
dígenas, el rechazo por parte de la ciudadanía (Aragón et al. 2022) y la propia oferta 
política durante la competencia electoral (Ayala y Fuentes 2019; Ayala, Brou y Ponte 
2021; Ponte 2021). Por otro, circulan estereotipos acerca de las mujeres jóvenes, 
apoyados en la descalificación y la desacreditación que se les atribuye sobre sus capa-
cidades por el hecho de ser jóvenes (Aragón et al. 2022), mientras que, por lo general, 
la gente joven insertada en la política, tiene dificultades para acceder a redes políticas 
y a fuentes de financiamiento (Jave y Uchuypoma 2016; Evans 2021). No obstante, 
hay algunas barreras que parecen más transversales que otras como la cobertura en 
medios de comunicación y el financiamiento político, lo cual evidencia las dificulta-
des para la realización de campañas electorales en igualdad de condiciones (Cáceres 
2022; Muñoz y Freidenberg 2022).

4. Materiales y métodos

La medición de los efectos de la paridad y alternancia en los grupos poblacionales 
que incluyen acciones afirmativas –jóvenes e indígenas– implica el análisis de dife-
rentes aspectos de la participación política. La norma expone una mayor inclusión de 
3 La normativa electoral señala que las listas de candidaturas al consejo regional, a la regiduría provincial y a la regiduría distrital deben con-

formarse por al menos el 20 % de jóvenes (personas menores de 29 años). Asimismo, las listas para el consejo regional y para la regiduría 
provincial en los lugares que determine la entidad electoral deben estar integradas por al menos el 15 % de representantes indígenas.
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mujeres en las listas de organizaciones políticas debido a que su conformación debe 
regirse en cantidades iguales (hombres y mujeres). Además, la posición que ocupan 
y la oportunidad de acceder al cargo también representarían una consecuencia de la 
reforma, debido a la secuencia de un hombre y una mujer con la que deben compo-
nerse las listas.

En esa línea, corresponde revisar la proporción de candidatas que se inscribieron 
y las mujeres que fueron electas para los cargos en cuestión. Para ello, se considera 
el carácter interseccional de la participación –mujeres jóvenes y mujeres indígenas– 
en los procesos electorales de ámbito subnacional, bajo un enfoque comparativo en 
relación con la elección previa. Asimismo, se contempla la revisión para cada tipo de 
cargo de consejo al que postularon (consejo regional, regiduría provincial y distrital). 
Con ello, comprobaremos si la norma generó consecuencias desiguales en cada ám-
bito de representación.

Por otra parte, la posición que ocupan las mujeres en las listas se contempló me-
diante dos tipos de análisis. En primer lugar, el número de orden asignado a cada 
candidatura fue categorizado según el tercio (superior, medio e inferior) que repre-
sentaron. Por ejemplo, en una lista de cinco candidaturas las dos primeras correspon-
derían al tercio superior, la tercera al tercio medio y las dos últimas al tercio inferior 
de la lista. En segundo lugar, la dimensión de candidatas (jóvenes o indígenas) que 
encabezan las listas, es decir, aquellas que ocupan la primera posición se comparan 
históricamente para encontrar diferencias entre quienes son ubicadas con mayor fre-
cuencia en dicha posición.

Otro aspecto importante es identificar las barreras y los desafíos que enfrentan 
las mujeres y que limitan su trayectoria o su intención de participar en la política, 
además de vulnerar la competencia en igualdad de condiciones dentro de la campa-
ña. Para ello, nos enfocamos en dos variables principales: financiamiento político y 
presencia o cobertura en medios de comunicación.

Para realizar los diferentes análisis expuestos se utilizaron las bases de datos del 
Jurado Nacional de Elecciones (JNE) (INFOgob, Observatorio para la Gober-
nabilidad y la Dirección Nacional de Educación y Formación Cívica Ciudadana 
[DNEF]) y de la Oficina Nacional de Procesos Electorales (ONPE). En el caso 
de INFOgob, se recolectó la información de las candidaturas inscritas y de las 
autoridades electas correspondientes a las elecciones regionales y municipales 
de 2018 (ERM 2018) y a las ERM 2022, incluyendo las variables previstas para 
el procesamiento y otras que fueron generadas a partir de estas. Respecto a la 
DNEF, se contemplaron los datos correspondientes a los diferentes estudios que 
se realizan en el marco de los procesos electorales: encuesta a candidatas y moni-
toreo de coberturas mediáticas. Por último, los datos de la ONPE hacen referen-
cia al financiamiento político que tienen las candidaturas y que son registradas 
en el sistema de la institución electoral.
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5. Análisis y resultados

Con base en la información recopilada, en la presente sección se abordan los 
efectos de la paridad y alternancia sobre las candidaturas jóvenes e indígenas, es-
pecialmente a nivel de los cargos de consejo. Si bien hay consecuencias positivas 
en la inclusión de estos últimos grupos, existen otras variables que repercuten en 
la participación política como las fuentes de financiamiento o la cobertura me-
diática que reciben en campaña y que resulta desigual frente a las candidaturas 
de hombres.

5.1. Participación de mujeres en las elecciones 
regionales y municipales de 2022

La paridad y alternancia debido al tipo de cargos sobre los que se aplica generó 
efectos inmediatos en las candidaturas y autoridades electas, sin embargo, el im-
pacto tiene diferencias significativas (figura 1). A nivel de candidaturas, las mujeres 
postulantes a los cargos de consejo subnacional no registran variaciones sustancia-
les, destacando el cargo de consejera regional sobre los otros ámbitos provincial y 
distrital. Incluso es preciso mencionar que las mujeres fueron consideradas habi-
tualmente en el ámbito local.

Figura 1. Candidatas y mujeres electas a cargos de consejo, 2018-2022
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Entonces, la participación de las mujeres en los cargos de consejo siempre destacó en 
una inclusión por encima de la cuota electoral, la cual establecía que las mujeres u hom-
bres representaran el 30 % de las listas. Los mayores cambios se registraron en el cargo de 
vicegobernadora regional, donde también se aplicaba la paridad junto al cargo de gober-
nador o gobernadora regional. De esa manera, la inscripción de candidaturas ejecutivas 
regionales debía incluir al menos una mujer, ya sea en el cargo de gobernadora en el de 
vicegobernadora regional. En ese caso, las mujeres fueron relegadas como postulantes al 
vicegobierno y el cambio fue de 27,1 % en 2018 a 70,3 % en 2022 (JNE 2022a).

Ahora bien, el impacto más contundente se registró en la representación política, es 
decir, en el porcentaje de mujeres que fueron electas como autoridades. Entre 2018 y 
2022 las consejeras regionales se incrementaron en un 8,9 %, las regidoras provinciales 
en un 20,3 % y las regidoras distritales en un 17,4 %. Asimismo, se reconoce que los 
cargos más cercanos a la paridad fueron las regidoras provinciales y distritales, mientras 
que la brecha aún persiste para las consejeras regionales que, si bien aumentaron, aún se 
mantienen alejadas de la representación igualitaria de hombres y mujeres.

Si bien se identifica que un rasgo característico de la participación juvenil es la 
inclusión de una importante proporción de mujeres, identificamos que la paridad no 
ha generado mayores cambios en la composición histórica de la juventud. Como se 
aprecia en la figura 2, entre los jóvenes postulantes a cargos de consejo las mujeres 
representan entre el 60 % y 75 %, rango que se ha mantenido para las ERM 2022 
y que incluso disminuyó en el caso de las regidoras distritales menores de 29 años.

Figura 2. Candidatas y jóvenes electas a cargos de consejo, 2018-2022
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Nuevamente, los cambios se enfocan en las autoridades electas, donde accedieron 
más mujeres jóvenes a los cargos de consejo. Entre las autoridades jóvenes electas, las 
mujeres representaban el 65 % en 2018, mientras que en 2022 la cifra ascendió al 
75 %. Una situación similar encontramos en los cargos de regidurías provinciales y 
distritales. Entonces, la reforma electoral no parece repercutir sobre la dimensión de 
mujeres jóvenes que participan, ya que las cifras se mantienen similares al proceso 
electoral previo; sin embargo, la alternancia en las listas permitió el acceso de más 
mujeres jóvenes a los cargos de consejo. 

El otro efecto que generó la reforma política fue sobre la participación indíge-
na. Efectivamente se identifica un incremento considerable de candidatas perte-
necientes a comunidades originarias. Respecto a las postulantes, el crecimiento se 
observa en las consejeras regionales, que en 2018 representaban el 51 %, mientras 
que en 2022 aumentó al 66 % de mujeres en el universo de participantes indíge-
nas. No obstante, el cargo de regidora provincial indígena no parecería mostrar 
un crecimiento en el porcentaje de candidatas. 

Por su parte, como se aprecia la figura 3, las mujeres indígenas fueron electas 
con mayor frecuencia. En las ERM 2022 las consejeras regionales representan el 
35,4 % de la representación indígena, lo cual evidencia un aumento de 18 % en 
comparación con los resultados de las ERM 2018. Asimismo, una situación simi-
lar se observa en las regidoras provinciales indígenas que también fueron electas 
en mayor proporción respecto a la elección subnacional previa.

Figura 3. Candidatas y mujeres indígenas electas a cargos de consejo, 2018-2022
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Hay que precisar que la cuota indígena ha registrado un incremento constante 
en su aplicación debido a que esta acción afirmativa solo se reconoce en algunas 
regiones y provincias del país. De esa manera, en cada proceso electoral subna-
cional se sumaron cada vez más circunscripciones donde se podían presentar e 
inscribir candidaturas indígenas, lo cual también pudo generar un incremento en 
la oferta política de estos representantes.

En líneas generales, las consecuencias de la normativa electoral promovieron 
diferentes resultados en la participación política de jóvenes e indígenas. A nivel 
de candidaturas al cargo de consejo, la inclusión de mujeres jóvenes o mujeres 
indígenas no parece haber variado sustancialmente, con la excepción de las con-
sejeras regionales representantes de comunidades indígenas que sí mostraron 
un crecimiento. No obstante, el acceso a los cargos fue efectivo para las perso-
nas que representaban a los grupos mencionados debido a la alternancia en la 
ubicación de las listas donde participaron. Las candidaturas posicionadas en el 
tercio superior de las listas sostenían una tendencia similar entre las elecciones 
subnacionales realizadas entre 2006 y 2018. Con la obligación de alternar la 
posición de las candidaturas a regidurías provinciales y distritales se identifica 
un aumento entre las mujeres (de 23,1 % a 38,2 %), de las mujeres jóvenes (de 
11,9 % a 21,2 %) y de las mujeres indígenas (de 10,3 % a 16,4 %) que ocupa-
ron los primeros lugares de sus listas en las ERM 2022. 

Figura 4. Candidatas a regidora provincial o distrital que encabezan las listas, 2006-2022
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A ello se suma el aumento de candidatas que encabezan o lideran la plancha 
de sus organizaciones políticas. Como se observa en la figura 4, las candidatas 
jóvenes fueron mejor ubicadas luego de la reforma electoral, pasando de enca-
bezar las listas en un 35,3 % de las veces a un 63,7 %. También observamos 
mayor presencia de las mujeres (de 17,4 % a 38,7 %) y de las mujeres indígenas 
(de 10,5 % a 20,8 %), aunque para este último grupo la variación fue de menor 
intensidad.

5.2. Barreras y desafíos: brechas en la participación 
política de las mujeres

Los efectos de la paridad y alternancia alcanzaron mejores resultados en la propor-
ción de autoridades electas, tanto para las mujeres como para las otras poblaciones 
que se interseccionan (jóvenes e indígenas). No obstante, identificamos algunas 
brechas de representación que se mantienen en los cargos de consejo regional para 
las mujeres y las mujeres indígenas, y de regiduría provincial en el caso de las 
mujeres indígenas. Incluso las candidaturas que lograron acceder a los cargos en 
mayores proporciones como las mujeres jóvenes, también enfrentan dificultades 
para el ejercicio de su participación política. Según Ayala y Fuentes (2019), los 
obstáculos que presentan las candidaturas subnacionales están ligadas a las fuentes 
de financiamiento, a la cobertura mediática y a situaciones de discriminación y de 
acoso político.

Financiamiento político de campañas

Uno de los aspectos importantes en las contiendas electorales es la disposición de re-
cursos económicos para el despliegue de estrategias políticas. Sin embargo, el finan-
ciamiento político no suele encontrarse en igualdad de condiciones para mujeres y 
hombres, ya que las primeras tienden a estar excluidas de las redes políticas que brindan 
la oportunidad de adquirir recursos. Los estudios señalan que las mujeres tienen menos 
posibilidad de acceder a los cargos donde postulan precisamente por concentrar me-
nores recursos (Galena, Gallego y González 2019; Gazmuri, Le Foulon y Suárez-Cao 
2022; Sacchet 2018; Muñoz y Freidenberg 2022).

Precisamente, una de las reformas aplicadas recientemente en el proceso regional 
y municipal de 2022 se enfoca en la regulación del financiamiento de campañas. 
Actualmente las candidaturas participantes están obligadas a presentar los ingresos y 
los gastos ejecutados durante el periodo de campaña electoral. En esa línea, identifi-
camos una amplia brecha en la capacidad que tienen las diferentes candidaturas para 
el uso de los recursos económicos, incluso estas son más significativas cuando nos 
enfocamos en mujeres y hombres.
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De acuerdo con la ONPE, la disposición de recursos económicos medidos en términos 
de ingresos, indica que los candidatos tienen en promedio mayores fuentes para financiar 
sus campañas electorales en comparación con las mujeres. No obstante, las brechas eco-
nómicas representan mayor o menor intensidad según el tipo de cargo al que postulan. 

En los cargos ejecutivos la concentración de recursos encuentra mayores diferen-
cias en el Gobierno regional donde los hombres disponen de hasta cinco veces más 
ingresos en promedio que las mujeres (figura 5). En el caso del vicegobierno las cifras 
se invierten en favor de las mujeres, las cuales tienen más capacidad financiera. Asi-
mismo, es importante resaltar que la principal atención en las campañas subnaciona-
les recae en el Gobierno regional, por ende, el resto de las candidaturas que postulan 
en dicho ámbito –vicegobernadores y vicegobernadoras y consejeros y consejeras– 
representan también una fuente de apoyo económico. 

Figura 5. Ingresos promedio de las candidaturas según género y tipo de cargo, 2022
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Otro aspecto a resaltar es la equidad de ingresos que reciben las candidaturas 
cuando los cargos ejecutivos pertenecen al ámbito local. Ahí identificamos que tan-
to hombres como mujeres encuentran similar disposición de recursos, incluso ellas 
superan ligeramente el ingreso promedio de los hombres en las alcaldías distritales, 
que en términos porcentuales representa el 3,7 %. Según Ayala y Fuentes (2019), 
las fuentes de financiamiento provienen principalmente de los propios fondos de 
las candidaturas, sin embargo, podemos mencionar que en los espacios locales esa 
afirmación cobra mayor énfasis y hace que las candidaturas dependan de sí mismas 
para alcanzar su representación como autoridad. Entre las estrategias, algunas can-
didatas declaran que solicitan préstamos a entidades financieras o que reciben apoyo 
de amigos y familiares, lo que en algunos casos puede desmotivar sus expectativas de 
continuar una carrera política (Melgar et al. 2022).

En los cargos de consejo, si bien la cantidad de recursos en promedio es menor 
a las que se disponen para los cargos ejecutivos, identificamos también brechas que 
desfavorecen la competencia política de las mujeres. Así, los hombres postulantes 
al consejo regional cuentan con un 55,6 % más de ingresos que las candidatas y 
tal como sucedió en los cargos anteriores, cuando nos acercamos al nivel local las 
diferencias se reducen. En estos casos, los candidatos a regidor provincial y distrital 
superan el financiamiento de las mujeres en un 45,9 % y 28,8 %, respectivamente 
(figura 5). 

En resumen, la capacidad de recursos económicos de las candidaturas encuentra 
diferencias entre hombres y mujeres, lo que supone una desventaja para las partici-
pantes que afrontan un camino cuesta arriba cuando aspiran a cargos ejecutivos y de 
mayor ámbito (regional, provincial o distrital). El propio sistema electoral que rige 
este tipo de elecciones en Perú permite que el énfasis en las campañas se concentre 
en los cargos ejecutivos, logrando que las candidaturas de consejo no representen un 
objetivo de financiamiento. Entonces, al margen del incremento de mujeres en este 
tipo de cargos, la prevalencia de las cabezas de lista (gobernadores y gobernadoras y 
alcaldes y alcaldesas) representa la oferta política que debe incluir el mayor atractivo 
electoral y la capacidad de financiamiento para competir en campaña. 

Cobertura mediática y campaña electoral

Entre las dificultades para la competencia electoral en igualdad de condiciones se en-
cuentra la cobertura que los medios de comunicación brindan a las candidaturas. Preci-
samente, entre las diferentes estrategias que utilizan las candidaturas para promocionar 
sus campañas y las principales propuestas se encuentra la aparición en medios tradicio-
nales como la televisión. Según el JNE (2021b), el 42 % de las candidaturas congresales 
durante la campaña de 2021 en Perú precisó que priorizaban dicha actividad como 
parte de sus estrategias electorales. En las elecciones subnacionales de 2018, el 17,2 % 
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señaló también que realizaba estas actividades porque eran valoradas por el electorado 
peruano (Ayala y Fuentes 2019). 

De esa manera, los alcances expuestos se condicen con las afirmaciones de que los 
medios de comunicación tradicionales forman parte de las principales fuentes de in-
formación política para la ciudadanía (Aragón et al. 2022). En sociedades con menor 
grado de institucionalización del sistema político y con una mayor fragilidad en las 
organizaciones partidarias, como el caso peruano, los medios adquieren incluso una 
mayor relevancia ante la posibilidad de marcar la agenda en el debate público y po-
lítico (Acevedo 2011). Por ende, se reconoce que los espacios televisivos representan 
uno de los principales vínculos para acercarse al electorado y convencerlos de emitir 
su voto a favor de una determinada candidatura. 

No obstante, diversas investigaciones demuestran que existe una diferencia notable 
en la cobertura mediática que reciben los candidatos hombres sobre las mujeres (Albaine 
2017; Llano y Nina 2021). Adicionalmente, también se evidencia el tipo de contenido 
que los medios realizan sobre la campaña de las candidatas, los cuales muchas veces 
están cargados de mensajes estereotipados y de cobertura sexista (Cerva 2014; García 
Beaudoux, D’Adamo y Gavensky 2018; Estrada y Mendieta 2019). Por tanto, las 
mujeres se encuentran en desventaja ante la posibilidad de recibir la misma cobertura 
mediática para establecer sus propias temáticas y propuestas en la agenda pública.

En Perú, mediante una reforma constitucional aprobada en 2019, se prohibió 
la contratación directa de publicidad electoral en televisión y radio por parte de las 
organizaciones políticas y de las candidaturas, una medida que tenía como fin pro-
mover mayor equidad en las campañas. Según el JNE (2021c), durante las elecciones 
generales de 2021 la cobertura mediática para las candidatas concentró el 35,8 % 
frente al 64,2 % de atención que recibieron los hombres durante el proceso electoral. 
Asimismo, los resultados también revelan las mayores brechas entre hombres y muje-
res que se expresan en los medios digitales e impresos, justamente donde la normativa 
electoral no alcanza.

Ante dicho escenario, los espacios mediáticos en las elecciones regionales y mu-
nicipales de 2022 indican una cobertura diferenciada para las candidaturas según el 
tipo de cargo al que postulan. Si bien en todos los cargos los hombres concentran 
la mayor atención de los medios de comunicación, en los cargos ejecutivos las di-
ferencias son más significativas. Por ejemplo, al menos el 80 % de la cobertura que 
brindaron los medios de comunicación a los cargos de Gobierno regional, alcaldía 
provincial y distrital se concentra en los hombres (figura 6). Por su parte, la distancia 
se reduce para los cargos de consejo regional y regiduría provincial, donde al parecer 
los medios brindan mayores espacios a las mujeres, aunque estos tipos de cargos no 
alcancen gran relevancia y participación en el desarrollo de la contienda electoral. Por 
último, el reporte del JNE señala que en ningún medio de comunicación la cobertura 
periodística para las mujeres superó el 20 % (JNE 2022d).
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6. Discusión y conclusiones

La paridad y alternancia representa una de las reformas electorales más importantes 
en la última ola de cambios en pro de la participación política de las mujeres en 
América Latina. En el caso peruano, la norma entró en vigor en las elecciones sub-
nacionales de 2022 y su aplicación se orientó principalmente a los cargos de consejo 
(regional, provincial y distrital) y a nivel ejecutivo únicamente en el ámbito regional.

Los resultados fueron positivos, como señala la literatura, en la medida en que una 
mayor proporción de mujeres se inscribió en las listas de candidaturas y también se in-
crementaron los porcentajes de representantes que accedieron a los cargos. No obstante, 
el objetivo del artículo fue conocer si los efectos de la reforma paritaria también alcanza-
ron a otros grupos subrepresentados: jóvenes e indígenas. Si bien la legislación electoral 
peruana incluye medidas de acción afirmativa para estos grupos, estas no son suficientes 

Figura 6. Cobertura mediática a las candidaturas según tipo de cargo y género, 2022
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para fortalecer su presencia, y precisamente la evidencia indica que los procesos electo-
rales previos no mostraron los mismos resultados en comparación con las ERM 2022.

Los hallazgos evidencian consecuencias distintas sobre los grupos poblacionales 
mencionados. En primer lugar, las listas de candidaturas inscritas a nivel de consejo 
no representaron cambios significativos para las mujeres y jóvenes, aunque sí para 
las candidaturas indígenas. En procesos electorales previos, la inclusión de mujeres y 
mujeres jóvenes mostraron altos niveles de participación, sin embargo, las dificulta-
des se identificaron sobre la posición que ocuparon. En segundo lugar, los cambios 
electorales generaron impactos positivos sobre las autoridades electas, pues las muje-
res, las mujeres jóvenes y las mujeres indígenas lograron acceder en mayor medida a 
los cargos de consejo al contrastar con los resultados de la elección previa.

Con ello se comprueba que la paridad y la alternancia permitieron que otros grupos 
poblacionales ocupen los cargos que bajo otras condiciones mantendrían una tendencia 
similar de baja representación. De esa manera, los hallazgos contribuyen a llenar los vacíos 
de estudios de caso sobre los efectos colaterales que las reformas electorales promueven en 
sectores históricamente excluidos de la participación política. No obstante, queda pen-
diente abordar la representación de las agendas de estas poblaciones en los espacios que 
ahora ocupan las autoridades electas con las condiciones de mujeres, jóvenes e indígenas. 

A pesar de los cambios paritarios, las mayores dificultades durante las campañas, 
según la declaración de las propias protagonistas en las elecciones regionales y mu-
nicipales de Perú, se relacionan con la escasa disposición de recursos económicos 
o fuentes de financiamiento y con la poca cobertura mediática que las candidatas 
reciben durante la competencia electoral. Los resultados aportan sustancialmente a 
la generación de evidencia sobre las barreras que enmarcan la dinámica competitiva, 
particularmente en espacios subnacionales. 

Enlazando los efectos positivos de la institucionalidad paritaria en la inclusión de 
otros grupos y las barreras para la participación política, es conveniente reconocer 
que las trayectorias políticas de estas poblaciones requieren también de otras acciones 
que equiparen la competencia bajo condiciones igualitarias. Por supuesto, no solo 
debe contemplarse la regulación electoral general (financiamiento público para can-
didaturas vulnerables, cobertura mediática con criterios interseccionales, etc.), sino 
también el impulso de las organizaciones políticas por adoptar medidas internas que 
contravengan estas dificultades (formación de liderazgos partidarios, protocolos para 
denuncias de discriminación o acoso, fondos para financiamiento, etc.).

Finalmente, aunque se reconozca la interseccionalidad de las condiciones que res-
tringen la participación de las mujeres, así como que las barreras descritas son trans-
versales a su accionar, es sustancial ahondar en ello con estudios específicos. Tales 
investigaciones contribuirán a comprender las limitaciones de los sectores con escasa 
representación e involucramiento en la vida política, ya sea en sus organizaciones 
políticas, en las campañas electorales o en el ejercicio como autoridades.
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Resumen 
El propósito del artículo es visibilizar y analizar la trama política, institucional y burocrático-administrativa implicada en 
la consolidación de la fuerza electoral de la población inmigrante residente en la provincia de Buenos Aires (Argentina). 
En esta provincia se reconoce, desde 1999, el empadronamiento automático de las personas extranjeras que cumplen 
con los requisitos exigidos por la ley. El análisis se centra en la política de registro y en la habilitación electoral, para 
mostrar que se trata de un proceso de largo aliento, en el que se observan discontinuidades importantes entre las etapas de 
sanción, regulación y aplicación. Asimismo, se sustenta en un enfoque metodológico cualitativo centrado en la consulta 
y en el análisis integral de un conjunto diverso de fuentes estadísticas y documentales primarias y secundarias, así como 
de entrevistas a informantes clave. Se concluye que la consigna política del empadronamiento automático, plasmada 
en la letra de la ley y resultante de una lucha de ampliación de derechos políticos genuina, ha requerido de diseños 
institucionales sumamente complejos sobre los cuales se han producido importantes avances en los últimos años, pero que, 
en la actualidad, siguen descansando en gran medida en la sumatoria de voluntades y sinergias políticas ad hoc.

Descriptores: Argentina; empadronamiento; derechos políticos; inmigrante; provincia de Buenos Aires; voto de migrantes 
internacionales.  

Abstract                      
The purpose of this article is to make visible and analyze the political, institutional, and bureaucratic-administrative 
framework involved in the consolidation of the electoral strength of the immigrant population residing in the province of 
Buenos Aires (Argentina). In this province, since 1999, the automatic registration of foreigners who meet legal requirements 
has been recognized. The analysis focuses on the registration policy and on electoral authorization to show that this is a long-
term process, in which there are significant discontinuities between the stages of sanction, regulation, and application. It is 
also based on a qualitative methodological approach centered on the consultation and comprehensive analysis of a diverse 
set of primary and secondary statistical and documentary sources, as well as key informant interviews. It is concluded that 
the political call for automatic voter registration, embodied in the letter of the law and resulting from a genuine struggle 
for the expansion of political rights, has required extremely complex institutional designs on which significant progress has 
been made in recent years, but which, at present, continue to rely largely on the sum of wills and ad hoc political synergies.

Keywords: Argentina; electoral enrolment; political rights; immigration; Buenos Aires province; immigrant vote. 
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1. Introducción y estado de la cuestión

El objetivo del artículo es visibilizar la compleja trama estatal que interviene en la 
confección del padrón electoral de las personas extranjeras residentes en la provin-
cia de Buenos Aires (PBA) hasta 2023. Lejos de la pretendida “automaticidad” del 
empadronamiento, dispuesta por la ley en este distrito desde 1999, en este texto se 
analizan los obstáculos y desafíos políticos, institucionales y burocrático-adminis-
trativos implicados en la consolidación de esta fuerza electoral potencial en el plano 
subnacional, la más importante en términos de su peso relativo en la República Ar-
gentina, ya que esta provincia concentra casi la mitad de la población inmigrante del 
país (RENAPER 2022). 

El reconocimiento de los derechos políticos de las personas inmigrantes se en-
cuentra directamente relacionado con una reconfiguración y ampliación del con-
cepto de ciudadanía en una clave posnacional (Soysal 1994; Faist 2000, 2004; 
Østergaard-Nielsen 2003; Bauböck 2003; Fox 2005). Como ya se ha explicado en 
otros textos, la atribución de tales derechos requiere un ejercicio activo de desvincu-
lación de los conceptos de nacionalidad y ciudadanía (Courtis y Penchaszadeh 2015; 
Penchaszadeh y Condori Mamani 2017) en línea con los planteamientos de otros 
autores que han trabajado los fundamentos políticos del voto extranjero, especial-
mente importantes para la promoción de reformas normativas en este sentido (Bau-
böck 2018; Palop García y Pedroza 2018; Pedroza 2019; Finn 2021). En términos 
sencillos, se trata de habilitar un canal alternativo para el reconocimiento de derechos 
en general y de los derechos políticos en particular, que no se base exclusivamente en 
la posesión de la nacionalidad, sino en el criterio de residencia.1 En otras palabras, 
sumar al criterio exclusivo y excluyente de pertenencia asociado a la nacionalidad 
(ligada al nacimiento en un territorio, ius solis, o en una familia, ius sanguinis, o 
a la naturalización), el criterio móvil, dinámico y condicional de la residencia (ius 
domicili) (De Lucas 2006; Escobar 2015; Acosta 2018; Pedroza 2019; Finn 2020, 
2023; Umpierrez de Reguero, Finn y Peltoniemi 2023). 

En las últimas décadas, la mayoría de los países latinoamericanos han reconocido, 
con intensidades y alcances variables, el voto de las personales no nacionales, asu-
miendo de modo implícito o explícito lo injusto y peligroso de mantener silenciada 
y marginada electoralmente a una parte de la comunidad en el marco de las demo-
cracias consolidadas (Marin 1998; Bauböck 2006, 2018; Emmerich y Peraza Torres 
2011; Beckman 2012; Mason 2012; Palop García y Pedroza 2018; Pedroza 2019; 

1 Aquí se indaga en los procesos de inscripción y habilitación electoral de las personas extranjeras residentes en la provincia de Buenos 
Aires. En este sentido, se excluyen aquellas personas que no cumplan con los requisitos de tipo y tiempo de residencia establecidos por la 
legislación provincial o que hayan adquirido la nacionalidad argentina, pues en sentido estricto ya no son extranjeras y, de hecho, pasan 
a integrar el padrón de nacionales. El organismo encargado de depurar los padrones de personas extranjeras naturalizadas y de garantizar 
su inscripción en el padrón nacional es el Registro Nacional de las Personas (RENAPER) que, a su vez, tiene la potestad de expedir el 
documento nacional de identidad (DNI) argentino a nacionales y personas extranjeras (ya sea con residencia temporal o permanente).
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Finn 2020). A su vez, se observa una interesante proliferación de investigaciones cen-
tradas en el estudio del alcance y el funcionamiento efectivo del voto inmigrante en 
los principales países de acogida en la región (Ramírez Gallegos 2013; Courtis 2016; 
Palop García y Pedroza 2018; Penchaszadeh y Rivadeneyra 2018; Calderón Chelius 
2019; Penchaszadeh y Arlettaz 2022; Finn 2023; Umpierrez de Reguero, Finn y 
Peltoniemi 2023). El presente artículo se centra en las dinámicas efectivas de acceso al 
voto de la población extranjera residente en la PBA, con foco en la política de empadrona-
miento automático como piedra angular del reconocimiento de este electorado específico.

Siguiendo a Palop García y Pedroza (2018, 4), el reconocimiento efectivo del voto 
extranjero supone un proceso político complejo integrado por tres grandes etapas: la 
de sanción, en la que se establece el alcance del voto (activo o pasivo a nivel nacional, 
provincial o municipal, según el tipo de elección: ejecutiva, legislativa o participati-
va); la etapa de regulación, donde se definen los límites y las competencias (métodos 
de votación, sistema de inscripción del electorado, autoridades políticas y órganos 
decisores); y la de aplicación, que estipula las condiciones de los actos electorales 
(definición de circuitos y mesas electorales, tipo de voto: papel electrónico o postal, 
educación cívica y campañas de promoción de la participación). Con base en este 
esquema, el grueso de las reflexiones e investigaciones que se exponen a lo largo de 
este artículo buscan elucidar aspectos centrales del proceso de inscripción del electo-
rado inmigrante bonaerense, es decir, de la etapa de regulación y, en menor medida, 
a efectos de ofrecer información sobre el proceso más amplio de reconocimiento del 
voto en este espacio subnacional, se detiene en las etapas de sanción y aplicación. 

Los aportes recientes de Umpierrez de Reguero, Finn y Peltoniemi (2023) también 
resultan interesantes y oportunos a la hora de abordar las brechas entre reconocimiento 
del voto migrante de iure y de facto. Mediante un análisis comparado y multinivel, estos 
autores afirman la importancia del enfoque transnacional y subnacional y de los incen-
tivos políticos, pues los diversos cambios institucionales para el registro de los votantes 
migrantes tienen por objeto fomentar o desalentar la participación electoral de este 
grupo (Wellman 2020; Umpierrez de Reguero, Finn y Peltoniemi 2023). 

Dentro del campo de estudios sobre inmigración y derechos políticos, el caso 
argentino reviste especial interés. En primer lugar, es el principal receptor de mi-
graciones internacionales provenientes de los países que integran el MERCOSUR, 
una población extranjera que supera los 2,3 millones (representa casi el 5 % de la 
población total), según estimaciones de organismos internacionales (OIM 2019). En 
segundo lugar, este país ostenta una de las legislaciones migratorias más progresistas 
y garantistas del mundo (Penchaszadeh 2021). En tercer lugar, porque se reconoce 
tempranamente el derecho al voto de las personas extranjeros residentes a nivel sub-
nacional en prácticamente todas las provincias2 y en la Ciudad Autónoma de Buenos 
Aires (CABA) (Escobar 2015; Pedroza 2019; Penchaszadeh y Arlettaz 2022). 
2 Con excepción de la provincia de Formosa que aún no reconoce ninguna instancia de participación electoral para esta población. 
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Con la promulgación de la Ley 25.871/2004 se inaugura (no sin contradicciones) 
una política migratoria basada en un paradigma de derechos humanos, en el marco de 
la cual se ratificó un derecho previamente reconocido a nivel local (provincial o munici-
pal) en muchos distritos (Escobar 2015; Pedroza 2019; Penchaszadeh y Arlettaz 2022). 
Esta norma facilitó de manera amplia y general la consulta o participación de las per-
sonas extranjeras en las decisiones relativas a la vida pública de las comunidades locales 
donde residan (Ley 25.871/2004, art. 11), de conformidad con la legislación nacional y 
provincial en la materia. Así, el sufragio activo y pasivo a nivel nacional continúa siendo 
una prerrogativa exclusiva de los nacionales en Argentina (Escobar 2015; Penchaszadeh 
y Condori Mamani 2017; Pedroza 2019). 

Debido al principio federal de la República Argentina, la elección de autoridades 
locales constituye una competencia reservada a las 23 provincias y a la CABA (dis-
trito federal). En estos 24 distritos electorales se observan sistemas con alcances y 
requisitos diferenciados en materia de voto inmigrante. Sobresale el caso de la PBA ya 
que en ella no solo se concentra la mayor cantidad de inmigrantes del país, sino que 
además es la jurisdicción en la cual los derechos políticos de las personas migrantes 
tienen mayor impacto electoral (Alfonso 2016; Pacecca 2016; Penchaszadeh y Sander 
2021; Penchaszadeh y Arlettaz 2022; Rodrigo 2023).

Ahora bien, más allá de que el voto reviste obligatoriedad para la población ex-
tranjera residente en la provincia en pie de igualdad con la nativa, la participación 
electoral de los colectivos migrantes en la PBA (con un techo del 30 %) ha resultado 
históricamente reducida en comparación con la de los ciudadanos argentinos (80 % 
en promedio) (Ministerio de Gobierno de la de la Provincia de Buenos Aires 2020; 
Penchaszadeh y Sander 2021). Se trata de un aspecto que denota dificultades y limi-
taciones asociadas tanto a la constitución y actualización de los datos de empadrona-
miento (Alfonso 2016), como al nivel de conocimiento sobre los derechos políticos, 
los procedimientos y dinámicas implicadas y su ejercicio por parte de la comunidad 
extranjera (Defensoría del Pueblo 2022; Penchaszadeh y Sander 2021).

En este artículo nos enfocamos en evidenciar, a través del análisis de datos actuali-
zados e inéditos, las dinámicas políticas, institucionales y burocráticas implicadas en 
la construcción y consolidación del electorado migrante “potencial” en la PBA a lo 
largo de la última década. Se buscará así arrojar luz sobre la ficción de la automati-
cidad declarada en los procesos de empadronamiento, mostrando la compleja trama 
estatal comprometida en la regulación y aplicación del derecho a la habilitación elec-
toral de la población inmigrante bonaerense. 

Para avanzar en esta línea, se ofrece una breve consideración metodológica, 
luego se presenta el marco jurídico-normativo que regula el acceso al voto de la 
población inmigrante en la PBA y seguidamente se introducen datos relativos a la 
importancia estratégica de esta provincia a nivel migratorio en el contexto argen-
tino y al impacto electoral potencial del colectivo extranjero en dicha jurisdicción. 
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Finalmente, se abordan los principales nudos críticos en la traducción efectiva de 
los derechos políticos de la población inmigrante y las acciones llevadas a cabo por 
el gobierno de la PBA desde 2020 hasta la actualidad3 para garantizar el empadro-
namiento “automático”.

2. Materiales y métodos

Para la investigación en la que se basa este texto se adopta una metodología de análisis 
cualitativo y un enfoque analítico-descriptivo que se sustenta en la sistematización, 
en la consulta y en el análisis integral de un conjunto diverso de fuentes estadísticas y 
documentales primarias y secundarias. La elaboración del marco jurídico normativo 
que regula el voto extranjero en la PBA se nutre de la reunión y el análisis de normas 
constitucionales, leyes nacionales y provinciales atinentes al campo de los derechos 
de las personas migrantes y a la participación política, así como de resoluciones y dis-
posiciones específicas que regulan los procesos electorales y de convenios celebrados 
entre distintos organismos pertinentes, entre otros. 

Para la contextualización del ámbito migratorio bonaerense y el análisis de la evo-
lución de la fuerza electoral potencial de la población migrante, se apeló a la consulta 
de datos censales elaborados por el Instituto Nacional de Estadística y Censos de la 
República Argentina (INDEC) y por la Dirección Nacional de Población con base 
en los datos administrativos del Registro Nacional de las Personas (RENAPER). Del 
mismo modo, se trabajó con estadísticas provistas por la Junta Electoral de la PBA, 
obtenidas mediante distintos pedidos de acceso a la información pública que se ele-
varon a este órgano en 2019, 2021 y 2023, para conocer la evolución de los padrones 
desde 2009. Se toma este último año como punto de partida para el análisis debido 
a que inaugura la obligatoriedad del voto de los residentes extranjeros en la provin-
cia, que coincide además con otros procesos de relevancia a nivel nacional como 
fue la digitalización en la identificación de nacionales y extranjeros, y en la emisión 
del DNI a cargo del RENAPER (Decreto 1501/2009). Este aspecto ha sido central 
para la concreción de los procesos que se estudian. Hay que añadir que no se dis-
pone de estadísticas consolidadas en materia de empadronamiento de extranjeros 
en la etapa previa a 2009.

El análisis de las brechas emergentes y de la reconstrucción de los procesos admi-
nistrativo-burocráticos involucrados en los últimos años, toman como base central 
dicho marco legal en complemento con la consulta de informes de gestión interna de 
áreas clave de la administración provincial –algunos publicados y otros consultados 

3 En 2020 la Subsecretaría de Asuntos Electorales y Parlamentarios del Ministerio de Gobierno de la PBA sistematiza, focaliza y explicita 
su política de empadronamiento de la política migrante con el objetivo de fortalecer el registro de electores y electoras extranjeros/as 
bonaerenses (Ministerio de Gobierno de la de la Provincia de Buenos Aires 2020). 
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mediante pedidos de acceso a la información pública–. Se realizaron cuatro entrevis-
tas en modalidad virtual entre febrero y mayo de 2023 a referentes clave dentro del 
entramado de actores institucionales implicados en la política bonaerense de empa-
dronamiento de la población extranjera. 

Entre las personas entrevistadas se encuentran dos subsecretarios de Asuntos Elec-
torales y Parlamentarios del Ministerio de Gobierno de la PBA, uno de ellos desarro-
lló sus funciones entre 2019 y 2021 y el otro se encontraba en el cargo al momento de 
publicado el artículo, la subsecretaria de Políticas Poblacionales dependiente del Mi-
nisterio de Gobierno de la PBA, en funciones desde 2021 y al director de Migrantes 
y Pluralismo Cultural de la municipalidad de Pilar. El diseño e implementación de 
estas comunicaciones estuvo orientado al análisis de la trama político-administrativa 
involucrada durante el periodo de estudio en el empadronamiento automático de 
extranjeros en la PBA. Además, la investigación se complementa de forma integral y 
transversal con algunos estudios de corte académico. 

3. Análisis y resultados

El marco jurídico-normativo que regula el voto extranjero en la PBA se halla integra-
do por un conjunto de normas constitucionales, por leyes específicas con sus respec-
tivas modificatorias y por resoluciones y disposiciones procedimentales pertinentes. 
En 1994, con la última reforma constitucional, la PBA reconoció el derecho al voto 
inmigrante al disponer que “los extranjeros gozarán en el territorio de la Provincia 
de todos los derechos civiles del ciudadano y de los demás que esta Constitución 
les acuerda” (Constitución de la Provincia de Buenos Aires 1994, art. 34) y que “la 
atribución del sufragio popular es un derecho inherente a la condición de ciudadano 
argentino y del extranjero en las condiciones que determine la ley” (Constitución de 
la Provincia de Buenos Aires 1994, art. 59). 

En este artículo se definió la ampliación del voto inmigrante del nivel municipal 
(derecho que ya tenían garantizado) al provincial, permitiéndoles elegir, además de 
intendentes, concejales y consejeros escolares en las elecciones municipales, los cargos 
de gobernador y vicegobernador y legisladores provinciales en este nivel. En cuanto 
al sufragio pasivo, los residentes extranjeros solo pueden ser electos concejales en 
los municipios, pero sin exceder la tercera parte de la composición total del concejo 
deliberante.

Ahora bien, tanto para poder elegir como para ser elegidas, las personas extran-
jeras deben estar inscriptas en el Registro Especial de Electores Extranjeros, el cual 
confecciona la Junta Electoral y está regulado por la Ley 11.700/1995 y por su mo-
dificatoria, la Ley 12.312/1999. Estas leyes proporcionan al migrante –mayor de 18 
años, que sepa leer y escribir en idioma nacional y que cuente con una residencia 
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inmediata de dos años en el territorio de la PBA– el derecho a sufragar en todos 
los comicios provinciales y municipales y a pronunciarse en todo tipo de con-
sulta popular y en los plebiscitos contemplados en la Constitución provincial 
(Ley 11.700/1995, art. 1). Para ello debe acreditar su identidad exclusivamente 
mediante DNI, revistiendo su inscripción el carácter de definitiva y válida para 
todos los actos electorales futuros (Ley 12.312/1999, art. 2).

Ahora bien, el circuito implicado en la confección de dicho padrón especial atra-
viesa tres pasos principales, que, como se observará más adelante, involucran una 
compleja trama estatal con participación de distintos organismos regidos por deter-
minados mandatos y por prácticas procedimentales (Ley 11.700/1995, art. 3). Este 
proceso conta de tres pasos:

• Paso 1: el Registro Provincial de las Personas (RPP) debe confeccionar y publicar 
listas provisorias de los extranjeros residentes en la provincia por distritos munici-
pales a partir de la información de todas aquellas personas que hayan obtenido su 
DNI, sin que sea necesaria la inscripción personal por parte de los mismos (o sea, 
“inscripción automática” según fundamentos de la Ley 12.312/1999). Con esta 
información, sumada a la de padrones de años anteriores, se conforma el registro 
de electores provisorio (Ministerio de Gobierno de la Provincia de Buenos Aires 
2020). 

• Paso 2: una vez publicadas las listas, y durante el lapso que la Junta Electoral de-
termine a tal efecto, las personas pueden reclamar ante las delegaciones del RPP, 
de forma particular y por escrito, las omisiones, inscripciones indebidas o datos 
erróneos que se adviertan en las listas provisorias.

• Paso 3: vencido el plazo para efectuar reclamos y realizar modificaciones, el RPP 
debe elevar a la Junta Electoral la nómina de los inscriptos y los reclamos o cam-
bios receptados. Esta última, debe aprobar el Registro Especial de Electores Ex-
tranjeros depurado y definitivo y publicarlo junto con el registro electoral para las 
elecciones provinciales 45 días antes de la realización de las mismas. 

Como puede observarse, este circuito tiene limitaciones diversas, pues demanda di-
seños institucionales complejos y la puesta en marcha de una maquinaria estatal ac-
tiva y coordinada que no fue prevista por el marco normativo y que ha requerido 
muchos años para ser calibrada. Finalmente, no puede dejar de considerarse en la 
descripción de este marco jurídico que, a partir de diciembre de 2009, con la adhe-
sión de la PBA al régimen de selección de candidatos a través de elecciones primarias 
abiertas, simultáneas y obligatorias (PASO), mediante la sanción de la Ley 14.086 se 
estableció la obligatoriedad del voto extranjero en la provincia, disponiéndose que el 
incumplimiento del deber de votar tendrá la misma sanción para nacionales que para  
migrantes (Alfonso 2016). 
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Migración internacional en la provincia de Buenos Aires: registros y subregistros 

Según el último Censo Nacional de Población, Hogares y Vivienda de 2010, en 
la PBA residían 941 830 personas de nacionalidad extranjera sobre un total de 15 
625 084 habitantes (lo que implica un peso relativo del 6 %) (INDEC 2010). De 
acuerdo con la misma fuente, más del 50 % de la población inmigrante de Argentina 
se concentraba en la PBA. Estos números, claramente desactualizados y ajenos a las 
dinámicas de las movilidades poblacionales de los últimos 12 años, constituyen el 
último registro sistematizado en relación con la cantidad de inmigrantes que habitan 
la PBA. Una situación que constituye un problema central a la hora de delinear po-
líticas públicas que garanticen el acceso a los derechos de la población bajo estudio y 
que podría saldarse con la publicación de los datos del censo de 2022.

Frente a estas limitaciones, resultan interesantes los datos aportados por el 
RENAPER para caracterizar mejor el peso relativo de la población migrante bo-
naerense.4 Para agosto de 2022 el organismo estimó que el número de personas ex-
tranjeras residentes en la provincia con DNI digital ascendía a 1 411 097 (RENAPER 
2022). Dentro de dicho universo, el 70 % está constituido por personas de tres nacio-
nalidades: paraguaya (con amplia predominancia sobre el resto), boliviana y peruana, 
como se muestra en la figura 1. 

4 Es importante señalar que no se trata de información estadística en sentido estricto, pues se deriva del conteo y del análisis secundario 
de datos recolectados en el proceso de tramitación del DNI por parte de este organismo. Para mayor información sobre las limitaciones 
de estos datos consultar RENAPER (2022). 

Figura 1. Población migrante en la provincia de Buenos Aires con  
DNI digital, según país de nacimiento 
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Elaborada con base en la información proporcionada por el RENAPER en agosto de 2022.
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Según esta misma fuente, la PBA concentra el 46,5 % del total de la población 
migrante que cuenta con un DNI argentino a nivel país, lo cual ratifica la relevancia 
estratégica de esta jurisdicción para el estudio del impacto electoral de la población 
extranjera. Resulta importante tener en cuenta que las personas extranjeras solo pue-
den tramitar el DNI argentino ante el RENAPER una vez que la Dirección Nacional 
de Migraciones (DNM) ha resuelto favorablemente su solicitud de radicación tem-
poral o permanente en el país. En la medida en que la posesión del DNI argentino es 
condición para la inscripción automática –es decir, por parte del Estado provincial– 
en el padrón especial de electoras y electores extranjeros bonaerenses, el presente aná-
lisis le reconoce un lugar de clara relevancia al proceso de regularización migratoria 
(DNM) y documentaria (RENAPER) implicado en la habilitación electoral efectiva 
de esta población. 

Adicionalmente, vale señalar que la provincia se divide territorialmente en ocho 
secciones electorales, cada una de las cuales reúne un número variable de partidos 
(subdistritos), con excepción de la octava que pertenece a la sección capital (La Plata 
es un subdistrito único). Como podrá observarse más adelante, la distribución de la 
población extranjera por sección electoral, según los datos de empadronamiento de 
2021, coincide con la información que ofrecen los últimos datos censales que indi-
can que casi el 50 % de la población extranjera bonaerense se concentra en la tercera 
sección electoral, acumulando junto a la primera sección prácticamente el 80 % del 
electorado migrante (INDEC 2010). 

4. Evolución del padrón de electoras y electores migrantes 
de la provincia de Buenos Aires, 2009-2023

En este segmento se evidencia la evolución en el nivel de empadronamiento de la 
población extranjera en la PBA durante los últimos 14 años, tomando como punto 
de partida el año 2009. Además, y más allá que el artículo se centra en los procesos 
de implementación de la inscripción automática de este electorado, se asume que 
estos procesos producen efectos concretos, medibles estadísticamente (por ejemplo, 
volumen y características de los empadronados, orientación del voto o tasas variables 
de participación) que, si bien no son el objeto directo de esta indagación, permiten 
contextualizar y entender mejor los intereses políticos y electorales en juego.

Como se aprecia en la figura 2, la evolución cuantitativa del número de electores 
extranjeros en la provincia muestra una curva con comportamiento ascendente en 
números absolutos para el periodo escogido, con la sola excepción de la etapa 2011-
2013, en la cual se produce no solo una clara interrupción de dicho crecimiento, 
sino una involución. Si se atiende específicamente a la evolución bianual desde 2009 
hasta 2023 (figura 2), es decir, cada dos años cuando se celebran comicios, existen 
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tres bienios con porcentajes de incremento que resultan de interés para este análisis 
(2009-2011, 2013-2015 y 2019-2021). 

Ahora bien, para comprender estas variaciones porcentuales positivas del padrón 
de migrantes no puede soslayarse que en estos tres periodos gobernaba la provincia el 
peronismo kirchnerista, una fuerza partidaria claramente favorecida por el voto inmi-
grante bonaerense (incluso esta tendencia se mantuvo cuando el peronismo perdió la 
gobernación en las elecciones de 2015, sin embargo, obtuvo el 49,3 % de los votos en 
las mesas de migrantes). Aunque excede el propósito de este artículo, es preciso tener 
en cuenta este incentivo político-partidario a la hora de analizar el interés por con-
solidar e implementar políticas públicas segmentadas y focalizadas en materia de de-
rechos electorales (Wellman 2020; Umpierrez de Reguero, Finn y Peltoniemi 2023).

Respecto a las características y a la composición de la población migrante empa-
dronada (figura 3), según las cifras provisorias aportadas por la Junta Electoral de 
la PBA hasta mayo de 2023, el número total ascendió a 930 173, cifra que refleja 
un incremento aproximado del 6 % en relación con el padrón de 2021. De este 
universo, 52,8 % son mujeres y 47,2 % hombres. Asimismo, ratificando la ten-
dencia antes expuesta, el 44 % son migrantes de origen paraguayo, que junto a 
quienes provienen de Bolivia y Perú representan el 71 % del electorado extranjero 
bonaerense.5

La distribución del padrón según sección electoral de pertenencia (figura 4), revela 
lo que se adelantó anteriormente: casi la mitad del electorado inmigrante bonaerense 
fija su domicilio en la tercera sección, que junto a la primera concentran el 85 % del 
total de personas extranjeras habilitadas para votar. 

5 Esta composición contrasta con la del padrón de personas extranjeras de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires (Penchaszadeh y 
Arlettaz 2022).

Figura 2. Evolución del número de migrantes que votan  
en la provincia de Buenos Aires, 2009-2023
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Elaborada con base en información proporcionada por la Junta Electoral de la PBA entre 2019 y 2023.
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Acerca de la distribución por género de la población migrante, cabe señalar que, 
siguiendo la pauta general de la población extranjera a nivel de país, se observa una 
leve feminización de este colectivo (manteniéndose el peso relativo de las mujeres 
entre un 52 % y un 53 %). Tanto el origen nacional como las determinaciones so-
ciodemográficas asociadas a la edad y al género son factores importantes a la hora de 

Figura 3. Padrón provisorio de personas migrantes habilitadas en 2023  
según nacionalidades de origen
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Elaborada con base en información proporcionada por la Junta Electoral de la PBA en mayo de 2023. 

Figura 4. Migrantes que pueden votar según sección electoral de residencia, 2023
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Elaborada con base en información proporcionada por la Junta Electoral de la PBA en mayo de 2023. 
Nota: Se trata de un padrón electoral provisorio para 2023.
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explicar los comportamientos político-electorales y las diferencias al interior del he-
terogéneo colectivo inmigrante (Debandi, Nicolao y Penchaszadeh 2020; Defensoría 
del Pueblo 2022; Penchaszadeh y Arlettaz 2022). La intersección de este conjunto de 
variables con las dinámicas estructurales y coyunturales que definen el voto extran-
jero bonaerense deben tenerse en cuenta para comprender eventualmente los bajos 
niveles de participación, es decir, la brecha entre el electorado “potencial” (definido 
por los padrones) y el electorado “efectivo” (los votos emitidos). Este último indica-
dor se aprecia en la figura 5. 

La curva de participación electoral migrante en la PBA muestra una tendencia 
claramente ascendente y positiva en el periodo 2009-2019. En 2021 se observa 
por primera vez una disminución en la tasa de participación, fenómeno que podría 
deberse a la pandemia por la covid-19, que afectó particularmente a estos comicios, 
y que se enmarca en una tendencia más amplia de descenso histórico en los niveles 
de participación del electorado nacional. Ahora bien, en relación con los niveles de 
participación (y una vez más, sin constituir el núcleo central del artículo, pero sí 
a los fines de brindar contexto al análisis), también es importante tener en cuenta 
que, debido a los importantes saltos en los niveles de empadronamiento observados 
(figura 2), detrás de la tasa de participación electoral (que se obtiene de la diferen-
cia entre el número de migrantes empadronados y de votos emitidos) se esconde 
un crecimiento sostenido del número de votantes migrantes que en términos abso-
lutos efectivizan su voto elección a elección. Así, si bien de 2019 a 2021 la tasa de 
participación cayó del 30 % al 27 %, debido al incremento del padrón en 31 %, 

Figura 5. Evolución de la tasa de participación electoral migrante  
en la provincia de Buenos Aires 

9 %

20 % 21 %

28 % 29 % 30 %
27 %

2009 2011 2013 2015 2017 2019 2021

Tasa de participación electoral migrante  - PBA 

Elaborada con base en información proporcionada por la Junta Electoral de la PBA entre 2019 y 2023.
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el número de votos totales emitidos aumentó de 2019 a 2021, manteniéndose una 
tendencia al alza en el número de personas migrantes que participan en los actos 
eleccionarios bonaerenses.

5. La trama estatal en el empadronamiento de personas extranjeras 
en la provincia de Buenos Aires o la ficticia automaticidad

Sobre la base del marco jurídico expuesto anteriormente y mediante la presentación 
de estadísticas, pretendemos evidenciar que la construcción del registro especial de 
electores extranjeros de la PBA dista mucho de ser “automática”. Efectivamente, la 
traducción efectiva de los derechos políticos de la población migrante en la dimen-
sión de empadronamiento, demanda un sinnúmero de acciones complementarias y 
adicionales por parte de un Estado activo y articulado en su maquinaria multinivel y 
de una clara voluntad política en tal dirección.

Vale reconocer, en términos de recorrido normativo que, antes de la sanción de la 
Ley 12.312/1999 (que modificó la Ley 11.700/1995), la inscripción del electorado 
extranjero era exclusivamente voluntaria y recaía en cada migrante que se acercara a 
la delegación del RPP de la localidad donde fijaba su domicilio, previa presentación 
de su respectivo DNI. 

En el año 1999, con la sanción de la Ley 12.312, se plantea la necesidad de au-
tomatizar el empadronamiento de las personas migrantes que cumplieran con los 
requisitos exigidos, a fin de garantizar sus derechos electorales sin que la persona 
interesada se viera obligada a realizar los respectivos trámites. Esto significa que, en 
teoría, desde el momento en que obtiene su DNI el residente extranjero debía ser ins-
cripto –de forma automática y definitiva– en el listado provisional que confecciona el 
RPP para poder ser elector a nivel municipal y provincial. 

Sin embargo, dicha ley no previó un mecanismo ni de empadronamiento automá-
tico ni de depuración del padrón especial de extranjeros. Así, atendiendo a la Dispo-
sición 271 (Decreto 1501/2009) que determina los procedimientos administrativos 
internos del RPP para la formación y actualización del Registro Actualizado de Ciu-
dadanos Extranjeros, se estableció, una vez más, un mecanismo de tipo manual y no 
se señaló ningún procedimiento de intercambio de información entre el RPP y otros 
organismos relevantes para facilitar el cruzamiento y la validación de los registros 
actualizados (Ministerio de Gobierno de la Provincia de Buenos Aires 2020).

La Disposición 271 establece dos mecanismos administrativos para el empa-
dronamiento y la actualización de la nómina de los extranjeros residentes en con-
diciones de votar. El empadronamiento activo, que recae, una vez más, en el ciu-
dadano extranjero que puede realizarlo en cualquier delegación del RPP mediante 
inscripción expresa solicitando su inclusión, y la actualización, que remite a las 
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altas, bajas, cambios de domicilios que el RPP remite periódicamente a la Junta 
Electoral de la provincia con base en las novedades que informan los extranjeros en 
las distintas delegaciones del RPP. 

Otra dificultad adicional que surgió con la emergencia del empadronamiento “au-
tomático” es que quedó en un ámbito de indefinición la situación de todas aquellas 
personas extranjeras que se habían empadronado voluntariamente en la etapa previa. 
Si bien resultaba lógico que su pase al nuevo padrón fuera también automático, en 
la práctica se ha constatado que ello no fue así en todos los casos (Alfonso 2016). La 
situación descrita se mantuvo inalterable hasta 2021 cuando se suscribe un convenio 
entre el DNM, el RENAPER y la RPP para la articulación y el cruzamiento efectivo 
de información entre las partes, lo cual marca un hito para la transferencia interinsti-
tucional de datos actualizada, insumo clave para el pretendido empadronamiento au-
tomático. Tal acuerdo, vale decir, descansó directamente en la voluntad política de la 
entonces máxima autoridad a cargo del Ministerio de Gobierno de la PBA –del cual 
depende el RPP– y del ministro del Interior de la Nación –en cuya cartera funcionan 
tanto la DNM como el RENAPER–. Ambos le dieron un lugar de relevancia en su 
agenda al voto inmigrante y traccionaron la formalización de este compromiso que, 
cabe señalar, no debiera haber requerido de convenio alguno, sino fluir naturalmente 
en un circuito previsto por ley (entrevista a subsecretario de Asuntos Electorales y 
Parlamentarios de la PBA, 4 de mayo de 2023).

Continuando el recorrido propuesto, y volviendo a la descripción original, existen 
entonces actualmente dos canales para ingresar al padrón de extranjeros: aquel que 
deviene del armado de la lista provisoria que confecciona el RPP sobre la base de in-
formación de las personas con DNI con domicilio en la provincia que le proporciona 
el RENAPER; y el mecanismo reactivo, caso a caso, y voluntario, que emprenden 
aquellas personas que consultan el padrón provisorio en los tiempos normados, y 
que ante la detección de omisiones u errores elevan por escrito la incorporación de 
este tipo de novedades registrales. A continuación, analizamos la maquinaria estatal 
implicada en cada uno de ellos.

En cuanto al primer canal, tiene una dependencia directa de instancias preliminares 
de registro de la población migrante en Argentina. La DNM cumple el rol de registro 
primario, pues tramita y resuelve la radicación temporaria o permanente de la pobla-
ción extranjera (Ley 25.871/2004), condición sine qua non para gestionar su DNI ante 
el RENAPER (Ley 17.671/1968). Estos dos organismos han compatibilizado sus siste-
mas en los últimos años, de forma que la persona migrante realiza un “trámite consoli-
dado” que automáticamente se inicia en la DNM y culmina en el RENAPER (una vez 
que la persona obtiene su DNI) (entrevista a director de Migrantes y Pluralismo Cul-
tural del municipio Pilar, 22 de febrero de 2023). El Registro Provincial de las Personas 
asume luego las facultades de registro y expedición del DNI de esta población cuando 
los extranjeros cambian de domicilio o tramitan un nuevo documento de identidad. 
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Por añadidura, las listas provisorias que arma el RPP quedan indirectamente su-
jetas al alcance e intensidad de las políticas de regularización y documentación que 
centraliza el Gobierno nacional en cada periodo y administración. Luego de una eta-
pa regresiva como la que se vivió en Argentina en materia de gestión migratoria en el 
periodo 2016-2019 y del apagón administrativo durante buena parte del primer año 
pandémico, a partir de 2021 se observa desde la DNM un impulso importante de 
su política de regularización descentralizada, que implica un considerable despliegue 
territorial que canaliza a través de programas como los de oficinas móviles o abordaje 
territorial. 

Estos programas se desarrollan para iniciar y dar seguimiento a trámites de radica-
ción en distintos territorios densamente poblados por migrantes pero alejados de las 
delegaciones del organismo, o poco accesibles para los colectivos extranjeros. Tam-
bién ha definido la sumatoria a su estructura descentralizada de dos nuevas oficinas 
migratorias en territorio bonaerense (La Matanza y Lomas de Zamora) que se añaden 
a las seis delegaciones y a las dos oficinas preexistentes en la provincia, convirtiéndose 
estos municipios en los que absorben la mayor cantidad de migrantes de la PBA. En 
complementación con ello, también se observa un fortalecimiento y sinergia del con-
junto de sistemas de registro de la población migrante, donde además de la DNM, el 
RENAPER ha reportado mayores niveles de eficiencia y celeridad en el otorgamiento 
efectivo de DNI a la población extranjera. Todo lo expuesto se esperaría que impacte 
positivamente en el padrón definitivo de extranjeros para las elecciones de 2023. 

Respecto del segundo canal abierto para empadronamiento de extranjeros, el “me-
canismo caso a caso”, no puede dejar de considerarse la ausencia de una política general 
de Estado prevista en la génesis de tal acción, que recae en el ejercicio de identificar la 
voluntad de un sujeto que quiere participar en el proceso eleccionario, que se toma el 
trabajo de leer el padrón electoral y que desde ahí motoriza su modificación. Ante ese 
escenario, en los últimos años distintas agencias provinciales y Gobiernos locales vienen 
trabajando, más o menos articuladamente, pero en la misma dirección, para traccionar 
esta modalidad de inscripción por goteo. Un rol importante es el que ha adoptado la 
Subsecretaría de Asuntos Parlamentarios y Electorales de la PBA, en articulación con 
los municipios y con los programas de abordaje territorial en los que participan la 
DNM, el RPP, entre otras agencias. Por ejemplo, el Festival Identidad Migrante fue 
lanzado en marzo de 2023 para motorizar el mecanismo de inscripción “caso a caso” en 
algunas localidades bonaerenses con alta presencia de población migrante.

La labor de esta subsecretaría se refuerza a través de espacios y de acciones com-
plementarias; un ejemplo es el de los consejos poblacionales inaugurados por Reso-
lución Provincial 338/2022 desde la Subsecretaría de Población de la PBA, donde 
distintas carteras provinciales y municipales se reúnen para dar tratamiento a temá-
ticas poblacionales y migratorias. Aquí el tema empadronamiento ha absorbido la 
mayor parte de la agenda con los municipios (entrevista a subsecretaria de Políticas 
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Poblacionales de la PBA, 18 de abril de 2023); a lo que se suman las obras realizadas 
por la Defensoría del Pueblo de la PBA en diversos distritos bonaerenses en cuanto a 
la promoción del derecho al voto inmigrante, entre otras acciones.

En este marco, con vistas a las elecciones de 2023, la Junta Electoral promovió la 
apertura anticipada de los canales del Registro Provincial de las Personas para la recep-
ción de reclamos y la depuración del padrón provisorio desde el 7 noviembre de 2022 y 
por el plazo de 120 días hasta el 6 de marzo del año siguiente (Junta Electoral de la Pro-
vincia de Buenos Aires 2022), un margen de tiempo extraordinario. La propia página 
de la Junta Electoral permite hacer las modificaciones por ese medio, así como rectificar 
datos o errores (sobre el nombre, DNI, domicilio), pero también incorporaciones: si la 
persona interesada no se encuentra con su DNI puede solicitar el alta en la web.

Además, se agregó luego una nueva apertura de 60 días adicionales que son los 
previstos por la ley electoral (vigentes mientras se escribe este artículo). El rol de los mu-
nicipios en la divulgación de este canal se vuelve entonces crítico en tanto “primer mos-
trador” de acceso para la población extranjera, lo que ha provocado que en los últimos 
años proliferaran áreas municipales con agendas migratorias ligadas principalmente al 
asesoramiento en trámites de regularización, a lo que se suman acciones de divulgación 
de derechos políticos y de promoción de su empadronamiento (Nicolao 2023). 

Ahora bien, la ley marca también que las personas migrantes para convertirse en 
electores en la PBA deben tener 18 años o más, una residencia inmediata de dos años 
en la provincia, saber escribir y leer el idioma nacional, y lo cierto es que no exis-
ten mecanismos de depuración del padrón con base en esos criterios, sino que solo 
cuenta la acreditación del DNI. Pero esto nada más ocurre cuando se trata del primer 
paso del circuito de empadronamiento, basado en el traslado de información del 
RENAPER al RPP, ya que en el segundo canal (sistema caso a caso) el procedimiento 
difiere, generando condiciones desiguales de acreditación de requisitos y pidiendo 
que se demuestre los dos años de residencia efectiva.

Además de tales discrepancias, el hecho de que no estén garantizados los meca-
nismos para depurar el padrón especial de extranjeros sobre la base del conjunto de 
requisitos que dispone la Ley 11.700/1995, deja expuesto el proceso eleccionario al 
riesgo de impugnación respecto del voto inmigrante. Esto ocurre porque no hay ma-
nera de demostrar que todas las personas que conforman el registro, y efectivamente 
sufragaron, cumplen con los mismos (entrevista a subsecretario de Asuntos Electora-
les y Parlamentarios de la PBA, 4 de mayo de 2023).

Otro aspecto adicional, que suma Alfonso (2016) en la misma tesitura, es que tan-
to residentes temporarios como permanentes estarían en condiciones de ser electores 
pues ambos reciben su correspondiente DNI cuando obtienen cualquiera de estas 
categorías de residencia, y las normas que rigen el voto extranjero en la PBA no esta-
blecen diferencias entre ellas. De hecho, se ha corroborado que el padrón de extran-
jeros incluye tanto a residentes permanentes como temporales. Sin embargo, esto no 
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ha funcionado siempre en cuanto premisa, pues ante las distintas consultas realizadas 
a la Junta Electoral de la PBA (Pacecca 2016), la respuesta ha sido que solo pueden 
empadronarse extranjeros con residencia permanente. Lo mismo se desprende de las 
declaraciones públicas de funcionarios provinciales (entrevista a subsecretario provin-
cial de Asuntos Electorales y Parlamentarios de la PBA, 22 de marzo de 2023).

Finalmente, cabe remarcar que resulta sumamente dificultoso observar cómo 
impactan los avances y las acciones descritas en la constitución de los padrones 
especiales de migrantes, ya que la compleja trama estatal que se pone en marcha 
para alcanzar la pretendida automaticidad también atañe a los mecanismos de de-
puración de dicho padrón. Por ejemplo, los últimos datos proporcionados por la 
Junta Electoral, el 6 de mayo de 2023, que remiten al listado provisorio de extran-
jeros sobre el cual aún se encuentra abierta la posibilidad de realizar altas “uno a 
uno”, marcan un incremento bienal absoluto y relativo menor (2021-2023) que el 
alcanzado en la etapa anterior (2019-2021). Sin embargo, esto podría no deberse 
a una baja en el ritmo de empadronamiento, sino a mecanismos más eficientes de 
limpieza de dicho padrón realizados en este último tramo (eliminando, por ejem-
plo, migrantes que han retornado a su país de origen, que han fallecido o que han 
cambiado de jurisdicción). 

6. Conclusiones

El grueso de las políticas llevadas a cabo por parte del conglomerado interguberna-
mental de actores involucrados en el empadronamiento de la población extranjera 
residente en la PBA ha revelado la ausencia de una previsión estatal temprana sobre 
las implicancias institucionales de la ampliación de los derechos políticos para el 
colectivo extranjero y, sobre todo, de los mecanismos estatales necesarios para garan-
tizar el cambio del registro voluntario al registro automático de electores y electoras 
migrantes desde 1999. Ilustrar el complejo proceso de reconocimiento efectivo de la 
automaticidad de la inscripción, es decir, las brechas entre su sanción, regulación y 
aplicación ha representado el objetivo central de este trabajo. 

A lo largo de estas páginas se demostrado que el proceso de empadronamiento no 
tiene nada de automático, pues se requiere de un Estado activo y sumamente coordi-
nado para su implementación. En la conquista del derecho a la inscripción inmediata 
de aquellas personas inmigrantes que cumplen con los requisitos dispuestos por la 
ley (ciertamente genuina), se ha perdido de vista que, para convertir la letra de la ley 
en una realidad efectiva, se requieren diseños institucionales sumamente complejos 
sobre los cuales se han producido importantes avances en los últimos años, pero que 
todavía siguen descansando en gran medida en una sumatoria de voluntades políticas 
y sinergias institucionales ad hoc.
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Por supuesto que el análisis de los nudos críticos relevados en torno al empadrona-
miento automático de inmigrantes en la PBA no agota la discusión sobre el ejercicio 
efectivo de los derechos políticos de esta población. Luego de su registro comienza 
otro capítulo fundamental relacionado con la construcción del electorado efectivo, 
o sea, de aquella porción de la población migrante empadronada que participa en 
los comicios, que, como ya fue expuesto, no ha logrado romper el techo histórico 
del 30 %. Aquí se ponen en juego variables distintas relacionadas con los procesos 
de consolidación de una cultura política electoral migrante y de la movilización de 
nuevos incentivos político-electorales para captar un voto claramente estratégico en 
contextos de difícil agregación de mayorías. 

Apoyos

Esta investigación ha sido financiada por el Consejo Nacional de Investigaciones 
Científicas y Técnicas de la República Argentina y por la Comisión de Investiga-
ciones Científicas de la Provincia de Buenos Aires, institución en la cual las autoras 
desarrollan actividades científico-tecnológicas.
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Resumen 
En el presente artículo se discute acerca de los avances, en términos normativos y de democratización, de los mecanismos y 
las dinámicas del sistema de participación política de los pueblos indígenas originarios campesinos de Bolivia. El objetivo 
de tal discusión es representar el funcionamiento del ensamblaje institucional entre la Asamblea Legislativa Departamental 
de La Paz y los usos y costumbres del pueblo indígena mosetén. Para ello, se parte de una visión que considera al Estado 
Plurinacional resultante de un proceso de construcción estatal en el que los pueblos indígenas originarios campesinos han 
luchado por la representación y el reconocimiento. Se realiza un análisis sistemático de las innovaciones institucionales 
introducidas a partir del Estado Plurinacional, las cuales implican una reforma electoral. Se discute el paradigma de la 
democracia intercultural y se lo operativiza mediante la noción de ensamblaje para realizar una aproximación al caso de 
interés a través de una caracterización y de entrevistas a actores clave. Se concluye que los mecanismos introducidos en 
Bolivia abren paso al reconocimiento de otras democracias no liberales, además, que es posible la inclusión de minorías 
étnicas históricamente excluidas. Sin embargo, también se ilustran los obstáculos y los desafíos que afrontan las poblaciones 
indígenas para consolidar lo descrito en la ley.

Descriptores: Bolivia; democracia intercultural; Estado Plurinacional; participación política indígena; pueblos indígenas; 
reforma electoral subnacional. 

Abstract                      
This article discusses the progress, in normative and democratization terms, of the mechanisms and dynamics of the political 
participation system of the Indigenous peasant peoples of Bolivia. The objective of such discussion is to represent the 
functioning of the institutional assemblage of the Departmental Legislative Assembly of La Paz and the uses and customs of 
the Indigenous Mosetén people. For this analysis, it is understood that the Plurinational State has been the result of a process 
of state construction in which the Indigenous peasant peoples have struggled for representation and recognition. In this 
article, a systematic analysis is carried out of the institutional innovations introduced through the Plurinational State, which 
have entailed electoral reform. The paradigm of intercultural democracy is discussed and operationalized through the notion 
of assemblage, as this case is approached through its characterization and through interviews of key actors. It is concluded 
that the mechanisms introduced in Bolivia open paths to recognize other, non-liberal democracies and that the inclusion of 
historically excluded ethnic minorities is possible. However, the obstacles and challenges faced by Indigenous populations to 
consolidate what is described in the law are also illustrated.

Keywords: Bolivia; intercultural democracy; Plurinational State; indigenous political participation; indigenous peoples; 
subnational electoral reform.
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1. Introducción

¿De qué forma la reforma electoral plurinacional boliviana permite un ensamblaje 
institucional como expresión de democracia intercultural, entre la Asamblea Legis-
lativa Departamental de La Paz (democracia representativa liberal) y la democracia 
comunitaria (nación indígena mosetén) y cuáles son los resultados en términos for-
males y de democratización? Para responder estas preguntas se plantea una discusión 
de los avances que propone el Estado Plurinacional en términos formales (reconoci-
miento de derechos mediante normas), pero también de democratización a través del 
caso de la Organización del Pueblo Indígena Mosetén (OPIM).

Pensar la democracia intercultural en un contexto plurinacional como el boliviano 
es posible desde muchas perspectivas teóricas. Sin embargo, aquí se parte desde una 
lógica de formación y construcción estatal. En esta perspectiva se entiende al Estado 
Plurinacional y a la democracia intercultural que postula, como el resultado de una 
acumulación de luchas y demandas de las naciones indígenas articuladas en lógicas 
distintas a las del Estado nación y de la democracia liberal. Trabajos como los de Sin-
clair Thompson (2002), Silvia Rivera Cusicanqui (1983, 1984), Ramiro Condarco 
Morales (1983), Javier Hurtado (1986) y René Zavaleta Mercado (1986), ilustran 
sobre la interpelación de los pueblos indígenas de tierras altas1 al Estado en sus dife-
rentes configuraciones desde una perspectiva que proviene de la lucha anticolonial 
(Rivera Cusicanqui 1984), lo que establece una matriz de sentido indígena (Svampa 
2010) que permite una lectura propia de la historia boliviana (Spedding 2011).

Esta matriz anticolonial que interpela al Estado nación es compartida por los 
pueblos indígenas de las tierras bajas. Eventos como las marchas por la dignidad evi-
dencian su aporte y su presencia en la construcción del Estado Plurinacional desde 
la lucha por la tierra, sus modos de vida y el respeto a su territorio (Cruz Rodríguez 
2012, 155-164; Fuertes Sánchez 2018). Dicha tensión entre el Estado y los pueblos 
indígenas de las tierras bajas continúa presente, es decir, permanecen tensiones a tra-
vés de una oposición de visiones de desarrollo entre unas de base extractivista y otras 
pensadas en la defensa de territorialidades comunitarias (Flores López 2017), pero 
también tensiones políticas como la que se aborda en el presente artículo. Las tensio-
nes económicas y políticas, a pesar del reconocimiento de la plurinacionalidad, per-
miten observar la construcción del Estado Plurinacional como un proceso no cerrado 
que continúa cristalizando institucionalidad. Es decir, el Estado Plurinacional,2 a 
1 Se distingue entre pueblos indígenas de tierras altas y pueblos indígenas de tierras bajas de Bolivia. Los primeros están compuestos, 

principalmente, por las etnias aymara y quechua, mientras que los pueblos de tierras bajas tienen como etnia principal al pueblo 
guaraní, pero también está compuestos por otras etnias diversas entre sí. Entre las segundas está el pueblo indígena mosetén.

2 La idea de Estado Plurinacional ha sido trabajada por diversos autores, entre ellos Catherine Walsh (2012), quien concibe lo plurina-
cional como término que hace referencia a la realidad de un país en el que pueblos, naciones y nacionalidades que anteceden al Estado 
nación conviven con blancos y mestizos y de donde emerge la propuesta de Estado Plurinacional que pone de manifiesto el modo 
logocéntrico reductor del Estado nación y propone otro proyecto de nación desde los sujetos históricamente excluidos. Luis Tapia 
(2010) presenta una idea del Estado Plurinacional bajo la perspectiva de la construcción estatal, que se basa en el reconocimiento de 
la diversidad cultural y en la coexistencia de diferentes grupos étnicos, lenguas y formas de organización política.
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pesar de reconocer diferentes lógicas de vida que se traducen en una visión distinta de 
desarrollo, no deja de producir tensiones entre las lógicas indígenas y las del Estado 
nación boliviano. El caso del pueblo indígena mosetén (PIM) es una expresión viva 
de esas tensiones entre indígenas de tierras bajas y el Estado nación y de la manera en 
la que buscan resolverse desde el Estado Plurinacional. 

Cabe resaltar, como lo planteó García Linera (2008),3 que el Estado Plurinacio-
nal4 como apuesta estatal para extinguir la exclusión de las sociedades indígenas, 
implica la construcción de un armazón político institucional de tipo multinacional 
que respete la diversidad cultural y étnica del país, especialmente de las naciones 
indígenas. Dicha propuesta incluye la autonomía indígena, la participación polí-
tica y económica de los pueblos indígenas, la reforma agraria, el reconocimiento 
de los derechos colectivos y el fortalecimiento del sistema educativo intercultural 
bilingüe. Entonces, si bien García Linera presenta una propuesta que aterriza en 
términos institucionales el Estado Plurinacional, según Gaya Makaran (2018), en 
su realización presenta tensiones propias ya que parece no resolver aspiraciones po-
líticas y económicas y corre el riesgo de convertirse en un proyecto de hegemonía 
nacionalista que contiene y desarticula las luchas de los subalternos. El presente 
artículo contribuye a evidenciar esa tensión entre el plano institucional (términos 
normativos) del Estado Plurinacional de Bolivia y su efectiva realización (términos 
de democratización).

La Constitución de 2009 ha introducido un conjunto de disposiciones que mar-
can las directrices de ese “armazón político institucional” que postula respetar la di-
versidad de las naciones indígenas. En el artículo 1 se menciona que Bolivia es un 
“Estado unitario social de derecho plurinacional comunitario, libre, independien-
te, soberano, democrático, intercultural, descentralizado y con autonomías”, que se 
“funda en la pluralidad y el pluralismo político, económico, jurídico, cultural y lin-
güístico, dentro del proceso integrador del país” (Constitución Política del Estado 
2009, art. 1). Además, reconoce la 

existencia precolonial de las naciones y pueblos indígena originario campesinos y su 
dominio ancestral sobre sus territorios, [por lo que] se garantiza su libre determina-
ción en el marco de la unidad del Estado, que consiste en su derecho a la autonomía, al 
autogobierno, a su cultura, al reconocimiento de sus instituciones y a la consolidación 
de sus entidades territoriales, conforme a esta Constitución y a la ley (Constitución 
Política del Estado 2009, art. 2).

3 Álvaro García Linera, además de fungir como académico, fue vicepresidente de Bolivia entre el 22 de enero de 2006 y el 10 de no-
viembre de 2019.

4 García Linera (2008) discute la teoría de lo multinacional o la multicuturalización y va más allá al apoyarse en la teoría marxista, en la 
teoría crítica latinoamericana, en la teoría del reconocimiento y en el desarrollo humano y propone el “adoptado término [por Bolivia] 
de Estado Plurinacional” para referirse a un modelo de Estado que reconoce y respeta la diversidad cultural y étnica del país, es decir, 
considera que la apuesta plurinacional es una etnificación del Estado multinacional.
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Estas naciones y pueblos indígenas originarios campesinos, son conceptualizados 
como “toda colectividad humana que comparta identidad cultural, idioma, tradición 
histórica, instituciones, territorialidad y cosmovisión, cuya existencia es anterior a la 
invasión colonial española” (Constitución Política del Estado 2009, art. 26). 

Este sujeto “indígena originario campesino” descrito en la Constitución es identi-
ficado por Fernando Mayorga como el “sujeto plurinacional de la revolución demo-
crática y cultural” promovida por el Movimiento Al Socialismo (MAS). En términos 
conceptuales, Mayorga lo califica como ficción jurídica puesto que ningún actor so-
cial reúne los tres códigos de dicho sujeto: 

naciones originarias, que es utilizado por las organizaciones de los grupos étnicos de 
tierras altas; pueblos indígenas, nombre que utilizan los grupos étnicos de tierras bajas 
y campesinos que es la denominación de los trabajadores del campo (…) organizados 
en sindicatos como parte de la revolución nacionalista (Mayorga 2011, 83). 

No obstante, dicha ficción jurídica permite una aproximación a poblaciones especí-
ficas sobre las cuales propone cuotas5 en distintos niveles, como se verá más adelante. 
Entonces, el sujeto social desagregado, o el actor, según lo expresa Mayorga (2011), al 
ser individualizado y descrito por la ley como parte de ese macro sujeto plurinacional, 
es plenamente operable, es decir, representable.6

Retomando la propuesta de García Linera (2008) en lo que refiere a la participa-
ción política de los indígenas, la misma implica la creación de un sistema político que 
reconozca y respete la diversidad cultural y étnica del país, es decir, la representación 
política de las naciones indígenas en el Gobierno, la creación de espacios para la par-
ticipación ciudadana y el fortalecimiento de los sistemas democráticos locales. Este 
proyecto de democratización, en relación con los objetivos del presente artículo,7 im-
plica una reforma electoral que de paso a una mayor representatividad de las naciones 
indígenas en el Congreso Nacional y en otros órganos del Estado. Para García Linera, 
antes de la Constitución de 2009 dicha reforma electoral implicaba la creación de 
distritos electorales especiales para las naciones indígenas y la eliminación de barreras 
económicas y políticas para su participación política como el acceso a recursos y a 
financiamiento para campañas electorales, o sea, garantizar una mayor representativi-
dad y participación política efectiva en el Gobierno (García Linera 2008).

5 En el texto se usan indistintamente los términos “cuota” y “asiento reservado” como sinónimos debido a que las definiciones de la 
literatura utilizada y de los informantes no son uniformes respecto a estas precisiones conceptuales. 

6 Aquí se hace referencia a la representación que caracteriza a la investigación social expuesta por Charles Ragin (2007). Entonces, cuando 
la ley identifica un pueblo o nación indígena en específico al que le otorga ciertos derechos, es posible estudiar y representar la forma en 
la que opera esa expresión normativa y observar qué implicaciones sociales tiene. Eso es lo que busca el presente artículo con la OPIM.

7 Un estudio integral de la participación política indígena desde la promulgación de la Constitución de 2009 que comparte varias de las 
variables de la propuesta de García Linera es el realizado por Marco Antonio Mendoza Crespo (2021), quien analiza sus avances desde 
una evaluación de la participación indígena en una política pública. El interés del presente artículo es aproximarse a una de dichas 
variables en un departamento, concretamente a la participación del PIM en la Asamblea Departamental de La Paz como máximo 
órgano deliberativo de la autonomía de la ciudad.
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En este artículo se parte de un planteamiento sistematizado de la reforma polí-
tica e institucional, con especial énfasis en los mecanismos que introduce el Estado 
Plurinacional para promover la participación política indígena y sus implicancias en 
el sistema electoral. Luego, se discuten los contenidos de la democracia intercultural 
en el contexto boliviano y se propone la perspectiva analítica del ensamblaje institu-
cional, con el fin de operativizar el caso de la Asamblea Legislativa Departamental 
de La Paz (ALDLP) y los usos y costumbres del PIM. La investigación se basa en una 
caracterización de dicho actor y en dos entrevistas a informantes clave.

2. Reforma electoral plurinacional y democracia intercultural

El reconocimiento de la plurinacionalidad, es decir, de formas heterogéneas de vida 
dentro de un Estado, implica el reconocimiento de lógicas políticas distintas. Así, un 
Estado Plurinacional tiende a modificar los mecanismos institucionales que permi-
ten la representación política. Por tanto, el advenimiento del Estado Plurinacional 
da lugar a una reforma electoral cuyo fin es conceder operatividad a democracias no 
liberales. Es así que se presenta la democracia intercultural como un paradigma que 
permite la convivencia de la democracia liberal del Estado nación y de las otras de-
mocracias que son reconocidas en el Estado Plurinacional.

Reforma electoral plurinacional

El “armazón político institucional”, más allá de la propuesta de García Linera, tras la 
promulgación de la Constitución de 2009 se ha traducido en una serie de instrumen-
tos normativos de tipo electoral que apuestan por materializarlo. Como mencionan 
Íñigo y Miranda (2015), un rasgo central de las reformas electorales entre 2006 y 
2014 en Bolivia es la apuesta por terminar con la exclusión indígena a través de cuo-
tas mediante circunscripciones especiales indígenas.

En el artículo 102 se “reconoce y garantiza el derecho a la participación política 
de las naciones y pueblos indígena originario campesinos, afrobolivianos y comuni-
dades interculturales, en igualdad de condiciones con los demás habitantes del país” 
(Constitución Política del Estado 2009, art. 102). Lo que se traduce en la posibilidad 
de “elegir sus autoridades por usos y costumbres”, así como “ser elegidos mediante sus 
propios procedimientos internos, respetando sus normas y procedimientos propios” 
(Constitución Política del Estado 2009, art. 103).

En tal sentido la Constitución boliviana abre cinco vías de participación política 
indígena, que corresponden al Gobierno nacional y a las cuatro autonomías de las 
diferentes entidades territoriales subnacionales: departamental, municipal, indíge-
na y regional. En cuanto al Gobierno nacional, el artículo 147 dispone que la ley 
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determinará “circunscripciones especiales indígena originario campesinas, donde no 
deberán ser considerados como criterios condicionales la densidad poblacional, ni la 
continuidad geográfica” (Constitución Política del Estado 2009, art. 147). 

Respecto a la autonomía departamental, en el artículo 278 se menciona que la 
asamblea departamental, como órgano legislativo de dicho nivel de gobierno, “es-
tará compuesta por asambleístas departamentales elegidas y elegidos por votación 
universal, directa, libre, secreta y obligatoria; y por asambleístas departamentales ele-
gidos por las naciones y pueblos indígena originario campesinos, de acuerdo con 
sus propias normas y procedimientos” (Constitución Política del Estado 2009, art. 
278). Además, la Constitución establece que será la ley la que “determinará los cri-
terios generales para la elección de asambleístas departamentales, tomando en cuen-
ta representación poblacional, territorial, de identidad cultural y lingüística cuando 
son minorías indígena originario campesinas” y que serán los estatutos autonómicos 
quienes “definirán su aplicación de acuerdo a la realidad y condiciones específicas de 
su jurisdicción” (Constitución Política del Estado 2009, art. 279). 

En cuanto a la autonomía municipal, se menciona que en “los municipios donde 
existan naciones o pueblos indígena originario campesinos, que no constituyan una 
autonomía indígena originaria campesina, estos podrán elegir sus representantes ante 
el Concejo Municipal de forma directa mediante normas y procedimientos propios y 
de acuerdo con la Carta Orgánica” (Constitución Política del Estado 2009, art. 284). 
Por su parte, respecto a la autonomía indígena originaria campesina, se establece que 
“consiste en el autogobierno como ejercicio de la libre determinación de las naciones 
y los pueblos indígena originario campesinos, cuya población comparte territorio, 
cultura, historia, lenguas, y organización o instituciones jurídicas, políticas, sociales y 
económicas propias” (Constitución Política del Estado 2009, art. 289). 

Además, reconoce que el gobierno de tal autonomía “se ejercerá a través de sus pro-
pias normas y formas de organización, con la denominación que corresponda a cada 
pueblo, nación o comunidad, establecidas en sus estatutos y en sujeción a la Consti-
tución y a la ley” (Constitución Política del Estado 2009, art. 296). Finalmente, sobre 
la autonomía regional, si bien la Constitución no menciona vínculo alguno respecto 
a lo indígena comunitario campesino, la Ley 031/2010 establece que, en caso de refe-
réndum autonómico regional positivo, se debe conformar una asamblea regional que 
elegirá “un asambleísta representante de cada una de las naciones y pueblos indígena 
originario campesinos, donde existan en condición de minoría en la región, que será 
elegida o elegido según normas y procedimientos propios” (Ley 031/2010, art. 39).

En resumen, el texto constitucional establece cinco formas correspondientes a 
los distintos niveles territoriales mediante las cuales se ponen en marcha mecanis-
mos que promueven la participación política de las naciones y pueblos indígenas 
originarios campesinos, como se muestra en la tabla 1. Se recurre a Therborn y a 
su noción de mecanismo entendido como las dinámicas que promueven la des-
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igualdad o la igualdad. En este caso se hace referencia a una especie de desigualdad 
política a la que se ven sometidos los pueblos indígenas, la cual es contrarrestada 
por un “armazón político institucional” que presenta cinco mecanismos que pro-
mueven la igualdad política. 

Por tanto, se hace uso del marco analítico de Therborn para mostrar cómo la 
Constitución introduce mecanismos para promover la igualdad política de las nacio-
nes y pueblos indígenas originarios campesinos. Estos mecanismos son: la aproxima-
ción mediante la acción afirmativa y compensatoria; la inclusión mediante leyes que 
les otorgan asientos étnicos reservados; y la desjerarquización a través del reconoci-
miento de la igualdad jerárquica de las normas emitidas por cada entidad territorial 
(Therbon 2015, 57-75).

Como anota Mayorga (2011), la Ley 026/2010 regula el ejercicio de la democracia 
intercultural y la organización de los procesos electorales y del acto de votación y 
la Ley 031/2010 está dirigida a regular el régimen de autonomías. Entre los prin-
cipios que rigen el contenido de ambas leyes se encuentra el autogobierno, “que 
implica la elección directa de sus autoridades; la preexistencia de naciones y pue-
blos indígena originario campesinos; y la complementariedad entre el nivel central 
y los gobiernos autónomos” (Mayorga 2011, 48). Por tanto, la Ley 026/2010 y la 
Ley 031/2010, a partir de las directrices contenidas en las Constitución Política 

Tabla 1. Mecanismos para promover la participación política indígena

Mecanismos Nivel territorial Normativa Dinámica del sistema*

Aproximación

Inclusión

Desjerarquización

Nacional Constitución, Ley de 
Régimen Electoral 

Asiento reservado a minorías 
étnicas en la Cámara de 
Diputados de la Asamblea 
Legislativa Plurinacional (7)

Departamental Constitución, Ley 
031/2010

Asiento étnico reservado en 
ocho de nueve asambleas 
departamentales 

Municipal
Constitución, Ley 
031/2010, cartas orgánicas 
municipales

Asiento étnico reservado en los 
concejos municipales de los 
municipios con presencia de 
minorías indígenas

Autonomía indígena 
Constitución, Ley 
031/2010, estatutos 
autonómicos indígenas

Gobierno con propias normas 
y formas de organización 
(autogobierno)

Autonomía regional
Constitución, Ley 
031/2010, estatutos 
autonómicos regionales

Asiento étnico reservado en la 
asamblea regional 

Elaboración propia.

Nota: Bolivia no es el único país que apuesta por la inclusión de mecanismos para promover la participación de minorías étnicas, así lo 
muestran varios estudios que identifican hasta 16 países que siguen esta lógica (Fuentes y Sánchez 2018; Bird 2014).
*Alude a cómo, efectivamente, se materializa la propuesta del Estado Plurinacional para promover la participación de las naciones y pueblos 
indígenas originarios campesinos.
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del Estado Plurinacional de Bolivia, dan paso a una reforma electoral que apuesta 
por el paradigma de la democracia intercultural. En lo adelante a esta reforma se le 
denominará reforma electoral plurinacional.

Democracia intercultural

Mayorga (2019, 20-21), sostiene que la democracia intercultural se “refiere a la com-
binación –variable y heterogénea– de reglas de la democracia representativa, la de-
mocracia participativa y directa y la democracia comunitaria”. La primera sirve como 
mecanismo para conformar Gobiernos (autoridades y representantes), en la segunda 
se encuentra el referendo, la iniciativa legislativa ciudadana y la revocatoria de man-
dato, además del cabildo y la consulta previa a comunidades indígenas. Finalmente, 
en la tercera se eligen autoridades de pueblos y naciones indígenas mediante sus 
respectivos usos y costumbres. 

Además de ello, para Mayorga (2019, 110) la democracia intercultural implica 
también “un dispositivo jurídico e ideológico que pretende establecer, organizar y 
legitimar las características formales de la democracia boliviana posasamblea consti-
tuyente”. Este dispositivo opera desde un “reconocimiento constitucional de hábitos, 
organizaciones y conductas que eran antes marginales al sistema político y que, desde 
la aprobación de la nueva CPE constituye uno de los rasgos peculiares del Estado 
Plurinacional” (Mayorga 2019, 112).

Entonces, el Estado Plurinacional como resultado de las luchas indígenas, presen-
ta un proyecto de inclusión y de superación de desigualdades políticas mediante un 
entramado político institucional que implica un cambio de paradigma democrático 
que transita a la democracia intercultural8 en la que conviven la democracia repre-
sentativa, la democracia participativa y directa y la democracia comunitaria. Dicho 
paradigma está acompañado por una reforma electoral que lo hace viable y lo opera-
tiviza en diferentes mecanismos en distintas entidades territoriales.

Ahora, cabe preguntarse ¿cómo se ha desenvuelto la democracia intercultural 
desde la reforma electoral a la que da lugar la Constitución y las leyes 026/2010 y 
031/2010? Mayorga (2013) también discute este tema y menciona que la democracia 
intercultural debe verse como un proceso y una relación. Se entiende como proceso 
porque los vínculos entre las formas de democracia se amplían y complejizan a medi-
da que se van consolidando las nuevas entidades estatales, sobre todo los Gobiernos 

8 La idea de democracia intercultural en su complejidad presenta dos facetas o registros. Por un lado, la conceptualización de un “sistema de 
gobierno” en el que se combinan tres formas democráticas: participativa, representativa y comunitaria, con equivalencia de condiciones 
entre hombres y mujeres. Por otro, una realidad política e institucional que se expresa en el armazón o estructura de recursos procedi-
mentales de apertura y experimentación política. La democracia intercultural no es solo una representación simbólica donde se congregan 
principios, valores e imaginarios de distintas matrices político-culturales, sino que supone el desarrollo de un conjunto de prácticas y 
procesos institucionales del Estado (de “arriba hacia abajo”), y también de aquellas que van más allá de él (de “abajo hacia arriba”). En 
consecuencia, la democracia intercultural, además de abarcar el campo de las dinámicas normativas e institucionales del Estado, supone 
también el reconocimiento de formatos de autogobierno que anidan y acontecen en la sociedad civil (García Yapur 2018).
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departamentales y las autonomías indígenas y relación debido a que se expresa en un 
conjunto de interacciones que varían en tiempo y espacio. 

En esta investigación, para contextualizar la exposición anterior, se identifica de 
qué forma ha ocurrido, es decir, la manera en la que se ha construido ese proceso y 
qué interacciones, a modo de relación, se han presentado en el ensamblaje entre la 
ALDLP y la OPIM. Para ello, es preciso retomar el análisis normativo que explica los 
mecanismos en primera instancia que hacen posible dicha participación.

En primer lugar, la Ley 026/2010 decreta que “en cada departamento se asignarán 
escaños para la elección de autoridades y representantes indígenas que sean minoría 
poblacional y se elegirán a los asambleístas mediante normas y procedimientos pro-
pios” (Ley 026/2010, art. 66). Como se mencionó anteriormente, tanto la Constitu-
ción como las leyes 026/210 y 031/2010 establecen que será la ley nacional y los es-
tatutos autonómicos departamentales los que establezcan el número de asambleístas 
departamentales por minoría étnica de los pueblos y naciones indígenas originarios 
campesinos. 

En el caso del Gobierno Autónomo Departamental de La Paz, las tres elecciones 
de las legislaturas departamentales fueron llevadas a cabo por el Órgano Electoral Plu-
rinacional, aplicando los criterios contenidos en las distintas leyes (Ley 4021/2009; 
Ley 587/2014; Ley 1353/2020). Se trata de leyes transitorias a partir de la cuales se 
convocaron a elecciones en tres oportunidades desde la reforma electoral plurina-
cional. Para los casos en los que no existía normativa en las entidades territoriales 
autónomas (subnacionales) sobre la presencia de autoridades indígenas en el ámbito 
legislativo, dichas leyes establecieron los parámetros para que los mecanismos de in-
clusión, desjerarquización y acercamiento en promoción de la igualdad de participa-
ción política indígena se hicieran efectivos.

Estas tres leyes coinciden al señalar que, para el caso de La Paz, la asamblea depar-
tamental estará compuesta por 45 asambleístas: 20 elegidos por territorio, 20 por cir-
cunscripción o población y cinco escaños indígenas. En el caso de las leyes 597/2010 
y 1353/2020 establecen que dichos escaños deben ser elegidos por cuatro pueblos y 
por la unión de tres: un afroboliviano, un mosetén, un leco, un kallawaya y uno de 
tacara y arona. Estos asambleístas por minoría étnica son elegidos, en consonancia 
con el diseño constitucional, de acuerdo con sus normas y procedimientos propios, 
bajo supervisión del Órgano Electoral Plurinacional, además, deben aplicarse los 
principios de paridad y alternancia.

Esto conlleva a que el pueblo mosetén, al 2023, ha elegido tres veces a sus repre-
sentantes a la Asamblea Legislativa Departamental de La Paz, es decir, tres asambleís-
tas titulares y tres suplentes fueron acreditados por el Órgano Electoral Plurinacional 
para ejercer funciones legislativas y fiscalizadoras en la ALDLP. Aquí radica la tras-
cendencia de estos mecanismos de inclusión política con objetivos democratizadores, 
debido a que se trata de una interrelación entre normas de derecho consuetudinario 
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(usos y costumbres) para elección de autoridades de las naciones y pueblos indígenas 
y normas positivas electorales.

En este punto, el concepto de democracia intercultural propuesto por la norma-
tiva boliviana, si bien permite comprender la combinación de las reglas de las demo-
cracias heterogéneas que interaccionan en un proceso de cristalización institucional 
(Mayorga 2019), no describe la manera en la que ocurre dicho proceso en casos 
particulares. Es decir, la democracia intercultural como paradigma de interacción y 
combinación de tres tipos de democracia o como dispositivo ideológico jurídico que 
legitima el proceso de reforma política posasamblea constituyente de 2009 (Mayorga 
2019), explica el fenómeno en general, pero no las interacciones particulares entre 
dichos tipos de democracia en contextos específicos y tampoco permite rastrear el 
proceso de construcción de esta democracia.

3. Ensamblaje institucional: la Asamblea Legislativa Departamental

La democracia intercultural, al ser un paradigma que alberga diferentes tipos de 
democracias por permitir la combinación de reglas de democracias heterogéneas, 
tiene muchas manifestaciones. El interés acá, mediante el uso de la noción de en-
samblaje, es observar una de sus manifestaciones en una institución en específica, 
la ALDLP.

Ensamblaje institucional

Como se planteó anteriormente, el concepto de democracia intercultural al describir 
el paradigma democrático en general no es fácilmente operable, es decir, que resulta 
demasiado general como categoría de análisis que permita acercarse a realidades con-
cretas de ser representadas. Por tanto, se recurre a la teoría de los ensamblajes del filó-
sofo Manuel de Landa para estudiar el proceso e interacción entre las instituciones de 
la democracia representativa (Tribunal Supremo Electoral/ALDLP) y la democracia 
comunitaria de la OPIM (usos y costumbres).

Inspirado en la obra de Gilles Deleuze y Félix Guattari (1994), quienes expusie-
ron la noción de agenciamiento en su obra Mil mesetas, pero también en la obra del 
filósofo Gilbert Simondon, que desarrolló la idea de que los objetos técnicos son 
ensamblajes compuestos por múltiples partes que interactúan entre sí, Manuel de 
Landa (2021) propone la teoría de los ensamblajes como un marco conceptual que 
se utiliza para analizar la complejidad de los sistemas sociales, naturales y tecnoló-
gicos. Teoría en la que un ensamblaje es entendido como una entidad compuesta 
por múltiples partes que interactúan entre sí y que pueden analizarse a diferentes 
escalas.
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El propio De Landa (2021) sostiene que la teoría de los ensamblajes puede utilizarse 
para analizar la complejidad de los sistemas políticos y sociales. En particular, argumen-
ta que la política puede ser vista como un ensamblaje compuesto por múltiples partes, 
incluyendo individuos, organizaciones institucionales (cortes, servicios de migración, 
puertos y aeropuertos, centros de detención), objetos y normas institucionales (leyes, 
pasaportes) y prácticas institucionales (confinamiento, monitoreo, interrogatorio).

Por otro lado, en una propuesta similar, la socióloga Saskia Sassen, también reto-
mando la idea de Gilles Deleuze y Félix Guattari de que las mezclas particulares de 
prácticas técnicas y administrativas “extraen espacios nuevos y les dan inteligibilidad, 
al decodificar y codificar el entorno” (Deleuze y Guattari 1994, 504-505), entiende 
el ensamblaje como la multiplicación de nuevos ensamblajes de fragmentos de lo que 
es el territorio, autoridad y derechos del Estado nación. Estos ensamblajes son par-
ciales y altamente especializados, centrados en una diversidad de proyectos y lógicas 
utilitarias: desde lo económico hasta lo cívico (Sassen 2006).

La Asamblea Legislativa Departamental de La Paz como ensamblaje

Entonces, retomando las categorías analíticas expuestas en el punto anterior (De 
Landa 2021), se considera el proceso de elección de los asambleístas indígenas del 
PIM y el funcionamiento de la ALDLP ensamblajes institucionales compuestos por 
los individuos, organizaciones, objetos, normas y prácticas institucionales que las 
constituyen. Es decir, los asambleístas elegidos, ya sea por circunscripciones territo-
riales, por usos y costumbres de las naciones y pueblos indígenas originarios cam-
pesinos, las normas de las que forman parte, las que sanciona, las que establecen su 
composición y los procedimientos a seguir para la elección de los representantes y las 
prácticas que se constituyen en dicho espacio. 

Por otro lado, y complementado con Sassen (2006), se observa cómo se está 
produciendo un ensamblaje que une distintos fragmentos (naciones y pueblos in-
dígena originarios, representantes territoriales y poblacionales) que responden a 
distintos espacios territoriales (distintas entidades territoriales)9 que se circunscri-
ben en un contexto de plurinacionalidad como el boliviano.10 Dentro de dicho 
ensamblaje, me enfoco en el proceso de elección del asambleísta departamental de 
La Paz por minoría étnica del PIM y en las interacciones (relación) que surgen en-
tre el PIM y la ALDLP y cualquier otra institucionalidad del Estado Plurinacional 
involucrada en dicha manifestación del ensamblaje, para observar los alcances de 
esta democratización.

9 En el caso del pueblo mosetén, a pesar de representar a su pueblo en la ALDLP, su territorio involucra varios municipios de diferentes 
departamentos que están fuera de la jurisdicción departamental de La Paz.

10 Respecto a la propuesta de plurinacionalidad como crítica al Estado nación, esta no es abordada por Sassen, ni por De Landa, sin 
embargo, la primera reconoció en una entrevista que a partir del reconocimiento de la plurinacionalidad hay un espacio para el replan-
teamiento del Estado nación (Zúñiga 2007).
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4. El caso de la Organización del Pueblo Indígena Mosetén

Entendiendo que se produce un ensamblaje entre la ALDLP como institución liberal 
y los usos y costumbres de la OPIM, es preciso ahondar en las características de este 
sujeto de la democracia intercultural y en los procedimientos propios que utilizan 
para ser parte del ensamblaje.

Características de la Organización del Pueblo Indígena Mosetén

Según el artículo 1 de estatuto del orgánico del PIM, la OPIM es una organización 
sin fines de lucro cuya misión es la representación política-social en el ámbito regio-
nal, departamental, nacional e internacional del pueblo indígena mosetén (OPIM y 
OMIM 2012). Este se encuentra organizado en el Concejo de Caciques Comunales 
y en la Organización de Mujeres Indígenas Mosetén (OMIM) y su función principal 
es el fortalecimiento de sus organizaciones para la participación en la toma de deci-
siones y en los procesos de desarrollo local, regional, departamental y nacional en el 
marco de la dinámica social, política y de nuevas leyes que se generan en Bolivia. Esta 
conceptualización que tiene el PIM de sí mismo permite aseverar que como pueblo 
indígena tienen entre sus objetivos ser parte de la construcción del Estado boliviano.

El pueblo mosetén, según los datos oficiales del Censo de Población y Vivienda 
del año 2012 (INE 2012), está compuesto por 1989 personas mayores de 15 años, 
de las cuales 1095 son hombres y 894 mujeres. Sin embargo, según Heriberto Maza, 
expresidente de la OPIM y actual asambleísta departamental, la población mosetén 
habría ascendido a más de 5000 personas (Del Carpio y Gutiérrez 2017), o sea, se 
habría incrementado en poco más de 150% en 5 años. A pesar de dicho incremento, 
en comparación con la población del departamento de La Paz, que según el censo 
de 2012 era de 2 719 344 habitantes (INE 2012), se evidencia que se trata de una 
minoría étnica en términos poblacionales.

Por otro lado, tal y como lo menciona el artículo 2 de su estatuto orgánico, el 
pueblo mosetén tiene una cobertura geográfica que abarca comunidades de origen 
mosetén trinitario ubicadas en las provincias Sud Yungas, Larecaja, Franz Tamayo y 
Caranavi del departamento La Paz, también en la provincia Ayopaya del departa-
mento Cochabamba y en la provincia Ballivián perteneciente al departamento Beni 
(OPIM y OMIM 2012). Es decir, que el territorio comunitario de origen del pueblo 
mosetén cruza las fronteras entre tres departamentos y seis provincias de Bolivia, por 
tanto, su extensión territorial va más allá de los límites departamentales, municipales 
y provinciales establecidos por el Estado y muestra elementos importantes para pen-
sar en la consolidación de una autonomía indígena.

El PIM es portador de una lucha por su territorio. Por ejemplo, un trabajo del 
Instituto Superior Ecuménico Andino de Teología muestra que la visión que tienen 
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de su territorio es integral y sagrada, pues es concebido como un espacio donde habi-
tan seres sobrenaturales y en el cual desarrollan sus actividades cotidianas. Además, el 
territorio es fundamental para su supervivencia, ya que allí se encuentran sus recursos 
naturales y es el lugar donde han construido su identidad cultural. La defensa del 
territorio ha sido una lucha constante para el PIM, ya que ha tenido que enfrentar la 
explotación de los recursos naturales por parte de empresas extractivistas y la invasión 
de colonos (Del Carpio y Gutiérrez 2017).

Entonces, el PIM se ha visto cercado por los límites que le ha impuesto el Estado 
boliviano, pero también ha visto amenazado su territorio por la presencia de empre-
sas extractivistas y por la invasión de colonos o comunidades interculturales.11 En este 
contexto resulta importante que el PIM cuente con un asiento étnico reservado en la 
ALDLP para velar por sus intereses, pero a la vez para preservar sus modos de vida y 
con ellos su forma de autogobierno. 

Hasta aquí se puede observar cómo el Estado Plurinacional y la reforma electo-
ral plurinacional, como expresión de un armazón político institucional que busca 
la participación política indígena, se expresa en un asiento étnico reservado para el 
PIM. Este, como dinámica del sistema, pone en marcha mecanismos de aproxima-
ción, inclusión y desjerarquización. Este asiento étnico reservado, además, responde 
a la Constitución y a las leyes 026/2010 y 031/2010, puesto que el PIM es parte de 
ese sujeto plurinacional, es decir, es un pueblo indígena originario campesino, una 
minoría poblacional y se rige por normas y procedimientos que se encuentran en su 
estatuto. Este último punto se desarrolla a continuación.

Proceso de elección de los asambleístas departamentales del pueblo mosetén

El Órgano Electoral Plurinacional (OEP), a través del Servicio de Fortalecimiento 
Democrático (SIFDE), es el encargado de supervisar la elección de autoridades indí-
genas en las diferentes entidades territoriales bajo sus usos y costumbres. Sin embargo, 
luego de tres elecciones bajo dichos mecanismos la información que brinda es poco 
precisa e incompleta. La página del OEP (2015) solo menciona, en un breve informe 
del SIFDE acerca de las elecciones de asambleístas indígenas departamentales del año 
2015, que los asambleístas departamentales del pueblo mosetén de La Paz, Lucrecia 
Josesito Suárez y José Cuentas, fueron elegidos en el Congreso del Pueblo Indígena 
Mosetén con un quórum del 51 % más una de las comunidades de la organización. 

El SIFDE menciona que en dicho congreso participaron 20 delegados con dere-
cho a voz y voto (10 mujeres y 10 hombres) de las comunidades Covendo, San Pedro 
de Cogotay, Simay, Villa Concepción, San José, Santa Ana, Inicua y Muchane. Ade-

11 Las comunidades interculturales son nuevos asentamientos de migrantes quechuas y aymaras del occidente de Bolivia en territorio 
amazónico, creados como parte de la política agraria del gobierno de Evo Morales. A pesar de que autoras como Escárzaga Nicté 
(2009) los describen como un esfuerzo por fomentar la integración y el diálogo intercultural entre diferentes grupos étnicos en Bolivia, 
representan, desde la lectura del pueblo mosetén, una amenaza a su forma de vida y a sus instituciones democráticas. 
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más, aclara que la elección de los asambleístas titulares y suplentes del pueblo mose-
tén tuvo características mixtas: en un primer momento las comunidades designaron 
a sus candidatos, los cuales se sometieron a la elección mediante el voto secreto, 
respetando la alternancia de género (OEP 2015).

Para complementar y contrastar la información del SIFDE, se realizaron dos en-
trevistas: la primera, a un expresidente de la OPIM y actual asambleísta departa-
mental indígena por la OPIM, y la segunda al actual presidente de la OPIM. Las 
entrevistas permiten presentar información en el siguiente orden: la democracia para 
el PIM y una reconstrucción del proceso de elección del asambleísta departamental y 
su suplente mediante usos y costumbres.

En primer lugar, ambos informantes parten por diferenciar entre lo que es la de-
mocracia para ellos, en contraste con el significado que se le asigna convencionalmen-
te. En síntesis, mencionan que para los indígenas del pueblo mosetén la democracia 
es una responsabilidad compartida que implica asumir desafíos, respetar la ideología 
de cada persona sin el ánimo de imponerse y equilibrar los aspectos de la capacidad 
humana, pero también la creación de espacios para discernir y discutir posiciones. 
Además, sostienen que la democracia para los pueblos indígenas, como lo es en el 
caso del PIM, es distinta a la de las personas que viven en las ciudades, ya que en su 
lectura la democracia citadina se enfoca en lo político y en lo partidario, en la exis-
tencia de un grupo de personas que respondan a una línea política partidaria y no en 
la responsabilidad compartida.

Es evidente que la noción de democracia de las autoridades del pueblo mosetén 
son distintas a las de la democracia tradicional. En primer lugar, se observa la inter-
mediación partidaria como un obstáculo. En segundo lugar, la democracia según 
los interlocutores del PIM, tiene una visión relacional que se asocia a una respon-
sabilidad común que implica desafíos, la creación de espacios de discusión y el no 
sometimiento de la diferencia. Por otro lado, uno de los entrevistados menciona que 
los espacios, entre los que se encuentran las cuotas étnicas, se han ganado tras una 
serie de luchas históricas que tenían como principal objetivo el respeto al territorio 
y la reivindicación de la dignidad indígena (entrevista a expresidente de la OPIM, 
abril de 2023). Lo que valida la premisa del presente artículo de considerar al Estado 
Plurinacional una construcción anclada en las luchas indígenas.

Las entrevistas realizadas permitieron conocer la manera en la que se lleva a cabo la 
elección del asambleísta departamental mosetén. La instancia que elige al asambleís-
ta departamental es la Gran Asamblea del Pueblo Mosetén, que está conforma por 
los caciques de las 14 comunidades afiliadas a la OPIM y por un aproximado de 20 
delegados elegidos por comunidad, entre ellos se encuentran exdirigentes, dirigentes 
actuales y representantes que, por sufragio, eligen a los asambleístas. De acuerdo con 
uno de los entrevistados, la Asamblea General del Pueblo Mosetén estuvo conforma-
da por más de 300 personas (entrevista a expresidente de la OPIM, abril de 2023).
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Los candidatos a asambleístas son elegidos, en primera instancia, en sus comuni-
dades por voto universal de todos los miembros mayores de 18 años y los ganadores 
son presentados a asamblea.12 Cabe aclarar que no todas las comunidades presentan 
candidatos, sino únicamente aquellas interesadas. El resultado del escrutinio final se 
registra en un acta y se comunica al SIFDE, entidad que observa el proceso, que lleva 
registro de este y que da paso a que el OEP los acredite.

Los requisitos para poder ser elegido asambleísta departamental son: haber sido 
autoridad en la comunidad de origen, ser mayor de 18 años, en el caso de ser hombre 
cumplir con el servicio militar, estar afiliado a una comunidad parte de la OPIM y 
tener la nacionalidad mosetén o mojeño trinitario. Este tipo de elecciones se vienen 
realizando durante años y tienen similitud con la elección del presidente de la OPIM, 
que se fundó un 20 de agosto de 1994 (entrevista a presidente de la OPIM, abril de 
2023). Es decir, se puede rastrear legalmente la aplicación de este tipo de ejercicio 
democrático por casi 30 años.

Esta reconstrucción del proceso electoral del asambleísta departamental del PIM 
da cuenta de que la reforma electoral plurinacional, como expresión de un armazón 
político institucional traducida en mecanismos para promover la participación polí-
tica, surte efectos inmediatos. Son tres elecciones consecutivas en las que el PIM ha 
elegido a sus autoridades bajo sus usos y costumbres.

Avances, obstáculos y horizontes

Una segunda parte de las entrevistas realizadas a los líderes de la OPIM estuvo en-
focada en recabar información acerca de la forma en la que perciben su participa-
ción como minoría étnica en la ALDLP, qué avances observan a partir de la reforma 
electoral plurinacional y qué obstáculos y horizontes perciben en su participación 
política. Uno de los entrevistados menciona que un importante avance respecto a la 
participación política del PIM es la recuperación de su condición de indígenas, ya 
que en la década de los 60, debido a la influencia del Instituto de Colonización de 
la Reforma Agraria que organizaba los asentamientos humanos, se les consideraban 
sindicatos que tenían una estructura que ponía a la cabeza de la organización a un 
secretario general. Sin embargo, desde 1994 recuperaron su condición de indígenas, 
reinstalándose la autoridad del cacique como máximo responsable de la comunidad 
(entrevista a expresidente de la OPIM, abril de 2023).

El propio entrevistado reconoce su participación como representante de la 
OPIM en la ALDLP como un avance producto de las luchas por el territorio de los 
pueblos indígenas de tierras bajas que vienen de los 90 con las marchas por la vida, 

12 Uno de los entrevistados reveló que en la elección de su comunidad se dio un empate y que se tomó la decisión de presentarlos a ambos 
como candidatos ante la Gran Asamblea del Pueblo Mosetén, la cual resolvió la cuestión (entrevista a expresidente de la OPIM, abril 
de 2023).
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la dignidad y el territorio. Para él, la Asamblea Constituyente fue la que reconoció 
tal lucha e incorporó a los pueblos indígenas al sistema político, lo que les permite 
plantear su visión de democracia en tales espacios (entrevista a expresidente de la 
OPIM, abril de 2023).

En cuanto a los obstáculos, ambos señalan dos: la falta de información y la coop-
tación política. La primera los llevó a tomar decisiones equivocadas en las dos prime-
ras elecciones, ya que denuncian que fueron engañados y que terminaron eligiendo 
durante dos legislaturas consecutivas, 2010 y 2015, a interculturales de ascendencia 
aimara que no estaban afiliados a la OPIM. Estas malas decisiones, según los infor-
mantes, tienen que ver con una lógica de cooptación que promovió el partido que 
gobernaba en esta etapa. Sin embargo, mencionan que tras los engaños de los dos 
primeros procesos a causa de la injerencia del partido que gobernaba el país, los di-
rigentes aprovecharon para recibir un adecuado asesoramiento y pudieron revertir 
esa cooptación en la elección de 2021. Lo que les permitió tener por primera vez a 
asambleístas departamentales, titular y suplente, afiliados a la OPIM. Situación que 
reconocen como un avance en sus luchas y en su reconocimiento (entrevistas a presi-
dente y expresidente de la OPIM, abril de 2023).

Con respecto al tercer punto, los informantes ven los horizontes de su participación 
política en dos sentidos. Una lucha como autoridades, que tiene que ver con velar por 
proyectos para el PIM en otras instancias de Gobierno, lo que va más allá de las com-
petencias establecidas a un asambleísta departamental, y la construcción de una norma-
tiva que les reconozca derechos y que les permita a acceder a mayores oportunidades. 
Esto se traduce en una agenda legislativa que pide leyes que protejan el medioambiente, 
pero también el acceso a servicios básicos como la perforación de pozos para el riego 
(entrevistas a presidente y expresidente de la OPIM, abril de 2023). 

En segundo lugar, los informantes se enfocan en la legalización y organización 
de la OPIM mediante dos acciones específicas: facilitar el trámite de reconocimien-
to de las comunidades miembros de la OPIM, es decir, facilitar el acceso a una 
personería jurídica; y plantear la autonomía indígena mosetén para restablecer su 
territorio ancestral.

5. Conclusiones

Los mecanismos introducidos a partir del Estado Plurinacional, producto de la lucha 
de larga data de los pueblos indígenas en Bolivia que han consolidado la reforma elec-
toral plurinacional, permiten el reconocimiento e integración de otras democracias 
como la practicada por el PIM. Estas otras democracias son puestas en diálogo con la 
democracia liberal mediante ensamblajes institucionales diversos. Un ejemplo de esto 
es el ensamblaje entre la ALDLP y los usos y costumbres del PIM. Así, una visión de 
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democracia anclada en lo relacional, en la búsqueda de espacios de diálogo y consen-
so debe convivir con una democracia de mayorías que se enfoca en la representación 
producto del voto individual. 

Este tipo de ensamblajes como expresión de la diversidad de la democracia in-
tercultural, son posibles en todos los niveles de Gobierno, pero sobre todo en espa-
cios legislativos, por lo que investigar sobre la forma en la que estos se materializan 
es de vital importancia para el ámbito académico y para comprender estas nuevas 
dinámicas políticas. Los ensamblajes institucionales no solo garantizan asientos 
reservados a minorías étnicas, sino que mediante estas cuotas es posible acelerar 
la inclusión de pueblos históricamente excluidos por la sobrerrepresentación que 
gozan en espacios parlamentarios.

El Estado Plurinacional es un producto estatal inacabado, y la democracia inter-
cultural es el paradigma dentro de él que crea espacios y condiciones que permiten 
resolver y problematizar las tensiones producto de visiones distintas que deben dialo-
gar para solucionar demandas específicas y tomar decisiones que afecten a la hetero-
geneidad de sus componentes.

Los pueblos indígenas originarios campesinos que acceden a asientos reservados 
en espacios legislativos, como el caso del PIM, transitan algunas de las tensiones 
que el Estado Plurinacional busca resolver. Por un lado, al tener presencia en espa-
cios legislativos no solo ejercen las prerrogativas establecidas en la normativa, sino 
que, como permite observar el caso del PIM, acceden a otros espacios para realizar 
cabildeo a favor de sus comunidades. Por otro, los pueblos indígenas originarios 
campesinos también afrontan obstáculos entre los que sobresalen la falta de in-
formación y la cooptación por parte del partido de gobierno. Por lo que tener en 
cuenta estos aspectos es relevante a la hora de cuestionar los avances y retrocesos 
del Estado Plurinacional.
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Resumen
En las últimas cuatro décadas la ruralidad argentina ha cambiado, y junto con ella las condiciones de subordinación del 
campesinado al sistema capitalista. En el presente artículo nos proponemos abandonar los falsos caminos a los que conduce 
elaborar modelos abstractos de lo campesino como “concepto”; nuestro argumento se basa en desarrollar las características que 
tienen productoras y productores directos en el actual contexto que les toca vivir. A través de una investigación documental 
de los estudios sociales agrarios, elaboramos un corpus con los principales aportes de trabajos académicos y estatales que 
reúnen las problemáticas socioeconómicas, políticas y culturales similares en torno al campesinado y lo catalogamos como 
una “primera cuestión campesina”, concentrada en el periodo 1970-2000. Luego, se plantean seis tesis que atraviesan 
la experiencia social actual de las producciones familiares: la descomposición y exclusión social; el giro ecoterritorial; el 
surgimiento de movimientos sociales; la reetnización; la agroecología; y la soberanía alimentaria y la estatalidad. Se concluye 
que estos tópicos han inaugurado una “nueva cuestión” que apunta a la construcción de líneas de investigación con nuevos 
consensos teóricos y epistemológicos para comprender al campesinado argentino realmente existente.

Descriptores: capitalismo; clase campesina; estudios sociales; exclusión social; movimiento político; producción agrícola. 

Abstract
In the last decades, Argentine rurality has changed and, along with it, so have peasants’ conditions of subordination in 
the capitalist system. This article dismisses the false paths to which abstract models of the peasantry as a “concept” lead; 
our argument is based on detailing the characteristics of the direct producers in the current context in which they live. 
Through documentary research on agrarian social studies, we compiled a corpus with the main academic and state-
produced contributions referring to similar socioeconomic, political, and cultural issues about the peasantry and we 
present this as a “first peasant question”, focused on the period between 1970 and 2000. Then, we present six theses that 
cut across the current social experiences of family farmers: social decomposition and exclusion; the eco-territorial turn; 
the emergence of social movements; re-ethnicization; agroecology and food sovereignty, and statehood. We conclude 
that these topics have opened a “new question” that points to lines of research with new theoretical and epistemological 
consensuses for understanding the actually existing Argentine peasantry. 

Keywords: capitalism; peasant class; social studies; social exclusion; political movement; agricultural production.
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1. Introducción 

Quienes se autodenominan campesinos actualmente en Argentina poco se parecen a 
los “típicos” del resto de los países latinoamericanos, ni a aquellos que hasta hace un 
tiempo cultivaban insumos para la agroindustria, entre los que encontramos el algo-
dón y la caña de azúcar. Tampoco las ciencias sociales se han puesto de acuerdo para 
atender sus características emergentes en esta nueva etapa de desarrollo capitalista. Es 
más, continúan cuestionando si es posible encontrar este tipo de productores directos 
en el ámbito rural, aún en un contexto como el de los últimos tiempos, en el cual han 
adquirido mayor visibilidad y presencia política.

En el presente artículo se sistematizan y presentan líneas de investigación de 
producción académica y política para interpretar lo que denominamos una “nueva 
cuestión” –o al menos una nueva etapa– de los estudios sobre el campesinado. La 
hipótesis sugiere que, en el nuevo ciclo de acumulación de capital consolidado en las 
últimas décadas, las condiciones estructurales de exclusión social y de reconversión 
económica a las que fueron sometidos los productores familiares en el país, junto con 
novedosas prácticas, discursos y estrategias de resistencia política, incorporaron ele-
mentos en su composición de clase. Sostenemos que estas condiciones han agotado 
las líneas de investigación producidas en la década de los 70, las cuales ponían el foco 
en la funcionalidad del campesinado al sistema y elaboraban taxonomías comparati-
vas para distinguirlos en los procesos de diferenciación social y, también, de aquellas 
que durante los años 90 y los 2000 vaticinaban momentos de cambio y se cuestiona-
ban sobre las nuevas características que asumía la producción agrícola familiar. En la 
tercera década del siglo XXI, estamos en condiciones de afirmar la consolidación de 
determinados procesos sociales y de sistematizar las producciones en torno a nuevos 
ejes de análisis. Con esto se espera abandonar los falsos caminos a los que conduce 
elaborar modelos conceptuales ahistóricos y abstractos y contribuir al estudio del 
campesinado en el actual contexto que le toca vivir.

Debemos señalar que, en Argentina, la cuestión campesina entendida como un 
corpus de producción académica dedicada a problemáticas socioeconómicas, polí-
ticas y culturales similares en torno al campesinado, nunca alcanzó una impronta 
política al igual que en el resto de países latinoamericanos. Esto sucedió porque 
el desarrollo del capitalismo agrario en el país estuvo históricamente asociado a la 
empresa familiar capitalizada, y a la figura de “chacareros” y “colonos” en cuanto 
tipo característico de la estructura social agraria, lo que secundarizó el estudio de 
los sectores más tradicionales del campesinado. También porque mientras que en 
la década de los 70 antropólogos, sociólogos y economistas de América Latina 
debatían sobre la reforma agraria, la funcionalidad y las transformaciones de los 
productores directos, en el país se vivía un periodo de dictaduras cívico militares 
(1966-1973 y 1976-1982). Estas censuraron y reprimieron las formas críticas de 
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expresión política, por lo que el debate circuló con escasa difusión y mayormente 
“puertas adentro” (Ratier 2018). 

En este momento estamos en condiciones de recuperar y analizar las trayectorias 
de producción y cuestionarnos ¿de qué campesinado hablamos en los actuales esce-
narios de la ruralidad argentina? Desde la mirada que valoriza el análisis de clases e 
interpreta a los sujetos sociales insertos en procesos históricos concretos, nos propu-
simos, en primer lugar, situar el debate teórico clásico sobre la noción de campesi-
nado en relación directa con la particularidad sociohistórica, económica y regional 
en Argentina. En segundo lugar, presentar las principales referencias teóricas y las 
producciones académicas y estatales –a modo de hipótesis de trabajo– de lo que con-
sideramos una “primera cuestión campesina”. 

De aquí se bifurcan dos etapas: la primera, la comprendida entre 1970 y 1990 
que marcó una distinción en relación con el papel e inserción de los productores en la 
producción agroindustrial y con el esfuerzo intelectual por distinguir y categorizar a 
este tipo de sujeto social agrario; la segunda, que abarca desde 1990 hasta el año 2000, 
cuando ya se alertaba sobre los momentos de cambio en la ruralidad y se elaboraban 
tendencias sobre las nuevas características que asumía la producción agrícola familiar. 
En este camino, también se analizan las disputas simbólicas libradas “en el papel” –en 
términos de Bourdieu (2000, 112)– por dar contenido y sentido a distintas tipologías 
sociales construidas sobre estos sujetos sociales, ya que las mismas expresaron operacio-
nes políticas, intelectuales e institucionales en cada momento histórico. 

En tercer lugar, se describen los principales indicadores que marcaron una ruptura 
con el periodo previo y se elaboran seis tesis que indican el giro hacia lo que conside-
ramos una “nueva cuestión campesina” en los estudios sociales. La selección recoge 
los aportes relevantes al tema en relación con la experiencia común, con las prácticas 
y con las condiciones de existencia. Finalmente, se presentan las conclusiones, que 
esperan contribuir a la comprensión del campesinado realmente existente y a ampliar 
los horizontes de análisis que se abren con las tesis propuestas.

2. Materiales y métodos

Para cumplir con los objetivos se utilizó la investigación documental de tipo cuali-
tativa en la que se recopilaron las producciones académicas y de intervención estatal 
consideradas relevantes en los estudios sociales agrarios en Argentina. Este ejercicio 
consistió en atender al estado del conocimiento, organizar líneas comunes de inda-
gación y registrar aquellas perspectivas que ofrecían mayor claridad y un mejor pa-
norama de investigación. Todo esto permitió alcances significativos en los resultados. 
La selección del material estuvo enfocada en el origen disciplinar de los autores de 
este trabajo (sociología y antropología social) y en el estado del arte de las respectivas 
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investigaciones doctorales (Valverde 2006; Colla 2022), financiadas y ejecutadas por 
el Consejo Nacional de Investigaciones Científicas y Técnicas (CONICET). 

Las tesis fueron elaboradas con base en la experiencia de investigaciones en comu-
nidades campesinas y de pueblos indígenas en las provincias Chaco (norte argentino) 
y Neuquén (Patagonia), y en intercambios e indagaciones desarrolladas en diversos 
proyectos de investigación. Finalmente, se recurrió a datos provenientes de los censos 
nacionales agropecuarios para dar sustento a los argumentos planteados.

3. ¿Campesinado? ¿En Argentina?

Para el 93% de la población argentina que vive en las ciudades este cuestionamiento 
podría ser frecuente, ya que “lo campesino” como concepto suele relacionárselo con 
particularidades indígenas en condiciones de aislamiento y autosuficiencia, y esto 
poco tiene que ver con la imagen típica que se tiene del campo argentino. Pero la rea-
lidad no es fija ni inmutable, el historiador Pierre Vilar (1980) nos recuerda que cada 
periodo histórico ha generado un tipo propio de campesinado. Entonces, de lo que 
se trata es de estudiarlos en su forma de existencia heterogénea y concreta en tipos 
de sociedades determinadas para poder brindar una explicación de dichos contextos 
históricos y territoriales específicos.

Si partimos de la noción marxista clásica que atiende a la organización del trabajo 
en cuanto elemento central, podríamos decir que las unidades campesinas tienen en 
común el trabajo independiente y la de su unidad doméstica para actividades agrope-
cuarias (Marx [1867] 2008, 893). Asimismo, el debate clásico sobre las características 
que asumen los productores de base familiar frente al desarrollo del capital, encuentra 
en Argentina un país periférico donde las formas específicas del mundo rural tienen 
un carácter dependiente, “deformado” y subdesarrollado con respecto al capitalismo, 
sobre todo por el control oligopólico del comercio exterior de granos, por la concen-
tración económica y por la persistencia de la gran propiedad terrateniente (Azcuy 
Ameghino 2016). 

En este marco general, existen lugares geográficos de centralidad y marginalidad 
respecto a las zonas núcleos de acumulación y, por lo tanto, diferentes procesos de 
descomposición y de persistencia de los productores directos o campesinos. De ma-
nera que, en regiones como las del noreste, noroeste, Cuyo y Patagonia existen gran-
des posibilidades de encontrar campesinos tradicionales similares a aquellos descritos 
por Shanin (1983): presentan producciones de autoconsumo, escasas posibilidades 
de acumulación (reproducción simple) y con identidades sociales y culturales defini-
das y fuertes. 

En estos lugares, en las últimas décadas se asiste a procesos denominados de “neo-
pampeanización” (por el avance paulatino de fronteras agropecuarias bajo una nueva 
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lógica de acumulación) y a un retroceso o desaparición de las economías regionales 
vinculadas a la producción agroindustrial de materias primas (algodón, vid, yerba 
mate, pimiento, caña de azúcar, etcétera). Esto ha generado un espacio social y te-
rritorial, en el que la presencia de grandes grupos empresariales y de terratenientes 
capitalistas se disputan con productores familiares de escala media que asisten a pro-
cesos de diferenciación social entre quienes lograron “adecuarse” a las nuevas lógicas 
de productividad y rentabilidad. Y también, campesinos más tradicionales, recon-
vertidos a la ganadería extensiva, al turismo rural, que mantienen una producción 
de alimentos para autoconsumo, o incluso, continúan participando en algunas de 
las pocas producciones agroindustriales que aún persisten, entre las que sobresalen la 
yerba mate (Misiones), la frutícola (Río Negro) y la vid (Mendoza). En los estratos 
más bajos se combinan condiciones socioeconómicas y sanitarias críticas con indica-
dores de indigencia y pobreza rural sumamente elevados.

Mientras tanto, en los sitios donde se han desarrollado con mayor envergadura 
los procesos de modernización capitalista, especialmente en la región pampeana, po-
demos encontrar productores familiares capitalizados con una fuerte especialización 
exportadora, principalmente de commodities (maíz, soja y ganadería) y con distintos 
procesos de diferenciación social (reproducción ampliada) asimilables a los farmers 
estadounidenses (Archetti y Stølen 1975; Azcuy Ameghino 2021). Su acumulación 
de capital se encuentra sujeta a situaciones coyunturales favorables (condiciones cli-
máticas, la devaluación de la moneda local o el aumento de precios internacionales), 
condicionada por un mercado dominado por los grandes capitales agrícolas y, por lo 
general, por un sistema de arrendamiento al que deben pagar renta. La presencia, el 
rol y los imaginarios sociales y políticos construidos por la producción académica y 
estatal en torno a este último tipo, podría ayudarnos a responder aquella pregunta 
inicial sobre la (in)existencia de campesinos en nuestro país.

4. Primera etapa en la cuestión campesina, 1970-1990

En Argentina la producción académica en torno al campesinado nunca alcanzó una 
impronta política algo que sí sucedió en el resto de los países latinoamericanos. Re-
cién en 1990, y de manera “tardía”, según Giarracca (1999), se comenzó a reflexionar 
sobre la situación de estos sujetos sociales a partir de una nueva orientación campesi-
nista, impulsada en gran medida por proyectos de desarrollo rural con financiamien-
to externo que buscaban amortiguar las consecuencias negativas del neoliberalismo 
en las poblaciones rurales.

Así, se comenzaron a recuperar y a valorizar aquellas producciones que se referían 
al tema durante las décadas previas. Este corpus de trabajos iniciales, junto con los 
elaborados durante la década de los 90, lo presentamos aquí formando parte de una 
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primera cuestión campesina, dividida en dos etapas. La primera de ellas corresponde 
al periodo 1970-1990, que se caracterizó por un proceso político de alternancia de 
gobiernos democráticos y militares. A nivel económico, el modelo de crecimiento 
basado en la industrialización por sustitución de importaciones (ISI) estaba en crisis, 
y en el ámbito rural la preocupación giraba en torno a la sobreproducción de las eco-
nomías regionales y a la problemática de la mano de obra agrícola. 

Estos dilemas exacerbaron el conflicto social y en 1971 surgieron las ligas agrarias 
en el norte argentino, una organización que trajo consigo la aparición del término 
“campesinos” en el vocabulario político de la nación. En la producción académica, 
el periodo estuvo atravesado por la última etapa de institucionalización y profesio-
nalización de las ciencias sociales. Había una importante influencia de las corrientes 
estructuralistas y funcionalistas, cuyo principal exponente era la Comisión Econó-
mica para América Latina (CEPAL). Simultáneamente, también se encontraban los 
aportes de la teoría de la dependencia, que proponía entender a Latinoamérica bajo 
parámetros teóricos propios (Giarracca 1999).

En esta línea, las indagaciones partían del consenso relativo de que los campesinos 
argentinos, situados en su mayoría en regiones marginales del área pampeana y naci-
dos al calor del desarrollo agroindustrial de las economías regionales, no podían ser 
asimilables al resto de sus pares latinoamericanos (Bartolomé 1975; Archetti y Stølen 
1975; Tsakoumagkos 1987; Giarracca 1990). Desde aquí se derivaban dos estrategias 
teórico-metodológicas: la primera consistía en definir la identidad de los productores 
argentinos por “la negativa”, es decir, describir que “no eran” campesinos latinoame-
ricanos, ni tampoco capitalistas. 

La segunda de las estrategias fue desarrollar investigaciones con un fuerte carácter 
empírico y regional, atendiendo a la relación entre la expansión del capitalismo y 
la funcionalización del campesinado a este proceso. El problema teórico radicaba 
en determinar qué mecanismos económicos estaban por detrás de las unidades de 
producción cada vez más capitalizadas que utilizaban en el proceso productivo la 
fuerza de trabajo familiar. Entre los más relevantes, se encontraron los aportes de 
Archetti y Stølen (1975) quienes adoptaron una perspectiva regional comparada para 
identificar los procesos de diferenciación social y los límites de lo que denominaron 
“economía poscampesina”.

Desde una apuesta por redescubrir los aportes del economista ruso Alexandre 
Chayanov, los criterios distintivos eran la acumulación de capital y el tipo de fuerza 
de trabajo utilizada. A partir de ellos, confeccionaron una estructura de clases basada 
en distintos tipos de economía (campesina, farmer y capitalista) para identificar y 
diferenciar a los actores sociales: campesinos, farmers, proletarios, capitalistas y te-
rratenientes. Dentro de la economía poscampesina se encontraban los colonos y los 
chacareros, que eran productores domésticos que podían acumular capital sistemáti-
camente, lo que les permitía ampliar el proceso productivo (reposición de tecnología, 
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mayores inversiones productivas, etc.) y acelerar el proceso de diferenciación intra-
clase. Este trabajo, junto con los de Vessuri (1975) y Bartolomé (1975), coincidían 
en señalar que la diferencia con la economía capitalista no era la ausencia de trabajo 
doméstico en el proceso productivo, sino el comportamiento esperado frente a “estí-
mulos de la misma naturaleza”. La conclusión a esta delimitación era que los colonos 
y chacareros no eran “ni campesinos ni capitalistas”, sino un nuevo tipo social que 
combinaba trabajo doméstico con asalariado, y a los que la acumulación de capital 
les permitía ampliar el proceso productivo, aumentando la productividad del trabajo.

Paralelamente, el antropólogo social Bartolomé (1975) cuestionaba los criterios 
chayanovianos utilizados, ya que no permitían diferenciar prima facie la economía 
campesina clásica de los límites inferiores de las economías colonas, porque ambas 
descansaban sobre la utilización intensiva de la mano de obra familiar. Es decir, ¿por 
qué el campesino clásico no acumulaba, en cambio aún el colono “atrasado” estaba 
en una línea de potencial acumulación? Tampoco permitía identificar los “límites su-
periores del campesinado” en relación con las empresas puramente capitalistas (plan-
tadores y agroindustria).

En su investigación sobre el sudeste de Misiones, Bartolomé planteó que la forma 
de producción imperante en el país era similar a la del “colono misionero clásico”, 
bajo la categoría anglosajona de family farm (Bartolomé 1975). Hacía referencia a 
una empresa agrícola orientada a lo comercial, integrada por productores que utiliza-
ban como mano de obra a su grupo doméstico y que habían accedido a la propiedad 
de la tierra por herencia de sus antepasados de origen europeo. Respecto de los límites 
con el campesinado clásico, se planteaba que, con la salvedad del campesinado indí-
gena en el noreste argentino, no había en el país explotaciones familiares de este tipo. 
Referido a los límites superiores con otros tipos sociales, había una preocupación ta-
xonómica por distinguir los colonos de las empresas puramente capitalistas. El autor 
aseguraba que el tipo ideal del farmer capitalista era un rara avis en el agro argentino, 
ya que la gran mayoría de los chacareros y colonos, aunque eran propietarios o arren-
datarios, participaban de una combinación entre economía doméstica y de empresa. 

Dentro de esta primera etapa de estudios campesinos también hubo aportes im-
portantes al debate desde la órbita estatal (con posterioridad al periodo dictatorial), 
por ejemplo, los del grupo de sociología rural de la Secretaría de Agricultura, Gana-
dería y Pesca de la Nación. Tsakoumagkos (1987) se destacó por atender los procesos 
de funcionalización, subordinación y descomposición del campesinado pobre ubi-
cado en el norte del país. En esta línea, brindó una serie de características que dife-
renciarían al campesinado argentino del resto de América Latina: la producción con 
destino al mercado interno bajo condiciones de subsistencia; la monoproducción de 
insumos agroindustriales y la obtención de alimentos básicos provenientes del sector 
capitalista del agro; la coexistencia con otro tipo de productores; la provisión de fuer-
za de trabajo semiasalariada; y el no pago de renta de la tierra. Bajo estas condiciones 
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el campesinado no era considerado un “obstáculo” en el desarrollo capitalista –en 
relación con el debate marxista respecto al tema–, sino un eslabón de la cadena de 
producción.

Finalmente, en la disyuntiva por realizar taxonomías distintivas del campesinado 
comenzó a predominar la categoría de “pequeños productores”. Al respecto, Murmis 
(1980) realizó una tipología tomando como referencia la extensión de la unidad de 
producción, la forma en la cual utilizaban la tierra y el trabajo familiar. El límite 
superior estaba marcado por el tamaño de la explotación, que no debía permitir la 
renta de la tierra, y en el inferior, el carácter limitado de la producción en relación con 
el tamaño reducido, lo que se acercaba a las unidades de tipo semiproletarias. Otros 
estudios introdujeron la idea de “minifundistas” y sostuvieron que eran asimilables a 
los campesinos con ciertas particularidades propias por su posición subordinada en 
la producción y en los mercados. Esta imposibilidad de acumulación y la ausencia de 
capitalización serían, una vez más, las características determinantes en esta clasifica-
ción (Manzanal 1988, 1990). 

Podríamos concluir que esta primera etapa de estudios campesinos buscó brindar 
construcciones teóricas “bien fundadas”, en términos de Bourdieu (2000), en una ba-
talla simbólica por atender las particularidades del caso argentino. El esfuerzo puesto 
en la concepción de taxonomías distintivas y en los mecanismos de funcionalidad e 
integración a los circuitos de la agroindustria sería cuestionado en la década de los 90, 
pero no porque hayan perdido eficacia explicativa los debates teóricos clásicos, sino 
porque la consolidación del modelo neoliberal y de una nueva lógica de acumulación 
iban a trastocar la subordinación de los campesinos argentinos al mercado y a cam-
biar el marco empírico de referencia. 

5. Transiciones y reconfiguración de un sujeto social, 1990-2000

La década de los 90, que corresponde a un segundo momento dentro de esta pri-
mera etapa, fue un parteaguas en los estudios campesinos, principalmente por dos 
razones. La primera de ellas tuvo que ver con la incidencia del contexto económico 
y social de aquellos años en la desestructuración de las condiciones de inserción 
y subordinación de los productores directos. En efecto, el declive del modelo ISI 
y el avance de una nueva etapa de acumulación vinculada a la apertura de la eco-
nomía a la competencia externa y a la producción de commodities con destino a la 
exportación, benefició a un sector de productores pampeanos que lograron un salto 
productivo. Esto generó una diferenciación social con una tendencia, consolidada 
ya en los últimos años, hacia una cantidad decreciente de chacareros o campesinos 
capitalizados que pudieran ser caracterizados como “productores directos” (Azcuy 
Ameghino 2021). 
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En las regiones extrapampeanas, la desaparición de políticas agrarias y compensa-
torias para la pequeña y mediana producción y la difusión de otras nuevas, sostenidas 
sobre pautas de productividad y rentabilidad que beneficiaron la concentración y la 
aparición de nuevos actores sociales del sector financiero, arrojaron consecuencias 
negativas para un amplio espectro de la población rural. La diferencia con el periodo 
previo y que, consideramos, cerró esta primera etapa de estudios campesinos, fue que 
las discusiones se centraron en las posibilidades de integración y subsistencia de las 
agriculturas campesinas y en su falta de adecuación al sistema económico imperante. 
De aquí que perdió carácter explicativo la idea de funcionalidad y fue desplazada por 
la categoría “exclusión” (Barbetta, Domínguez y Sabatino 2012).

La segunda fue que la producción académica no encontró el consenso relativo que 
existía en las décadas previas sobre las características del campesinado o sus tenden-
cias de transformación. Esto generó cierta dispersión disciplinar en la que reemergie-
ron paradigmas campesinistas, pero también se profundizó en la disputa simbólica 
por asignar otras categorías a los sujetos sociales: “minifundistas”, “pobres rurales”, 
“pequeños productores” y “agricultores familiares”. 

Los estudios que persistieron en la perspectiva estructural tendieron a analizar los 
cambios del sector en términos de sus carencias estructurales (ausencia de niveles de 
capitalización, producción para la subsistencia, el carácter marginal de su produc-
ción), pero utilizaron nuevas tipologías para distinguir al campesinado en aquella 
situación particular. Por ejemplo, Iñigo Carrera (1999) cuestionó la idea de exclusión 
y consideró que los productores familiares pasaban a cumplir la función de ejército 
industrial de reserva en cuanto superpoblación relativa en el ámbito rural chaqueño. 
Otros, continuaron utilizando el término minifundio, enfocados en el tamaño de las 
explotaciones y en los límites que la misma generaba para contratar mano de obra 
asalariada diferente a la familiar (Borro y Rodríguez Sánchez 1991). 

En esta línea, las producciones de intervención estatal, como las del Programa 
Social Agropecuario (PSA), relacionaron al minifundista con parte del análisis glo-
bal de pobreza rural junto con los asalariados, productores familiares empobrecidos 
e indígenas. O también, referían a una “pobreza campesina” para aquellas unida-
des con bajo nivel de capitalización y que usaban mano de obra familiar (Murmis 
1993; Craviotti y Soverna 1999). Finalmente, surgieron estudios que se ocuparon 
de la pluriactividad. Desde categorías generales de “pequeños productores”, “traba-
jadores semiproletarios” o incluso “titulares de explotaciones agropecuarias”, estas 
investigaciones pusieron en consideración las estrategias de productores de distin-
tos niveles para salir de las condiciones de marginalidad impuestas por el sistema 
(Gras 2003).

Hacia el final del periodo señalado, comenzó a ganar terreno también la noción 
de “agricultura familiar”. Los trabajos que impulsaron este paradigma fueron los del 
“Proyecto de desarrollo de pequeños productores agropecuarios” (PROINDER) y 
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los del Instituto Interamericano de Cooperación para la Agricultura (IICA), ambos 
financiados por agencias internacionales. Esta definición se ha ido generalizando en 
las últimas décadas a partir del impulso de organismos estatales, de la creación de un 
Registro Nacional de la Agricultura Familiar (RENAF) en 2007 y de legislaciones 
específicas, por ejemplo, la Ley 27.118 promulgada en el año 2015. Desde esta pers-
pectiva, se concibe por agricultor familiar a toda persona o grupo que vivan bajo un 
mismo techo, que compartan gastos de alimentación y que aporten fuerza de trabajo 
para el desarrollo de alguna actividad en el ámbito rural. No obstante, esta noción ha 
sido muy cuestionada en los estudios sociales por ser sumamente abarcativa y hetero-
génea y por no permitir discriminar las diferencias estructurales ni identitarias de los 
sujetos sociales (Schiavoni 2010). 

Paralelamente, equipos de investigación de universidades públicas comenzaron 
a recuperar los abordajes campesinistas para atender al impulso que estaba teniendo 
la emergencia de un campesinado movilizado. En gran medida integraban espacios 
internacionales entre los que destacaban la Coordinadora Latinoamericana de Orga-
nizaciones del Campo (CLOC) y la organización internacional Vía Campesina. Este 
fenómeno no fue exclusivo de países con una fuerte tradición de luchas campesinas 
como Brasil o México, sino que también sucedió en aquellos que tenían una historia 
significativa de luchas obreras urbanas como la Argentina. 

Recapitulando hasta aquí, podríamos decir que la integración temprana de los 
campesinos argentinos a las cadenas agroindustriales y su exclusión hacia la década de 
los 90 generaron líneas de investigación académica particulares que fueron distintivas 
respecto al tratamiento del tema en el resto de Latinoamérica. En este camino, los 
esfuerzos intelectuales tendieron a distanciarse de las acepciones clásicas atribuidas al 
“campesino tradicional” y a utilizar otras categorías o tipologías de análisis tendientes 
a englobar las particularidades de los productores familiares argentinos. No obstante, 
la aparición de movimientos sociales hacia el final del periodo cambió el tablero en las 
ciencias sociales e impulsó una nueva etapa en los estudios campesinos. 

6. Una nueva cuestión campesina

En la tercera década del siglo XXI el campesino argentino actual está lejos de parecerse 
a la idea típica forjada por las ciencias sociales en los años 70. Determinados autores 
hablan de un campesino “más evasivo” y problemático (Bryceson 2001), otros de un 
“campesino globalizado” en términos de su entrada política a órbitas internacionales 
luego de la creación de Vía Campesina (Paz 2006). En gran medida, estos trabajos 
ya mencionan una nueva etapa e invitan a pensar nuevos paradigmas enfocados en 
los procesos de cambio, en las agendas políticas y en la construcción identitaria que 
proponen e impulsan los movimientos sociales.
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En esta línea de argumentos, la ruptura con el periodo previo plantea dos facto-
res fundamentales. El primero de ellos es que asistimos a una nueva época marcada 
por las condiciones de exclusión social y por la expulsión territorial a la que fueron 
condenados aquellos que no lograron “adecuarse” a la nueva lógica de acumulación, 
sobre todo en el sector del campesinado tradicional. En esta línea, el foco temático 
gira en torno a la manera en que los estratos medios y bajos de este sector creciente-
mente empobrecido ensayan procesos de reafirmación identitaria y de reemergencia 
campesina para recrear condiciones para su reproducción social en el ámbito rural. 

El segundo factor de ruptura es que la producción agropecuaria ya no es, necesa-
riamente, la actividad económica principal. El entorno territorial, ambiental, agronó-
mico y cosmológico ha cambiado por el avance del modelo hegemónico y se observan 
procesos de desagrarización de las actividades rurales y una apertura del mercado de 
trabajo. Podríamos decir entonces que el actual es un campesinado diversificado, con 
distintas estrategias para persistir en el ámbito rural. Paradójicamente, los estudios 
sociales emergentes recuperan características de aquel campesinado tradicional lati-
noamericano –que era objeto de distinción en la primera cuestión campesina– para 
buscar similitudes y marcos teóricos de referencia en el análisis del argentino. Enton-
ces, ¿qué es lo nuevo de este sujeto que no es, solamente, ni “productor agropecuario” 
ni “funcional al capitalismo”? A continuación, presentamos seis tesis que responden a 
fenómenos sociales emergentes y que atraviesan la experiencia social del campesinado 
en el actual contexto que le toca vivir. 

Aceleramiento de los procesos de descomposición campesina y 
desagrarización de las actividades rurales

La primera de las tesis presentadas no espera saldar la disyuntiva entre “campesinistas” 
y “descampesinistas” que tomó relevancia en la década de los 70. No obstante, desde 
aquellos años hasta la actualidad se han llevado a cabo cuatro censos nacionales agro-
pecuarios (1988, 2002, 2008 y 2018) que arrojaron luz sobre estos debates y que per-
miten afirmar la consolidación de ciertos procesos y tendencias. Estos datos evidencian 
una disminución tendencial de las explotaciones agropecuarias (EAP) en todas las re-
giones del país, aunque con distintas intensidades. Desde 1988 a 2018 desaparecieron 
del ámbito rural 192 846 de EAP (421 221 y 228 375 respectivamente) con límites 
definidos. Respecto a aquellas menores a 500 hectáreas (un valor promedio general de 
las explotaciones de base familiar), en 1988 representaban un 87 % del total del país y 
manejaban el 16 % de la superficie relevada. En 2002 este número decrecía al 83 % con 
el 13 % de la superficie y ya en 2018 alcanzaba el 80 % con respecto al 11 % de la tierra 
en producción del país. Esto estuvo acompañado de una mayor concentración de la 
tierra: en 1988 las explotaciones mayores a 500 ha conformaban el 13 % mientras que, 
en 2018 el 20 %, con el 89 % de la superficie cultivada (INDEC 1988, 2002, 2021). 
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Estos datos no fueron homogéneos. La región pampeana, zona núcleo del desarrollo 
del capitalismo agrario argentino y con una superficie promedio por explotación de 
395,6 ha en 1988, pasó a 533,2 ha en 2002 con un incremento del 35 %. También 
se observa una gran caída en el estrato hasta 500 ha (-34 % en cantidad de EAP y 
-26 % en superficie ocupada por este estrato) y los mayores aumentos se registran en 
los estratos de más de 10 000 ha (más de 13 % en EAP y más de 14 % en superficie) 
(Paz 2006). En zonas extrapampeanas, como la provincia del Chaco, la información 
intercensal muestra tendencias similares. En el censo nacional agropecuario de 1988 el 
55% de las EAP tenían menos de 100 ha, mientras que, en 2018 este número se había 
reducido al 39 %, lo que representaba el 4,6 % de la superficie cultivada. 

Ciertamente, este fenómeno es mundial y tiene relación con tendencias inhe-
rentes al desarrollo del capitalismo en su actual etapa de acumulación (Paz 2006; 
Azcuy Ameghino 2021). Lo novedoso radica en que, si bien existe una tendencia a 
la desaparición de la pequeña producción, aparecen estrategias de recampesinización 
motivadas por diversas coyunturas políticas y territoriales. Una característica singular 
que acompaña este proceso es la tendencia regional a la desagrarización de las acti-
vidades económicas, relacionada con la pluriactividad –en trabajos fuera de la finca 
familiar, como indagan las investigaciones de Bendini y Steimbreger (2014)– con el 
turismo (Valverde 2023) y con una diversificación general del empleo rural no agrí-
cola. Este último, asociado, por ejemplo, a las posibilidades de formación profesional 
en educación y salud (Mancinelli 2023). En este sentido, es necesario tener en cuenta 
los desafíos epistemológicos y conceptuales que se abren a partir de estos cambios en 
el mercado de trabajo y las posibilidades de reemergencia campesina, ya que, como 
muestran los indicadores censales, en el seno del sistema capitalista las tendencias 
operan en su contra.

Aumento de las presiones sobre la tierra y la emergencia del territorio

El acceso a la tierra en cuanto factor de producción y reproducción ha sido históri-
camente una demanda del campesinado. En el caso particular de la Argentina, no se 
implementaron procesos de reforma agraria, sin embargo, el campesinado argentino 
sí emprendió acciones de ocupación de tierra en distintos periodos, y junto a otros 
elementos, ha configurado un escenario de conflictividad en el que se ha resignificado 
la lucha por la tierra y por el territorio. Al respecto, la geografía crítica latinoameri-
cana ha impulsado un “giro territorial” para la compresión de la cuestión campesina 
actual. Se comenzó a reconocer la existencia de “territorialidades campesinas” y de un 
activismo campesino asociado a esta que fue impulsado desde movimientos sociote-
rritoriales entre los que destaca el Movimento Sem Terra (MST) en Brasil. Es decir, 
acciones colectivas que producen espacios políticos y un proyecto territorial propio 
del campesinado (Fernandes 2000). 
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En Argentina, las experiencias en campos comuneros en Santiago del Estero, el 
desarrollo de las “reservas campesinas” en Chaco y el fortalecimiento de las organiza-
ciones políticas ponen de manifiesto una reconfiguración de la “comunidad” en cuanto 
espacio de producción y reproducción del campesinado (Barbetta 2012). También la 
dimensión conflictiva es tenida en cuenta en relación con la producción de espacio 
alternativo. Por ejemplo, Bendini y Steimbreger (2014) señalan la persistencia de pro-
ductores que se autodenominan “crianceros”, “puesteros” o “fiscaleros” en el norte pa-
tagónico y el desarrollo de una territorialidad campesina con estrategias adaptativas 
diversas y complejas como una forma de resistencia a la desaparición de productores de 
ganado extensivo. Por su parte, Domínguez (2016) y Colla (2022) describen diversos 
patrones de acceso y control de la tierra en la provincia del Chaco que reivindican una 
condición campesina que se revaloriza desde el componente indígena de las poblacio-
nes. En este sentido, Colla (2022) valora la importancia de la elaboración política de lo 
campesino para producir un espacio disidente junto a la demanda de la figura legal de 
reconocimiento de reparación histórica como pueblos indígenas.

Finalmente, destacamos el desarrollo de un proceso de ambientalización de las 
disputas territoriales, en las que converge la matriz indígena-comunitaria, un lengua-
je acerca de la territorialidad campesina e indígena y nuevas formas de movilización 
y participación ciudadana centradas en la defensa de los bienes naturales, de la biodi-
versidad y del ambiente. Esta perspectiva permite distinguir, también, la disputa acer-
ca de lo que se entiende por “desarrollo” en torno a los megaproyectos económicos y 
productivos (Svampa 2012; Merlinsky 2013).

Presencia de movimientos sociales que se autodenominan campesinos 
y nuevos alcances de la lucha política 

El activismo campesino que tuvo su emergencia en las últimas décadas fue impulsado 
por los nuevos movimientos sociales (Madonesi y Rebón 2011) o socioterritoriales 
(Fernandes 2000). Entre los más importantes en Argentina se destaca el Movimiento 
Campesino de Santiago del Estero (MOCASE) –también PSA y Vía Campesina–, el 
Movimiento Campesino de Córdoba y la Federación Nacional Campesina. La estra-
tegia de autoidentificación como campesinos o campesinos-indígenas, encontró en la 
movilización social y en los vínculos políticos y sociales asociadas a ella un medio es-
tratégico e instrumental que logró representar intereses y experiencias comunes para 
impulsar demandas hacia el Estado y para lograr la supervivencia cultural y material 
(Colla 2022). Este tema irrumpió en los enfoques de clase, puesto que la identidad 
de este sector social incluyó a otros grupos de exjornaleros, peones y golondrinas bajo 
un proyecto en común (De Dios 2002; Domínguez 2009).

Lo novedoso en estos espacios en términos organizativos fue la incorporación 
de elementos y repertorios de acción a la protesta social y la ampliación de las redes 
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políticas hacia otros sectores sociales agrarios o no agrarios, locales y transnacionales 
como la Vía Campesina. Esto los posicionó como actores sociales clave en la disputa 
territorial, con discursos políticos que impulsan el activismo campesino y con pro-
puestas que vuelven la disyuntiva más contenciosa. A la propuesta clásica de “reforma 
agraria integral” se sumaron otros principios universalizables de orden político: el 
respeto a la igualdad de género, a la diversidad cultural, a los derechos humanos, a la 
biodiversidad, entre otros, que produjeron nuevos sentidos y que llevaron a pensar 
nuevos paradigmas.

Reetnización y emergencia del campesinado indígena

Ciertamente, la presencia de nuevas identidades y expresiones étnicas, demandas y 
reclamos de las poblaciones que se autoadscriben a los pueblos originarios y campe-
sinos-indígenas es uno de los fenómenos etnopolíticos más importantes ocurrido en 
América Latina en los últimos 20 años (Bengoa 2009). Investigaciones como las de 
Bartolomé y Barabas (1996), Radovich (2014) y Valverde (2023) plantean que el 
desafío es construir una nueva forma de ciudadanía indígena en un contexto de “reac-
tualización” étnico-identitaria que posicione a los pueblos en cuanto sujetos sociales y 
políticos. En este camino, lo novedoso radica en el lugar que ocupan los movimientos 
etnopolíticos, pues han incorporado reivindicaciones y estrategias de resistencia en 
un espacio de multiculturalidad mediado por la ampliación de redes políticas y socia-
les que trascienden las identidades indígenas tradicionales y sus marcos de referencia 
sociopolítica. 

Y también, en que la apropiación y utilización estratégica de legislaciones dispo-
nibles para el acceso a la tierra y a otros derechos suele trascender el origen étnico y 
beneficia a todos los integrantes del movimiento social, algo que ocurre, por ejem-
plo, con los productores criollos que viven en parcelas bajo propiedad comunitaria 
indígena en la localidad chaqueña Pampa del Indio (Colla 2022). Con todo esto, 
pareciera que las emergencias campesina e indígena circulan por similares espacios de 
afirmación y distinción identitaria, dispuestas a enfrentar la invisibilización histórica 
y a hacer valer los derechos adquiridos de ciudadanía (Valverde 2023).

Prácticas agrícolas alternativas, agroecología y soberanía alimentaria

En las últimas décadas comenzaron a cobrar fuerza prácticas agrícolas alternativas a la 
nueva lógica de acumulación, entre ellas la agroecología que, en sus diversas varian-
tes, combina saberes académicos y agronómicos con los de indígenas y campesinos 
para maximizar las contribuciones de los ecosistemas sin utilizar insumos externos 
de origen industrial. El argumento de estas prácticas gira en torno a la “soberanía 
alimentaria” en relación con el derecho de los pueblos a definir políticas y estrategias 
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sostenibles de producción, distribución y consumo de alimentos con base en princi-
pios ontológicos y epistemológicos (Wahren y García Guerreiro 2020). 

Desde las ciencias sociales las indagaciones se enfocaron en la acción política de las 
organizaciones en el espacio productivo y en la manera en que estas buscan reducir o 
eliminar la explotación y la desigualdad en las relaciones sociales de producción y co-
mercialización. Los estudios de caso giraron en torno a la acción política de las organi-
zaciones en el espacio productivo y en el procesamiento: los sistemas silvopastoriles, las 
fábricas de dulces y conservas, las de chacinados, el encadenamiento productivo (vino, 
tomate, oliva, quesos, harina de algarroba, hierbas medicinales, yerba mate, miel de 
monte, balanceado para animales de granja, cultivos andinos e hilados, horticultura y 
ganadería comunitaria mayor y menor) (Barbetta 2012; Barbetta, Domínguez y Sabati-
no 2012). También en el ámbito de la comercialización y de los espacios de intercambio 
y de las vinculaciones con redes y experiencias de fair trade (comercio justo) entre las 
que destacan la Asociación de Ferias Francas (Misiones, Corrientes, Chaco, Formosa) y 
los sistemas de carnicerías del MOCASE y de Vía Campesina. Otras, indagaron acerca 
de las iniciativas de escuelas de formación y centros de experimentación en Santiago 
del Estero y Mendoza e incorporaron la dimensión de género. Por ejemplo, quienes 
participan del movimiento Unión de Trabajadores por la Tierra (UTT) para visibilizar 
las barreras que tienen las mujeres para el acceso a la tierra y a recursos productivos que 
se suman a las tareas de cuidado (Sammartino et al. 2021). 

Es necesario mencionar que estas prácticas agrícolas alternativas y agroecológicas, 
a diferencia de otras experiencias como las del MST en Brasil, se desarrollan bajo una 
lógica experimental circunscripta a casos diseminados en el territorio nacional, relati-
vamente dependientes de la participación y asistencia de espacios académicos (grupos 
extensionistas de las universidades), de ONG y de equipos técnicos gubernamentales 
(los del Instituto Nacional de Tecnología Alimentaria) y en un contexto sumamente 
adverso en términos ambientales, de rentabilidad y de comercialización. No obstante, 
no dejan de ser faros que iluminan el camino político de un campesinado que busca al-
ternativas de producción saludables, soberanas y colectivas y que tienen una dimensión 
importante para una reafirmación de sus derechos sobre la tierra y sobre el territorio. 

Estatalidad y reproducción económica de las familias campesinas

Una particularidad del campesinado argentino actual, en comparación con los de 
otros países latinoamericanos, es su creciente vinculación con las agencias estatales y 
con programas de intervención. En efecto, los procesos de reinstitucionalización de la 
política durante la crisis de representatividad a comienzos del siglo XXI transformaron 
los vínculos entre los movimientos sociales y el Estado argentino. Se implementaron 
políticas territoriales de asistencia, articulándose a nivel local con movimientos socia-
les y con otros organismos que pasaron a convertirse en actores legítimos de la gestión 
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de políticas sociales. Incluso, dirigentes campesinos se convirtieron en funcionarios 
públicos, por ejemplo, la designación de miembros del MOCASE y de Vía Campesi-
na en el Instituto Nacional de la Agricultura Familiar Campesina e Indígena. 

En efecto, los programas masivos de transferencia y asistencia social permitieron 
cubrir gastos mínimos de subsistencia de las familias campesinas en momentos en 
que la mano de obra familiar tomaba distintas direcciones en el mercado de trabajo y 
en los cuales se veía paulatinamente condicionada en la producción agropecuaria. En 
las situaciones del campesinado más empobrecido, sobre todo en el norte argentino, 
esto fue generando cierta dependencia de la asistencia, situación que puso en cuestión 
la autonomía de los productores familiares, provocando, además, ciertas tensiones 
entre la creciente autoidentificación del campesinado y las categorizaciones esgri-
midas por la política pública al concebirlos como “agricultores familiares”, “pobres 
rurales” o miembros de la “economía popular”. 

7. Conclusiones

El antropólogo mexicano Armando Bartra ya nos adelantaba que el campesinado es 
una clase “excéntrica”, que no nace como tal pero que se inventa a sí misma en el 
curso de su hacer; que es, en definitiva, una “campesinidad siempre en obra” (Bartra 
2008, 15). En este sentido, y valorando el análisis de clases y el carácter estructural 
e histórico de los fenómenos sociales, en este artículo sintetizamos una investigación 
documental en la que se ordenaron y sistematizaron las elaboraciones académicas y 
de intervención estatal en torno a la experiencia sociohistórica del campesinado en 
Argentina. El objetivo fue interpretar lo que denominamos “nueva cuestión”, o al 
menos, una “nueva etapa” de los estudios sobre el campesinado en el país, en relación 
con las transformaciones sucedidas en las últimas décadas. 

En este sentido, encontramos que los procesos de avance del desarrollo capitalista 
trastocaron la vida de aquel productor directo de materias primas inserto en las ló-
gicas económicas regionales del pasado siglo. Por esta razón, en el corpus de trabajos 
que denominamos una “primera cuestión campesina” (1970-2000), identificamos 
ciertos consensos acerca del hecho de atender a la funcionalidad campesina en los 
circuitos de la agroindustria y construir taxonomías distintivas entre el campesino la-
tinoamericano y la particularidad argentina. Debemos remarcar el carácter empírico 
y regional de estas investigaciones y los importantes aportes teóricos a los estudios 
sociales realizados en momentos políticos difíciles para el país. 

La nueva cuestión campesina a la que hacemos referencia, y que describimos 
en seis tesis que atienden a la experiencia social y política del campesinado actual, 
espera confirmar la consolidación de ciertos procesos que ya se vaticinaban durante 
la década de los 90 y los primeros años del siglo XXI. La ruralidad ha cambiado y 
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el campesinado se ha reinventado: su reproducción social, con sus diversidades y 
matices a nivel territorial, comenzó a combinar crecientemente el trabajo predial 
con una diversificación de ingresos de otras fuentes: el turismo, la pluriactividad 
y su entrada a la estatalidad. Hubo una pérdida del peso de la dimensión agrope-
cuaria en la actividad económica, acompañada de importantes condicionantes pro-
ductivos como los conflictos socioambientales, pero también aparecieron nuevas 
experiencias agroecológicas donde se difunden saberes indígenas y campesinos y se 
reafirman prácticas comunitarias. 

Un punto no menor es la aparición de movimientos sociales campesinos y campe-
sino-indígenas como actores sociales que participan de la conflictividad, que fomen-
tan procesos de reafirmación del sector y que sostienen un activismo que reanuda los 
debates sobre el acceso a la tierra, acerca del territorio, de la identidad y del derecho 
a la soberanía alimentaria. Y si bien se ha profundizado la tendencia a la desaparición 
de la pequeña explotación, el giro territorial que adquieren las luchas políticas y los 
procesos de reetnización indígena ha relegado la disputa por la tierra a una por el 
territorio, en el sentido amplio e integral del término.

El desafío, entonces, es allanar el camino para que las ciencias sociales se libren 
de la batalla simbólica por los conceptos y construyan consensos y nuevos paradig-
mas que atiendan al campesinado realmente existente. Esto deja planteado, además, 
la ineficacia y las dificultades que presentan ciertas denominaciones como “pobres 
rurales”, “pequeños productores” o, incluso, “agricultor familiar” que homogenizan 
sujetos sociales distintos –en términos clasistas e identitarios– y, en consecuencia, 
no contemplan las distintas territorialidades ni tampoco la diversidad étnica hacia el 
interior del campesinado.

Para Santos (2000), la propuesta aquí es trascender del “objeto” de investigación 
al “sujeto”, potenciando la experiencia común, el autorreconocimiento, los discursos, 
las prácticas y la heterogeneidad de condiciones materiales que presentan los sujetos 
sociales. Esperamos que las tesis presentadas contribuyan a delinear este camino, 
pero para ello nos debemos un esfuerzo intelectual por profundizar más allá de las 
situaciones coyunturales de los “estudios de caso” y despojarnos de modelos teóricos 
de difícil referencia empírica. Allí radica gran parte de los desafíos intelectuales y 
políticos que tenemos por delante.

Apoyos

Esta investigación se realizó en el marco del proyecto UBACYT “Movilizaciones in-
dígenas y de pequeños productores criollos: conflictividad territorial, transformacio-
nes regionales, trayectorias sociohistóricas y reconfiguraciones étnico-identitarias”, 
ejecutado en la Facultad de Filosofía y Letras de la Universidad de Buenos Aires, 
Resolución (CS) N.º 1041/18 y Prórroga/21.
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Resumen
El objetivo del presente artículo es analizar la reforma educativa en México focalizando la sinergia de intereses 
entre las élites económicas y la clase política. Sobre la base de una metodología cualitativa, de índole exploratoria 
y descriptiva, se examina el neoliberalismo autoritario; este concepto establece que atravesamos una etapa del 
capitalismo en la cual los Estados han aumentado sus rasgos autoritarios en la toma de decisiones sin tener en 
cuenta el consenso de la población, con el fin de apuntalar los procesos de acumulación de capital. Lo anterior 
les ha permitido generar andamiajes jurídicos y reforzar los aparatos represivos con el fin de crear inmunidad ante 
la protesta social, renunciando a la negociación y a la cooptación; todo ello en alianza con las élites económicas 
y financieras. Los resultados demuestran que la reforma educativa fue impuesta por las élites económicas en 
acuerdo con el poder político, sin mediar una postura de negociación con el profesorado. Apoyados por los medios 
de comunicación masivos, se culpó al personal docente del fracaso del sistema educativo, creando un clima de 
linchamiento, sobre todo contra quienes salieron a manifestarse en el espacio público. Se concluye que la reforma 
educativa y su imposición, lejos de pretender una mejora en la calidad, buscaba controlar al magisterio y consolidar 
la precarización laboral, una medida distintiva del modelo neoliberal. 

Descriptores: élites; evaluación; neoliberalismo; problemas sociales; reforma de la educación; trabajo.

Abstract
The objective of this essay is to analyze educational reform in Mexico through the shared interests of the economic 
elites and the political class. Authoritarian neoliberalism is examined using a qualitative methodology of exploratory 
and descriptive nature. The concept of authoritarian neoliberalism posits that we are living a stage of capitalism 
in which states have augmented their authoritarian features in decision making, without the consensus of the 
population, to reinforce processes of capital accumulation. This has allowed them to generate legal scaffolding 
and reinforce the repressive apparatus to immunize themselves against social protest, renouncing negotiation and 
co-optation. All this has been done in alliance with the economic and financial elites. The results show that the 
educational reform was imposed by the economic elites in an agreement with the political power, without any 
negotiation with the teachers. With the help of the mass media, teachers were blamed for the failures of the 
educational system, creating a climate of lynching, especially against those who went out to demonstrate in public. 
We conclude that the educational reform and its imposition –far from aiming at educational quality– sought 
to control the teaching profession and consolidate the precarious labor conditions that are characteristic of the 
neoliberal model. 

Keywords: elites; evaluation; neoliberalism; social problems; education reform; labor.
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1. Introducción

De acuerdo con Bruff (2014), tras la crisis inmobiliaria de 2008 en Estados Unidos 
se desató otra crisis financiera global. Como consecuencia tuvo lugar la emergencia 
de Estados cada vez más autoritarios, los cuales aplican políticas de ajuste económico 
sin el consenso de la población y se inmunizan de las protestas sociales a través de 
constructos legales y del fortalecimiento de la represión, renunciando a negociar con 
las fuerzas disidentes que se manifiestan en el espacio público.

En el contexto mexicano, el neoliberalismo en cuanto modelo económico inició 
su aplicación a partir del mandato de Miguel de la Madrid Hurtado (1982-1988), 
luego de la crisis de la deuda potencializada por la caída de los precios del petróleo 
y por el alza de las tasas de interés internacionales. Ante tal situación, México firmó 
una carta de intención ante organismos financieros internacionales, como el Banco 
Mundial y el Fondo Monetario Internacional (Alcántara 2008), con el compromiso 
de aplicar medidas de ajuste estructural, entre ellas la liberalización comercial y eco-
nómica, la venta de las empresas públicas y el establecimiento de políticas de austeri-
dad económica para reducir el déficit fiscal. 

El modelo económico entró en proceso de consolidación durante las presidencias 
de Carlos Salinas de Gortari (1988-1994) y de Ernesto Zedillo Ponce de León (1994-
2000). Durante el mandato de Carlos Salinas de Gortari se realizaron una serie de 
reformas constitucionales que dieron pie a la privatización del ejido a través de las 
modificaciones al artículo 27 de la Constitución en 1992. Estos cambios giraban en 
torno a la inversión extranjera directa (Dussel Peters 2000) y a la venta de empresas 
paraestatales –entre otros temas– y contaban con el apoyo de las élites. Por su parte, 
durante el gobierno de Zedillo Ponce de León se aceleraron los procesos de privati-
zación en sectores clave de la economía: aeropuertos, puertos, ferrocarriles, inversión 
privada en electricidad, venta de los satélites, etc. (Zepeda 2012). 

Aunado a ello, frente a la crisis de finales de 1994 en México, Ponce de León 
implementó un rescate del sistema bancario a inicios de su gobierno, convirtiendo 
deudas privadas en públicas a través del Fondo Bancario de Protección al Ahorro 
(Fobaproa). Así, el neoliberalismo se ancló no solo en la política económica, sino en 
las reformas constitucionales, las cuales son difícil de desmantelar pues se necesita 
contar con una mayoría calificada en el Congreso.

Aunque el autoritarismo en México estuvo presente en todo el periodo posrevo-
lucionario y en los primeros 18 años de neoliberalismo, cobró fuerza en el gobierno 
de Felipe Calderón Hinojosa (2006-2012) de la mano del Partido Acción Nacional, 
de orientación conservadora. En este periodo se dio un giro autoritario de grandes 
dimensiones con la imposición de políticas sin el consenso de la población –un ejem-
plo es la guerra contra el narcotráfico–, con el fin de legitimarse en el poder ante el 
escaso bono democrático con el que llegó a la presidencia tras las denuncias de fraude 
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electoral contra el candidato de izquierda Andrés Manuel López Obrador. Acciones 
como la extinción de la empresa eléctrica pública Luz y Fuerza del Centro, que pre-
tendía combatir al sindicalismo crítico, marcaron el inicio de la apertura del sector 
eléctrico a la iniciativa privada en el siguiente gobierno.

El clímax del neoliberalismo autoritario se dio durante el gobierno de Enrique 
Peña Nieto (2012-2018) con la imposición, por parte del Estado y en coordinación 
con las élites, de una serie de reformas de carácter estructural para el reforzamien-
to del modelo económico, las cuales solo fueron consensuadas con la clase política 
agrupada en los principales partidos. Las reformas más polémicas, la energética y la 
educativa, causaron grandes inconformidades en la población, sobre todo en quienes 
pertenecían al sector educativo, pues no se consultó a uno de los actores más impor-
tantes del sistema: el personal docente, que salió a manifestarse en el espacio público 
y que fue reprimido y linchado mediáticamente. En el caso de la reforma educativa, 
que es la que nos ocupa, sus propósitos no solo eran privatizadores, también aspira-
ban a tener el control sobre el profesorado y a consolidar las tendencias globalizadoras 
neoliberales en torno a la precarización y a la flexibilización del trabajo docente.

Utilizando una metodología cualitativa de carácter exploratorio y descriptivo y 
basada en investigación documental, se emplea como categoría de análisis el concep-
to de neoliberalismo autoritario, planteado por el académico inglés Ian Bruff (2014). 
El objetivo principal es analizar la reforma educativa impuesta por las élites econó-
micas en cuanto política pública de afianzamiento del neoliberalismo, que lejos de 
centrarse en lo educativo, era de carácter laboral.

El artículo está dividido en seis apartados. A esta labor introductoria para ubicar a 
lectoras y lectores en la temática, le sigue el segundo apartado en el cual se exponen los 
materiales y la metodología empleada. En el tercero, se explica el concepto de neolibe-
ralismo autoritario y sus características; en el cuarto se alude a las élites económicas y a 
la apropiación educativa en México; en el quinto apartado se aborda la reforma educa-
tiva, las protestas resultantes y la represión estatal en su calidad de respuesta a esas ac-
ciones. Por último, en el sexto se presentan las conclusiones a manera de reflexión final. 

2. Materiales y métodos

Para la investigación en la que se basa este texto se empleó una metodología cualita-
tiva de tipo exploratorio, que “se efectúan normalmente cuando el objetivo es exami-
nar un tema o problema de investigación poco estudiado o que no ha sido abordado 
antes” (Hernández Sampieri, Fernández y Baptista 2003, 115). Con base en la revi-
sión de literatura pertinente se parte de un estudio descriptivo, pues “se busca especi-
ficar las propiedades importantes de personas, grupos, comunidades o cualquier otro 
fenómeno que sea sometido a análisis basada en un análisis documental” (Hernández 
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Sampieri 2006, 60), que en este caso se utilizan para analizar la aplicación de políticas 
públicas y legislativas en materia educativa.

El artículo se basa en la categoría neoliberalismo autoritario propuesta por Bruff 
(2014), así como en los usos que la han dado otros autores para diversos tópicos y 
problemáticas sobre el capitalismo contemporáneo en los contextos estadounidense, 
europeo, asiático, africano, australiano y latinoamericano. Una de las bondades del 
concepto es que permite analizar la cualidad estructural de diferentes problemáticas 
del capitalismo actual en el que los Estados, aliados con las élites, imponen una serie 
de medidas tendientes a reforzar el modelo neoliberal a partir de políticas de austeri-
dad, de privatización de activos sociales, de emprendedurismo urbano y de flexibili-
dad laboral, apoyados por los medios de comunicación masiva y con el reforzamiento 
de los cuerpos represivos para enfrentar las protestas sociales derivadas de las políticas 
de ajuste. A partir de dicha categoría de análisis, se examina el concepto de élites y la 
manera en la que estas influyen en la imposición de políticas públicas, especialmente 
en materia educativa en México.

La consulta se hizo a través del motor de búsqueda Google Académico. Para el 
constructo teórico conceptual se ingresaron las siguientes palabras: authoritarian 
neoliberalism, neoliberalismo autoritario, authoritarian neoliberalism and education, 
neoliberalismo autoritario y educación, authoritarian neoliberalism and labour y neo-
liberalismo autoritario y trabajo. Para el desarrollo del estudio de caso se consultaron 
investigaciones que daban cuenta de las élites en México, en concreto de la organi-
zación Mexicanos Primero, así como de sus principales integrantes y financistas. Por 
último, se revisaron artículos académicos sobre la reforma educativa, acerca de la 
reacción del personal docente que llevó a una protesta social en el espacio público y 
sobre la respuesta represiva por parte del Estado.

3. Marco conceptual

A partir de la teoría crítica se abordan en esta sección, por un lado, el concepto de 
neoliberalismo autoritario como rasgo característico del capitalismo actual y que fue 
acuñado por el académico inglés Ian Bruff (2014). Por otro, se hace un análisis de 
la manera en la que los neoliberales y el neoliberalismo visualizan el tema educativo, 
muy ligados a las pruebas estandarizadas y a la productividad como parte de la con-
tratación y de la remuneración de los docentes a partir de una visión empresarial.

Neoliberalismo autoritario

Tras la crisis global de 2008, producto de la quiebra del mercado inmobiliario en Esta-
dos Unidos (Tansel 2017), se gestó un cambio en la forma de actuar de los Estados pues 
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adquirieron rasgos autoritarios en la forma en la que gestaron la emergencia económica y 
en la aplicación de políticas públicas. En este escenario de debilidad y de crisis del sistema 
capitalista, Bruff (2014) afirma que emergió un neoliberalismo autoritario en el cual los 
Estados aplicaron formas autoritarias en su toma de decisiones, lo cual produjo retrocesos 
democráticos. En aras de conseguir el equilibrio macroeconómico aplicaron políticas de 
ajuste y diversas acciones sin el consentimiento de la población. Para establecer su accio-
nar han instituido una serie de andamiajes jurídicos y constitucionales no solo con el fin 
de consolidar la permanencia del modelo económico, sino también para inmunizarse 
ante la protesta social y reforzar los cuerpos represivos, renunciando así a toda posibilidad 
de negociación con los grupos disidentes o de cooptación política de estos. 

De esa forma, se han establecido acotamientos o prohibiciones para el uso del 
espacio público como arena de las protestas contra las políticas económicas (Bojór-
quez y Ángeles 2021; Bojórquez, Correa y Gil 2022), o para incentivar proyectos de 
gobernanza neoliberal urbana que refuerzan la segregación socioespacial, afectando el 
derecho a la ciudad (Bojórquez, Ángeles y Gámez 2019) y creando ambientes secu-
ritarios que buscan la higienización del espacio (Bojórquez, Ángeles y Gámez 2020). 
Paradójicamente, la implementación de políticas al margen de los consensos sociales 
y el reforzamiento de los entretejidos legales y de aparatos represivos no han sido obs-
táculos para la irrupción de movimientos sociales. Lejos de desalentar las protestas, 
dichas políticas han fortalecido a los grupos subalternos que salen al espacio público 
a mostrar su desacuerdo con las élites políticas y económicas.

En estricto sentido, los regímenes neoliberales de carácter autoritario no provie-
nen de tiempos recientes pues el primero fue en los años 70, desarrollado en Chile 
bajo la dictadura militar de Augusto Pinochet (Gallo 2021; Bojórquez, Ángeles y Gá-
mez 2020). También el autoritarismo neoliberal estuvo presente en los años 90 en la 
Rusia postsoviética, en Asia oriental, en África (Gallo 2021) y en el México de Carlos 
Salinas de Gortari y de Ernesto Zedillo Ponce de León. Sin embargo, fue tras la crisis 
económica global de 2008 que se presentó un giro autoritario (Bruff 2014; Tansel 
2017) en la toma de decisiones de regímenes liberales, por ejemplo, el de Reino Uni-
do, Estados Unidos y países integrantes de la Unión Europea. De igual forma sucedió 
en países periféricos con sistemas políticos más frágiles como la India y Turquía, o 
de partido de Estado como China (Gallo 2021). En todos los casos la clase política, 
en alianza con el poder económico y financiero, han realizado modificaciones en las 
formas de actuar del Estado y han operado cambios legales y constitucionales con el 
afán de aislarse del descontento popular mediante la implementación de las políticas 
neoliberales que han tendido a minimizar el Estado benefactor (Bruff 2014). Estas 
tácticas de inmunización buscan limitar (Tansel 2017), acotar o eliminar la partici-
pación política de la ciudadanía (Bojórquez, Correa y Gil 2022).

En términos de tipologías de neoliberalismo autoritario, Gallo (2021) afirma 
que se puede hablar de tres modalidades. La primera es la tecnocracia, la cual se 
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ha manifestado en América Latina y Europa, y en cuyos rasgos sobresale el de ser 
liderada por expertos en economía que están vinculados a consultorías de progra-
mas de reestructuración económico-financiera. Se trata de personajes, muy cer-
canos a los organismos financieros internacionales, que actúan por pragmatismo 
y que utilizan su prestigio académico y profesional para aplicar sus programas de 
ajuste neoliberal, atendiendo al principio de despolitización y con los supuestos 
de que la economía y las buenas medidas carecen de ideología, aun cuando im-
peran las políticas de austeridad, las privatizaciones y la liberalización económica 
y comercial. 

La segunda es la nacionalista, que se caracteriza por un populismo que contradic-
toriamente está entrelazado con la tecnocracia, pero que en su retórica establece lo 
que es bueno para el país. Estas acciones son muy propias de la derecha conservadora 
que echa mano de un discurso antiinmigrante, que apela a las libertades individuales 
y a la ley y al orden. Esta modalidad ha estado presente en gobiernos como Gran 
Bretaña y Estados Unidos bajo el mandato de Donald Trump. La tercera modalidad 
es la tradicional, la cual es de carácter autocrático y su auge se debe a la incapacidad 
de la democracia de resolver los problemas que incuba el propio neoliberalismo. Sus 
ejemplos más claros son Rusia, China y algunos países de la antigua Unión Soviética 
que se vieron afectados por las políticas de ajuste tras la caída del socialismo real, lo 
que implicó su regreso al modelo capitalista. 

A pesar de los entramados legales y políticos impuestos por los regímenes del 
neoliberalismo autoritario, en los últimos años los movimientos de resistencia han 
proliferado y se han maximizado a partir de la utilización de las redes sociales y de 
la irrupción en el espacio público. Uno de los rasgos característicos es la afectación 
del marco laboral, con una consolidación de la explotación y de la precarización del 
empleo con la llamada flexibilidad laboral (Bojórquez y Ángeles 2021), la cual busca 
establecer grandes ganancias patronales con la justificación de la competitividad y 
de asegurar los empleos. Lo que se ha traducido en una reducción importante en el 
nivel salarial y en que en términos sindicales haya un ataque sistemático a los organis-
mos gremiales, por lo que se argumenta una crisis de la clase obrera a nivel mundial 
(Clua-Losada y Ribera-Almandoz 2017). 

Esto incluye a países como Estados Unidos que presenta una caída en los salarios 
reales, un incremento en las tasas de desempleo y subempleo, y un aumento exa-
gerado de la brecha entre ricos y pobres, situación que afecta la satisfacción de las 
necesidades esenciales y la seguridad alimentaria de muchas familias (Rioux 2017). 
En palabras de Lawreniuk (2022), el proyecto neoliberal ha apuntalado su accionar 
a partir de modificaciones al entramado jurídico en todas las ramas de la economía, 
donde lo laboral es de los aspectos fundamentales con el fin de fragmentar el otrora 
movimiento obrero, de despolitizarlo y de consolidar el emprendedurismo, la flexibi-
lización y la precarización como parte de la nueva cultura laboral.
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Así, lo laboral es una pieza fundamental en la reestructuración capitalista en la 
búsqueda de apuntalar los mecanismos de acumulación, por lo que su flexibilización 
tiende a debilitar la cultura laboral (Bozkurt 2018) en un ambiente social que des-
precia las formas colectivas y que refuerza la visión del individualismo extremo con 
el emprendedurismo en cuanto forma aspiracional de las nuevas generaciones. Según 
Clua-Losada y Ribera-Almandoz (2017), esto debilita las formas de organización y 
acción colectiva, fenómeno muy pronunciado tras 40 años de políticas neoliberales 
a nivel mundial y que ocasiona una gran explotación a partir del aumento de las 
jornadas de trabajo. Asimismo, las políticas laborales nacionales son construidas de 
manera determinante a partir de las exigencias empresariales (Bruff 2014), sin la par-
ticipación de la clase trabajadora. 

De este modo, la reforma educativa implementada en 2013 durante el gobierno 
de Enrique Peña Nieto se realizó sin consultar a uno de los más importantes actores 
del proceso educativo en México: el profesorado. Como se expondrá en los siguientes 
apartados, esta reforma se da en un contexto de políticas neoliberales autoritarias, 
donde el Estado en concordancia con representantes de las élites económicas, impuso 
una agenda en los medios de comunicación para consolidar toda una narrativa de cri-
minalización de la figura del magisterio y para crear un clima de linchamiento social, 
condiciones ideales para imponer una reforma educativa. Sin que mediara el diálogo, 
el Gobierno mexicano utilizó los aparatos represivos contra los colectivos docentes 
que salieron a las calles a manifestarse.

La educación vista desde el neoliberalismo

De acuerdo con Teng, Abu Bakar y Layne (2020), las reformas educativas implemen-
tadas en diversos países del mundo en la época neoliberal han respondido funda-
mentalmente no solo a los intereses de la clase política y a los organismos financieros 
internacionales, sino también a las élites económicas de las naciones. Dichas reformas 
son elaboradas a partir de agendas de grupos de poder y de organismos supranacio-
nales neoliberales como la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Econó-
mico (López Aguilar 2013), de la cual México forma parte. Pertenecer a este tipo de 
organismos genera imposiciones políticas, económicas y culturales que consolidan 
la flexibilidad laboral, la precarización y el emprendedurismo en el ámbito docente 
en términos salariales y contractuales, primando una visión empresarial del aspecto 
laboral y de las maneras individualizadas de competencia entre trabajadores como 
forma de ascenso, dejando de lado la visión gremial.

En esa neoliberalización de la educación se ha llegado incluso a la distribución 
de los recursos a partir de los resultados en las pruebas estandarizadas que se han 
impuesto a nivel internacional, lo que ha acentuado las grandes disparidades de la 
calidad educativa entre los segmentos de la población. En ese tenor, hay una obsesión 
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de los países por tratar de igualarse a naciones que han obtenido resultados satisfac-
torios en esas evaluaciones internacionales, por ejemplo, Finlandia o Singapur (Teng, 
Abu Bakar y Layne 2020), sin tomar en consideración las diferencias económicas, 
políticas, sociales, culturales e incluso ecológicas de cada país.

El neoliberalismo no solo es un modelo económico, también es un fuerte aparato 
ideológico cuyas narrativas son reforzadas por los medios de comunicación, donde 
lo educativo es parte primordial para su fortalecimiento. En ese sentido, tal y como 
nos dice Rizvi (2017), las reformas educativas se han justificado con el discurso que 
busca conciliar la cuestión educativa con las tendencias de la globalización y con sus 
expresiones económicas, políticas, sociales y culturales. Sin embargo, hay que subra-
yar que esta visión de armonizar lo educativo en este contexto de globalización (las 
reformas), pone un mayor peso en los aspectos económicos y de competitividad para 
satisfacer las necesidades de los mercados, pero no como forma de generar condicio-
nes de mayor integridad para el individuo.

De acuerdo con Díez Gutiérrez (2018), esta visión neoliberal de la educación se 
da a través de imponer un criterio individualizante del ser humano en contra de su 
lógica social basada en la competencia. Lo que prima es la búsqueda de la máxima 
ganancia y se promueve un Estado mínimo que no tiene responsabilidades sociales, y 
que por lo tanto va en contra de las formas colectivas de representación social.

Para quienes promueven el modelo neoliberal la austeridad es uno de sus man-
tras, el cual ha provocado el quiebre de los sistemas educativos y ha acentuado 
las brechas educativas en los segmentos sociales menos favorecidos. A partir de la 
ineficiencia provocada por sus mismas políticas, encuentran el pretexto ideal para 
implementar reformas que refuerzan no solo el sesgo ideológico del modelo, sino 
también para redefinir laboralmente las relaciones Estado-docentes, las cuales en-
tran en la lógica de la flexibilidad y de la precariedad al aplicarse políticas de recorte 
al rubro educativo. 

Así, se construye un discurso donde la única forma de que el sistema educativo sea exi-
toso es que satisfaga las necesidades del sector productivo, de las empresas (Díez Gutiérrez 
2010), sin tomar en cuenta al sector de la economía comunitaria por no entrar en la lógica 
del lucro. En este escenario, los planes y programas educativos se centran en un perfil de 
egreso enfocado en preparar un capital humano, no a un ser humano, el cual deberá ser 
mano de obra que le genere plusvalía a las empresas.

A partir de su poder económico, las élites conforman un poder fáctico que influ-
ye en las políticas públicas o en iniciativas legislativas a través de grupos de presión 
(lobbies), realizando aportaciones a partidos políticos (Díez Gutiérrez 2010) para que 
se generen cambios legales o constitucionales para su provecho. Las élites, por tanto, 
están en ventaja con respecto a cualquier sector, pues su poderío económico es to-
mado en cuenta al momento de adoptar decisiones, algo que no sucede con las clases 
subordinadas.
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4. Élites económicas y apropiación educativa en México: 
la organización Mexicanos Primero

De acuerdo con Jiménez y Solimano (2012, 7), cuando hablamos de élites econó-
micas nos referimos a “una minoría que concentra un alto porcentaje del ingreso 
nacional, muy superior a la importancia numérica de la población, y que controla 
una gran proporción de la propiedad de los recursos productivos de un país”. Esta 
definición resulta muy palpable en la realidad mexicana debido a la desigual distribu-
ción del ingreso que registra. En México el 20 % de las familias concentran el 50 % 
de la riqueza del país y 35 empresarios tienen por lo menos 1000 millones de dólares 
cada uno, el principal exponente es Carlos Slim que posee una fortuna valorada en 
81 240 millones de dólares (Delgado y Garduño 2022). Muchos de estos empresarios 
acrecentaron sus fortunas durante la pandemia generada por la covid-19. 

La alta concentración de la riqueza en América Latina y en concreto en México, se 
debió principalmente a las políticas de privatización de las empresas públicas que se 
llevaron a cabo entre los 80 y los 90 bajo los gobiernos tecnocráticos de Carlos Salinas 
de Gortari y Ernesto Zedillo Ponce de León en sectores como la minería, la indus-
tria, las telecomunicaciones y la banca. Muchos de estos empresarios beneficiados se 
han insertado en las redes del poder financiero internacional y han consolidado sus 
posiciones de negociación ante el poder político (Salas Porras 2014). Además, se han 
dedicado a financiar a candidatos que les favorezcan ya estando en el poder. Así, el 
otrora Estado fuerte comandado por el Partido Revolucionario Institucional, creador 
o afectador de fortunas en el país, pasó a un Estado débil ante los poderes fácticos que 
representan las élites y los organismos financieros internacionales que son claves en el 
diseño de la política económica neoliberal.

La gran concentración de la riqueza en México ha sido dañina para la democracia, 
pues las élites han tomado un gran peso en el diseño y en la toma de decisiones de 
las políticas públicas.

En México, al igual que en los países centroamericanos, las élites económicas y polí-
ticas han adquirido la fuerza suficiente para imponerse a las instituciones, de manera 
que estas no ejercen la función de contención del poder que les corresponde, porque 
las minorías de influencia ignoran las normas establecidas y reclaman para sí un trata-
miento de excepción. En estas condiciones de élites fuertes e instituciones débiles, la 
democracia mexicana se hunde lentamente en la ineficacia, y la práctica ciudadana en 
el descrédito (Loaeza 2017, 147).

Como afirma Tompsett-Makin (1998), en los años 80 las élites económicas empie-
zan a influir de manera decisiva en las políticas económicas del país, las instituciones 
del Estado y la tecnocracia encumbrada empezaron a representar los intereses de los 
grandes empresarios a través de alianzas e intereses mutuos que venían aparejados con 
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el modelo neoliberal que amplió el margen de acción de acumulación capitalista. En 
este periodo surge el Consejo Coordinador Empresarial, entidad que agrupa a la élite 
empresarial y de la cual forma parte el Consejo Mexicano de Negocios, organismo 
que está conformado por los directores de las principales empresas del país. Dicho 
consejo ejerció gran influencia en las reformas estructurales neoliberales que se im-
pulsaron desde la presidencia de Miguel de la Madrid Hurtado hasta la de Enrique 
Peña Nieto, las cuales fueron diseñadas desde el Banco Mundial y por el Fondo Mo-
netario Internacional. 

Con el apoyo del Consejo Coordinador Empresarial, los gobiernos tecnocráticos, 
tanto los emanados del Partido Revolucionario Institucional como los del Partido 
Acción Nacional, abrieron la economía al mercado internacional que se consolidó 
con la firma del Tratado de Libre Comercio con Estados Unidos y Canadá (Rocha 
2011). Esto se evidenció en grandes cambios constitucionales que eran muy difíciles 
de revertir en caso de que alguna fuerza opositora alcanzara el poder, pues debía con-
tar con la mayoría absoluta en ambas cámaras del Congreso.

Uno de los empresarios que ha sido un referente en la defensa de su gremio es 
Claudio Xavier González Laporte, principal accionista y presidente de la empresa 
Kimberly Clark y de gran influencia en la élite económica del país. Según Santos y 
Castañón (2011), forma parte de 11 de los consejos de administración de las empre-
sas más poderosas del país entre los que destacan el gigante de telecomunicaciones 
Televisa, el grupo industrial Alfa y el Grupo México. Además, mantiene fuertes in-
tereses en la minería tanto en México como en América Latina, lo que demuestra la 
gran influencia de este personaje en los sectores económico y político de México. Su 
hijo Claudio Xavier González Gajardo, creó y presidió Fundación Televisa, uno de 
los consorcios de medios más poderosos del país. 

Tras su salida de Fundación Televisa, González Guajardo fundó diversas asocia-
ciones civiles que funcionan en calidad de thinks tanks, con las cuales trata de influir 
en las políticas públicas a partir de la visión de las élites con el apoyo de intelectuales 
y académicos que están a su servicio. Una de esas fundaciones es Mexicanos contra la 
Corrupción y la Impunidad, considerada una asociación civil sin fines de lucro que 
supuestamente busca la consolidación del Estado de derecho en el país. La otra, fun-
dada por el propio González Guajardo, es Mexicanos Primero, la cual se define como 
una asociación civil preocupada por la educación pública del país. Algo paradójico, 
sobre todo si tomamos en cuenta que el mencionado empresario estudió en escuelas 
privadas en México y en el extranjero.

Uno de los aliados de Claudio González Guajardo es Alejandro Ramírez Magaña, 
dueño del consorcio de salas de cine Cinépolis. Ramírez Magaña fue presidente del 
Consejo Mexicanos de Negocios, estudió licenciatura en Economía y una maestría en 
Administración de Empresas en Harvard. Antes de dirigir Cinépolis, el negocio fami-
liar, estuvo en la administración pública como secretario del Gabinete de Desarrollo 
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Humano y Social de la Presidencia de la República en el gobierno de Vicente Fox 
Quesada (2000-2006) y en 2003 fue representante alterno de México ante la Orga-
nización para la Cooperación y el Desarrollo Económico en París, Francia (Chedraui 
Obeso 2018).

Entre las labores previas al impulso de la reforma educativa, la organización Mexi-
canos Primero produjo el documental “De panzazo” que preparó el terreno para el 
linchamiento mediático contra el magisterio, pues se exhibía de manera negativa a los 
y las docentes y a su lideresa Elba Esther Gordillo (Valdés Vega 2020). El documental 
fue promocionado en las pantallas de Televisa y exhibido en la cadena Cinépolis de 
Alejandro Ramírez Magaña.

5. Reforma educativa, protesta y represión estatal

El preámbulo de la reforma educativa del presidente Enrique Peña Nieto fue la firma 
del Pacto por México entre los principales partidos políticos: el gobernante Partido 
Revolucionario Institucional, el Partido Acción Nacional y el partido de izquierda 
Partido de la Revolución Democrática. El documento fue suscrito el 2 de diciembre 
de 2012 (Valdés Vega 2020), un día después de la toma de posesión del nuevo pre-
sidente de la República y fue firmado por 27 de los 32 gobernadores de los estados. 
En dicho acuerdo se establecían una serie de compromisos en términos de derechos y 
libertades, de política económica, seguridad, empleo, transparencia, enfrentamiento 
a la corrupción y educación (Valdés Vega 2020). 

En cuanto a lo educativo, la reforma era tan solo de carácter laboral, adminis-
trativo y punitivo, lo cual cambiaba la naturaleza contractual de los docentes con 
el Estado, allanando el camino privatizador de la educación por los poderes fácticos 
encabezados por el Consejo Coordinador Empresarial, Mexicanos Primero y Televisa 
(Rosales 2016). Esto pone en evidencia que la reforma no fue diseñada a partir del 
consenso de los actores involucrados: el gobierno, el personal docente, el alumnado y 
los padres y las madres de familia.

Previa a la aprobación de la reforma educativa a través del llamado Pacto por 
México, la organización civil de derecha conformada por las élites (Mexicanos Pri-
mero), realizó toda una campaña de linchamiento y de satanización en contra del 
magisterio a través de los medios de comunicación que incluyó el documental “De 
panzazo”, donde se exhibe el peor rostro de algunos docentes (Hernández 2013). 
De acuerdo con Luis Hernández Navarro, fundador de la Coordinadora Nacional 
de Trabajadores de la Educación, Mexicanos Primero ocultaba “su naturaleza de 
grupo de presión de la derecha empresarial presentándose como parte de la socie-
dad civil” (Goche 2014, 15). El patronato de Mexicanos Primero incluye a los per-
sonajes más ricos del país, que usualmente aparecen en la revista Forbes, entre los 
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que destacan Emilio Azcárraga Jean (Grupo Televisa), Marcos Achar Levy (Grupo 
Comex), Alejandro Bailleres Gual (Grupo Nacional Provincial), Agustín Coppel 
Luken (Tiendas Coppel), Carlos Fernández González (Grupo Modelo), José An-
tonio Fernández Carvajal (Fomento Económico Mexicano) y Carlos Slim Domit 
(Carso) (Expansión 2007).

Así, apuntalada por los medios masivos –las televisoras y los demás sistemas de 
radiodifusión–, se impuso solo una visión sobre el supuesto estado de la educación en 
México, sin la posibilidad de abrir un debate con los demás actores del proceso edu-
cativo, como parte de lo que Da Costa (2023) llama acumulación por legitimación, 
creando un imaginario colectivo de que el fracaso del sistema educativo era respon-
sabilidad exclusiva del personal docente. La mayoría de los conductores, periodistas 
y “opinólogos” se alinearon a los intereses empresariales y del poder político, incor-
porándose al clima de defenestración en contra del magisterio (Valdés Vega 2020) y 
creando condiciones para la aprobación sin discusión de la reforma educativa.

Los profesores fueron acusados y exhibidos y se convirtieron en objetos a reformar, 
pues ante la opinión pública y publicada de este cambio dependía la calidad educa-
tiva, sin tomar en consideración las graves deficiencias en infraestructura educativa y 
tecnológica que presentaban la mayoría de los planteles del país. En este panorama, al 
personal docente se le privó de su voz para opinar sobre la reforma (Gil Antón 2018), 
una de las estrategias que prima en el autoritarismo neoliberal imperante.

En palabras de Gil Antón, se reducía a los y las docentes en la etapa de infancia 
y, por lo tanto, carentes de capacidad para dar su punto de vista sobre el problema 
educativo.

Al ser el obstáculo mayor, no fueron considerados como un recurso crucial en el pro-
ceso de cambio. Por el contrario, quedaron en entredicho, es decir, interdictos. Este 
término se aplica, en el ámbito jurídico, para designar a aquellas personas que tienen 
prohibido o restringido el ejercicio de ciertos derechos por haber sufrido alguna inter-
dicción (prohibición) en sede judicial a causa de padecer demencia o ser delincuentes. 
Por ellos, dado que eran infantes, estaban locos y eran bandidos, tendría que hablar el 
poder –el Ogro Pedagógico– (Gil Antón 2018, 7).

Fuera de todo orden pedagógico, la reforma educativa formaba parte del engranaje 
de la reforma laboral realizada por el gobierno saliente de Felipe Calderón Hinojosa y 
por el gobierno entrante de Enrique Peña Nieto, que estaba direccionada a precarizar 
el empleo docente, a quitar la estabilidad laboral, las prestaciones sociales y a que 
profesionales del magisterio fueran susceptibles de sufrir despidos (Gil Antón 2018, 
11), todo esto dentro de un contexto de flexibilidad laboral muy propio del modelo 
neoliberal. Por tanto, la reforma en nada aludía a las esferas pedagógicas, sino que se 
centraba en la medición de resultados, instrumento que sería el argumento principal 
con el cual se coaccionaría al magisterio para su permanencia o despido.
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En estricto sentido, la Ley del Servicio Profesional Docente, derivada de la refor-
ma educativa, establecía los mecanismos de evaluación, así como las consecuencias de 
aprobar o no las evaluaciones que se realizaran al personal docente. 

La Ley del Servicio Profesional Docente (LSPD), reglamentaria de los cambios cons-
titucionales en materia laboral para las y los profesores del país, adscritos al sistema 
público obligatorio (del prescolar a la educación media), indica que cada cuatro años 
todos los integrantes del magisterio, sin excepción, habrán de ser evaluados –y aprobar 
las diversas secciones y actividades de la inspección– y si no lo hacen, o no lo aprue-
ban, luego de otra oportunidad “serán separados de su función sin responsabilidad 
alguna para la SEP” (Gil Antón 2018, 11).

De acuerdo con el especialista en temas educativos Hugo Aboites, se dio una clara 
intervención de Mexicanos Primero en el diseño de la reforma educativa y de or-
ganismos financieros internacionales. La gravedad radicaba en que “sus mandatos 
logran alcanzar un texto constitucional” incorporando conceptos neoliberales, tales 
como “calidad” y “evaluación” que nunca han formado parte de los propósitos de las 
políticas del Estado mexicano en materia educativa (Goche 2014), pues estas se han 
basado en la formación integral del individuo.

Ante la afectación a sus derechos laborales, activistas del magisterio argumentaron 
que las disposiciones de la reforma en nada tenían que ver con la calidad educativa, y 
que en realidad eran para regular el mercado laboral del magisterio del sector público 
(Böcking 2015). Por lo que desde abril de 2013 los docentes agrupados en la disiden-
cia sindical de la Coordinadora Nacional de Trabajadores de la Educación, tomaron 
la plaza central del Zócalo en la Ciudad de México y establecieron un campamento 
que se extendió por calles aledañas, pues se integraron profesores y profesoras de los 
estados de Oaxaca, Michoacán y Chiapas, situación que intensificó las protestas en 
la capital ante la inminente aprobación de las leyes secundarias de la reforma por el 
Congreso. Luego de seis meses de ocupación en el Zócalo, los maestros fueron 
desalojados tras prolongadas negociaciones del gobierno con la Coordinadora 
Nacional de Trabajadores de la Educación y de un ultimátum del gobierno que 
anunció el uso de la fuerza por parte de la policía (Chouza 2013).

El clímax de la represión en contra del magisterio movilizado se dio el 19 de junio 
de 2016, cuando docentes de la Sección 22 de la Coordinadora Nacional de Traba-
jadores de la Educación con el apoyo de pobladores de la comunidad de Nochixtlán, 
Oaxaca, tomaron la autopista Cuacnopalan-Oaxaca como medida de presión con el 
objetivo de derogar la reforma educativa. Esta acción fue reprimida de manera brutal 
por los cuerpos de la ley conformados por las policías Federal, Estatal, la Gendarme-
ría Nacional y la Agencia Estatal de Investigaciones (Nahón 2019). El saldo de este 
acto represivo fue de “8 muertos, siete desaparecidos, más de 20 detenidos y tortura-
dos, y 137 personas, de los cuales 33 eran menores, con lesiones productos de armas 
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de fuego, balas de goma, quemaduras, golpes, fracturas e intoxicaciones” (Bojórquez 
y Ángeles 2021, 62). Estos hechos marcan un hito, pues se expresa el enfrentamiento 
de las fuerzas del orden contra ese sector docente marginado, conformado por quie-
nes tienen un arraigo muy pronunciado en comunidades que de manera histórica 
han estado fuera de las políticas públicas del Estado mexicano.

Si bien Andrés Manuel López Obrador, actual presidente de México (2018-
2024), prometió derogar la reforma educativa durante una reunión con docentes 
en Guelatao, Oaxaca (Castillo 2019), en los hechos solo quitó la parte punitiva. Las 
condiciones de contratación y de precarización laboral siguen presentes para el nuevo 
personal docente que ingresa al sistema educativo. En cuanto a Mexicanos Primero, 
continúan su activismo para neoliberalizar la educación en espera de la llegada de 
un gobierno afín, donde puedan imponer su visión “educativa”. Es por ello que en 
la actualidad el artífice de Mexicanos Primero y de la reforma educativa, Claudio X. 
González Guajardo, intenta consolidar una coalición electoral entre el Partido Re-
volucionario Institucional, el Partido Acción Nacional y el Partido de la Revolución 
Democrática para enfrentar al partido en el gobierno, el Movimiento de Regenera-
ción Nacional, en las elecciones de 2024 con el firme propósito de volver a influir en 
la agenda educativa.

6. Conclusiones

Los dogmas del modelo neoliberal giran en torno a eliminar las obligaciones socia-
les del Estado y que solo emerja un gran leviatán que aplique la ley para quienes la 
trasgredan, mientras a las empresas y entidades financieras se les asegure la obtención 
de la máxima ganancia. Las políticas implementadas desde inicios de los años 80 en 
México tuvieron el objetivo desmantelar de manera gradual el incipiente Estado be-
nefactor, privatizando áreas tan sensibles como la salud y la educación.

Aun cuando las formas autoritarias han estado arraigadas en el sistema político 
mexicano desde inicios de la vida independiente, durante los mandatos de Carlos 
Salinas de Gortari y Ernesto Zedillo Ponce de León y con el cambio de partido 
en el poder que produjo la llegada de Vicente Fox Quesada (año 2000), se habían 
mantenido los canales de negociación de los grupos disidentes. Sin embargo, fue el 
gobierno de Felipe Calderón Hinojosa el que profundizó el neoliberalismo autorita-
rio; una de las expresiones más fehacientes se halla en las políticas contra el crimen 
organizado en cuanto forma de legitimación política, pues su mandato presidencial 
estuvo cuestionado desde las propias urnas.

Esta política de violencia institucional permeó otras esferas como la laboral 
debido a la extinción de la empresa pública Luz y Fuerza del Centro, que abastecía 
la zona centro del país, incluida la capital, hecho que dejó sin trabajo a más de 
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42 000 empleados. Para Regalado (2021) significó parte de las reformas estructu-
rales neoliberales que se materializaron en el siguiente sexenio, el de Enrique Peña 
Nieto, para asegurar la participación de la iniciativa privada en la generación, en la 
distribución y en la venta de energía.

En el caso del gobierno de Enrique Peña Nieto, las políticas de ajuste estructural 
materializadas en sendas modificaciones constitucionales se dieron sin el consenso de 
la población, solo con la venia de las élites económicas y de los principales partidos 
políticos en el llamado Pacto por México. Entre estos cambios estuvo la reforma edu-
cativa, la cual fue diseñada e impuesta desde las élites para reafirmar las tendencias de 
precarización y flexibilidad laboral impulsadas por las políticas neoliberales. 

Dicha reforma, como señalé anteriormente, fue impuesta de manera autoritaria, 
sin mediar mecanismos de negociación y cooptación con uno de los actores princi-
pales del proceso educativo: el profesorado. Esto generó protestas masivas en diversos 
estados del país, pues la reforma en lugar de ser pedagógica era de carácter laboral y 
cambió las relaciones laborales entre el personal docente y el Estado, dejando en la 
indefensión al magisterio ante posibles despidos. La respuesta a estos reclamos fue la 
represión violenta por parte del Estado, que, en un marco de neoliberalismo auto-
ritario a partir de la imposición como táctica que buscó fortalecer los mecanismos 
de acumulación desigual, vulneró los derechos laborales de los trabajadores de la 
educación.
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Resumen
La covid-19 provocó una reformulación de las políticas en el sector turístico, pues ante la caída de los flujos 
internacionales se volvió a apostar por el turismo nacional. Argentina es un ejemplo de este fenómeno: durante la 
pandemia impulsó una agenda turística local como no sucedía desde hace décadas. La promoción externa y el turismo 
receptivo (internacional), que ocupaban un lugar protagónico en la agenda del sector, dejaron lugar al fortalecimiento 
del turismo doméstico. En este artículo se analiza la reformulación de la agenda turística argentina durante la pandemia 
y sus implicaciones socioterritoriales. Para ello, se utiliza como enfoque teórico-metodológico al análisis de políticas, 
particularmente los estudios de evaluación que parten de estrategias cuanti-cualitativas. Se describen las tres políticas 
implementadas (asistencia al sector turístico nacional, coordinación y adaptación a la nueva normalidad y estímulo 
a la demanda) para luego vincularlas a un contexto caracterizado por el levantamiento de las restricciones y por el 
avance del proceso de vacunación, rasgos que motorizaron los índices de recuperación turística a partir del segundo 
semestre de 2021. Se demuestra que, aunque en esta reactivación se evidencia el reimpulso del turismo doméstico, el 
internacional continúa muy por debajo de los niveles prepandémicos. El texto concluye con una serie de discusiones 
acerca del impacto de las políticas implementadas en Argentina.

Descriptores: América Latina; Argentina; evaluación; pandemia; políticas públicas; turismo. 

Abstract
COVID-19 led to a reformulation of policies in the tourism sector, as the fall in international flows led to a renewed 
focus on domestic tourism. Argentina is an example of this phenomenon. During the pandemic, it promoted a 
local tourism agenda that had not been seen for decades. Foreign promotion and inbound (international) tourism, 
which used to play a leading role in the sector’s agenda, gave way to the strengthening of domestic tourism. This 
article analyzes the reformulation of the Argentine tourism agenda during the pandemic and its socio-territorial 
implications. For this purpose, we use policy analysis as a theoretical-methodological approach, particularly evaluation 
studies based on quantitative-qualitative methods. The three policies implemented (assistance to the national tourism 
sector, coordination and adaptation to the new normality, and stimulus to demand) are described and then linked 
to a context characterized by the lifting of restrictions and the progress of the vaccination process, features that drove 
tourism recovery rates from the second half of 2021. It is shown that, although in this reactivation there is evidence of 
a revival of domestic tourism, international tourism remains well below pre-pandemic levels. The text concludes with 
a series of reflections on the impact of the policies implemented in Argentina.

Keywords: Latin America; Argentina; evaluation; pandemic; public policies; tourism. 
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1. Introducción

La expansión de la covid-19 ha trastocado las bases del modelo turístico que condu-
cen las políticas sectoriales desde hace décadas. Esto se evidencia en una drástica caída 
de los flujos internacionales y en una revalorización del turismo doméstico, que es 
aquel que evita el derrumbe total del sector turístico a escala global (OMT 2021). La 
centralidad que supo asumir el turista internacional dio lugar a la del propio residen-
te, que pasa a ser un blanco destacado de las políticas sectoriales (Velasco González 
2020). La promoción de viajes a destinos nacionales no solo ha implicado un apoyo a 
los prestadores turísticos, y, por ende, al sostenimiento de puestos de empleo e ingre-
sos, sino también al fortalecimiento de estas prácticas en sectores medios y populares 
que han sido los más afectados por la crisis. 

Además, las políticas sectoriales debieron reposicionarse en términos de la ofer-
ta para priorizar nuevos modelos de comportamiento social más respetuosos con 
las personas, con las culturas y con el medioambiente. Las agendas turísticas co-
menzaron a proyectar prácticas y destinos seguros, capaces de motivar un viaje en 
contextos de incertidumbre (Navarro Drazich y Lorenzo 2021). Esto ha originado, 
por un lado, una revalorización de modalidades y destinos poco consolidados, vin-
culados a prácticas de ecoturismo, turismo rural y comunitario; y, por otro, una 
reconversión de destinos tradicionales, que deben innovar para limitar la masifica-
ción (Cañada e Izcara 2021). Este cambio de escenario fue advertido rápidamente 
por gran parte de los Gobiernos latinoamericanos que comenzaron a reformular sus 
políticas sectoriales centradas ahora en los flujos internos (Schenkel 2021). Así lo 
ha hecho el Gobierno argentino, que, en el momento más crítico de la pandemia, 
lanzó su propio plan de reactivación de la actividad turística nacional para intentar 
sostener un sector que atravesaba la peor crisis de su historia (Ley 27.563/2020). 
Debido a la pandemia dejaron de operar en el país más de 4000 prestadores, lo que 
ocasionó una pérdida de empleo que afectó a 74 000 personas. Además, el 50 % de 
los establecimientos operativos se encontraban en una situación desesperada, pues 
el 35 % no poseía capital de trabajo y un 15 % carecía de autonomía para resistir 
en el corto plazo, motivos por los cuales evaluaban declararse en quiebra o cerrar 
de manera definitiva (AHT 2020).

En este marco, el Gobierno argentino impulsó una reformulación de la agenda 
sectorial centrada en el turismo nacional. Lo anterior se instrumentó a partir de la 
implementación de políticas de asistencia a la oferta, originadas en el contexto del 
aislamiento social preventivo y obligatorio (ASPO), de políticas de coordinación y 
adaptación para preparar a prestadores y lugares de destino a la nueva normalidad, 
y de políticas de estímulo a la demanda con el fin de reimpulsar las prácticas turís-
ticas nacionales. Cada una de estas políticas surgió como respuesta a los cambios 
originados por la pandemia, a las recomendaciones sanitarias y a sus implicaciones 
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en el desarrollo de la actividad. A partir de lo señalado, en el artículo se aborda 
el impacto de la covid-19 en la actividad turística en Argentina y se analizan las 
implicancias de las políticas implementadas. Se plantean como hipótesis que di-
chas estrategias de intervención significan un cambio relevante en relación con la 
agenda pública precedente, tanto en términos de propósitos perseguidos como de 
acciones implementadas y que favorecen la revalorización del turismo doméstico, 
materializada en nuevas tendencias turísticas y en determinados lugares de destino 
que adquieren mayor relevancia en el mapa nacional.

Para alcanzar dichos propósitos, se parte del análisis de las políticas públicas como 
enfoque teórico-metodológico. El carácter pluridimensional de este enfoque permite 
presentar una visión integral de las diversas acciones llevadas a cabo en esta materia y 
avanzar en sus implicaciones una vez implementadas (Pérez Sánchez 2006). Esta dua-
lidad ha derivado en aquello que Torgerson (1995) denomina el “análisis de políticas 
pospositivista”, que concilia el rigor del análisis empírico y la orientación práctica 
hacia la eficacia de las decisiones públicas con la necesidad de una comprensión polí-
tica de las políticas, tanto en el análisis de la evidencia recabada como en el abordaje 
crítico hacia la legitimidad y el contexto político y social (Losada Trabada 2003). 

2. Metodología 

La investigación parte de los amplios estudios de evaluación de políticas que inte-
gran estrategias cuanti-cualitativas. En un comienzo estos abordajes implicaban, en 
su mayoría, un proceso cuantitativo que tendía a medir el grado de cumplimiento 
de los objetivos formulados a partir de abordajes puntuales en torno a los impactos 
de una acción de gobierno. Las críticas recibidas a este tipo de análisis provocaron su 
reemplazo progresivo por estudios de evaluación más amplios, extendidos al ciclo de 
la política pública, a los procedimientos y a las metodologías utilizadas, incluyendo 
técnicas cualitativas de indagación (Martínez del Olmo 2006). 

Desde esta perspectiva, la investigación se lleva a cabo a partir de una metodología 
mixta que produjo sus datos mediante el relevamiento documental y a través de la 
aplicación de encuestas (entrevistas y cuestionarios semiestructurados) a informantes 
clave. El corpus documental se elaboró a partir de normativas, leyes, decretos y reso-
luciones, así como de informes estadísticos entre los que se encuentran la Encuesta 
Permanente de Hogares (EPH), la Encuesta de Turismo Internacional (ETI) y la 
Encuesta de Ocupación Hotelera (EOH), todas del Instituto Nacional de Estadís-
tica y Censos (INDEC). Se emplearon también manifestaciones oficiales como las 
memorias del estado de la nación de la Jefatura de Gabinete de Ministros (JGM), 
las cuentas de inversión del Ministerio de Economía (MECON), discursos guberna-
mentales, escritos y notas de prensa y documentos de especialistas en el área como 
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la Organización Mundial del Turismo (OMT), así como otros organismos guberna-
mentales y no gubernamentales y el sector científico-tecnológico. 

La información documental fue complementada con la realización de entrevistas 
a distintos actores que participaron de la formulación e implementación de las políti-
cas turísticas durante la pandemia, entre los que sobresalen autoridades gubernamen-
tales y representantes de cámaras empresariales. Asimismo, se aplicaron cuestionarios 
semiestructurados a destinatarios de dichas acciones de gobierno como visitantes, 
prestadores y autoridades de localidades turísticas. Los datos obtenidos fueron siste-
matizados y analizados en relación con la malla argumentativa que sostiene la inves-
tigación y se expone mediante figuras y tablas de doble entrada.

3. Análisis y resultados 

La información obtenida fue sistematizada en cuatro apartados que se presentan si-
guiendo una secuencia temporal. Lo anterior permite evidenciar el impacto que tuvo 
la pandemia y las políticas públicas sectoriales en relación con el escenario previo, 
para, finalmente, abordar el estudio de sus implicancias en un contexto más amplio 
que es multifactorial.

3.1. Políticas dirigidas al turismo antes de la pandemia

A partir de la década de los 70 el impulso de la actividad turística en Argentina 
quedó asociado a la estrategia de desarrollo de apertura a la globalización econó-
mica, con una prevalencia del turismo receptivo (internacional) entre las políticas 
sectoriales (Schenkel 2020). Ante una economía cada vez más internacionalizada, 
la actividad se presentó como una oportunidad para atraer divisas, generar ingresos 
y empleo y, así, sostener el crecimiento de la economía nacional. Esta apuesta del 
Estado argentino se consolidó en la poscrisis argentina del 2001, ante una balanza 
de pagos altamente deficitaria y una abultada deuda externa declarada en cesación 
de pagos (Rapoport 2014).

En este contexto, la Ley 25.997 declaró al turismo receptivo como una actividad 
de exportación no tradicional prioritaria y creó herramientas para su fortalecimiento, 
entre las que se destaca el impulso del Instituto Nacional de Promoción Turística 
(INPROTUR) (Ley 25.997/2005), un organismo descentralizado abocado a fortale-
cer los arribos internacionales y la marca Argentina en el exterior. Desde entonces, los 
sucesivos Gobiernos desarrollaron una activa política en el área que buscó consolidar 
el turismo receptivo como actividad de interés nacional (Decreto 1297/2006). 

Dicho posicionamiento se tradujo en una fuerte asignación de recursos públi-
cos. Desde entonces el INPROTUR se convirtió en el principal centralizador del 
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gasto turístico (MECON 2006-2019b), en detrimento de otras áreas como el turis-
mo social, que hasta ese momento ocupaban un lugar central en la agenda sectorial 
(Schenkel 2018). Para el Proyecto de Ley de Presupuesto 2020, el último presentado 
antes de la pandemia, el INPROTUR llegó a contar con el 82 % de los recursos to-
tales asignados a este sector (figura 1). 

Con esta fuerte asignación de recursos destinada a la promoción externa, la apuesta 
del Estado por el visitante internacional dejaba de lado el ámbito del discurso y de la 
planificación (como sucede desde hace décadas), para alcanzar la etapa de implemen-
tación y traducirse en acciones concretas. Entre las labores realizadas para alcanzar 
este objetivo tenemos la asistencia a las principales ferias turísticas internacionales, 
las jornadas de formación para prestadores y destinos receptivos, la financiación de 
eventos de resonancia internacional y el impulso de press trips a las revistas especializa-
das, workshops y fam tours para los principales comercializadores externos (MECON 
2006-2019a). El incremento de estas iniciativas y la presencia de la marca Argentina 
en diferentes países de América, Europa y Oceanía y, posteriormente, Asia y África, 

Figura 1. Evolución del presupuesto destinado al turismo entre 1996 y 2019
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Nota: Si bien el INPROTUR, como todo organismo descentralizado, tiene un presupuesto propio, para los fines comparativos de este 
artículo se asocia al presupuesto del área de turismo.
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reflejaron una expansión en el campo de actuación del INPROTUR a medida que 
se consolidó su posicionamiento en la estructura organizacional, para priorizar su 
presencia en aquellos mercados de alto gasto como Norteamérica, Europa y Oriente 
Medio.

3.2. Incidencias de la covid-19 en la actividad turística en Argentina

A fines de 2019 Argentina se encontraba en una situación crítica, presentaba elevados 
niveles de pobreza y desempleo, altas tasas de informalidad y un creciente proceso in-
flacionario combinado con recesión, inestabilidad cambiaria, déficit fiscal y comercial. 
La deuda pública había alcanzado el nivel más alto de América Latina (89 % del PIB) 
y atravesaba un complejo proceso de renegociación de pago con el FMI (Naciones 
Unidas 2020). Por lo tanto, la pandemia no hizo otra cosa que profundizar las vulnera-
bilidades preexistentes y extender las consecuencias de una década de crecimiento nulo, 
calificada por la CEPAL como una “década perdida” (CEPAL 2020).

En este sensible contexto socioeconómico, el Gobierno argentino decretó una de 
las cuarentenas más estrictas en el plano internacional, que incluyó la prohibición 
de la circulación dentro del país y la suspensión de las llegadas de todos los vuelos 
que unían Argentina con destinos considerados de riesgo (Decreto 260/2020). El 
aislamiento social, preventivo y obligatorio (ASPO) comenzó en marzo de 2020 y 
finalizó más de siete meses después. La flexibilización de las restricciones tuvo lugar 
en octubre de 2020 con la eliminación de la obligatoriedad del uso de mascarilla en 
espacios al aire libre y con las primeras reaperturas con aforo, para pasar del ASPO 
al distanciamiento social, preventivo y obligatorio (DISPO) en noviembre de 2020. 

Si bien la caída de la economía fue bastante generalizada, los sectores más afec-
tados de la cadena productiva fueron aquellos ligados al turismo (hoteles y restau-
rantes, actividades artísticas, culturales, deportivas y de esparcimiento), las cuales 
sufrieron directamente las medidas del ASPO (CEPAL 2022). La actividad tuvo 
un derrumbe sin precedentes: el turismo emisivo (internacional) cayó un 93 % 
con respecto a julio de 2019, y el turismo receptivo (internacional) un 99 % en el 
mismo periodo (INDEC 2019a, 2020a).

En términos de turismo interno (visitantes, residentes y no residentes), la caída 
interanual fue de 79 %, un 20 % menor al turismo internacional (INDEC 2019b, 
2020b). Esto último responde a la composición del flujo del turismo interno: el 
98 % de los viajeros hospedados en 2021 fueron residentes argentinos contra el 79 % 
que representaban en 2019. De este modo, el turismo nacional logró recortar la fuer-
te caída de los flujos internacionales, aunque igualmente se mantuvo muy por debajo 
de los niveles registrados antes de la pandemia (INDEC 2019b, 2020b). 

Esta caída tan marcada en arribos y niveles de ocupación impactó duramente al 
sector hotelero. De enero a diciembre de 2020 la caída fue del -68 %, y si se considera 
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el periodo abril-diciembre (marcado por las restricciones implementadas por el Estado) 
llega hasta un -93 % (AHT 2021). Entre 1700 y 2000 hoteles dejaron de funcionar, lo 
que se tradujo en una reducción de 85 000 puestos de trabajo, convirtiéndose así en la 
actividad económica que más empleos perdió durante la pandemia (AHT 2020). 

Ahora bien, cuando se desagrega dicho impacto de acuerdo con el lugar de destino 
y con el tipo de turismo, se evidencia que la pandemia no afectó a toda la actividad 
turística de la misma forma. Los segmentos de viajes más perjudicados fueron aque-
llos asociados a altas aglomeraciones en espacios reducidos (turismo de reuniones, 
corporativo, cruceros y viajes grupales) y a la tercera edad, el principal grupo de ries-
go en la pandemia (entrevista a representante de la Cámara Hotelera y Gastronómica, 
enero de 2021). 

Si bien todos los destinos registraron afectaciones, el impacto no fue uniforme 
(Amadasi 2021). Entre los más perjudicados aparecen aquellos que solían tener un 
alto componente de visitantes internacionales, que generaban grandes aglomeracio-
nes urbanas, que se identificaban con el turismo de tercera edad, con atractivos de 
alta saturación social (museos, teatros o anfiteatros) o que presentaban una situación 
epidemiológica de alto riesgo. Por ejemplo, la Ciudad de Buenos Aires (la de mayor 
aglomeración urbana del país, con alto riesgo epidemiológico y con el mayor destino 
de visitantes internacionales) pasó a alojar el 19 % de los viajeros que tuvo en 2019; 
San Carlos de Bariloche (destino con fuerte peso internacional y con la aglomeración 
urbana más importante entre los destinos patagónicos) recibió solo al 43 % de los 
turistas que registraba antes de la covid-19; y termas de Río Hondo, lugar elegido 
tradicionalmente por las personas de la tercera edad, fue el segundo destino más 
perjudicado al recibir solo un 30 % de los visitantes que arribaron a este territorio en 
2019 (INDEC 2019b, 2020b).

3.3. La reconversión de las políticas turísticas durante la pandemia

El Gobierno nacional buscó reducir el impacto de la crisis sanitaria mediante el res-
guardo de las relaciones laborales en toda la cadena productiva. Para ello, estableció 
la prohibición temporal de los despidos y la asistencia económica a las empresas 
afectadas mediante subsidios y créditos. Este paquete de medidas tuvo como desti-
natarios tanto a los actores formalizados (Programa de Asistencia de Emergencia al 
Trabajo y la Producción [ATP]) como al sector no formalizado (Ingreso Familiar de 
Emergencia [IFE]) y privilegió a empresas de tipo pymes y a aquellos sectores sociales 
más vulnerables.

En esta línea, el gobierno intervino fuertemente en el sector turístico. Las políti-
cas sectoriales se dirigieron al propio residente, que pasó a ser nuevamente un actor 
destacado en su rol de visitante, de empresario o de trabajador del sector a partir del 
turismo doméstico. Para ello, el gobierno casi duplicó la participación del Ministerio 
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de Turismo y Deportes en el presupuesto nacional, que pasó del 0,09 % al 0,17 % 
(tabla 1). Esta reasignación de partidas benefició al desarrollo del turismo nacional, 
que concentró el 39  % del presupuesto contra el 7  % que representaba original-
mente, y, a la inversa, contrajo en un -21 % los recursos destinados a la promoción 
externa (MECON 2021a). 

Las demás áreas (actividades centrales, turismo social, calidad y comunicación y, en 
menor medida, deporte) se mantuvieron bastante más estables, aunque debieron 
promover una reformulación de tareas. En el caso de las actividades centrales, una 
buena parte de sus recursos se destinó a financiar los planes de asistencia al sector 
(a partir de inversión en infraestructura y apoyo financiero a privados): el turismo 
social, que no pudo ofrecer prestaciones turísticas, volcó la mayoría de sus recursos a 
obras de recuperación de los complejos estatales; el área de inversiones internaciona-
les, afectada debido a la ejecución de créditos del BID, se dirigió al pago del Fondo 
de Auxilio y Capacitación Turística (FACT); el área de capacitación y comunicación 
destinó los recursos a la formación en el contexto de pandemia a partir de la oferta de 
cursos e-learning; y el área de deporte no pudo financiar los viajes y estancias de los 
deportistas, por lo que destinó una mayor parte de recursos al desarrollo de infraes-
tructura con los programas Clubes de Barrio y Polideportivo. En esa misma línea, el 
presupuesto afectado al turismo nacional contempló también la asistencia al sector 
privado a partir de la financiación del auxilio para prestadores turísticos (APTUR) 
(Resolución 262/2020) y del régimen de incentivos a la preventa de servicios turísti-
cos nacionales (PreViaje) (Ley 27.563/2020, art. 3).

A partir de estos instrumentos, el Estado intervino en el sector con el propósi-
to de sostener y reactivar la actividad turística nacional en tiempos de pandemia. 
Para ello, implementó varias políticas: de asistencia a la oferta en el contexto del 
aislamiento social, preventivo y obligatorio (el peor momento de la pandemia); de 
coordinación y adaptación para preparar el sector para la nueva normalidad en el 

Tabla 1. Composición del gasto turístico presupuestado 

Concepto del gasto Crédito original % Crédito vigente % Variación %

Actividades centrales 12 4 -8

Desarrollo y promoción del turismo nacional 7 39 32 

Turismo social 6 4 -2 

Inversiones con financiamiento internacional 8 23 15 

Calidad y comunicación turística 4 2 -2 

Deporte 32 18 -14 

Promoción del turismo receptivo (INPROTUR) 31 10 -21

Elaborada a partir de la cuenta de inversión (MECON 2021a).
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contexto del distanciamiento social, preventivo y obligatorio; y de estímulo a la de-
manda originada por las primeras reaperturas para finales de 2020. Dichas políticas 
surgieron como respuestas a los cambios originados en la situación epidemiológica 
del país, a las recomendaciones sanitarias y a sus implicaciones en la actividad eco-
nómica en cuestión (figura 2).

Política de asistencia a la oferta turística

Las medidas dirigidas al sector priorizaron la asistencia a prestadores y trabajadores 
turísticos que se encontraban formalizados, con la implementación del FACT y del 
APTUR.1 Ambos instrumentos aplicaron una segmentación de beneficios exclusivos 
para micro, pequeñas y medianas empresas que fueron las que recibieron la mayor 
parte de la asistencia, y al momento de aprobar las solitudes se priorizó el criterio de 
equidad de género (a partir de una ponderación por la participación del personal con 
cupo femenino y no binario) y el de formación del personal. En cuanto a este último, 
el acceso al beneficio exigió que más del 70 % de los empleados realizaran cursos de 
capacitación en la plataforma de formación del Ministerio, podían escoger uno y los 
otros tres eran obligatorios (Higiene y seguridad en turismo, Accesibilidad turística 
y turismo responsable y Género). Ambos instrumentos procuraron llegar a todas las 
solicitudes que se ajustaran a la norma, por lo que el beneficio percibido por actor 

1 Además, el Ministerio implementó líneas de crédito a tasas subsidiadas a través del Banco de la Nación Argentina (JGM 2021).

Figura 2. Políticas turísticas implementadas en Argentina a partir de la pandemia
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terminó representando una “ayuda insuficiente”, de acuerdo con las cámaras empre-
sariales (entrevista a representante de la Cámara Hotelera y Gastronómica, enero de 
2021).

El FACT benefició a 2500 pymes en 2020 y ayudó a mantener el empleo de 38 
000 personas. Tres de cada cuatro de estas empresas tenían menos de 15 empleados y 
en términos de rubro el 70 % pertenecía al sector de alojamiento y establecimientos 
gastronómicos, el 25 % a agencias de viaje y el 2 % a servicios de recreación. En 2021 
tuvo una nueva edición que contó con menos presupuesto y se distribuyó entre una 
mayor cantidad de empresas, en total entre 3493 pymes que empleaban a 64 968 
personas. En línea con la primera edición, más del 60 % de las empresas beneficiadas 
fueron establecimientos gastronómicos (38 %) y alojamientos (27 %), seguido por 
agencias de viaje (20 %) y servicios de transporte turístico (7 %). Nueve de cada 10 
empresas seleccionadas fueron micro y pequeñas empresas con menos de 30 emplea-
dos (JGM 2021, 2022).

El Fondo de Auxilio para Prestadores Turísticos Independientes alcanzó en 2020 a 
6102 pequeños autónomos operadores turísticos (guías de turismo, profesionales de 
la fotografía, artesanos y artesanas, cabañeros). En 2021 resultaron beneficiadas 14 
600 personas, más del doble que en la primera edición. El universo se compuso por 
un 70 % de monotributistas, 20 % de autónomos y el 10 % restante fueron perso-
nas jurídicas (JGM 2021, 2022). Por otro lado, el auxilio a destinos y a municipios 
turísticos fue canalizado en mayor medida a través de la iniciativa 50 Destinos, como 
medida contracíclica para financiar obras de infraestructura turística.

Durante el año 2020 el programa 50 Destinos aprobó 85 proyectos de obra en las 
23 provincias del país y en la ciudad de Buenos Aires, para la financiación de centros 
de interpretación, miradores, señalética, accesos, rampas, estacionamientos, luminaria 
sustentable y la puesta en valor y modernización de centros turísticos existentes. En 
2021 el programa incorporó más localidades para la financiación de 68 proyectos pro-
vinciales. Entre las obras realizadas destacan la modernización de centros turísticos, la 
construcción de centros cívicos y glampings, mejoras de accesibilidad, creación de mira-
dores y estacionamientos (JGM 2021, 2022). En las entrevistas realizadas a autoridades 
turísticas se destacan la “masividad” y la “federalidad” del programa, aunque en algunos 
casos sostienen que la obtención del beneficio exigía “tediosos” proyectos de inversión y 
obras de difícil realización para las estructuras locales (entrevistas a autoridades públicas 
provinciales y municipales, entre enero y octubre de 2021).

Política de coordinación y adaptación

Con el inicio del proceso de vacunación a finales de 2020 el gobierno inició una 
apertura progresiva del sector turístico. En el caso del turismo nacional, los viajes 
individuales y familiares se reactivaron en la temporada estival 2020-2021 y los viajes 
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grupales (estudiantiles y de la tercera edad) en octubre de 2021. El turismo interna-
cional, en el caso de países limítrofes, también debió esperar un año para reactivarse, 
y para el resto del mundo y viajes de cruceros un poco más, esto sucedió a partir de 
noviembre de 2021.

Estas primeras reaperturas exigieron una política de coordinación y asistencia por 
parte del Estado, el cual debió adecuar el desarrollo de la actividad al contexto de 
la pandemia. En este marco, en articulación con las 23 provincias y con la Ciudad 
Autónoma de Buenos Aires, el gobierno definió la provisión de centros sanitarios y el 
despliegue del plan DetectAr para posibles casos de coronavirus, también desarrolló 
la web Verano para aquellas personas que vacacionaron durante la pandemia. La apli-
cación facilitaba la obtención del “certificado verano” que era necesario para circular 
y el cual brindaba información actualizada sobre los requisitos para viajar a las distin-
tas localidades del país, ya que la posibilidad de ingresar a las provincias dependía de 
la situación epidemiológica y de las exigencias de cada distrito (por ejemplo, algunas 
provincias solo solicitaban el certificado turismo, mientras que otras pedían la pre-
sentación de una prueba PCR negativa).

En una misma línea, el Ministerio de Turismo y Deportes en conjunto con el 
sector privado, confeccionaron 16 protocolos de turismo que adecuaban las prácticas 
y prestaciones turísticas a las recomendaciones sanitarias emitidas por el Ministerio 
de Salud. Dichos documentos de normalización pretendían proveer de seguridad no 
solo a quienes se desplazaban con fines de ocio, sino a los propios trabajadores del 
sector y a los residentes en las zonas turísticas. 

También, en el marco del programa Municipios Responsables, el Ministerio de 
Turismo y Deportes buscó fortalecer la constitución de destinos seguros, adaptados 
al cumplimiento de las medidas de prevención sanitaria. Dicho programa estuvo 
destinado a la adquisición e instalación de equipos y terminales de sanitización, pisos 
antideslizantes, pintura vial, ordenadores de público, señalización edilicia interna, 
cartelería, digitalización de mapas turísticos, adaptaciones asociadas al distancia-
miento físico y detectores de temperatura. Al igual que 50 Destinos, promovió la 
participación tanto de destinos tradicionales como emergentes y al momento de ca-
nalizar los beneficios priorizó el criterio de federalidad, para alcanzar en 2020 más de 
70 localidades (Ministerio de Turismo y Deportes 2021).

Política de estímulo a la demanda turística

Cuando se analiza la evidencia recabada, se comprueba que no todas las estrate-
gias formuladas en la Ley de Sostenimiento y Reactivación (Ley 27.563/2020) 
alcanzaron una etapa de implementación. Entre las que no lograron ponerse en 
práctica se encuentran tres de los cuatro programas destinados a fortalecer el 
turismo doméstico: Bono Fiscal Vacacional, Turismo para Personas Mayores y 
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Financiación de Turismo Estudiantil. Dichas medidas habían sido formuladas 
para grupos vulnerables con el propósito de facilitarles el acceso a vacaciones. Al 
no ejecutarse, la política de fomento de turismo nacional se privó de aplicar ins-
trumentos que garantizaban una mayor equidad al momento de la selección de 
los beneficiarios, para quedar centralizada en el programa de Preventa Turística 
(Previaje), que por sus propias características (implicaba un gasto turístico an-
ticipado para recibir una devolución del 50 %) estuvo dirigido a otros sectores. 

Cabe destacar que este último programa alcanzó un volumen y notoriedad que 
lo posicionó como el “más exitoso” de acuerdo con las principales cámaras sectoria-
les, el propio ministro de Turismo y Deportes la considera “la política pública más 
importante de la historia del turismo” (Ministerio de Turismo y Deportes 2022b, 
párr. 3). Para mediados del año 2022, PreViaje había implementado dos ediciones: 
la primera, lanzada a finales de 2020 de cara a la temporada de verano; y la segunda, 
en 2021 para viajes en 2022. En septiembre de 2022 el gobierno tenía previsto lanzar 
PreViaje 3.

Cuando se analizan los impactos del programa se observa un crecimiento signifi-
cativo entre ambas ediciones (tabla 1). Los prestadores inscriptos pasaron de 13 000 
a 14 000, los turistas beneficiados de 568 500 a 4 500 000 y el gasto formalizado de 
10 000 millones a 99 000 millones de pesos argentinos. Estos cerca de 970 millones 
de dólares de PreViaje 2 se destinaron en su totalidad a prestadores del sector, ya que, 
si bien las personas luego recibían por parte del Estado el 50 % de lo invertido, el 
crédito se debía volver a gastar en empresas turísticas o afines. Por otro lado, cabe des-
tacar que dicha edición contó con “PreViaje PAMI”, una línea específica destinada a 
la tercera edad que ofreció una devolución del 70 % del gasto efectuado. Esta línea 
alcanzó cerca de 400 000 personas afiliadas a la principal obra social de la tercera 
edad en el país. 

El crecimiento del programa en la segunda edición implicó que la inversión 
del Estado pasara de 4500 millones a 51  000 millones de pesos argentinos, de 
los cuales cerca del 80 %, de acuerdo con la información provista por la cartera 
ministerial, retornó a las arcas públicas por recaudación impositiva (Ministerio 
de Turismo y Deportes 2022a). En cuanto a esto último, la obligación de estar 
inscripto ante el fisco (tanto para la afectación del crédito como del gasto) originó 
que prestadores que no estaban registrados regularizaran su situación para acceder 
al beneficio. Aunque este requisito formalizó la situación de una parte de la oferta 
turística que se mantenía en la informalidad, también excluyó del beneficio a otra 
gran parte del sector que vive precariamente del turismo, algo similar a lo que pasó 
con el FONAPE y el APTUR.
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Los destinos elegidos fueron similares en las dos ediciones y estuvieron en línea con 
los flujos tradicionales, tanto entre áreas emisivas como receptivas. Los comproban-
tes cargados corresponden en un 80 % a los principales centros emisivos del país: la 
Ciudad de Buenos Aires y las provincias Córdoba, Santa Fe y Buenos Aires, las cuales 
concentran la mayor población y la más alta renta per cápita nacional. Estos turistas 
eligieron en un 90 % las principales provincias turísticas (Buenos Aires, Río Negro, 
Córdoba, Santa Cruz, Mendoza, Tierra del Fuego, Neuquén y Misiones). Entre los 
destinos destacan Bariloche, Ushuaia, Mar del Plata, El Calafate, Puerto Iguazú, Sal-
ta, Mendoza, Ciudad de Buenos Aires, Villa Carlos Paz, San Martín de los Andes, 
Villa Gesell, Villa La Angostura, San Rafael, El Chaltén, Puerto Madryn, Pinamar, 
Merlo, Córdoba, San Bernardo, Las Grutas, Tilcara, San Salvador de Jujuy, El Bol-
són, San Miguel de Tucumán y Cafayate. 

En cuanto al perfil socioeconómico del usurario, si bien el programa no regis-
tra información relativa a ingresos percibidos, se puede hacer una aproximación a 
partir del gasto medio efectuado, que, para la última edición fue de 48 000 pesos. 
Asimismo, el programa exigía una compra mínima de 10 000 pesos para acceder al 
beneficio, dicho monto representaba el equivalente a lo percibido por las familias más 
vulnerables a través del Ingreso Familiar de Emergencia (IFE) y, por lo tanto, implicó 
una barrera de acceso para una parte importante de la población, particularmente 
para aquella más afectada por la pandemia. Cabe destacar que para 2021 la Encuesta 
Permanente en Hogares determinó que el ingreso medio del estrato inferior (deciles 
del 1 al 4) equivalió a 18 127 pesos, el del estrato medio (deciles del 5 al 8) a 48 546 
pesos y el del estrato alto (deciles 9 y 10) a 124 671 pesos (INDEC 2021a). Por lo 
cual el gasto turístico medio realizado con PreViaje se aleja del ingreso percibido 
por sectores de bajos recursos y se aproxima a personas de sectores medios y medio 
altos, las cuales disponían de la renta necesaria para costear el pago anticipado de sus 
vacaciones (figura 3).

Tabla 2. Alcance de PreViaje en sus dos primeras ediciones

Edición 2020 Edición 2021

Prestadores 13 000 14 000

Turistas 568 500 4 500 000

Gasto (en pesos argentinos) 10 000 millones 99 000 millones

Inversión pública (en pesos argentinos) 4 500 millones 51 000 millones

Principales destinos Río Negro, Buenos Aires, Córdo-
ba, Tierra del Fuego, Mendoza, 

Neuquén, Santa Cruz y Misiones

Buenos Aires, Río Negro, Córdoba, 
Santa Cruz, Mendoza, Tierra del 

Fuego, Neuquén y Misiones.

Elaborada a partir de datos publicados por el Ministerio de Turismo y Deportes (2022a).
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Esta información, obtenida del cruce entre deciles de ingresos de la EPH (INDEC 
2021a) y el gasto turístico medio del PreViaje 2, coincide con los cuestionarios reali-
zados a personas que utilizaron el programa. En su totalidad se definen como viajeros 
frecuentes que solían vacacionar a destinos nacionales y, en menor medida, internacio-
nales, y que por medio del programa pudieron acceder a “destinos que no conocían”, 
“visitar familiares y amigos” o aumentar el “gasto en servicios turísticos” (por ejemplo, 
hotelería superior, gastronomía, excursiones, traslados aéreos, terrestres, paquetes turís-
ticos, excursiones, artesanías) y los “días de estadía”. Asimismo, aquellas personas que 
habían vacacionado en el exterior afirman que en el marco del contexto de incertidum-
bre, de crisis cambiaria y de restricciones como el recorte de la financiación de pagos 
de pasajes y servicios turísticos en el exterior (Banco Central de la República Argentina 
2022), decidieron “usar los beneficios del programa” y “vacacionar dentro del país” 
(entrevistas a personas usuarias de PreViaje, entre octubre de 2021 y agosto de 2022). 

En cuanto al beneficio percibido por el prestador, según el programa el 51 % del 
consumo correspondió a agencias de viajes, el 32 % a alojamientos y el 12 % a trans-
porte aéreo. Esto muestra el cambio que impulsó el programa en términos de comer-
cialización, ya que el turismo interno en Argentina se realizaba casi exclusivamente de 
forma autogestionada. Hasta la implementación del programa, las agencias de viajes 
comercializaban menos del 10 % de los productos (OEATUR 2018).

Finalmente, más allá de PreViaje, el estímulo a la demanda quedó motorizado 
por el turismo social. A diferencia del programa de venta anticipada, esta iniciativa 
estuvo dirigida a sectores populares. Para el reimpulso del turismo social el Ministerio 
de Turismo y Deportes destinó una fuerte asignación de recursos que permitió iniciar 
en 2020 el proceso de recuperación de los hoteles estatales que se encontraban con un 
estado avanzado de deterioro (MECON 2020, 2021b). Los avances realizados per-
mitieron la puesta en valor de cinco hoteles en el complejo de Chapadmalal y otros 
tres en Embalse (uno de ellos sufrió un incendio a finales de 2021, por lo cual volvió 

Figura 3. Gasto medio efectuado con PreViaje 2 en relación con los deciles de ingresos
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a clausurarse). De acuerdo con la proyección de plazas, dichos hoteles alojarán cerca 
de 90 000 turistas sociales cuando finalice el 2022, cifra que duplicaría la cantidad de 
usuarios alcanzados en 2019. Entre los beneficiados destacan el sector de las infancias 
y las juventudes, las organizaciones sociales y las familias de bajos ingresos (Dirección 
Nacional de Turismo Social 2022). 

3.4. Reactivación del sector a partir del turismo nacional

Las medidas dirigidas al sector turístico comenzaron a implementase a finales del año 
2020. Esto se dio en un contexto ceñido por el levantamiento de las restricciones 
y por el avance del proceso de vacunación, situaciones que motorizaron los prime-
ros índices de recuperación económica a partir del segundo semestre de 2021. Esta 
reactivación se evidenció también en el sector turístico, que comenzó lentamente a 
mostrar signos de mejoría con el reimpulso del turismo doméstico.

En cuanto a esto último, las prácticas turísticas de los residentes alcanzaron los 
niveles de antes de la pandemia en el verano 2021-2022 (INDEC 2019b, 2020b, 
2021b, 2022a). Esta reactivación refleja dos nuevas tendencias: una democratización 
de los destinos nacionales de alto gasto (flujos de larga distancia) y una valoración 
de los destinos regionales y locales (turismos de proximidad). Los viajes de larga 
distancia muestran una mayor concurrencia de residentes en destinos naturales vin-
culados tradicionalmente al visitante internacional como Ushuaia (Tierra del Fuego), 
El Calafate (Santa Cruz) y San Martín de los Andes (Neuquén). Los desplazamientos 
de corta de distancia, en tanto, reflejan un fortalecimiento de localidades turísticas 
cercanas a áreas emisivas de influencia que consolidaron los arribos en el marco de los 
turismos de proximidad como Villa General Belgrano (Córdoba), Cafayate (Salta), 

Figura 4. Turismo en Argentina según residencia, periodo 2020-2022
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Fuente: Ministerio de Turismo y Deportes (2023). 
Nota: Las cifras están calculadas en millones de pernoctaciones.
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Tandil (Buenos Aires) y Merlo (San Luis) (INDEC 2019b, 2020b, 2021b, 2022a).
Para julio de 2021 todos estos destinos recibieron en pandemia casi la misma 

cantidad de turistas nacionales que en 2019, incluso algunos de ellos como Us-
huaia y El Calafate mejoraron las cifras y registraron más arribos nacionales que 
antes de que comenzara la pandemia (INDEC 2019b, 2020b, 2021b, 2022a). 
De este modo, el flujo de turismo nacional logró recortar las pérdidas que originó 
la caída del turismo internacional en estos destinos patagónicos (figura 3). Lo 
anterior evidencia una revalorización del turista nacional por parte de los propios 
prestadores, los cuales, ante la imposibilidad de recibir a extranjeros se mostraron 
propensos a la atracción del residente y a utilizar la política de estímulo que im-
plementó el Gobierno nacional (entrevista a representante de la Cámara Hotelera 
y Gastronómica, enero de 2021).

A partir de 2022 estas nuevas tendencias suceden paralelamente a la recupera-
ción de los destinos y a las prácticas tradicionales, que, ante el avance en el pro-
ceso de vacunación que reduce considerablemente la tasa de mortalidad, vuelven 
a ocupar un lugar protagónico. Entre las viejas prácticas reaparecen el turismo de 
eventos, de cruceros, los viajes grupales (turismo estudiantil y tercera edad) y a 
partir de 2022 el turismo emisivo y receptivo internacional, pero continúan muy 
por debajo de los niveles alcanzados en 2019. En cuanto a esto último, mientras 
que los volúmenes de turismo nacional ya aparecen por encima de los valores de 
2019, los registros del turismo internacional siguen un 40 % por debajo (INDEC 
2019a, 2020a, 2021c, 2022b). 

4. Conclusiones

A más de dos años de detectarse el primer caso de covid-19 en Argentina, parece con-
firmarse la tan anunciada nueva normalidad turística en este país del Cono Sur. Para 
mediados de 2022, los datos estadísticos evidencian que los flujos internacionales 
continúan muy por debajo de los niveles prepandémicos, mientras que se fortalece el 
turismo doméstico, tanto de larga como de corta distancia. Dichas prácticas constitu-
yen las grandes impulsoras de la recuperación del sector turístico, pues han generado 
mejores cifras que las de 2019. 

Puesto esto en evidencia, cabe responder ¿en cuánto contribuyeron a este escenario 
las políticas de reactivación y sostenimiento implementadas por el Gobierno nacional? 
Como afirman Oszlak y O’Donnell (1995), es imposible determinar qué proporción 
del cambio le corresponde al desempeño de una política determinada, pero sí se pue-
den identificar las contribuciones que hizo el Estado a este complejo patrón de cambio 
que es multifactorial. Entre estas contribuciones tenemos la política de asistencia a la 
oferta, pues a pesar de haber significado una ayuda exigua para la magnitud de la crisis, 
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permitió sostener puestos de empleo, contar con compensaciones de gastos y créditos, 
así como inversiones en obras (en el caso de las localidades turísticas) que ayudaron a 
sostener la estructura en tiempos de confinamiento. En una misma línea, la política de 
coordinación y adaptación logró adecuar el desarrollo de la actividad a las recomenda-
ciones sanitarias para que prestadores y destinos pudieran beneficiarse una vez iniciadas 
las primeras reaperturas de la política de estímulo. En cuanto a esta última, destaca el 
alcance de programa de Preventa de turismo nacional.

Dicho programa intervino en el mercado con una cifra relevante para la consoli-
dación del turismo doméstico e impulsó la facturación de un sector que había visto 
paralizada su actividad durante prácticamente todo el año 2020. Al tratarse de una 
venta anticipada, despejó incertidumbres para motivar el viaje más allá de la situación 
económica y epidemiológica, e incrementó el gasto medio a través de un crédito que 
podía utilizarse únicamente para el pago de servicios turísticos. Lo anterior se tradujo 
en cifras, en la segunda edición 4500 millones de personas viajaron por medio de 
PreViaje, lo que equivale al 10 % de la población total del país. La magnitud que 
alcanzó dicho programa contribuyó al éxito de la temporada estival 2021-2022, lo 
cual mejoró las cifras del último verano antes de la pandemia. En esta línea, cuando 
se analizan las localidades turísticas que presentaron los mayores índices de recupera-
ción, coinciden con los destinos más elegidos en PreViaje 1 y 2. Esta consolidación 
del turismo doméstico permitió sostener ingresos, fuentes de empleo y reactivar el 
consumo en muchas localidades del interior que tienen en el turismo su principal 
fuente de ingresos.

En cuanto a las personas usurarias, el programa llegó tanto a aquellas que solían 
vacacionar con un presupuesto medio y bajo a destinos nacionales como a otro sec-
tor, mejor posicionado, que viajaba dentro y fuera del país y que, en el contexto de 
incertidumbre, crisis cambiaria y restricciones de viajes al exterior, realizó turismo 
interno. Este fortalecimiento de destinos nacionales en detrimento de viajes emisivos 
permitió contener una parte de la dolosa fuga de divisas en turismo, que, en un esce-
nario de alta fragilidad cambiaria y renegociación de deuda, no se debe subestimar. 

Ahora bien, ¿cuáles fueron las implicancias para los prestadores? El índice de pre-
cios al consumidor (IPC) de 2021 evidencia que una parte importante de los bene-
ficios generados por el programa fue aprovechada por el empresariado. Este sector, 
ante la necesidad de hacer “remarcaciones compensatorias” (entrevista a representan-
te de la Cámara Hotelera y Gastronómica, enero de 2021) por las dificultades que 
debieron afrontar (pago de deudas, reapertura de establecimientos, tareas de mante-
nimiento aplazadas, adaptación a protocolos sanitarios), realizó remarcaciones muy 
superiores a la media. El IPC de 2021 marcó una inflación acumulada general del 
51 % y el sector que mayores aumentos registró fue el de hoteles y restaurantes, con 
un aumento de precios del 65,5 %. Ante esta problemática, el Ministerio de Turismo 
y Deportes propuso la firma de un acuerdo de congelamiento de precios a finales de 
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2021, medida que no prosperó. 
Lo anterior evidencia la importancia de profundizar en el análisis de la distri-

bución/concentración de los beneficios generados entre prestadores. Particularmen-
te, resultaría relevante conocer ¿qué porcentaje de las ventas realizadas fueron ca-
pitalizadas por agencias de viajes, que en su gran mayoría constituyen micropymes 
(OEATUR 2018), y cuántas terminaron centralizadas por plataformas digitales de 
intermediación, muchas de ellas de capitales externos?, o en términos de alojamiento, 
¿cuánto facturó el pequeño hotel familiar y cuánto capitalizó la hotelería boutique 
y superior asociada a grandes empresas? La información provista por la cartera mi-
nisterial, referida únicamente a la afectación del gasto por rubro, impide avanzar en 
este sentido. 

Finalmente, a lo largo del artículo se exponen una serie de elementos que evi-
dencian el impacto diferencial de las políticas de acuerdo con la inserción en la eco-
nomía nacional, sea esta formal o informal. Por ejemplo, si bien los instrumentos 
de asistencia a prestadores alcanzaron a una parte importante del sector, se limita-
ron a aquellos formalizados, es decir, inscritos ante el fisco. Por tanto, los actores 
informalmente vinculados a la actividad turística (aquellos que suelen vender sus 
productos o servicios en espacios públicos, actores organizados en cooperativas y 
asociaciones vinculadas a la gestión de alojamiento y turismo comunitario, sindi-
catos no registrados) debieron conformarse con las medidas generales de asistencia, 
particularmente con el Ingreso Familiar de Emergencia, siempre y cuando pudie-
ran acreditar personería física.

En una misma línea, para inscribirse en PreViaje el prestador debía estar forma-
lizado. Este requisito, si bien, por un lado, regularizó la situación de una parte de la 
oferta turística que a pesar de contar con un buen volumen de ingresos se mantenía 
en la informalidad; por otro, como pasó con el FONAPE y el APTUR, excluyó del 
beneficio a otra gran parte del sector que vive precariamente del turismo a partir de 
las ventas de algún producto o servicio, y que eran precisamente los que más necesi-
taba la ayuda del Estado.

Esta misma dinámica se evidencia en términos de demanda. El análisis del Pre-
Viaje refleja una correspondencia con sectores de la población de ingresos medios y 
medio altos que pueden destinar parte de los mismos al pago anticipado de servicios 
turísticos. En cambio, los sectores populares debieron conformarse con inscribirse en 
los programas de turismo social, que, a partir del verano 2021-2022 presentan un 
crecimiento de visitantes en los complejos estatales, pero que aún disponen de una 
oferta insuficiente para dar atención a la totalidad de solicitudes que reciben (entre-
vista a representante del Ministerio de Turismo y Deportes, agosto de 2021).

Este despliegue heterogéneo de la política conecta con los niveles de inserción en 
la economía urbana propuestos por Milton Santos (1996) cuando plantea la inciden-
cia desigual de las acciones estatales en cada uno de los sectores económicos. Mientras 
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el sector superior, mejor posicionado, dispone de los mecanismos y capitales para 
aprovechar las ventajas que surgen de las políticas de gobierno (créditos, subsidios, 
infraestructura, equipamiento), el inferior, que se inserta precariamente en el circuito 
económico, no logra acceder a estos beneficios. La investigación realizada evidencia 
la relevancia de avanzar en este tipo de análisis específicos que profundicen en la dis-
tribución social y territorial de los beneficios generados y, en este marco, identifiquen 
la contribución de estas políticas turísticas a contrarrestar las brechas preexistentes o, 
por el contrario, a acentuar posiciones de privilegio.

Apoyos

Esta investigación fue desarrollada en el marco del proyecto “Turismo y dinámicas 
territoriales: diferentes perspectivas de análisis” (24/G076), financiado por la Secre-
taría General de Ciencia y Tecnología de la Universidad Nacional del Sur, Argentina.
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Resumen
En este artículo se analiza la configuración de los feminismos antiespecistas a partir de las experiencias de una activista trans y 
doce mujeres animalistas de Ecuador, junto con la obra performática de una artista trans de Colombia. Se emplea un modelo 
teórico que pone en diálogo los feminismos comunitarios con los estudios feministas animalistas, a fin de identificar los 
discursos y prácticas decoloniales que caracterizan a estas subjetividades políticas. Se utiliza metodología cualitativa basada en 
catorce entrevistas en profundidad y el análisis de imágenes codificadas con el programa Atlas.ti. Se expone, por un lado, cómo 
las activistas denuncian los regímenes patriarcales y carnistas en el interior de los movimientos sociales y, por otro, se enfatiza 
el lugar del cuerpo-territorio y de la animalidad en cuanto espacio sensible de disputa política para cuestionar los binarismos 
de género y de especie. A través de la reanimalización como práctica decolonial, que supone encuerpar determinadas políticas 
de lo abyecto mediante el “travestismo animal”, se evidencia el estrecho vínculo entre el especismo y la colonialidad del poder 
y del género. Se concluye que con estos feminismos antiespecistas se cuestiona el lugar de lo animal como marcador de poder 
y como proceso de subalternización y, valiéndose de la performance, se busca traducir el lugar sufriente de los animales no 
humanos para propiciar alianzas y tejidos interespecie.

Descriptores: animales; colonialidad; especismo; feminismo; género; veganismo.

Abstract
This article analyzes the configuration of anti-speciesist feminisms (AF) based on the experiences of a trans activist and 
twelve animalist women from Ecuador, along with the performative work of a trans artist from Colombia. A theoretical 
model is used that puts community feminisms in dialogue with Feminist Animal Studies to identify the decolonial 
discourses and practices that characterize these political subjectivities. Qualitative methodology based on fourteen in-
depth interviews and the analysis of images coded with the Atlas.ti program is used. On the one hand, we show how 
activists denounce patriarchal and carnist regimes within social movements and, on the other hand, we emphasize the 
place of the body-territory and animality as a sensitive space of political dispute to question gender and species binarisms. 
Through reanimalization as a decolonial practice, which entails embodying certain politics of the abject through 
“animal transvestism”, the close link between speciesism and the coloniality of power and gender becomes evident. It 
is concluded that these anti-speciesist feminisms question the place of the animal as a marker of power and as a process 
of subalternization and, through performance, seek to translate the suffering place of non-human animals to promote 
interspecies alliances and fabrics.

Keywords: animals; coloniality; speciesism; feminism; gender; veganism.
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Somos les maricas, travestidas, desgenerizadas, inhuma-
nas –deshumanizadas, ferales y salvajes. Somos les irreverentes, 
ingobernables, apátridas, marginales y sudacas. (…) Hablamos 
desde el transfeminismo antiespecista, queremos desestabilizar 

las opresiones, poner sobre las mesas feministas 
el debate por los privilegios de especie; y sobre las mesas 

antiespecistas el debate por los privilegios de género. 

—Valentina Trujillo y Analú Laferal, Manifiesto transanimal 

1. Introducción

El objetivo fundamental del presente artículo es abordar las relaciones teóricas y 
ético-políticas entre los feminismos y los animalismos1 antiespecistas en Ecuador y 
Colombia. Esto implica interrogar tanto el binarismo sexogenérico como el de especie. 
Además, se coloca la mirada sobre la cuestión animal desde una perspectiva transgénero, 
problematizando la noción de animalidad como fuga del género y como una política de 
lo abyecto. Para esto se utilizan dos casos de estudio, los cuales orbitan sobre la obra artís-
tica y performativa de activistas antiespecistas y transfeministas de Ecuador y Colombia. 

A continuación, se describe el bagaje histórico de los estudios feministas anima-
listas. Se menciona el surgimiento de los primeros ecofeminismos que incorporaron 
la ética del cuidado hacia los animales no humanos en la década de los ochenta en 
Estados Unidos. Se expone la complicidad de los feminismos hegemónicos respecto 
a la explotación animal y se denuncia la ausencia de un análisis interseccional que 
permita develar críticamente la imbricación de los sistemas y estructuras de opresión 
que sostienen el heteropatriarcado, el especismo y el extractivismo.

En América del Norte es posible identificar una primera articulación de los ecofemi-
nismos en 1980.2 Estos fueron resultado de la convergencia de movimientos feministas, 
antinucleares y por la paz (Gaard 2002). Su base social tuvo como fundamento previo 
las discusiones en torno a la empatía y a la disposición de cuidado hacia los animales no 
humanos en los movimientos contraculturales feministas de la década de los sesenta y 
setenta. Principios como la no violencia, la crítica a la hambruna mundial, la lucha por 
los derechos civiles, el cese a la guerra de Vietnam y a los costos ambientales del con-
sumo de carne y sus derivados constituían los ejes articuladores (Gaard 2002). Así, se 
imbricaron dichos discursos y demandas políticas, los cuales se tradujeron en prácticas 
vegetarianas que operaban como una forma micropolítica de protesta.
1 Entendidos como “conjuntos de prácticas y movimientos orientados a la defensa y liberación animal” (González y Ávila 2022, 36). No 

todos los animalismos son antiespecistas, como el caso de algunas activistas rescatistas de perros y gatos que reproducen esquemas de 
discriminación basados en la especie a través de prácticas no veganas como el consumo de los cuerpos muertos de algunos animales, 
esto se conoce como alimentación carnista (Ponce León 2020). Esta investigación se concentró en activistas antiespecistas.

2 Destacan académicas y militantes como Carol Adams, Marti Kheel, Greta Gaard, Brian Luke, Lori Gruen, Josephine Donovan, entre 
otras (Gaard 2002).
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En ese contexto, surge una primera composición de los feminismos antiespecis-
tas (FA) que denunciaban el silencio e incluso la complicidad de algunas feministas y 
ecofeministas frente a la explotación animal (Adams 1991). Esto implicaba situar la 
cuestión animal en el centro de los conocidos debates al interior de los feminismos y 
de los movimientos de mujeres sobre la ética del cuidado y el sostenimiento de la vida. 
De acuerdo con Gaard (2002), en su revisión del origen y desarrollo de los feminismos 
vegetarianos en América del Norte, los animales se encuentran en un lugar predomi-
nante en los debates y prácticas políticas. En la primera ola se reconoce el vínculo entre 
las mujeres, la lucha antiviviseccionista,3 el vegetarianismo y las reformas por el bienes-
tar animal; se destaca Mary Wollstonecraft. En la segunda ola, feministas como Carol 
Adams y Marti Kheel denunciaban las similitudes estructurales, culturales y lingüísticas 
entre el especismo, el sexismo y el racismo. Se denunciaba la asociación conceptual 
entre la propaganda nazi y la esclavitud con la objetivación animal. En ese contexto 
destaca el trabajo de Marjorie Spiegel. En esa misma época, los feminismos lésbicos se 
manifestaban contra el consumo de carne como símbolo de dominación patriarcal y 
exponían una relación crítica entre el heteropatriarcado y el especismo (Gaard 2012).

En definitiva, los análisis críticos de la época ya enfatizaban la interconexión de la ex-
plotación animal con la explotación de la naturaleza, las mujeres, las personas racializadas 
y la diversidad sexogenérica. Además, puntualizaban la politización de la vida cotidiana, 
por ejemplo, a través de problematizar las relaciones afectivas y la alimentación. “El eco-
feminismo vegetariano pone en práctica la idea feminista de que ‘lo personal es político’ y 
examina los contextos políticos de las elecciones dietéticas, así como las decisiones estraté-
gicas y operativas en ciencia y economía” (Gaard 2002, 117 [traducción propia]). 

Por ello, los enunciados ecofeministas que señalaban la importancia de estudiar 
los objetos de la opresión (mujeres, animales, naturaleza), con los sistemas y estructu-
ras de opresión (heterocisexismo, especismo, extractivismo), demandaban un análisis 
feminista a los problemas socioambientales para una mejor comprensión de cómo 
opera la dominación y viceversa. A este respecto, los feminismos poshumanistas y 
antiespecistas (Deckha 2013) bebieron de esta tradición política y de pensamiento 
y desde la interseccionalidad incorporaron a dichos análisis la cuestión animal y el 
especismo a sus líneas de investigación y a sus agendas de lucha. 

En ese contexto surgen los estudios feministas animalistas (Cudworth 2016), que 
critican la masculinización de la ética animal y, por tanto, su hiperracionalización ilus-
trada (Donovan 1990) y ubican desde un análisis feminista una ética del cuidado con-
textual y situada (Gaard 2012). Esto como respuesta a ciertas posturas esencialistas al 
interior de los ecofeminismos (Twine 2010) y, en especial, como rechazo a los deno-
minados “veganismos ontológicos” de Adams (1991), por operar bajo presupuestos 
universalistas y etnocéntricos (Plumwood 2000). En esa misma línea, Hamilton (2019) 
ha cuestionado las posturas reaccionarias de los feminismos radicales o culturales, de 
3 Movimiento contra la experimentación con animales.
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la línea de Mary Daly, por parte de Adams (1990) en contra de la pornografía y del 
trabajo sexual. En ese escenario irrumpen los feminismos veganos negros de corte an-
ticapitalista e interseccional, que cuestionan la elitización y las lógicas neocoloniales de 
los animalismos blancos estadounidenses (Harper 2011; Polish 2016; Ko y Ko 2017).

En ese orden de ideas, conviene preguntarse ¿cómo se articulan los feminismos 
antiespecistas en Ecuador y Colombia? Esto nos lleva a los debates sobre los femi-
nismos comunitarios, populares y decoloniales que componen como eje epistémico, 
ético y político la crítica feminista al capitalismo y al extractivismo, contextual e his-
tóricamente situada en la región de Abya-Yala en articulación con la conformación 
de los animalismos antiespecistas del Sur.

Los FA en América Latina han cobrado notoriedad a partir de la segunda década 
del siglo XXI, principalmente por la emergencia de los debates animalistas al interior 
de los movimientos sociales de izquierda. En ese contexto, a continuación, se esbozan 
los aportes teórico-políticos de los FA de la región, que han bebido de las cosmovisiones 
indígenas, de los feminismos lésbicos y antigordofóbicos, y los transfeminismos. Estos 
diálogos ponen en tensión la configuración blanco-hegemónica de los veganismos y, a 
la par, critican fuertemente la reproducción de esquemas de opresión vigentes, como el 
especismo al interior de los feminismos. Los feminismos antiespecistas en América Latina 
han cobrado notoriedad a partir de la segunda década del siglo XXI, principalmente por 
la emergencia de los debates animalistas al interior de los movimientos sociales de izquier-
da.4 En ese contexto, se identifican valiosos trabajos teóricos y empíricos en la región. 

Desde Guatemala y México se han planteado diálogos feministas antiespecistas a la 
luz de los feminismos comunitarios e indígenas provenientes de la cosmovisión maya 
(Guerra Marroquín 2022). Así, se rescatan posibilidades distintas de relacionamiento con 
los animales, con el cuerpo y con los territorios que colocan en el centro la defensa de la 
red de la vida. Esta propuesta converge con la crítica decolonial a los veganismos blancos 
planteada por Davidson (2021), en la cual se cuestiona una identidad homogeneizante 
y neocolonial que reproduce un veganismo vivenciado como una opción de consumo 
solamente disponible en una sociedad de mercado. Esto es problemático porque anula 
otras configuraciones políticas subalternas afines a la lucha animalista, reduciendo el 
antiespecismo a un problema identitario ligado a la lógica capitalista y neoliberal.

En ese contexto, cobran radical importancia los animalismos decoloniales del Sur. Des-
tacan el movimiento afrovegano de Brasil (Trícia Disconzi y Rodrigues Silva 2020); los tra-
bajos sobre los (trans)feminismos antiespecistas pensados desde Argentina, los cuales desde 
miradas decoloniales, interseccionales y queer cuestionan los dualismos ontológicos, tales 
como masculino-femenino, razón-emoción, naturaleza-cultura, humano-no humano, co-
locando a la animalidad en un lugar posidentitario de deconstrucción y emancipación 

4 Ver los dossiers “Feminismos, género(s) y antiespecismo” de 2016 y “Los feminismos a través del espejo: animalidad, género y vidas 
precarizadas” de 2021, ambos publicados en la Revista Latinoamericana de Estudios Críticos Animales, y una edición especial de la revista 
Animales y Sociedad publicada en 2021 bajo el título “Feminismo antiespecista”.
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(González 2019). Desde Chile resalta un enfoque interseccional que plantea un cruce po-
lítico fundamental que articula un feminismo gordo, lésbico anticapitalista y antiespecista 
(Álvarez Castillo 2014) que denuncia la normalidad corpórea vinculada a la gordofobia 
y a una concepción estética hegemónica de un veganismo blanco, y también la violencia 
simbólica ejercida al interior de espacios feministas contra de activistas antiespecistas.

En ese mismo orden, desde Colombia Trujillo Rendón (2022) plantea un trans-
feminismo antiespecista que se nutre del ecofeminismo crítico, de la ecología y del 
ecosocialismo queer, denunciando la relación entre las opresiones cisheterosexistas y el 
especismo. Esto es importante porque se cuestionan los dispositivos de exclusión y des-
humanización hacia los cuerpos que existen por fuera del ideal normativo y esencialista 
de lo humano. En Ecuador Antonella Calle (2021) estudió los discursos y representa-
ciones en torno a la cosificación de los cuerpos de los animales no humanos y de las mu-
jeres, a partir de vallas publicitarias colocadas en el país con el objetivo de vender carne.

Esta sección buscó situar el campo epistemológico y el desarrollo histórico de los 
estudios feministas animalistas (EFA) en el Norte Global a partir de los años ochenta. 
Además, se expuso el desarrollo de una agenda teórica y política de los FA que empiezan 
a consolidarse en la segunda década del siglo XXI en América Latina. A continuación, 
consta un análisis empírico de las conexiones entre la opresión de los cuerpos feminizados 
y los cuerpos animalizados. En el caso de Ecuador, a partir de las experiencias de 12 muje-
res activistas y de dos activistas trans, y en el de Colombia mediante la obra performática 
de una artista trans, quienes encarnan los FA a través de prácticas y discursos situados.

2. Metodología

La metodología fue de tipo cualitativa y la técnica utilizada fue la entrevista en profundi-
dad. En total se desarrollaron 12 entrevistas entre 2019 y 2020 a mujeres activistas de en-
tre 26 y 65 años, vinculadas al animalismo antiespecista y a los feminismos en el Ecuador 
(tabla 1). Además, se realizaron también dos entrevistas semiestructuradas en 2020, y se 
utilizaron los registros audiovisuales de la obra artística de una de estas entrevistadas en la 
que se vincula la esfera transgénero y los cuerpos en tránsito con la animalidad.

La selección de las participantes del estudio se realizó de acuerdo con los principios 
del muestreo teórico (Glaser y Strauss 2006). Este tipo de muestreo no probabilístico 
buscó, con base en determinados conceptos emergentes como animalidad y animaliza-
ción, explorar sus dimensiones empíricamente a partir de las experiencias de las entre-
vistadas. El análisis de las entrevistas e imágenes se realizó a través del programa Atlas.ti y 
se utilizó un sistema de codificación selectivo partiendo de los conceptos seleccionados, 
en diálogo con un sistema de codificación abierto y axial que permitió generar frecuen-
cias y subcategorías (Strauss y Corbin 2002). Este análisis entre la codificación abierta 
y el muestreo teórico se acerca a lo que Ragin (2007) denominó “retroducción”, para 
referirse a un diálogo permanente entre los marcos analíticos y las imágenes empíricas.



Juan José Ponce-León

ÍC
O

N
O

S 
78

 •
 2

02
4

Páginas 177-197 ISSN: 1390-1249 • e-ISSN: 1390-8065

182

3. Análisis y resultados

En esta sección se realiza un ejercicio permanente de reapropiación del cuerpo-te-
rritorio por parte de las activistas. El cuidado de la vida y las relaciones interespecie 
configuran sus prácticas de emancipación. Así, la liberación animal se imbrica con la 
autodeterminación de los cuerpos de las activistas, a este proceso se le llamará reivin-
dicación de la animalidad o animalización.

Tabla 1. Personas entrevistadas durante la investigación

Nombres Identidad Edad Organización Posición política

Analú No binaria 33 años Ninguna Tranfeminismo antiespecista

Andrea Hombre trans no 
binario 35 años Movimiento Afro del 

Azuay
Tranfeminismo antiespecista y 
antirracista

Lorena Mujer 65 años Protección Animal 
Ecuador (PAE) Animalismo 

Carla E. Mujer 27 años
Libera Ecuador, 
Yasunidos, Colectivo 
Natura Insurrecta

Comunismo, feminismo 
antiespecista

Antonella Mujer 29 años Libera Ecuador, Yasunidos Feminismo antiespecista, 
ecologismo

Shady Mujer 34 años
Protección Animal Ecua-
dor, Movimiento Anima-
lista Nacional (MAN)

Animalismo, conservacionismo

Cristina Mujer 35 años

Yasunidos
Colectivo Activistas por 
la Defensa y Liberación 
Animal (ADLA) 

Ecologismo, Feminismo 
antiespecista

Arlen Mujer 29 años La Changa, Luna Roja, 
Casa Okupa La Turbina, 

Anarquismo, feminismo 
antiespecista

Pauli Mujer 36 años Casa Okupa La Turbina Anarquismo, feminismo 
antiespecista

Grace Mujer 26 años

Colectivo Activistas por 
la Defensa y Liberación 
Animal (ADLA), Bloque 
Feminista Antiespecista

Feminismo antiespecista

Claudia Mujer 32 años
Colectivo Voces de la 
Tierra, Colectivo Natura 
Insurrecta (Cuenca)

Comunismo, feminismo 
antiespecista

Verónica Mujer 31 años
Yasunidos Loja, Acción 
Defensa Animal Loja 
(ADA)

Ecologismo, feminismo 
antiespecista

Carla G. Mujer lesbiana 46 años Activismo independiente 
(no organizado) Animalismo

Nickoll Mujer 27 años Bloque Feminista Anties-
pecista Feminismo antiespecista

Elaboración propia.
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Subjetividades políticas feminizadas y animalizadas del Sur: 
reapropiación del cuerpo-territorio

En esta sección se presenta un análisis multisituado de los discursos y prácticas políti-
cas y artísticas de sujetos concretos que encarnan los (trans)feminismos antiespecistas 
en Ecuador y Colombia. La conformación de un sujeto político feminista anties-
pecista en Ecuador y en Colombia se puede identificar a partir de dos procesos. El 
primero, constituido por mujeres y disidencias sexuales vinculadas al animalismo que 
no encontraron afinades políticas, ideológicas e incluso estéticas y corporales al inte-
rior de los colectivos antiespecistas. El segundo, marcado por procesos de reflexión 
individual o colectiva al interior de otros movimientos sociales, fundamentalmente 
ecologistas, feministas y queer, que operaron como mecanismos de sensibilización y 
disputa sobre el animalismo. 

En ese sentido, la activista, artista, gestora cultural y transfeminista negra Andrea 
de 35 años, nacida en Guayaquil, Ecuador, comenta:

en lo personal los LGBTI sufren discriminación, las mujeres también porque es un 
mundo machista, y luego comienzo a darme cuenta de que igual yo seguía oprimiendo 
a alguien más, en este caso eran las otras especies y los otros cuerpos que habitaban el 
planeta (entrevista a Andrea, junio de 2020).

Entonces, se reconoce un proceso de sociabilidad militante en el que la lucha por la 
liberación total toma una forma ética y política corporeizada de las diversas opre-
siones que atraviesan a sus integrantes. De acuerdo con Andrea “no es posible pen-
sarnos en un mundo equitativo, en un mundo mejor, en un mundo que respete la 
diferencia si también no comenzamos a pensar que somos una de las tantas especies 
que habita el mundo, no somos los dueños ni los terratenientes de nada” (entrevista 
a Andrea, junio de 2020). Este horizonte de sentido y el encuentro con la diferencia 
permite cuestionar los veganismos blancos que ejercen lógicas coloniales o que nie-
gan la interseccionalidad de las opresiones. Esta distancia crítica con los veganismos 
corporativos permite visibilizar su pluralidad (Fernández y Parada Martínez 2022) y 
aproximarse a un feminismo basado en una justicia social interespecie. A continua-
ción, se describen y caracterizan determinados nodos críticos que configuran estos 
(trans)feminismos antiespecistas del Sur.

Los FA se caracterizan por una crítica férrea a la colonialidad, a la autoridad y 
a la domesticación. Esta posición ético-política, que se traduce en prácticas con-
cretas tanto en las relaciones interespecie que se mantienen con los animales no 
humanos como en espacios políticos, está marcada por una defensa de la autono-
mía de los cuerpos y la autodeterminación individual y colectiva, y por una crítica 
a los regímenes patriarcales y especistas que establecen determinadas políticas de 
cuidado en la denominada esfera de lo privado, que recaen sobre los cuerpos 
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feminizados. Este último elemento, al mismo tiempo funciona como un espacio 
de agenciamiento. Así, como lo comenta una activista entrevistada, “también es 
un punto a favor, porque mis acciones desde el plato van a influir hacia el resto” 
(entrevista a Pauli, junio de 2019).

Estas prácticas animalistas que tienen en su base el cuidado de la vida, la politi-
zación de lo cotidiano y el cuerpo-territorio, como lugar de enunciación y disputa 
de lo político, suponen determinados modos de relacionamiento con los animales, 
consigo mismas y con sus corporalidades, y con los círculos políticos a los que 
concurren. Este componente de los FA se relaciona con lo que Cabnal, desde los 
feminismos comunitarios, plantea como el proceso subjetivante de “vivir en un 
cuerpo y en el espacio territorial comunitario las opresiones histórico-estructurales 
creadas por los patriarcados” (Cabnal 2010, 11). Por tanto, sus prácticas descolo-
nizadoras (Rivera Cusicanqui 2010) tienen como acto político de emancipación 
la recuperación y reapropiación de su primer territorio, el cuerpo (Cabnal 2010). 
Esto como respuesta al embate colonialista y patriarcal que domestica e instrumen-
taliza los cuerpos.

El carnismo en los feminismos antropocéntricos como penetración colonial

Los feminismos antiespecistas denuncian el falocentrismo y el carnismo (Joy 2002) 
como ideologías que legitiman la explotación animal y de las mujeres al interior de 
los movimientos sociales y en la ciudadanía en general, y, en consecuencia, ubican 
la importancia de ponerlo en debate. Según refiere otra activista, “el tema del car-
nismo es bastante importante hablarlo, la socialización del consumo de animales 
torturados para tragar asociado desde la fuerza viril” (entrevista a Cristina, julio 
de 2019). Esto implica un ejercicio de politización de la animalidad que funciona 
de dos maneras: por un lado, como lugar de disputa de lo público en espacios de 
sociabilidad militante, relacionado fundamentalmente al consumo de animales; y 
por otro, como un acto performático que permite visibilizar la explotación animal 
junto con la transfobia, en el caso de los transfeminismos encarnados por Analú. 
En los dos casos se denuncia el acto de “penetración colonial” (Cabnal 2010) que 
suponen los órdenes de género y especie.

Esta dimensión crítica busca visibilizar lo que Lugones (2010) denominó 
“colonialidad del género”, como respuesta al binarismo sexo-género de la “co-
lonialidad del poder” de Quijano (1992, 2014). La dominación colonial y la 
subordinación de las mujeres tuvo como base la biologización y la naturalización 
del género, de igual forma que la animalización de los cuerpos oprimidos y la 
escencialización de los animales como objetos tiene una matriz colonizadora y 
totalizante sobre la vida. Esta imbricación es denunciada por los feminismos an-
tiespecistas latinoamericanos.
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El Bloque Feminista Antiespecista ha participado en las marchas feministas realizadas 
en Quito por el 8 de marzo (figura 1) con consignas anticapitalistas, antipatriarcales y 
decoloniales que colocaban la cuestión animal y el problema del especismo en el cen-
tro del debate. Según sus integrantes se buscaba denunciar el sexismo y el especismo 
como dos fenómenos indisociables y, con ello, interpelar el carnismo al interior del 
movimiento de mujeres y de las disidencias.

En la figura 2 se observa a mujeres que marchan con caretas de animales y en el 
centro una activista desnuda teatraliza la cosificación que sufren las vacas por parte 
de la industria láctea y el robo de su leche. Esta performance va acompañada de con-
signas anticapitalistas en el contexto del paro nacional de 2015 convocado por el 
movimiento indígena. Así como Moore Torres (2018) plantea que desde la crítica a 
la colonialidad los feminismos del Sur han buscado tensar al feminismo hegemónico 
de Occidente, que sitúa al género como la fuente única de opresión y que enaltece a 
un sujeto histórico y universal: mujer blanca, heterosexual, clase media y urbana, los 
feminismos antiespecistas latinoamericanos acentúan las relaciones de clase, raza y 
especie como elementos estructurales de la opresión.

En ese sentido, se han realizado performances específicos cuyos contenidos artís-
tico-políticos han buscado señalar el problema de la explotación animal, y con ello, 
denunciar el componente eurocéntrico y el supremacismo humanista desde los que 
se enuncian los feminismos antropocéntricos de la región que no han problematizado 
la explotación animal y los privilegios de especie. Por ejemplo, en el contexto de una 
marcha que implicó paralizar una vía pública, las activistas teatralizan los regímenes 
de explotación y el trato cruento a las hembras no humanas por parte de la industria 
láctea, esta performance buscó visibilizar y denunciar al gran complejo agroindustrial, 
relacionado con el consumo de animales (figura 3). 

Figura 1. Bloque Feminista Antiespecista marchando el 8 de marzo en Quito

Fuente: Archivo del Bloque Feminista Antiespecista. 
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En estos momentos de irrupción en lo público las actoras ponen su propio cuerpo 
y encarnan las figuras de la animalidad como forma de denuncia. Sin embargo, se 
ha cuestionado la posible sexualización y objetivación de las mujeres en campañas 
antiespecistas que afirmarían modos hegemónicos de explotación (Deckha 2008). 

Figura 2. Bloque Abolicionista por la Liberación Animal en el paro nacional, 2015

Fuente: Archivo ADLA.  

Figura 3. Marcha por la liberación animal en Quito

Fuente: Archivo ADLA.  
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En este punto es importante mencionar la heterogeneidad de los feminismos anti-
especistas, pues en el caso del Bloque Feminista Antiespecista de Quito hubo un frac-
cionamiento del proceso, según comentan algunas integrantes, debido a ciertas posturas 
denunciadas como transfóbicas por parte de algunas mujeres que caían en los lugares 
comunes de biologización del género y que desconocían a las disidencias sexuales como 
sujetos políticos legítimos. Así, las apuestas descolonizadoras de los feminismos antiespe-
cistas requieren una dimensión procesual que despliega una crítica interna permanente.

Corporeización y praxis crítica de género: la animalización como política de lo abyecto

La corporalidad y el lugar de disputa de lo público de las feministas antiespecistas 
comparten una temática común, se denuncia la cosificación de las mujeres y de los 
animales a través de una puesta en escena de un esquema de explotación y domina-
ción compartido –especismo y patriarcado–. Esta crítica es de carácter interseccional, 
según refiere Soledad:

observo una dinámica muy parecida entre la cosificación de una mujer y la cosifica-
ción del animal (…). Pasa por una idea de dejarles de ver como seres humanos en el 
caso de la mujer y de no verlos como un ser sintiente o simplemente como un ser que 
también tiene derechos, en el caso del animal. Y luego esta cosificación nos permite 
fácilmente explotar, en el caso de la mujer, ya sea desde una explotación sexual, laboral 
o en cualquiera de los niveles y en el caso de los animales es una explotación de consu-
mo, de exhibición, de vivisección (entrevista a Soledad, junio de 2019).

La visibilización y denuncia de la violencia patriarcal es un eje nodal en su accionar 
político y configura sus prácticas. De esta manera se cuestiona el proceso de sociali-
zación especista y patriarcal, configurando una ética del cuidado interespecie, la cual 
en algunos casos es posible gracias a las experiencias de explotación compartida. Las 
vivencias de abuso sexual y de violencia intrafamiliar, según las activistas, operan 
como llaves de apertura hacia una disposición empática respecto a la condición de 
objetivación y cosificación de los animales no humanos. Por tanto, estos proyectos fe-
ministas latinoamericanos tienen como matriz de emancipación una praxis de género 
crítica que considera la animalidad y animalización de los sectores subalternos como 
una reproducción estratégica de la colonialidad del poder y del heteropatriarcado, 
pues el lugar de lo animal históricamente se ha construido en oposición a lo humano 
y ha funcionado como un dispositivo que habilita el sacrificio y la apropiación de 
diversas corporalidades.

De acuerdo con las activistas, ser testigo y haber vivido violencia de género no solo 
posibilita la empatía como un lugar afectivo y existencial que da acceso al reconoci-
miento del otro, sino que también da lugar a un análisis feminista ético y político en 
clave de la interseccionalidad-decolonialidad de las opresiones, donde los procesos de 
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animalización y cosificación forman parte sustantiva de su crítica. Estos momentos 
subjetivantes permiten colocar hacia afuera, en la esfera de lo público, el problema 
de la violencia. Según se observa claramente en otra performance denominada “Carne 
humana” (figura 4).

Lo relevante de este proceso es que dicho ejercicio de enunciación y denuncia no 
se limita a revelar y politizar el sufrimiento causado por la violencia patriarcal, que 
se vive, por ejemplo, en los espacios de militancia, sino que también estas mismas 
experiencias permiten colocar el problema de la explotación animal en el espacio de 
lo público. Estas voces podrían interpelar a las feministas que en sus prácticas y dis-
cursos reproducen esquemas de colonialidad (Montanaro 2017) desde un ejercicio de 
reapropiación de su propio cuerpo-territorio, y desde la politización de las vivencias 
emocionales que la violencia especista y patriarcal les han impregnado.

En este punto es importante mencionar el trabajo de Analú, activista, artista e in-
vestigadora de 35 años nacida en Bogotá, Colombia, quien ha utilizado la performan-
ce y el ‘artivismo’ para visibilizar la animalidad como un lugar de fuga del género, de 
corporeización de lo animal y como un acto de sororidad colectiva. Este proceso de 
subjetivación política supone un tipo de agenciamiento de lo público, según refiere 
Analú a propósito de su obra “El peregrinaje de la bestia”.

No se trataba solamente de poner la bestia en lo público, sino en los lugares donde 
normalmente nos han violentado, los lugares donde históricamente está el macho que 

Figura 4. Performance “Carne humana”

Fuente: Archivo ADLA.  
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nos grita, el que se ríe, el que quiere abusar de nosotras. Tenía la necesidad de cambiar 
la narrativa, la forma de habitar la calle, que no fuera desde el miedo, sino generar 
miedo (Hincapié 2020, párr. 18).

De esta manera en su obra se trabaja el miedo y se denuncian las violencias que han 
vivido las personas trans y los otros animales en Colombia. Para la artista, esta crítica 
apunta al heteropatriarcado, a la religión católica y al sistema capitalista-especista. 
Estas prácticas queer permiten situar determinados metamarcos de la acción política 
transfeminista y animalista.

Su apuesta por un “travestismo animal” implica un proceso de politización de 
una corporalidad que escapa y tensiona permanentemente el binarismo de género y 
se afirma teatralmente desde y con la animalidad (figura 5). Aquí se encuentra la di-
mensión queer del veganismo, en la medida de su potencial de desnaturalización del 
género y de la disrupción en la barrera humano-animal (Simonsen 2021).

Según Analú, “no siento que el cuerpo sea un territorio ya ganado, todo el tiem-
po tengo que salir a poner en negociación lo que pasa en mi cuerpo con el mundo” 
(Hincapié 2020, párr. 8). En la obra de Analú se está disputando el lugar del cuer-
po-territorio y el uso del espacio público, el cual históricamente ha invibilizado y 
violentado a lo abyecto. Estas performances suponen una ritualización del dolor y 
recuperan lo público como espacio de denuncia e interpelación del orden de género 
y de la especie imperante. Así, se generan contrarrativas subversivas y menos domes-
ticantes del género (Deckha 2008). Para la autora se trata de un proceso alquímico, 
corporeo-afectivo y ético-político de transmutación:

hago los rituales porque hay algo que me está doliendo mucho y las formas tradiciona-
les o cotidianas no me bastan, cuando lo grito, cuando me desnudo hago performance, 
no sé si realmente sienta que me sana pero dejo de angustiarme tanto y eso finalmente 
es la performance (Hincapié 2020, párr. 11).

Figura 5. Animalidad: catálogo de inmovilizaciones salvajes

Fuente: Archivo de Analú Laferal.  
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Lo anterior interpela la excesiva racionalidad de las disertaciones clásicas sobre la 
ética animal (Gaard 2002). Puesto que los feminismos antiespecistas colocan al cuer-
po y al afecto como centro de su experiencia política de la animalidad, esta es una 
práctica decolonial en la medida en la que cuestiona la producción homogénea del 
pensamiento racional eurocéntrico (Kucmierczyk 2020) y la colonialidad del género 
y del poder (Lugones 2010). La violencia y su supervivencia operan como elementos 
corporeizados de subjetivación política. Se trata de un ejercicio de reconocimiento 
de la violencia y de encuerpamiento del proceso de animalización que esto supone.

La corporeización de la animalidad demanda un ejercicio de reconocimiento del 
otro que tiene como base experiencias de opresión. Esta consciencia de la interco-
nexión de las opresiones produce un incremento en su compromiso militante. De 
esta manera, se cuestionan las narrativas patriarcales sobre la razón ilustrada que ar-
ticulan jerarquías, en las cuales las mujeres y las diversidades son animalizadas y con-
cebidas como bestias salvajes, lo mismo que ocurre con los animales no humanos y 
con los sujetos racializados (Boisseron 2018; Wrenn 2019). Esta crítica es importante 
porque permite visibilizar un gradiente de opresión que tiene como objetivo anular 
todo lo que existe por fuera de la razón, es decir, lo animal, lo salvaje y lo natural.

En ese contexto, estos feminismos animalistas cuestionan el desconocimiento de 
la alteridad y asumen la periferia y lo salvaje como un lugar político y corporal de 
reivindicación. Retomando a Kucmierczyk (2020), se trata de un ejercicio epistémico 
y ético-político de “hacer volver al corazón” como respuesta a la domesticación de 
Occidente de los espíritus y de los cuerpos. Es decir, la reapropiación del cuerpo-te-
rritorio subvierte el lugar de la animalización como un espacio de la colonialidad 
del poder que afirma estructuras de opresión, al contrario, mediante un proceso de 
reanimalización se despliegan prácticas emancipatorias que consisten en “traducir” la 
condición animal. Así lo refiere Andrea:

las ventajas de los feminismos es que las mujeres blancas no necesitan hablar por las 
mujeres negras porque las mujeres negras tienen su propia voz, pueden elaborar sus 
propios discursos. Pero en el caso del antiespecismo es como si yo ahora siento que es 
un lugar de ponerme como una traductora, no es que estoy hablando por la chimpan-
cé, por el agua, por el cobalto, por el cobre, no estoy haciendo el ejercicio de yo encar-
nar o yo representarles. Sino más bien tratando de hacer este ejercicio de traducción 
(entrevista a Andrea, junio de 2020).

A este respecto, Analú en sus obras (figura 6) ocupa el cuerpo, la bestialidad, las 
inmovilizaciones, el dolor, lo oscuro, lo desviado, lo satánico y el travestismo como 
métodos de interpelación. Así lo expresa: 

No te duele que marquen a las vacas o a los toros, pero cuando ves que me estoy marcan-
do te enfadas y piensas que estoy loca o te da tristeza, te da angustia cuando es tu especie 
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y no cuando es otra. Esta acción abría dos posibilidades inmensas: por un lado, en la 
apuesta antiespecista ¿cómo hacer para que las personas se cuestionen sobre el dolor de 
otras especies animales diferentes a la humana?, y por otro, en la apuesta trans. Quería 
pensar algo diferente a lo humano, no quería quedarme pensando unos códigos de ge-
nerización del cuerpo sexuado (saber si es un cuerpo de un varón o una hembra). Como 
una fuga a eso pensé en la posición política de ser un animal salvaje que no le importa si 
es hombre o mujer, que no le interesa vestirse ni siquiera, con el tiempo decidí llamar a 
esas exploraciones “travestismo animal” (Hincapié 2020, párr. 13).

De esta manera, se configura una disposición crítica en dos sentidos. En primer lu-
gar, con el fin de interpelar una agenda feminista que presenta poca apertura frente a 
otros procesos de reivindicación social, principalmente aquella que desconoce la rela-
ción entre la domesticación animal y la colonialidad y, por tanto, la imbricación entre 
el binarismo de género y de especie.5 En segundo lugar, se apunta a la dificultad de 
los animalismos para involucrarse en las agendas de las izquierdas y de los transfemi-
nismos. Lo anterior tiene como base discursiva un cuestionamiento a los privilegios 
sociales, aquellos que ostentan un lugar de complicidad frente a las opresiones. Así lo 
comenta una activista:

Lastimosamente, la mayoría elige quedarse en esa zona de confort porque no van a 
renunciar a sus privilegios. O sea, sus privilegios de la palabra, de hacer lo que te da la 
gana, de comer al animal que te dé la gana, hacer con una mujer lo que te dé la gana, 
de tratar a una persona como te dé la gana porque eres de un estatus social (entrevista 
a Antonella, julio de 2019).

Esta imbricación que denuncia las estructuras de opresión y los mecanismos asimétri-
cos de poder, que tienen como base relacional dichos privilegios, reproduce el cuestio-
namiento a la misantropía y al desconocimiento de otras problemáticas sociales por 
parte de sectores animalistas. Retomando a Crenshaw (1989), el desconocimiento de 
la interseccionalidad refleja la forma acrítica y dominante del pensamiento acerca de 
la discriminación. En este caso, sacar del margen la interseccionalidad de dichas gra-
dientes de poder hace imposible desentenderse de los problemas más sentidos de la 
sociedad, aunque estos no aludan directamente a los animales no humanos. 

Otro elemento importante en la narrativa de estas activistas es el cuestionamiento 
a la instrumentalización de los discursos de género por parte de sectores del animalis-
mo que, a su parecer, han encontrado políticamente conveniente asumir estos relatos. 
Así, las feministas antiespecistas exponen una actitud crítica y de sospecha. Según 
comenta una activista, “en el tema interseccional (…) entre el tema del patriarcado 
y el especismo creo que es mucho más profundo y tiene que ver con sistemas de do-
minación que objetivizan nuestros cuerpos” (entrevista a Carla E., junio de 2019).
5 Esto alude a la dicotomía humano-animal como marcador de poder de la animalidad y del proceso de subhumanización/animalización.
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Por tanto, cuestionan que se aluda a la violencia “interrelacionada”, por ejemplo, a pro-
pósito del nexo entre la violencia doméstica y el maltrato animal por parte de un anima-
lismo legalista, mientras se desconoce o no se problematiza a nivel estructural la intersec-
cionalidad de las opresiones. De acuerdo con una activista “en los grupos veganos saben 
que el tema de las mujeres también es importante tratarlo, entonces te dicen: ‘hombres 
que pegan a mujeres también pegan a los animales’” (entrevista a Antonella, julio de 
2019). Este distanciamiento de las gramáticas superficiales en los discursos hegemónicos 
de los animalismos también permiten concebir unas políticas de la animalidad que no se 
reducen ni se concentran en el veganismo como opción de consumo. Según la propia ac-
tivista “se sale de una reducción a la comida y ya pasa a una discusión mucho más amplia 
que te permite también hacer conexiones internacionales con el tema del ecologismo 
mismo, con el tema del feminismo” (entrevista a Antonella, julio de 2019).

Así, este horizonte de sentido que permite un análisis feminista sobre la cuestión 
animal y sobre la animalización de los cuerpos feminizados, se ubica en una crítica 
anticapitalista y emancipatoria.

Entender sobre todo que este sistema capitalista-imperialista es un sistema netamente 
especista, netamente machista, y bueno a veces puede mutar también y hacerse vega-
no y hacerse feminista dependiendo de las lógicas del mercado, pero no es que está 
cambiando ni nada de eso, simplemente al capitalismo no se le puede humanizar para 
nosotros, eso está claro, el capitalismo siempre va a explotar porque esa es su esencia 
(entrevista a Arlen, julio de 2019).

Figura 6. Performance “Perra eres mía”

Fuente: Archivo de Analú Laferal.  
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De esta manera, se reconoce el lugar de subordinación de los animales no humanos y 
también de las mujeres y de las diversidades y se denuncia el consumo, la objetivación 
y la mercantilización de los cuerpos más allá de la especie. Otra de las activistas entre-
vistadas afirma que “para el tema del animalismo, del feminismo, de los trabajadores, 
para el tema de LGBTIQ incluso, hay un único enemigo y ese enemigo es el sistema 
capitalista que nos oprime” (entrevista a Arlen, julio de 2019).

4. Discusión y conclusiones

En este artículo se presentó una de las configuraciones de los feminismos antiespe-
cistas del Sur que, a través de la reanimalización en cuanto apuesta escénica, buscan 
llevar a cabo un ejercicio de empatía con los demás animales y una fuga o destrucción 
estética y política de los códigos normativos del género. Esta práctica contiene una 
pulsión descolonizadora en la medida en la que cuestiona el lugar de lo animal como 
esquema de clasificación de cuerpos valiosos o no. En ese sentido, la animalidad fun-
ciona en cuanto vector de dominación y explotación que posibilita la estructuración 
de las personas en términos de la colonialidad del poder y del género. Retomando a 
Lugones, la colonialidad también alude a un “proceso de reducción activa de las per-
sonas, la deshumanización que las convierte en aptas para la clasificación, el proceso 
de subjetivación, el intento de convertir a los colonizados en seres inferiores a los seres 
humanos” (Lugones 2010, 745 [traducción propia]).

Es decir, la colonialidad del poder y del género requiere del especismo para desplegar di-
cho proceso de clasificación de los cuerpos colonizados. Por ello, lo queer y el antiespecismo 
ocupan lugares de enunciación similares al desafiar la heteronormatividad, la colonialidad 
y las estructuras de poder del discurso médico (Overend 2019; Quinn 2021). Por este 
motivo, estos FA tienen un potencial político fundamental a través del diálogo con otros 
feminismos de tipo comunitarios e indígenas, cuyos procesos de descolonización requieren 
un ejercicio autocrítico permanente (Guerra Marroquín 2022) que permiten tejer alianzas 
que sitúan la defensa de la vida en el centro.

Así, estas apuestas ético-políticas de lo abyecto se relacionan con los (eco)feminis-
mos materialistas que han buscado develar las condiciones culturales que producen 
los binarios de género (Wright 2021). Junto con los transfeminismos que han bus-
cado politizar y desencializar a los feminismos (Valencia 2018) y el antiespecismo 
queer, fundamentado en que “los roles de género heteronormativos están relacio-
nados con una forma de programación de roles de especie” (Quinn 2021, 261 
[traducción propia]).

De este modo, para los FA el reconocimiento de un metamarco que configura una 
relación de antagonismo contra la modernidad capitalista, el especismo y el heteropatriar-
cado permite problematizar dos acciones. En primer lugar, criticar las posturas antifemi-
nistas en los animalismos, que según las activistas serían reaccionarias y conservadoras. 
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Estas facciones animalistas advierten como peligroso incorporar agendas proaborto o rei-
vindicaciones generales de la diversidad sexual por temor al desprestigio de la opinión pú-
blica. En segundo lugar, reconocer la peculiaridad de la lucha animalista y funcionar 
como traductoras del lugar sufriente y doliente de los animales no humanos, a partir 
de sus propias experiencias de sufrimiento encarnadas que se denuncian a través del 
arte y la performance. Esto es importante porque permite “desarticular los diferentes 
marcadores coloniales de poder que, al operar de manera interseccional, dictaminan 
qué formas de vida importan y cuáles no” (González 2021, 126).

Así, los (trans)feminismos antiespecistas se componen de identidades políticas múl-
tiples, lo que les permite ejercer una práctica política que tiene como base el encuentro 
y el reconocimiento de la alteridad. Lo potente de estas subjetividades es que a través 
de sus prácticas animalistas y descolonizadora se han “ampliado el lugar de enunciación 
hasta los confines de lo no humano” (Guerra Marroquín 2022, 219). Esto implica 
denunciar la relación entre el cisheterosexismo, la colonialidad del género y del poder 
y el especismo, lo cual desde los transfeminismos ha implicado complejizar al sujeto 
político del feminismo (Valencia 2018), que en clave antiespecista supone el reconoci-
miento de la animalidad como un lugar de alianzas y tejidos de los sectores subalternos. 
Tomando en cuenta cómo funcionan dichos marcadores de poder entre la colonialidad, 
el género y la especie, estas redes se vuelven urgentes en un contexto de saqueo de los 
territorios y de despojo constante de la vida y de lo viviente.
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Resumen
En este artículo se retoma el concepto de excedente de la fuerza de trabajo tal como se entiende desde el pensamiento 
económico latinoamericano, por su importancia al señalar las dificultades del capitalismo para incorporar a las personas 
en empleos de calidad y explicar la reproducción de las desigualdades. A fin de contribuir al estudio de la exclusión 
laboral de las mujeres dentro de la región, se persiguen dos objetivos. El primero: construir una propuesta teórico-me-
todológica para estudiar el excedente de la fuerza de trabajo mediante la relectura del abordaje estructuralista desde la 
economía feminista. Con el segundo se propone analizar, a partir de este marco adaptado, la evolución del excedente de 
la fuerza de trabajo, así como la política asistencial argentina que pretende regularlo y su vínculo con la reproducción de 
las desigualdades de género en el ámbito nacional entre 2003 y 2019. Para ello se realiza un análisis documental y esta-
dístico de distintas fuentes. Los resultados permiten constatar la persistencia estructural de la exclusión y la desigualdad 
de género producto de la articulación entre los rasgos laborales del estilo de desarrollo argentino y el patrón de política 
asistencial consolidado. Dicho patrón se apoya en las transferencias monetarias condicionadas y resulta funcional a la 
feminización del excedente de la fuerza de trabajo durante las dos primeras décadas del siglo XXI. 

Descriptores: América Latina; brechas de género; economía feminista; exclusión social; mercado laboral; política social.  

Abstract
This article takes up the concept of surplus labor force as understood in Latin American economic thought, due to its 
importance in pointing out the difficulties of capitalism in incorporating people into quality jobs and explaining the 
reproduction of inequalities. To contribute to the study of women’s labor exclusion in the region, two objectives are 
pursued. The first objective is to construct a theoretical-methodological proposal to study the surplus of the labor force 
by re-reading the structuralist approach from a feminist economics perspective. The second objective is to analyze 
with this adapted framework the evolution of the surplus of the labor force, as well as the Argentine welfare policy 
that aims to regulate it and its link with the reproduction of gender inequalities at the national level between 2003 
and 2019. For this purpose, a documentary and statistical analysis of different sources is carried out. The results show 
the structural persistence of exclusion and gender inequality as a result of the articulation between the labor features 
of the Argentine development style and the consolidated welfare policy pattern. This pattern is based on conditional 
cash transfers and was functional to the feminization of the surplus of the labor force during the first two decades of 
the 21st century.

Keywords: Latin America; gender gaps; feminist economics; social exclusion; labor market; social policy.
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1. Introducción

El capitalismo globalizado ha situado las cuestiones relativas a la exclusión, la in-
formalidad y las desigualdades en el epicentro de los debates sociales en distintas 
latitudes. Sin embargo, en Latinoamérica estos debates se remontan a una modalidad 
de exclusión previa asociada a su condición periférica. En la segunda mitad del siglo 
XX, con el enfoque estructuralista de la informalidad se abordó la problemática del 
excedente de la fuerza de trabajo en la región. En el marco de la heterogeneidad es-
tructural, propia de estas economías periféricas (Pinto 1973, 1976), se entendió que 
el capitalismo imperante no generaba ni suficientes puestos de trabajo ni calidad en 
el sector formal (PREALC 1978). Esta dinámica creaba un excedente conformado 
tanto por personas desocupadas como por aquellas ocupadas en el sector informal; 
tal excedente se caracterizaba, a su vez, por la baja productividad y por empleos sin 
protección social y con condiciones laborales precarias en el ámbito urbano.

Retomando estos aportes, en el presente artículo se plantean dos objetivos. El 
primero es construir una propuesta teórico-metodológica para el estudio del exce-
dente de la fuerza de trabajo mediante la relectura del abordaje estructuralista lati-
noamericano desde la economía feminista (EF). Con esta propuesta conceptual se 
aportan contribuciones aplicables a la región –que alimentan los debates sobre las 
limitaciones de los estilos de desarrollo y los logros en materia de igualdad de géne-
ro–, mientras que el abordaje metodológico se centra en estrategias concretas para 
el caso argentino. El segundo objetivo es analizar las características de la evolución 
del excedente y su relación con el derrotero de la política de asistencia nacional en 
Argentina entre 2003 y 2019, para comprender la reproducción de las desigualdades 
entre mujeres y hombres.

Sobre la base del enfoque estructuralista latinoamericano se desarrolló la tesis de la 
heterogeneidad estructural en cuanto rasgo del capitalismo imperante en los países de 
América Latina. Este fenómeno remite a la lenta, limitada y segmentada penetración 
del progreso técnico que, desde la conformación de las economías capitalistas, ha 
generado marcadas brechas de productividad laboral tanto en el interior de la estruc-
tura económica como entre estas naciones y las llamadas desarrolladas (Pinto 1973, 
1976; CEPAL 2012). Estas diferencias dan cuenta de los problemas de empleo y las 
desigualdades económicas (PREALC 1978; CEPAL 2012; Bárcena y Cimoli 2020).

En el abordaje realizado por el Programa Regional del Empleo para América La-
tina y el Caribe (PREALC), de la Organización Internacional del Trabajo (OIT), se 
retomó la problemática de la heterogeneidad estructural analizándola de una forma 
estilizada mediante el estudio de los sectores formal e informal. Desde esta mirada, 
en el sector formal opera con una racionalidad de acumulación capitalista, ya que 
predomina la distinción entre la propiedad del capital y la mano de obra. El capi-
tal establece y mantiene un dominio oligopólico sobre los mercados de productos, 



El excedente de fuerza de trabajo en Argentina: un análisis desde la economía feminista

ÍC
O

N
O

S 
78

 •
 2

02
4

Páginas 199-217ISSN: 1390-1249 • e-ISSN: 1390-8065

201

lo cual genera rentas también oligopólicas que se reinvierten fundamentalmente en 
el mismo sector, y ello configura las intensivas relaciones capital-trabajo (PREALC 
1978; Mezzera 1987).

Por su parte, el sector informal se entiende como consecuencia de la oferta laboral 
insatisfecha que no puede ser absorbida por el sector formal. En él abundan “acti-
vidades poco capitalizadas y estructuradas con base en unidades productivas muy 
pequeñas, de bajo nivel tecnológico y organización formal escasa o nula” (PREALC 
1978, 28). La racionalidad de esas unidades difiere de la capitalista, pues el objetivo 
no es la acumulación sino la supervivencia de la familia. El sector informal, último 
espacio en la jerarquización de la actividad económica configurada por la heteroge-
neidad estructural (Souza y Tokman 1976), cuenta con menor productividad laboral 
y proporciona, por lo tanto, ingresos y condiciones laborales peores que las del sector 
formal.

A su vez, si bien las manifestaciones del excedente tenían su origen en los rasgos 
productivos de las economías latinoamericanas, también guardaban relación con los 
sistemas de seguridad social (Tokman 1989). En los países desarrollados, como el 
excedente de fuerza de trabajo resultaba pequeño, los esquemas para los seguros por 
desempleo podían asistir a quienes buscaban trabajo porque eran pocos y porque el 
tiempo de búsqueda era breve. Por el contrario, en los países subdesarrollados, como 
el tamaño del excedente era considerable, no podía financiarse un esquema de seguro 
de desempleo que cubriera esa situación. Ello implicó que las personas con problemas 
de empleo se “refugiaran” en la informalidad en cuanto mecanismo de generación de 
ingresos (Mezzera 1987).

Estas conceptualizaciones se vieron desafiadas, hacia fines del siglo pasado, por la 
explosión de varias modalidades asalariadas no típicas en el capitalismo globalizado. 
Así, ganaron fuerza los abordajes legales de la informalidad que descartaban la defi-
nición de la cuestión productiva. Pero, con el cambio de siglo y a partir del periodo 
de bonanza que experimentó la región entre 2003 y 2008 (García Sayan 2009), en 
diversos estudios se planteó la vigencia de la tesis de la heterogeneidad estructural y 
sus efectos en el ámbito del trabajo productivo (CEPAL 2012; Abeles, Lavarello y 
Montagu 2018; Bárcena y Cimoli 2020). En el caso argentino, las investigaciones 
mostraron la relevancia de los problemas señalados –entre los que se destacaba el 
vasto y precario sector informal– para explicar la desigualdad económica (Arakaki 
2016; Salvia, Poy y Vera 2020). 

Además, los estudios más recientes también mostraron sesgos de género en la 
heterogeneidad estructural, expresados en la sobrerrepresentación de las mujeres en 
los espacios de menor productividad (CEPAL 2016, 2019). Esta visión crítica tam-
bién se ha certificado en el caso de Argentina (Alonso 2020, 2022). En línea con esta 
perspectiva, entendemos que el análisis del excedente de fuerza de trabajo, que dirige 
la mirada hacia las limitaciones del capitalismo para incorporar a esta fuerza laboral 
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en empleos de calidad, sigue siendo central para comprender la desigualdad en el 
presente siglo. No obstante, consideramos que debe ser revisado a la luz de las trans-
formaciones en la política asistencial (como mecanismo regulador del excedente) y 
que puede ser potenciado desde la EF. 

Por ello, en este artículo nos preguntamos cuál es la relectura que podría efec-
tuarse desde la EF sobre el excedente de fuerza de trabajo en la región en el pre-
sente siglo. De hecho, ante las transformaciones en la política asistencial y en la 
extensión de la cobertura de los programas de transferencias de ingresos, diversas 
investigaciones sobre la marginalidad y los excedentes laborales han incorporado 
a personas perceptoras de asistencia laboral (ya sean desocupadas u ocupadas) al 
análisis (Maceira 2016; Poy 2019). Una relectura de estas innovaciones desde la EF 
nos permite reconceptualizar e incorporar el componente de la “inactividad” del 
excedente de la fuerza de trabajo. 

La aplicación de esta propuesta analítica al caso argentino se realiza entre los 
años 2003 y 2019. Este periodo resulta de especial interés ya que, además de conte-
ner momentos de crecimiento, desaceleración, recesión y estancamiento económi-
co, se caracteriza por la consolidación de un patrón de política asistencial que, con 
eje en las transferencias condicionadas de ingresos, conforma un modo particular 
de regulación del excedente laboral. Con el corte temporal en 2019, se evita incluir 
la pandemia de la covid-19 dentro del análisis, pues implica efectos sustantivos, 
tanto en el mercado laboral como en las políticas públicas, que no forman parte de 
los propósitos del estudio en que se basa el artículo. Teniendo en cuenta el contexto 
señalado, se investiga sobre la capacidad de absorción del excedente de la fuerza 
de trabajo urbana y las diferencias según el género en el modo de absorción del 
excedente. A estas cuestiones, también se suma otra interrogante: cuál fue el rol 
que desempeñó la política asistencial nacional en la reproducción o reducción de 
las desigualdades de género.

Tras esta introducción se expone la relectura feminista del concepto excedente de 
fuerza de trabajo para pensar la exclusión laboral de las mujeres y las desigualdades 
de género. La propuesta metodológica se presenta en la tercera sección. La cuarta 
sección está dedicada a presentar los resultados de los interrogantes para el caso ar-
gentino, los cuales confirman que la absorción de los componentes tradicionales del 
excedente (referidos al desempleo y a la informalidad de las unidades económicas) no 
solo fue insuficiente sino también desigual en términos de género. Ante esta dificul-
tad de la dinámica económica, se configuró un patrón de política asistencial que ha 
administrado ese excedente, reproduciendo ciertos sesgos de género, y que ha tenido 
limitadas posibilidades para reducir las desigualdades.
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2. Aportes estructuralistas sobre el excedente 
de fuerza de trabajo: una relectura feminista 

Al igual que la mayoría de los enfoques económicos, la corriente estructuralista 
no incorporó, desde sus formulaciones iniciales, la dimensión género en su análi-
sis. Por ello, en este texto se pretende recuperar el abordaje analítico del exceden-
te descentrándolo de la mirada parcial androcéntrica inherente a su formulación 
original. En esta relectura se emplean conceptos tomados y desarrollados por la 
EF, que entiende al género como un sistema de relaciones de poder que remite 
a la construcción histórica y social de la diferencia sexual (Scott 1990; Lamas 
2000). Estas relaciones atraviesan todas las esferas de la vida social, implican la 
subordinación de las mujeres y las identidades no hegemónicas y se traducen en 
desigualdades de género.

La división sexual del trabajo está en la base de la reproducción de dichas desigual-
dades. Según la mirada de la EF, el surgimiento de la sociedad capitalista supuso la 
separación de las esferas de la producción (en el ámbito público) y de la reproducción 
(en el ámbito privado). En correspondencia, adscribió a los hombres mayormente 
al trabajo remunerado en la primera esfera y a las mujeres al trabajo reproductivo 
o de cuidados, efectuado en el interior de los hogares. Dicha división conllevó una 
jerarquización, un valor desigual que distinguió las tareas realizadas por mujeres de 
las realizadas por los hombres (Hirata y Kergoat 2000; Picchio 2005).1 

La EF critica la manera en que los enfoques dominantes en la economía han 
limitado la definición de trabajo al empleo –desconociendo otros tipos de trabajos 
socialmente necesarios– y circunscribió el análisis económico a la esfera productiva. 
Sobre estos aportes, las economistas feministas –desde distintas corrientes teóricas– 
han visibilizado el papel del trabajo reproductivo o de cuidado no remunerado en el 
funcionamiento del sistema económico y en el bienestar de la población, así como 
también han desarrollado distintos enfoques para incorporar y centrar la atención de 
la economía en la reproducción.2 

En este artículo, retomamos estas contribuciones para pensar la relación de las 
mujeres con la esfera mercantil y con la desigualdad de género en el mundo del 
trabajo al reformular un concepto medular para el estudio del mercado laboral en 
Latinoamérica: el excedente de la fuerza de trabajo. Un elemento central para esta 
complejización es la revisión del rol de los hogares en el abordaje original del exce-
dente. Para el PREALC (1978), el lugar de la familia en la forma que adoptaba el 
excedente estaba asociado a la capacidad que tenía para sostener materialmente a los 

1 Cabe enfatizar que esta división no es absoluta en el mundo real. En particular, las mujeres de estratos socioeconómicos bajos debieron 
desde siempre participar en actividades remuneradas para la subsistencia de sus hogares (asumiendo a la vez el trabajo no remunerado 
en sus hogares).

2 Para ahondar más en este aporte fundamental de la EF, se recomienda revisar Carrasco (2006) y Esquivel (2012).
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miembros del hogar desocupados mediante el ingreso monetario de los miembros 
que sí estaban ocupados. Eran estos ingresos los que podían evitar que tuvieran que 
“refugiarse” en el sector informal. 

La EF permite discutir este rol marginal o periférico de los hogares, así como lo 
que sucede al interior de los mismos (Folbre y Hartmann 1988; Carrasco 2006). 
Picchio (2001), en su propuesta del flujo circular de la renta ampliado, advierte 
que el trabajo reproductivo no remunerado realizado en los hogares cumple una 
función económica sistémica al permitir la extensión y expansión de la renta ob-
tenida en el mercado, mediando entre la adquisición de bienes y servicios y el 
bienestar efectivo de las personas. Por lo tanto, la supervivencia depende no solo 
(ni fundamentalmente) del ingreso de otros miembros de la familia, sino tam-
bién del trabajo no remunerado que cumple funciones económicas relativas a la 
transformación de mercancías obtenidas mediante el ingreso, en niveles de vida 
ampliados y de bienestar.

Adicionalmente, la distribución del trabajo no remunerado para la reproduc-
ción, que se efectúa en los hogares, reduce la oferta de trabajo para el mercado a 
través de la relación entre las condiciones imperantes en el mercado laboral y las 
necesidades de trabajo reproductivo en los hogares (Picchio 2001). Esta distribu-
ción está atravesada por la división sexual del trabajo que, a pesar de significativos 
cambios culturales, sigue implicando para las mujeres en la región latinoamericana 
un mayor tiempo destinado al trabajo reproductivo, menores tasas de participación 
en el mercado laboral, sobrerrepresentación en el desempleo y una alta presencia 
en las variadas formas de precariedad en los empleos (Esquivel 2012; OIT 2019).

De acuerdo con esta propuesta conceptual la configuración del excedente es otro 
modo de expresión de la desigualdad económica de género en el que operan tres 
instituciones económicas fundamentales: la familia, el mercado y el Estado. Por otro 
lado, las transformaciones del capitalismo y las modificaciones del sistema de protec-
ción social en la región también obligan a prestar especial consideración a la política 
asistencial para terminar de adaptar este concepto.

En el presente siglo los programas de transferencias condicionadas de ingresos se 
han consolidado como el mecanismo más extendido de asistencia que se brinda a la 
población más vulnerable, y que, por condición de actividad y rasgos de la inserción 
laboral remiten a la población excluida del sector formal. Esta respuesta plantea un 
escenario distinto al teorizado por el PREALC, ya que los recursos transferidos a 
vastos sectores de la población pasarían a constituir un modo de administración del 
excedente (como lo fue y es el seguro de desempleo) y vendrían a modificar la compo-
sición que adopta la fuerza de trabajo excluida. En definitiva, estos recursos afectarían 
las decisiones que se toman al interior de los hogares en relación con la búsqueda 
de empleo, modificando en consecuencia las posiciones que las personas ocuparían 
dentro del excedente. 
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En conexión con ello, la ausencia o presencia de la mirada género en el diseño de 
la asistencia es clave. La lectura feminista en Latinoamérica analizó de manera crítica 
este paradigma de política asistencial, señalando el sesgo maternalista y sus impactos 
ambiguos en la vida y en la promoción de los derechos de las mujeres.3 Como son 
programas dirigidos a las madres (y no a mujeres en general), refuerzan simbóli-
camente su rol cuidador. Además, las condicionalidades, generalmente asociadas a 
controles sanitarios y educativos, refuerzan materialmente este rol. Adicionalmente, 
se ha destacado el potencial efecto de desincentivo a la participación laboral de las 
mujeres. Esto nos lleva a un punto central del planteamiento teórico ya que, ante el 
desincentivo, una cantidad numerosa de las mujeres que forman parte del excedente 
podrían pasar a las filas de la “inactividad”, reduciendo, en apariencia, el tamaño del 
excedente pensado en su acepción tradicional. 

La posibilidad de incorporar como otro componente del excedente a personas en 
posición de “inactividad” fue en su momento formulada y desestimada en los textos 
del PREALC, por considerarla de poco peso estadístico.

Una tercera alternativa, más bien infrecuente, es retirarse de la fuerza de trabajo; este es el 
fenómeno del ‘trabajador desalentado’, que, en tiempos normales, rara vez excede de 2 o 
3 % de la fuerza de trabajo. Evidencia reciente sugiere que, en algunos países, este mismo 
puede haber adquirido importancia en los últimos años (Mezzera 1987, 24).

Sin embargo, en este nuevo contexto entendemos que este fenómeno de desalien-
to también podría adoptar otra forma y tener peso en aquellas personas, funda-
mentalmente mujeres, que forman parte de hogares con demanda de cuidados de 
hijos o hijas y que, al no ser absorbidas por el sector formal del empleo, resultan 
beneficiarias de los programas de transferencias de ingresos. Por ello, en nuestra 
propuesta analítica se incorpora al excedente el grupo de personas “inactivas” que 
son titulares de este tipo de asistencia al realizar tareas de cuidado, y que no han 
sido contabilizadas en los componentes relativos a la ocupación (ya sea en el sector 
informal o en programas laborales) o la desocupación. En adelante se hará alusión 
a ellas como “inactivas”, aunque si bien son inactivas desde la mirada del mercado 
laboral, realizan trabajo socialmente necesario en sus hogares y reciben una trans-
ferencia monetaria asociada a ello.

3 Para profundizar acerca de este tema se sugieren los trabajos de Molyneux (2006), Rodríguez Enríquez (2011) y Cookson (2018).
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3. Metodología

Para responder a la indagación teórica presentada anteriormente se realizó un análisis 
de las producciones del PREALC y de sus recuperaciones de las tesis del estructura-
lismo latinoamericano. Luego, se efectuó una lectura crítica y una propuesta analítica 
desde la EF. En cuanto a los interrogantes para Argentina, es destacable mencio-
nar la escasez y la fragmentación de la información sobre los programas asistencia-
les nacionales. Teniendo en cuenta estas constricciones, a la estadística descriptiva 
e inferencial construida con base en la información de la Encuesta Permanentes de 
Hogares (EPH), se sumó el rastreo y la sistematización de información de registros, 
normativas y evaluaciones de los programas junto al análisis documental de su diseño 
y ejecución. En la siguiente sección se amplía la información sobre los programas y 
las normativas, con base en las fuentes empleadas.

Para estudiar el excedente de la fuerza de trabajo, se operacionalizaron los siguien-
tes componentes: i) personas ocupadas en el sector informal del estrato de menor 
productividad laboral; ii) población desocupada; iii) personas ocupadas en progra-
mas asistenciales de empleo; y iv) población “inactiva” beneficiaria de programas de 
transferencias de ingresos. En este paso se emplearon datos del Instituto Nacional de 
Estadística y Censos (INDEC), provenientes de la Dirección Nacional de Cuentas 
Nacionales y de la EPH.

Para el primer componente se tomó la definición operacional de Alonso (2020), ya 
que este recorte del sector informal permite concentrarse en aquel espacio de la econo-
mía que brinda los empleos de más baja calidad y los menores ingresos. Este abordaje 
partió de la definición tradicional de sector informal del PREALC (1978).4 Pero solo se 
recogió a las personas que además cumplían con la condición de trabajar en las activi-
dades de menor productividad. Esta línea de demarcación siguió la propuesta de Pinto 
(1973, 1976) y tomó la definición de Lavopa (2007) que, tras abordar el estudio de la 
productividad laboral por ramas como cociente entre el valor agregado bruto y la can-
tidad de personas ocupadas,5 agrupó como actividades de productividad baja a aquellas 
ubicadas al menos un 20 % por debajo del promedio nacional. 

El segundo componente se operacionalizó con la definición estadística estándar de 
desocupación. Por su parte, el tercer y el cuarto componente incluyeron titulares de 
políticas asistenciales de transferencias de ingresos.6 En el caso de titulares de progra-
mas de empleo se utilizó la variable de la EPH que permite identificar a las personas 

4 Esta definición incluye a patronas y patrones, y asalariadas y asalariados en establecimientos privados con cinco o menos personas, a 
trabajadoras y trabajadores por cuenta propia no profesionales, a quienes se ocupan del servicio doméstico y a trabajadoras y trabaja-
dores familiares sin salario.

5 Entendemos que esta definición de productividad laboral, tomada de estudios enmarcados dentro del estructuralismo, sesga las acti-
vidades de trabajo, intensivas en general y las de cuidado en particular. Esto remite a otra línea de investigación cuyo abordaje preten-
demos detallar en un próximo artículo.

6 Se excluyen los programas nacionales alimentarios por no ser considerados un mecanismo regulador del excedente laboral.
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ocupadas en dichos programas. En el caso de los programas asistenciales no laborales 
se utilizó la metodología de captación indirecta sobre la base de la variable monto del 
ingreso por subsidio o ayuda social.

Por último, es importante señalar que para la elaboración de algunos indicadores 
se seleccionaron los años 2003, 2005, 2011 y 2019. Estos se tomaron como momen-
tos testigo de los fenómenos a estudiar por su utilidad, tanto para el análisis de la 
dinámica económica como para la consideración de momentos de implementación 
de los principales programas de transferencias de ingresos. Así, se establecieron diver-
sos periodos de estudio que no persiguieron la proporcionalidad entre los años, sino 
más bien el seguimiento de las distintas dinámicas del crecimiento económico y de 
las respectivas respuestas de la política asistencial.

4. Resultados para el caso argentino

Los resultados de la aplicación de la propuesta analítica en la Argentina se presenta-
rán en dos subsecciones. La primera se concentra en las relaciones entre las tendencias 
del excedente de fuerza de trabajo, en los cambios en la economía nacional y en los 
intentos de regulación de la política asistencial. En la segunda sección se esclarecen 
las desigualdades de género ocultas en dichas tendencias.

El excedente laboral: composición y tendencias según el ciclo económico 
y la consolidación del nuevo patrón de política asistencial

Con el propósito de dar respuesta a las interrogantes sobre la absorción del excedente 
laboral y el rol de la política asistencial, en esta subsección realizamos un análisis por 
periodos. El primero se refiere a un momento de elevado crecimiento económico y de 
consolidación del patrón de política asistencial (2003-2011), mientras que el segun-
do remite al estancamiento y recesión registrados entre 2011 y 2019.

Durante el periodo de crecimiento, el excedente de la fuerza de trabajo se redujo 
alrededor de un 9 %, pasando a representar el 41,4 % de la población que participaba 
en el mercado laboral en 2011 (tabla 1). Esta disminución se produjo de manera más 
acelerada durante la recuperación económica (2003-2005), ya que casi la mitad del 
descenso se registró en ese subperiodo. La absorción restante del excedente se puede 
comprender como consecuencia del crecimiento económico que fue acompañado por 
la expansión del sector formal en los seis años posteriores. En el caso de las actividades 
de menor productividad en el sector informal, entre 2003 y 2011 se observó una per-
sistencia de su peso en la composición del excedente e incluso un leve incremento. La 
explicación de la disminución del tamaño del excedente se encontró fundamentalmen-
te en el comportamiento del desempleo y, en menor medida, en la política asistencial.
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Esta última fue consolidando un patrón que se sustenta en una perspectiva de ma-
ternalismo social, por la cual van perdiendo peso los componentes asociados a la 
promoción de la participación laboral de las personas. En Argentina, el proceso de 
masificación y posterior transformación de los programas de transferencias condi-
cionadas se remonta al Plan Jefas y Jefes de Hogar Desocupados (PJJHD), creado 
en abril de 2002 mediante el Decreto Presidencial 565 como respuesta a la crisis 
del 2001, y en un contexto de desempleo en el orden del 20 %. Este programa fue 
un hito en la expansión de recursos destinados a este tipo de intervenciones. Si bien 
continuó con la lógica de la política asistencial focalizada que caracterizó a la década 
de los 90, el programa cobró una masividad sin precedentes pues se beneficiaron 
aproximadamente dos millones de personas en el segundo trimestre de 2003.

El PJJHD exigía a sus titulares una contraprestación laboral o la participación en 
actividades de formación para mejorar las posibilidades de inserción laboral, junto a 
condicionalidades en materia de salud y educación de los niños y las niñas a cargo. 
Por su dimensión pasó a ser la principal forma de asistencia mediante transferencias 
monetarias destinada al excedente laboral y mantuvo su participación mayoritaria 
dentro de los programas nacionales de empleo hasta 2008. Hacia finales de 2004 
comenzó la transición en el paradigma de política asistencial desde la priorización 

Tabla 1. Incidencia de los componentes del excedente 
en la fuerza de trabajo (en porcentajes)

  Años seleccionados Variación

2003-III 2005-II 2011-II 2019-II 2005-2003 2011-2003 2019-2011 2019-2003

Excedente (suma de 
componentes/pobla-
ción económicamente 
activa) 

50,7 46,3 41,4 43,6 -4,4* -9,3* 2,2* -7,1*

Ocupadas y ocupados 
en el sector informal 
de las actividades de 
menor productividad

28,1 28,8 29,7 28,4 0,7 1,6* -1,3* 0,3

Desempleadas y 
desempleados 16,3 12,2 7,6 11,1 -4,1* -8,7* 3,5* -5,2*

Población en el compo-
nente asistencial 6,3 5,3 4,1 4,2 -1,0* -2,2* 0,1 -2,1*

Ocupadas y ocupados 
en programas de 
empleo

5,7 4,2 0,8 0,8 -1,5* -4,9* 0,0 -4,9*

“Inactivas o inactivos” 
con Plan Jefas y Jefes 
de Hogar Desocupados

0,6 1,1 - - 0,5 - - -

“Inactivas o inactivos” 
con Asignación Uni-
versal por Hijo 

- - 3,3 3,3 - - 0,0 -

Elaborada con base en el INDEC (2003-2019).
*Diferencias estadísticamente significativas entre intervalos de confianza al 95 %.
Nota: II y III aluden al segundo y tercer trimestre del relevamiento de la EPH. 
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de programas de empleo hacia la expansión del maternalismo social. El Decreto 
1506/2004 resultó crucial puesto que estableció que las bases de la migración de 
titulares del PJJHD hacia otros programas girarían en torno a la evaluación de la 
“empleabilidad” de sus titulares.

Como resultado, el grupo de titulares que fue clasificado como el de menor em-
pleabilidad (o mayor déficit de empleabilidad), compuesto fundamentalmente por 
mujeres con hijas o hijos según la evaluación del Ministerio de Trabajo, Empleo y Se-
guridad Social (MTESS 2005), fue redireccionado al Programa Familias por la Inclu-
sión Social (PFIS) del Ministerio de Desarrollo Social (MDS) a partir de 2005.7 Sin 
contraprestación laboral, la transferencia a las madres estuvo condicionada al cuidado 
de sus hijas e hijos. Luego, se creó el Seguro de Capacitación y Empleo (SCE) del 
MTESS mediante el Decreto 336 de 2006. Este programa laboral pretendió albergar 
a quienes fueron calificados como empleables (en su mayoría hombres).

Así se fue consolidando el viraje de la activación hacia la “inactivación” de parte 
del excedente y el refuerzo de la visión maternalista del nuevo patrón de política. La 
decisión nacional de traspasar a ese grupo hacia el MDS y la posterior creación del 
PFIS supusieron una modificación del propio estatus de esas mujeres en relación con 
el mercado laboral y con base en su derecho a la inclusión social (de desocupadas a 
madres). Todos estos rasgos se reforzaron entre 2008 y 2009, momento de consolida-
ción del patrón de política asistencial. Durante esos años, e incluso antes del impacto 
de la crisis mundial, el patrón de crecimiento económico ya mostraba dificultades no 
solo para soportar ese ritmo, sino también para sostener las mejoras de los indicado-
res sociales ante el avance de la inflación y del desajuste de las principales variables 
macroeconómicas (Beccaria y Maurizio 2012). Sumado a ello, se encontraba la insu-
ficiente creación de empleos de calidad y el elevado peso tanto de la informalidad en 
la ocupación como de la pobreza en la población.

En este contexto, prosiguió la transformación del paradigma asistencial. En 2008 
se crearon dos programas laborales. El Programa Jóvenes con Más y Mejor Trabajo 
(PJMyMT) y el Programa Ingreso Social con Trabajo (PIST), originados mediante la 
Resolución 497/2008 y la Resolución MDS 3182/2009. Estos no alcanzaron mag-
nitudes tan significativas como las que tendrían el PJJHD o la Asignación Universal 
por Hijo (AUH), creada en 2009 mediante el Decreto 1602.

La implementación de la AUH fue la medida más significativa para la consolida-
ción de los rasgos de la política asistencial (tabla 2). Esta buscó expandir el alcance 
de las asignaciones familiares a aquellos sectores excluidos de este componente de la 
seguridad social. Si bien la titularidad del derecho al beneficio era para menores de 
18 años y para personas con discapacidad, la titularidad de cobro era para sus madres 
(prioritariamente) y padres desocupados (sin seguro de desempleo) u ocupados en 
empleos informales. Esta asignación venía a cubrir casi la totalidad del excedente 
7 El PFIS fue creado mediante la Resolución 825/2005.
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de fuerza de trabajo (en su acepción tradicional). En el caso de las y los asalariados 
del sector informal del estrato de menor productividad, las cifras de trabajadores no 
registrados oscilaban entre el 70 % y el 80 % durante esos años.

Hasta 2016 fue incompatible con la percepción de transferencias monetarias ori-
ginadas en prestaciones contributivas o no contributivas de cualquier nivel guber-
namental, lo que continuó la migración de titulares de programas laborales hacia 
programas sin contraprestación laboral. Al mismo tiempo, profundizó en el mater-
nalismo mediante las condicionalidades en materia de cuidados. Como resultado, 
para diciembre de 2011 la AUH había alcanzado 1 883 822 titulares de cobro y una 
proporción femenina mayor al 90 %.

Este viraje en la asistencia tuvo implicaciones sobre la composición del excedente y sobre 
sus rasgos de género (como se verá en la próxima subsección). En primer lugar, se redujo 
la participación de las personas ocupadas en programas laborales. Hacia 2011 no solo 
esta caída tenía efectos en el tamaño del excedente en general, sino también en la dismi-
nución del peso de la ocupación dentro del excedente (tabla 1). En segundo lugar, operó 
un cambio en la composición referida a la política asistencial, ya que al contrario de lo 
registrado en 2003 y 2005, en 2011 las personas inactivas con transferencias no laborales 
representaban la mayor parte del componente asistencial del excedente (3,3 %), mientras 
que las personas ocupadas en programas de empleo representaban solo el 0,8 %.

Durante el segundo periodo (2011-2019), que se caracterizó por el estancamiento y 
por la recesión con un elevado deterioro de los ingresos debido a la inflación, se observó 
un leve incremento del excedente que giró en torno al 2 %. Esta variación se debió al 
aumento de la desocupación, mientras que los dos componentes referidos a la política 
asistencial no presentaron variaciones. En ese sentido, la política asistencial pudo haber 

Tabla 2. Cantidad de titulares según tipo de asistencia nacional

  2003-2007 2011 2019

1. Programas asistenciales 
laborales

Plan Jefas y Jefes de Hogar 
Desocupados 2 095 590 13 689 -

Seguro de Capacitación y 
Empleo 75 498 262 944 14 819

Programa Jóvenes con Más y 
Mejor Trabajo - 317 497 111 432

Otros 568 681 469 143 231 116

2. Programas asistencia-
les sin contraprestación 
laboral

Programa Familia por la Inclu-
sión Social 541 981 - -

Asignación Universal por Hijo - 1 883 822 2 344 276

Pensión a madres con siete  
hijos/as o más 136 741 303 109 304 828 

Elaborada con base en el MTESS (2021) y en la CEPAL (2021a, 2021b, 2021c).

Nota: Los datos del indicador 1 pertenecen a MTESS y los del 2, a la CEPAL.
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jugado un rol contenedor para que la ocupación en el sector informal del estrato de 
productividad baja no creciera y que el desempleo no escalara a cifras mayores.

En cuanto a la consolidación del patrón de política asistencial, si bien ya en 2011 se 
observaba una supremacía de la cantidad de titulares bajo modalidades de asistencia sin 
exigencia de contraprestación laboral (tabla 2) y con una lógica maternalista, para 2019 
esta diferencia se hizo más marcada. Esto se debió tanto a la ampliación de la cobertura 
de la AUH como a la merma de la cantidad de titulares con programas laborales.

En síntesis, entre 2003 y 2019 la capacidad de absorción del excedente de fuerza 
de trabajo fue insuficiente, ya que a pesar del marcado crecimiento de la primera 
década el excedente se mantuvo en cifras cercanas al 40 % de la población econó-
micamente activa (PEA). Ante los persistentes rasgos estructurales de Argentina que 
modelan las lógicas de exclusión económica y, por lo tanto, la dificultad de la dinámi-
ca económica de proveer bienestar de manera sostenida a la población, se consolidó 
un patrón asistencial que cobró una creciente masividad y que giró sus esfuerzos de 
la inserción o reinserción laboral a la transferencia de ingresos a madres en hogares de 
bajos ingresos, una parte estructural de la población excluida.

Desigualdades de género en la evolución del excedente 

Durante los años de crecimiento económico la insuficiente absorción del excedente 
no se realizó de forma homogénea en términos de género, por el contrario, se explicó 
fundamentalmente por el descenso del excedente masculino. Mientras en 2003 el 
excedente masculino representaba el 44,3 % y el femenino era del 59,1 %, para 2011 
las cifras fueron 33 % y 53,4 % respectivamente (tabla 3). En efecto, la proporción 
de mujeres en relación con el total de personas dentro del excedente o de la partici-
pación femenina (PF) aumentó de manera sostenida en todo el periodo, pasando del 
50,6 % en 2003 al 53,9 % en 2019. Esta variación significativa devela la feminiza-
ción del excedente durante esos años. 

Para analizar los rasgos de género de la evolución de los componentes del exceden-
te laboral, es importante considerar que entre 2003 y 2007 el crecimiento económico 
fue acompañado de un aumento del empleo genuino8 que explicó las contracciones 
del desempleo (Damill y Frenkel 2006; Beccaria y Maurizio 2012). Estos compor-
tamientos, junto al aumento del empleo en el sector formal, abrieron posibilidades 
para la absorción del excedente. La evidencia muestra que fueron los hombres quie-
nes resultaron beneficiados por esta dinámica entre 2003 y 2005, pues el desempleo 
masculino cayó a mayor ritmo que el femenino. Además, esta diferencia fue mucho 
más marcada para quienes tenían un programa laboral como ocupación principal. 
En este subperiodo el porcentaje de hombres con programas de empleo cayó casi a 
la mitad, mientras que en el caso de las mujeres la reducción fue de apenas 1,6 %.
8 Entendido como los puestos de empleo creados netos a partir de programas asistenciales de empleo.
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Para las mujeres, a diferencia de los hombres, la reducción del desempleo se dio de 
la mano del incremento de la ocupación en el sector informal de las actividades de 
menor productividad, por un lado, y de la tendencia al aumento del componente de 
“inactivas” con PJJHD, por otro. Esto último se profundiza porque en materia de 
política asistencial la decisión no giró en torno al diseño de programas de inserción 
laboral con igualdad de género junto a mecanismos que resolvieran los problemas de 
conciliación entre la vida familiar y laboral, sino que se centró en el traspaso de las 
mujeres desde un programa laboral (como lo fue el PJJHD) a programas de asistencia 
familiar sin contraprestación laboral con sesgo maternalista.

Posteriormente, la brecha de género en el excedente se incrementó debido a la 
continuación de las tendencias según el género en el desempleo y en la ocupación 
del sector informal de las actividades menos productivas, y a la profundización del 
patrón asistencial con la AUH. La reducción del peso de los programas laborales y los 
rasgos maternalistas llevó la brecha a la máxima expresión en 2011. De esta manera, 
no solo el crecimiento económico se olvidó de estas mujeres, sino que también la 
política asistencial resignó en gran medida la vía de su autonomía económica a través 
del trabajo remunerado y lo que se entiende como el otro lado de la misma moneda, 
la corresponsabilidad del trabajo de cuidado.

Tabla 3. Indicadores de la fuerza de trabajo femenina y masculina

 Años seleccionados Variación

2003-III 2005-II 2011-II 2019-II 2005-2003 2011-2003 2019-2011 2019-2003

Excedente masculino 44,3 38,5 33,0 35,5 -5,8* -11,3* 2,5* -8,8*

Excedente femenino 59,1 57,1 53,5 54,3 -2* -5,6* 0,8 -4,8*

Ocupadas en el 
sector informal de las 
actividades de menor 
productividad

30,5 32,7 35,4 33,8 2,2* 4,9* -1,6 3,3*

Desempleadas 18,4 14,9 9,0 11,9 -3,5* -9,4* 2,9* -6,5*

Mujeres en el compo-
nente asistencial 10,2 9,6 9,1 8,6 -0,6 -1,1 -0,5 -1,6*

Ocupadas en progra-
mas laborales 8,9 7,3 1,2 1,1 -1,6* -7,7* -0,1 -7,8*

“Inactivas” con Plan 
Jefas y Jefes de Hogar 
Desocupados 

1,3 2,3 - - - - - -

“Inactivas” con 
Asignación Universal 
por Hijo

- - 7,9 7,5 - - - -

Participación femenina 
en el excedente total 50,6 51,8 53,1 53,9 1,2 2,5* 0,8 3,3*

Elaborada con base en el INDEC (2003-2019). 
*Diferencias estadísticamente significativas entre intervalos de confianza al 95 %.
Nota: II y III aluden al segundo y tercer trimestre del relevamiento de la EPH.
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Esta configuración no sufrió grandes variaciones con el estancamiento y con la 
recesión correspondientes al lapso 2011-2019. Este periodo nos remite a la figura 
mencionada anteriormente de “trabajador desalentado”, pues a inicios del presente 
siglo estas mujeres eran sujetas de políticas laborales, y hacia finales del periodo pa-
saron a ser titulares de cobro de beneficios para sus hijas e hijos. En algún sentido se 
“desalentó” su vinculación con el mundo del trabajo remunerado. Una vez consoli-
dado el patrón asistencial, esta nueva figura pasó a representar entre el 7 % y 8 % de 
la fuerza de trabajo femenina y el 14 % del excedente femenino.

La reconfiguración del excedente, detallada hasta aquí, nos lleva a la pregunta 
sobre sus implicaciones para los ingresos de las mujeres y las brechas de género. Te-
niendo en cuenta la significativa brecha de género en los ingresos laborales en el 
componente informal –que supera la brecha en el resto del empleo–, la política asis-
tencial podría haber jugado un papel favorable en torno a la reducción de la brecha 
de género en la población excedentaria y en el logro de mayor autonomía económica 
de esas mujeres.

Las transferencias monetarias sin dudas mejoraron los ingresos de las personas 
beneficiarias y de sus hogares, aunque no fueron suficientes para que un hogar 
compuesto por una persona adulta y dos menores no cayera en la pobreza (tabla 
4). Así, la dotación económica dejaba a las mujeres titulares lejos de contar con la 
capacidad de adquirir bienes y servicios necesarios para satisfacer sus necesidades 
y las de sus grupos familiares, además, no les permitía desligarse de la necesidad 
de otras fuentes de ingresos. A su vez, estas transferencias dotaron de menores 
recursos a sus titulares que los ingresos que en promedio brindaba el mercado 
laboral.

Tabla 4. Indicadores de ingresos monetarios según programa nacional de transferencia 

 
Plan Jefas y Jefes de 
Hogar Desocupados 
(2003-III)

Programa Familias por la 
Inclusión Social 
(2005-II)

Asignación Universal 
por Hijo 
(2011-II)

Asignación Universal 
por Hijo 
(2019-II)

Transferencia (en pesos) 150
Entre 100 y 200

(según la cantidad de hijas 
o hijos)

220 por cada hija o hijo
880 por cada hija o hijo 

con discapacidad

2652 por cada hija 
o hijo

8642 por cada hija o 
hijo con discapacidad

Porcentaje sobre la canasta 
básica total* 31,8 Entre 19,1 y 38,2 49,8 25,9

Porcentaje sobre el promedio 
del ingreso laboral mensual

27,4 Entre 14,2 y 28,3 16,2 25

Elaborada con base el INDEC (2003-2019). 
*Porcentaje del monto de dos asignaciones sobre el valor de la canasta básica total al trimestre de referencia para un hogar compuesto por 
una persona adulta y dos menores (excepto del PJJHD, del cual se tomó el monto único y del PFIS que se tomó el monto mínimo y el 
máximo).
Nota: II y III aluden al segundo y tercer trimestre del relevamiento de la EPH.
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Por último, si bien la brecha de ingresos no laborales fue favorable para las mu-
jeres, ello no tuvo impacto en la reversión de la brecha de género del ingreso total 
(tanto el percibido por ingresos laborales como por ayuda social) para el excedente 
en su conjunto. Al cierre del periodo, los hombres continuaban teniendo ingresos 
mensuales promedio superiores a las mujeres pertenecientes al excedente.9

5. Discusión y conclusiones

En el presente artículo se ha documentado la incapacidad del capitalismo que se 
ha desarrollado en Latinoamérica para incluir la totalidad de la fuerza de trabajo 
en empleos de calidad. Para ello, se efectuó una relectura desde la EF del concepto 
del excedente de fuerza de trabajo desarrollado por el enfoque estructuralista de la 
informalidad.

En el caso argentino, el análisis empírico confirma varios elementos. En primer 
lugar, la persistencia de un excedente de fuerza de trabajo significativo en su mag-
nitud, aún en contextos de crecimiento económico. En segundo lugar, la pérdida 
paulatina de los componentes del excedente vinculados a la desocupación (desocupa-
ción abierta o contraprestaciones de programas laborales) y el incremento de aquellos 
vinculados al desaliento y a la “inactividad” (cuya evolución es independiente del 
ciclo económico). En tercer lugar, la desigual absorción por género de la fuerza de 
trabajo y la consecuente feminización del excedente. Esto último se explica dentro 
de un contexto que, además de la injusta organización social del cuidado (Esquivel 
2011; Rodríguez Enríquez, Marzonetto y Alonso 2019), aúna la debilidad del estilo 
de desarrollo para generar empleos de calidad para las mujeres y la consolidación 
de un patrón de política asistencial, cuyos esfuerzos han girado desde la inserción o 
reinserción laboral hacia la transferencia monetaria a madres en hogares vulnerables.

Con estas conclusiones también se dialoga con los estudios sobre la desacelera-
ción de la participación laboral femenina en Latinoamérica (Gasparini y Marchionni 
2015) y la feminización de la pobreza en Argentina durante estos años (Paz 2021). 
Así, se advierte sobre la persistencia de problemas de pobreza vinculados al modo de 
regulación del excedente –a través de transferencias que resultan insuficientes para su-
perar los umbrales de pobreza monetaria– mientras se produce una escasa y desigual 
absorción de la fuerza de trabajo. Además, se evidencia que la prioridad dada a las 
madres para el cobro de las transferencias tampoco alcanza para reducir las brechas de 
género en los ingresos totales –laborales y no laborales– dentro de la población que 
conforma el excedente. 

El diálogo propuesto evidencia la cuestión de género dentro de los problemas estruc-
turales de mercados laborales latinoamericanos y las formas que estos adoptan frente a 
9 La diferencia de medias en el ingreso total es estadísticamente significativa con un nivel de confianza al 95 %.
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la consolidación de un determinado patrón de política asistencial. La continuidad de 
estilos de desarrollo, como los imperantes en la región, consolida mecanismos de re-
producción de las brechas de desigualdades socioeconómicas y de género. Visibilizar 
esta dinámica puede tener un potencial transformador si alimenta un debate genuino 
sobre la manera en que se pretende abordar la exclusión en el contexto de recuperación 
económica a la salida de la crisis generada por la covid-19.

Apoyos

Este trabajo es producto de la labor de investigación que las autoras desempeñan en el 
Consejo Nacional de Investigaciones Científicas y Técnicas (CONICET), Argentina. 
Agradecemos los comentarios y sugerencias de quienes ejercieron como revisores y 
revisoras de este artículo. Sus evaluaciones resultaron importantes para dar claridad y 
profundidad al análisis aquí propuesto.
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Imágenes, cuadros, gráficos, tablas
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requieran y hacer llegar dichos permisos a la revista.   
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mayúscula inicial, año de publicación y número de página. Ejemplo: (Habermas 1990, 15). En ningún 
caso utilizar op. cit., ibid., ibídem.
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